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A chaval, los herederos de, con Don Adolfo E. Carranza, por escri- 
turación; «obre honorarios de ííscrI aá hor 423 

Aduana, con Valdez y Piris, por aforo; sobre apelación 390 

Aguilar, Don Bonifacio, contra Don Serafín Endrizai ¡ sobre 
cumplimiento de contrato. 141 

Alcántara, Don Juan, con Don Denjamin A. Davales; sobre jui- 
cío ejecutivo. 59 

Alfougín, Don M. Martines contra Sebastian Darmandray ; sobre 
derecho* procuraiorios 20 

Amadeo, Don Daniel C, contra don Luiá Didone, por cobro de pe- 
sos ; sobre embargo preventivo .* 257 

Anderson, Dan Diego, con la Municipalidad del Paraná, por acción 
redhibiloria y quanti minori , sobre competencia. 314 

Andreu y Grau, Don Salvador, contra Lugar y O, sobre falsifica- 
ción de marpa de fábrica. 275 

Andriani, Don Agustín, contra la Sociedad cLa Colonizadora Po- 
pulan; sobre cobro de pesos 13$ 

Belfo ¡ir, Jabea Spenccr, por extradición ; sobre ampliación de 
sentencia ejecutoriada 146 
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Banco Británico de la América del Sud contra W. Earnest, por 
cobro de pesos, sobre competencia ; recurso contra un auto 

de la Cámara de Apelación de la Capital 3»» 

Banco «c la Nación, contra Don Domingo Godoy, por cobro de 

pesos ; sobre reconocimiento de firma y embargo preventivo. . 321 
Banco Hipotecario de Buenos Airea, con Don Eduardo Bonorino, 

por nulidad de venta ; sobre suspensión de escrituración 15 

Banco Hipotecario Nacional, contra Don Vicente Rodríguez ; sobre 

interdicto de adquirir 19 

Itai"o Nacional, contra el doctor Juan J. Lubary, por deuda al 

Banco; sobre inhibición de enajenar 70 

Banco Nacional, conl ra Don Eduardo Chnpcaurouge.por cobro eje- 
cutivo cíe pesos ; sobre apelación ........... • • lál 

Banco Nacional, contra Don Cárlus Laflont, por deuda al Banco; 

sobre inhibición de enajenar 170 

Banco Nacional, contra Don Eduardo Luis Vila. por cobro de pe- 
sos ; sobre infracción de la ley de sellos 182 

Banco Nacional, contra Don Teófilo F. Urraco, por cobro ejecu- 
tivo de pesos ; sobre apelación 1 85 

Banco Nacional, contra Don Manuel López, por cobro de pesos; 

sobre levantamiento de inhibición, y apelación 187 

Banco Nacional, contra don Manuel JM. Díaz, por cobro de pesos; 

sobre regulación de honorarios y apelación 250 

Banco Nacional, contra Dor. Salvador G. Gómez, por cobro de pe- 
sos; sobre garantías ^71 

Barbieri, Don Andrés, contra Don Manuel G. Bonorino, por cobro 

de pesos c incompetencia ; sobre agregación de pruebas I3& 

Barinotlo, Don Santiago, en los autos de Don Santos Loworich 
contra Don Enrique R. Piaggio, por suspensión de entrega de 

fondos; sobre apelación 211 

Bayona, Don Abelardo, contra Don Ignacio Comas; sobre reivindi- 

324 



Benilez, Don Juan G. f con el doctor darlos María Querencio por 
liquidación de sociedad sometida á árbilros ; sobre recusación 

JOB 

de éstos .,...*..... - ........ iw 



DE JUSTICIA NACIONAL 449 

I' i r mi* 

Bidone, Don Luía, con Don Daniel C, Amadeo, por cobro de pe- 
sos ; sobre embargo preventivo , ¿57 

Mol, Andrés, por extradición ; sobre eicareelacion provisoria.. 66 

Blot. Andrés, por extradición ; sobre competencia 368 

Bonorino, Don Eduardo, contra el Banco Hipotecario de Dueños 

Aires, por nulidad de venta ; sobre suspensión de escrituración. 15 
Bonorino, Don Manuel G, con Don Andrés fiarbieri, por cobro de 

pesos é incompetencia ; sobre agregación de prueba* 135 

Brambilfa, íus cónyuges, sobre falsa manifestación y pena de do- 
bles derechos 2^1 

Brandan, Don Bamon A, por infracción de ia ley nacional de elec- 
ciones ; sobre aninigiia 

Drigjiardelli, Don Ventura, contra la Municipalidad del Rosario, 
por rescisión de contrato y danos y perjuicios; sobre pertinen- 
cia de preguntas á los testigos. 65 

Bruny, Don Julián, contra D u n Luis tibiglioue, por incompeten- 
cia ; sobre costas 2l5 

Brniiy, don Luis A., en los autos ejecutivos del Banco de la Na- 
ción contra Don Agustín y Don Próspero de Angclís, por ter- 
cería de dominio : sobre cosías 313 

Bucbanan, Üniia Isabel Williams de, con Doña Juana Zamudio de 

Lavaile, por reivindicación de un campo; sobre apelación Ü7 

Budellí, Don Luis, con Lama y O ¡ sobre falsificación de marca 

de fábrica 0,5 

Buenos Aires» la provincia, con Don Federico M. CArrega, por 

cobro de pesos ; sobre competencia 73 

Buenos Aires, la provincia, cunlra la Municipalidad de la Capital; 
sobre reivindicación de terreno ' 293 



C 



Cabral, Don Nicolás F., cunlra Don Julio CacnolaHi, por cobro 
de un crédito comprado al concurso de Don Antonio Odeiia; 
sobre competencia t .. m 

T. IX gy 
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Cacciolalti, Ooii Julio, con Don Nicolás F. Cabral, por cobro tle 
un crédito comprado al concurso de Don Antonio Odena ; sobre 
competencia 234 

Gittret, Rabazzini y í>, con Fisco Nacional, por rcivimlicacior ; 
sobre absolución de porciones 166 

Calvo, Don Guillermo, contra la Municipalidad de Posadas, por 
cobro de pesos ; sobre arraigo 1!lá 

Cañaba), Don Enrique, contra la Compañía «Siluros Populares)», 
por abandono de buque y cobro do pesos ; sobre arraigo 119 

Cano, Ünii Ramón, conlra el doctor Don Emilio Dairenus, por co- 
bro ejecutivo de pesos : sobre apclaeii ti denegada 430 

Garaballo, tton .losé, con Don Enriquecerlos Stephens, por falsi- 
fícücioii de mart a de fábrica : sobre arraigo y persnncrfa del 
procurador 403 

Carranza, Don Adolfo E„ contra la familia Aibaval, por cscritu- 
racion j¡ sobre bonorarios del fiscal >tti hw 423 

Cárrega. Don Federico 31., contra la provincia de Huimos Aires, 
por cobro de pesos; sobro competencia 73 

Carrera?, David y V'itcnor.ron Drabhle bermanos y O, por cobro 
de pesos; sobre apelación. 4M 

Casado. Dan Carlos, contra la Municipalidad del Rosario, pdt rei- 
vindicación ; sobre apelación 144 

Casares, Vicente ¿ hijos, contra Parios j Kcxol : sobre cobro de 
estadías - 8W 

Celis. Don Jesús, contra Don Enrique Pielson. pur cobro de pesos; 
sabré apelación 5 

Cerrutlj, Aristodemo. y otros, por falsificación de billetes de ban- 
co; subre excarcelación provisoria 41 U 

Chapeaurouge, Don Eduardo, con el Banco Nacional, por cobro 
ejecutivo de pesos ; sobre apelación 13" 

Charles hermanos y C*, sobre comiso 15 

Cichero. Don Pedro, conlra Don Pedro Slorni, por ejecución de 
un laudo ; sobre apelación .% 10tt 

Comas, Don lunacio. con Don Abelardo Rajona; sobre reivindi- 
cación 324 
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Constantino, Maximiliano, sobre extradición, por parricidio 381 

Corlielta, Don contra Don Enrique González, sobre autori- 
zación para litigar como pobre 116 

Correa, Don Francisco, con Don Pedro Yigtiocco, sobre cumpli- 
miento de contrato ile locación j danos y perjuicios, y sobre 
reconvención p»r papo de alquileres. . . 151 

Cosía. Don José, con Don Domingo Garbillo, por reivindicación ; 
soore cesación de personería 400 

Crosli y Horca, contra la compañía de Seguros cítalo Argentina», 
por cobro de ptsos: sobre absolución dfi posiciones i 22 



DAbrcu y Martint-z, contra Don Carlos A. Pica, por cobro ejecu- 
tivo de pesos : sobre prescripción , . . , ..... 309 

Daireaux, el doctor Don Kmilio, con Don llamón Cano, por cobro 
ejecutivo do pesus ; sobre apclacimi denegada 430 

Darmandray. Don Sebastian, contra Don M. Martínez Alíonshi; 
sobre derechos proc oratorios 20 

Dávalos, Dun Benjamiii A., contra Don Juan Alcántara: sobro 
juicio ejecutivo 59 

«Depósito* y Muelle ri* las Catalina*», la empresa, contra el Go- 
biemo Nacional, por danos y perjuicios ; sobre el orden para 
tomar la palabra en el informen» ton' tí 

Diaz, Don Manuel M ., con el Banco Nacional, por cobro de pe- 
sos; sobre regulación de huuorarius y apelación 556 

Drabble hermanos y C\ contra David y An tenor Carreras, por 
cobro de pesos : sobre apelación 43 



Karnt's! , W , , con el Banco Británico de la América del Sud, por 
cobro de pesos : sobre competencia j recurso contra un auto 
de la Cámara de Apelaciones de la capital 389 
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Endriui, üoctor Serafín, con lk>ii Bonifacio Aguilar, sobre cum- 
plimiento de contrato 141 

«Entre Ríos extracto du carnet, la compañía ; sobre defrauda- 
ción de derechos de Aduana 22 

Escalante, el doctor Don Wenceslao, contra el Ferrocarril Cen- 
tral Argentino, por expropiación; sobre regulación de honorarios 
de perito y apelación ................ l'Jy 



Ferrocarril Central Argentino, con el doctor Don Wenceslao Es- 
calante, por expropiación : sobre regulación de honorarios de 
perito y apetanou.. 1 9*J 

Ferrocarril Central Argentino, con doña María L. de Mencndcz : 
sobre expropiación 238 

Ferrorarríl Central Argentino, con doña Claudia Lueces; sobre 
expropiación . . i i 1 

Ferrocarril del Oeste de la provincia de Unenos Aires, con Don 
Julián N. Mari i nez, por expropiación : sobre daños y per- 
juicios 263 

Ferrocarril del Oeste, contra Don Amoldo Mignatjuy y oíros, por 
expropiación ; sobre apliracion de leyes provinciales ti t 

Ferrocarril del Su d, contra Don Juan Thompson, por expropiación; 
sobre nombramiento de un tercer perito para mejor proveer. . . 45 

Ferro. Pedro, por contrabando ; sobre competencia 102 

Figueroa, Don Celestino, con Don José V, Pililos, por reivindica- 
ción : sobre excepción de no parte 288 

Fisco Nacional, contra Cadret, Kabazzini y C*. por reivindica- 
ción; sobre absolución do posiciones 166 

Fisco Nacional, con Don Gregorio y doña Emilia Pereira en los 
autos de aquel sobre interdicto de adquirir ; sobre nulidad de 

Flores. Don Vicente II; sobre contrabando 82 
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Flores, Don Isidoro, contra Don LuisUgarte; sobre nulidad de 
'««do I 7 g 

Fowler, Don Tomás B., contra el Ministro de Chile, por cobro 
de pesos ; sobre com [ictericia 279 

Francioni, Don Francisco, contra la sociedad cllowaldtswerke», 
por ejecución de un laudo por vía de apremio ; sobre apt-la- 
c,on ■ - , 105 



Carbino, Don Domingo, contra Don Josc Costa, por r - ^indica- 
ción ; sobre cesación de personería 400 

García, Frailan ; sobro adulteración de sellos. 9t 

García, doña Leonor S. de, por el senador nacional don Pedro 
García, sobre recurso de habtas corpm, y aplicación de Jo dis- 
puesto por el articulo til* def Código de Procedimientos en lo 
Criminal • 

Chiglinne, Don Luis, con Don Julián Druny, por incompetencia: 
sobrecosías '. ?|t 

Giménez, Don Francisco, y otros, por infracción de la ley nacional 
de elecciones ; sobre amnistía 192 

Gobierno Nacional, con la empresa «Depósitos y Muelle de tas 
Calalinas», por daños y perjuicios; sobreel orden para tomar 
la palabra en el informe í» toce 4$ 

Godoy, Don Domingo, con el Banco de la Nación, por incompe- 
tencia ; sobre reconocimiento de firma y embargo preventivo. 331 

Gome*, Don Salvador C M con el Banco Nacional, por cobro de 
pesos: sobre gannlías ... ilt 

Gomes de la Vega, A., por malversación de caudales J sobre excar- 
celación provisoria m 

González, Don Enrique, con Don Félii Cornelia, sobre autoriza- 
ción para litigar como pobre 1 70 

González, Gerardo, por circulación de billetes falsos de curso le- 
gal; sobre eicarcelacion provisoria 447 
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Guichon, Don Eugenio K.; competencia para conocer en el juicio 
de su sucesión • 98 

Grtiming, Don Hugo, y su esposa, contra la provincia de Santa- 
Fé, por cobro de pesos; sobre compeiencia 354 

H 

- 

Herrera. Don Juan ((.: sobre contrabando 201 

Hill Soto, Don Diego» por contrabando ; sobre falsificación dedo- 
cumenlos ( y apelación »•»•» •"• • . >••.<...•.»*• 3 tO 

I 

«Italo Argentina», la compañía de seguros, con Oosti y Rorsa, por 
cnbro ile pesos ; sobre absolución de posiciones. til 

«líalo Argentina», la compañía de seguros, con Don .Santiago 
Nassalin i sobre abandono de un buque y nulidad de sentencia. 415 



Juel, Martí y O, contra el vapor f J ei¡tzifj l después Uruguny, 
por cobro ejecutivo de pesos : sobre cobro de cosías i 13 




t La Colonizadora Popular» con Don Agustín Andriani; sobre eo- 

tiro d© p-esos * *, f-v* * ■ * * ■ * * * * ■ * * * * * * ■ ^ 38 

tLa Estrella», destilería, por defraudación ; sobre apelación Uá 

«U Estrella», destilería, por defraudación ; sobre personería. . . 34 
Laffont, Don Carlos, con Raneo Nacional, por deuda al Banco; 

sobre inhibición de enajenar t"J0 
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L:iTaHe, D* Juana Zamud» do, conlra D* Isabel Williams de Bu- 

cbanan, por reivindicación dr un campo; sobre apelación 117 

Legar y C" t con Don Salvador Andreu y Oau; sobre falsificación 

ile marca de fabrica 275 

Utftzifj. el vapor, después Uruguay, ron Juel, Marly y G\ por 

cobro ejecutivo de pesos; sobre cobro de cosías , HS 

Legaría, Don Juan, con Loma y C\ por falsificación de marca de 

fábrica; sobro liquidación de honorario* 291 

Loma y O, contra don Luis Budelli; sobre falsificación de marca 

de fábrica ■ IP 

Loma > C*. contra don Juan Legaría; por falsificación de marca 

de fabrica; sobre liquidación de honorarios y gastos 291 

Lopes, Don Manuel, con el Banco Nacional, por cobro de pesos; 

sobre levantamiento de inhibición y apelación 187 

Louslcau, Don José, después Don Ciérneme (tico; competencia en 

juicio de expropiación 7 

Lubary, el doctor Juan J.. con el «anco Nacional, por deuda «I 

Banco; sobre inhibición de enajenar 70 

Lueces, D* Claudia, contra el Ferrocarril Ceñirá! Argentino: so- 

bre expropiación . ........ . . • 241 



Nacerá, Don Domingo, con Don Alejandro Zukcr; sobre cobro de 
pesos 

Malaspina J., y otros; por sustracción de materiales del Arsenal 
de Guerra *05 

Marini, Angel, por circulación de billetes talsos de curso legal. . 217 

Márquez, (ton Regiuo, por iniraccion de la ley nacional de elec- 
ciones; sobre amnistía. 191 

Martínez, Don Julián N. p contra el Ferrocarril del Oeste de la 
provincia de Buenos Aires, por expropiación; sobre daños y 
perjuicios 

Nassalin, Don Santiago, contra la * ompaftia.de seguros «La Italo 
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Argentina»; solre abandono < e un buque v nulidad de senté» - 
cía * 415 

Henendez, D* María L. de, con el Ferrocarril Central Argentino; 
sobre expropiación ........... • . . ....... ....... 238 

Nignaqui, Don Amoldo, y otros, con el Ferrocarril del Oeste» 
por expropiación: sobre aplicación de leyes producíales 411 

Mihanovich, Don Nicolás, con Don Lucas Scarnich, par «Unos y per- 
juicios; sobre diligencias probatorias ¿60 

Ministro de Chile, con Don Tomas B. Fowler, por coliro de pesos; 
sobre competencia i 2*9 

Norgando, Antonio, por homicidio; sobre extradición • • 53 

Municipalidad de la Capital, con la provincia de Buenos Aires; 
sobre reivindicación de terrrenos • . 293 

Municipalidad de Posadas, con Don Guillermo Calvo, por cobro de 
pesos; sobre arraigo 132 

Municipalidad del Paran*, contra Don Diego Anderson, por acción 
redhibitoria | qmnti minorís; sobre competencia 314 

Municipalidad del Rosario, con Don Ventura BrígnarrieJIi, por res- 
cisión de contrato y daños y perjuicios; sobre pertinencia de 
preguntas á los testigos 65 

Municipalidad del Rosario, con Don Carlos Casado, por reivindi- 
cación; sobre apelación 1 44 



Nelsou, Don Enrique, con Don Jesús Celifl, por cobro de pesos; 

sobre apelación. ¡ 5 

Nery y C", sobre comiso. - 193 



Oesteriiian, David Joñas; extradición, por quiebra fraudulenta. . . 314 
Ojea, Blanco y otros, por delito de sedición; sobre excarcelación 
provisoria y sobreseimiento ♦ 393 
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Olaicoaga, Don Manuel, hijo, contra Don Jacinto K, Hosso, por 
desalojo; sobre personería * l^P 



Parcusy Ke*el, con Vicente Casares é hijos-, sobre cobro de es- 

Uilias * - w 

Pereira, Don Gregorio y D* Emilia, contra el r isco Nacional en 
ios autos ile éste pnr interdicto de adquirir; sobre nulidad de 

renta. . . * 251 

Pica, Don Carlus A., con D'Abreu y Martínez, poreobro ejecutivo 

de peaos; sobre prescripción « . . » 309 

Píceo, Don José, contra la provincia di- Santiago del Estero; 

sobre cobro ejecutivo de pesos 104 

Pintos, Don José S. T contra Don Celestino Figueroa. por reivin- 
dicación; sobre excepción de no parte 2Ü8 

Pulleiro, Nicolás; sobre cohecho y contrabando 17 

Py, Sattler, Sienes y Almandos contra el capitán Zindcl, por co- 
bro de honorarios; sobre embargo preventivo 47 



Querencio, el Doctor Don Carlos M., contra Don Juan C. JJenilez, 
por liquidación de sociedad sometida á arbitros arbitradores; 
sobre recusación de éstos. 125 

Querencio, el Doctor Don Garlos M . , con D* Pascuala Toledo, por 
reivindicación de un campo; sobre inhibición de enajenar j de 
causar deterioros •....•..•.•«....•.••.•••.....■■•••*■•* ft3 

Quiroga, el Docior Don Alberlano, con Don Antonio Santa María, 
por cobro de pesos y danos y perjuicios; sobre suministro de 
gas ....•*..>■•»»--<•*■.•»•■ 244 
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Raffo, Don JuauL., contra Don Enrique Raymond, sobre inter- 
djclo ile retener 49 

Raymond, Don Enrique, condón Juan L. Rafto, sobre inlardícto 
de retener 49 

Rodríguez, [ion Vicente, con el Banco Hipotecario Nacional; so- 
bre interdicto de adquirir 19 

Ros y Tobal; sobre i nlmcn un de las Ordenanzas de Aduana. . . 385 

Rosso, Don Jacinto R., con Don Manuel Ülazcoaga, hijo, por de- 
salojo; sobre personería 1% 

H 



Santa- I-e. la provincia, con Don Rugo Grüning y su esposa, por 
cobro da pesos; sobre competencia 354 

Santa María, Don Antonio, contra el Doctor Don Albertano Quiro- 
ga, por cobro de pesos y daños y perjuicios; sobre suministro 
de gas p.-.-.i-.r-.É...,...,,,,...,,,.,..,..,.,......,, 244 

Santander, Don Rodolfo, por los menores Godoy, en los autos 
ejecutivos del Banco Nacional contra Doña Emilia E. de Sar- 
miento, por tercería de dominio; sobre costas 173 

Santiago del Estero. Ja provincia, con Don José Picco; sobre co- 
bro ejecutivo de pesos 104 

Santos, hermanos, por infracción de la ley de Aduana; sobre peni 
de dobles derechos 227 

Scarnich, Don Luís, contra Don Nicolás Mibanovicfa, por danos y 
perjuicios; sobre diligencias probatorias t . 260 

«Seguros Populares», la compañía, con Don Enrique Üanabal, 
por abandono de buque y cobro de seguro; sobre arraigo 119 

Stepbent, Don Enrique Carlos, contra Don José Caraballo» por 
falsificación de marca de fábrica; sobre arraigo y personería del 
procurador. ■ ■■»•....•*■<■••■••■• • 1 *•■■•■«•. , ■ .>■,», 403 
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Storni, Don Pedro, contra Don l'edro Cichcro, ¡>or ejeiusion de 

un laudo; sobre apelación 

SurLaila, Juan, por falsificación y estafa; sobre competencia. , . 



Í30 

4 



Thompson, Don Juan, con el Ferrocarril del Sud, por eipropia- 
cumv, sobre nomhramientu de un lercer perito para mejor pro- 
veer * 5 

Toledo, D* Pascuala, co.iira el Üoclor Don Carlos Querencio, por 
reivindicación de un campo; sobre inhibición de enajenar y de 
causar deterioros * 63 

Torres. Isidoro, y oíros, por homicidio; sobre competencia 148 



ü 



Ugartc, Dou Luis, ion Don Isidoro Flores; sobre nulidad de 
laudo 1 78 

Urraeo, Don Teófilo F . , con el Banco Nacional, por cobro cjecu- 
tívo de pesos; sobre apelación 185 



V 



Valdés y Pins, contra la Aduana, por aforo; 3obre apelación 390 

Vasili, Don José, sobre tercería en ejecución del Banco Nacional 
contra don Angel Terrera ■ ■ - - 151 

Yiglioceo, Don Pedro, contra Don Francisco Correa, sobre cum- 
plimiento de contrito de locación y daños y perjuicios, y sobre 
reconrencion por cobro de alquileres 157 

Vita, Don Eduardo Luis, con el Banco Nacional, por cobro de pe- 
sos; sobre infracción de la ley de sellos 183 
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Plfttttl 

Zindel,el capitán, con los señores Py. SaUJer, Sictaer y A Inun- 
do., por cobro de honorarios; sobre embargo preventivo 47 

Zuker, don Alejandro, conlra Don Domingo Macera; sobre cobro 
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Abandono. — Véase: /í¡í^f. 

vlmoH reivindicatoría, — Kl cesionario de derecho* y acciones sobre 
un inmueble, puede deducir la acción reivindicatoría da 
mismo. Pagina 'Mi. 

Aduana. — No puedo haber defraudación de derechos de aduana, 
cuando s<¡ ha verificado su pago después de haberse observado 
en la operación acusada, las prescripciones legales. Pági- 
na ¿2, 

Aduana. — Us resoluciones de ella, aplicando á las mercaderías ma- 
nifestadas el aforo determinado por la Dirección General de 
Reñías, son inapelables. Página 390. 

Agravio. — Véase : Sentencia. 

AmnutUi.— Las infracciones de la ley nacional de elecciones, ae ha- 
llan comprendidas en la ley número ¡ti23, «obre amnistía de 
de delitos políticos. Paginas 190, 191 , 192. 

Ampliación de senti nas . — Véase ¡ Extradición. 

Apelación. — No suspende el término para apelar, un pedido de 
aclaratoria de la sentencia, cuando dicha aclaratoria no te 
relíete al punto apelado y no ha sido deducida por la parte 
apelante. Paginad. 
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Apelación. — La izarte que solicitó y obtuvo resolución conforme con 
su pedido, no puede apelar de * Ib . Pagina 117. 

Apelación . — La persona que no es parte, ni interviene como tercero 
en el juicio, no tiene derecho de hacer pedidos y apelar do 
lo proveído en ellos. Página 211. 

Apelación. — No puede concederse de autos consentidos. Página 430. 

Apelación. — Véase: Ueeurso : Sobreseimiento . Suprema Corle. 

Apelante.— So puede alegar que no ha tenido personería para repre- 
sentarlo en 1* instancia, Ja persona cuyas gestiones j recur- 
sos deducidos en dicha instancia, prosigue ante la Suprema 
Corte. Página 13». 

AprmiO. — El auto mandando llevar adelante el apremio en el pro- 
cedimiento por esta via, no es apelable. Página 105. 

Ar Miro* . — Véase ¡ 1a iitfer. 

Arbitros arbitrodore* . — Su son recusables sinó por causas legales 
sobrevenidas ó sabidas después del compromiso. Página 135. 

Arruino. —El haberse estipulado que el contrato deba cumplirse en 
la capital de la Itepública, no implica que el demandado por 
el cumplimiento, haya remuiriado á la excepción de arraigo, 
que la ley autoriza contra el demandante extranjero no do- 
miciliado. Página 119. 

Arraigo. — Opuesta esta excepción, no puede dictarse resolución, sin 
abrir la causa á prueba sobre los bechns contradichos en qne 
se funda. Página 102. 

Arraigo, — Véase : Marra de fábrica. 

Auto apelable. — No lo ei t el que determina el orden en que las 
parles deben usar de la palabra en el informe in roce. Pá- 
gina 42. 

Auto de solvento. — Debe declararse mal concedido H recurso contra 

él. Paginas 185 y 
Auto inapelable. —Véase: Apremio; Ejprtaúariv» ; huido. 
Auto inajwiabk. — Lo es, el de regulación de honorarios apreciados 

en menos de quinientos pesos. Pagina 456. 



Banco Hipotecario de Buen* Jira. — Véase ; Escrituración, 

Banco Hipotecario Sacittnat. — Véase: Interdicto úe retener. 

Banco Hipotecario Nacional. —Tiene derecho para Lomar posesión 
ile la propiedad hipotecada, si, sacada á remate, no se ven- 
de. Página 79. 

Banco Nacional. — Véase: Inhibición . 

Buque. —Estipulado el derecho de abandono en los casos ile pérdida 
total, debe aquel ser admitido, no siendo negada esta. Pá- 
gina 415. 

m 

Capitán. —Véase: Cmniso. 
Cano fortuito. — Véase : ÍMcacion. 
Vertifitado consular. — Véase : Mulla. 
Cesación de ntaier : Véase: Personería. 

Cesionario de derechos u acción*'*. — Wasu; Acción reivindicatoría ; 
Jwttitia Federal, 

Circulación de billete* falso». — VA reo convicto de este delito, tiene 
Ja pena de cuatro años dr, trabajos forzados y quinientos pe* 
sos fuertes de multa. Página 217. 

Clasificación de articulas. — K> inapelable la resolución aplicando li 
pena de dóblts derechos que se tunda en la decisión de la 
Dirección de líenlas, sobre clasificación de artículos. Pági- 
na i27. 

Cohecho. — Esle delito es castigado con el pago del triple de la dádiva, 
deducidos los días de prisión preventiva á razón de cuatro 
pesos diarios. Página 17. 

Comiso. — No procede contra el propietario de las mercaderías n$i<* 
das en encomienda» cuyo despacho se solicitó por él, expre- 
sando con verdad Igs números, marca y contenido de los 
bultos. Página 75. 
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Comiso.— E\ capilan del buque que trasporta las mercaderías caídas 
en comiso, licne personería para intervenir en el juicio de 
ron ira Lamió y apelar de la resolución fie la aduana, máxime 
si ésta declara caído en comiso el buque también. Pagi- 
na 85. 

Comúo. — La rectificación intentada después de haber tenido lugar 
un principio de verificación, no autoriza i conmutarla pena 
de comiso incurrida por falsa manifestación. Pagina 193. 

CoMpf taiWu. — Iniciadu j trabado el juicio de expropiación regido 
por la ley local, ante el Juez del lugar, queda prorogada la 
jurisdicción que correspondía al fuero federal, pur la distin- 
ta vecindad de las parles, sin que pueda alterarla el cambio 
de personas que intervienen como parle en el pleito . Pagi- 
na 7. 

Competencia .— Véase: Cuesíioiiesderompetmciai Domicilio; Justicia 
federal : Residencia ; Suprema Corte. 

Contrabando. - No puede decirse que existe este delito, cuando no 
ha) prueba de que se líale de operaciones de importación ó 
exportación, sino simplemente de la traslación de mercade- 
rías de una casa, en donde existían de antemano, á otra. 
Pagina 

Contrabando.— No puede declararse Ir. existencia de este delito, sin 
la prueba de hechos que lo constituyan, Página 201. 

Costas.— Levantado el embargo a petición de tercero, prévia fianza 
por el pago de costas, las causadas en el juicio ejecutivo son 
de cargo de dicho tercero y su fiador. Página 113. 

Coil». — No apareciendo que al terceriíla se bajan causado perjui- 
cios que el ejecutante deba pagar, ni que éste haya procedi- 
do con temeridad, debe revocarse el auto que te condena en 
costas. Página 113. 

CostóJ. — No procede la condenación en ellas, en ta incompetencia de- 
clarada de oficio, cuando ambas parles habían aceptado la 
declaración de competencia del Juzgado. Página 215, 

CoffM.— No procede la condenación en ellas contra el ejecutante que 
ha pedido el embargo de bienes de tercero, si éstos se en- 
contraban en poder del ejecutado, y si el ejecutanle ha de- 
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sistido de él, tan pronto como se le hicieron saber lo» dere- 
chos del tercerista- Pagina 3Í8. 
Cotia*. — Véase : Derecho» procwatoríot. 

Crédito. — No contestándose la verdad de é». puede el Jiiei dado por 
reconocido. Pagina 138. 

Cuestiones de competencia.— Las deducidas por inhibitoria, se sus- 
tancian con la audiencia del ministerio liscal. Pagina 368. 



Daños y perjuicios .— No puede desecharse la demanda de aquella cu- 
ya exisleiicia no ha sido negada en el juicio de expropiación 
de la cual proceden . Página 263. 
Declaratoria tte pobreza. — Su procede la autorización para litigar co- 
mo pobre, si no se prueban los extremos que la ley local 
establece para concederla. Página 17t>. 
Defecto en la demanda. — Véase : Incompetencia. 
Defraudación . — Véase : Aduana . 
Demanda contra ta Marión . — Véase : Justicia federai. 
Denunciante. — VA que no es el ofendido ó damnificado por el delito, 
no tiene personería para intervenir en el juicio como parte 
acusadora. Página 34. 
Derechos procúratenos. — Kl cobro de los contenidos en la condena- 
ción en costas, corresponde al poderdante que ha vencido y 
no al apoderado. Página 20. 
Dobles derechos.— La diferencia de calidad, debidamente acreditada 
con la resolución de la Dirección de Rentas, puede ser penada 
con la imposición de dobles derechos, aunque lo baya sido 
estando l « mercadería en deposito. Página 284. 
Dobles derechos. — Procede la imposición de ellos, resultando haber 
expresado en la guía de remolido, artículos de superior ca- 
lidad ó especie de los embarcados. Página 385. 
Domicilio. — el cato de residencia habitual en dos lugares diign- 
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tos, debe considerarse como último domicilio del difunto, 
aquel en que tenía el principa) establecimiento. Página 98. 
Domicilio etpedai. — Lí constitución de él para todas las cuestione* 
que puedan surgir de un contrato de compra-venia, afecta 
también las que se susciten por vicios redhibitorius en la cosa 
comprada. Página Mi. 

E 

Ejecución . — Debe llevarse adelante, no habiéndose deducido e*cep- 

ciones. Página loi. 
Ejecutan!? . — Véase : Costas. 
Embargo . — Véase ; Costa* ; Hipóte >t . 

Embargo prtveMir-o , ~- Procede, justificad* la existencia de los servi- 
dos que se cobran, para asegurar el pago del importe que 
se liquide. Página 47. 

Embargo preventivo . — Debe levantarse, si nu concurren los requisitos 
del artículo X>, inciso ft, de la ley de procedimientos. Pa- 
gina 326. 

Embarga preventivo. — ¡kipin la lev de procedimientos en' lo tcderal 
no puede fundarse en las resultancia* de los libros de co- 
mercio. Página ¿57. 

Embargo prereittii o. — Siendo apelado el auto que da por reconocida 
Ja firma, nu procede embargo preventivu por I. deuda que 
SO demanda. Página 321 . 

Empreñas tle gas.— Sin la oxistcriei» de un contrato especial o de una 
ley, que obligue h la empresa ¡i suministrar á los particula- 
res el gas de su propiedad, estos no pueden eiigir que seles 
suministre, «i aun bajo proun&a o fianza de pagar su precio. 
Página 444. 

Empresa de gaa.^ El suministro de gas beiln* á un particular con la 
condición de suspenderlo en caso de no pagarse puntualmen- 
te ''I consumo, nu auturiza á af|ucl para exigir á la empresa 
que se lo siga suministrando, una vez que se haya realizado 
el hecho de la falla de pago. Página 244, 
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Enajenación . - Véase: fo uiswu 

Escrituración. — Atento la ley orgánica del Banco lli|iotecario d« la 
provincia de Buenos Aires, tío puede ordenársele que sus- 
penda la escrituración de una venia, por haberse deducido 
contra esta, demanda de nulidad. Página lí>. 

EsctíIumcíou.— Reconocida y ratificada pur el demandado la obliga- 
ción de hacer escritura pública» precédese ordene su otor- 
gamiento sin necesidad de abrir la causa á prueba. Pagi- 
na 141. 

EuadUia . — Aunque no exista convenio sobra ellas, deben ser indem- 
nizadas por el consignatario de tus mercaderías, si la demora 
es debida ú su culpa. Página 299. 

EiiadiOB.— Deducida la demanda por ellas, á contar desde un día de- 
terminado, no es permitido al juez concederlas per los días 
anteriores- Página 20» 

Excarctlaeim bajo fiama.— Las penas que la ley nacional criminal 
impone por el delito de sedición, admiten la concesión de 
excarcelación provisoria, sin que obste el haberse producido 
con motivo de ¿1 una muerte y en herido, mientras no apa- 
rezca que deban clasificarse como delitos comunes. Pági- 
na 393. 

Excarcelación bajo fianza. — Las diligencias relativas & ella r deben 
sustanciarse por cuerda separada, y su remisión con motivo 
de apelación concedida, no puede obstar para que el jue* de 
la causa lleve adelante la instrucción del proceso. Pagi- 
na 419. 

Excaratacion bajo fianza.— No puede concederse cuando la pena ; 

el delito acusado, es superior ú la de dos auna de prisión . 

Páginas 4á5 y 427. 
Excarcelado» provisoria. — Véase: Extradición. 
Excusación. — la* causales que justificarían la del juez en el proceso 



Expropiación . — No es apelable el auto nombrando un tercer perí 
para mejor proveer. Página 45. 
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Expropiarían . — Siendo equitativa !a indemnisacion y precio asigna- 
dos al terreno eiprop*»*io, deben aprobarse. Páginas 238 
y 241. 

Jíspr ofítiimw . — Pió existiendo en e] juicio «Jumemos tosíanles para 
avaluar los danos y perjuicio*, corresponde sustanciar la de- 
manila por la via ordinaria. Página ¿63. 

Expropiación. — En las causas traídas al conocimiento de los tribuna- 
les federales por razón de las personas, debe observarse el 
procedimiento establecido en materia federal, y no el «jado 
por las leyes provinciales. Pagina 411. 

£xprojn>n wH. — VYase : Competencia ; Daños y perjuicio*. 

Extradición. — I.js lérminus que el Código de Procedimientos en lo 
Criminal prescribe para la presentación de los recaudos 
(articules 071 y 672), se relacionan con el arresto provisorio 
urdenauo pur los tribunales de I* Kepública en la forma y 
tiempo debido. Página 53. 

Extradición. — L* detención mal decretada, autoriza la solicitud de 
lioertad, fiero no una excepción. Página 53. 

Exiradidm . — Km este juicio, nu precede la excarcelación provisoria, 
SÍ el delito imputado es castigado, por las leyes d* la Repú- 
blica, con una pena inajor de dos años de prisión. Página 66. 

Exii adición.— Concedida por sentencia firme con arreglo á uu trata 
do, la ampliación de dicha sentencia pedida fuera del térmi- 
no, y lundada en las riispoticianes que reglamentau la cstra- 
diciou en los casos cu que no hay tratado, es estemporánea 
e improcedente. Página 146. 

Extradición. — Las causas sobre extradición, son de jurisdicción fede- 
ral, y puede entender en ellas el Juei Federal á quien se le 
defirió primero tu -otiocirniento. Pagina 368. 

Extradición . — Pasad» con etceso el término dentro del cual se pidió 
(a remisión de los antecedentes de la quiebra denunciada, sin 
haberse bocho, procede el sobreseimiento definitivo del pro- 
ceso. Página 374. 

Extradición - Procede, la pedida en virtud de tratado, uua vea que 
consta haberse llenado las formalidades requeridas por ésto. 
Página 361. 



DE JUSTICIA NACIONAL 



Faita de pertoneria . — Debe ser rechaiada esl» excepción opuesta 
contra el actor fuera de la oportunidad legal. Pagina 3U. 

Faltad? personería.- Véase: Arraigo. 

fiñnm.— Véase: toslos. 

firmo.— Debe estimarse por reconocida, ai ta parte que la negó *e 
concurre al comparendo de comprobación del documento, 
después de haber sido debidamente citada. Pagina 33t. 

Piual . — Véase : Fisent ad hoc. 

Fiscat ad hoc — El nombrado enjuicio seguido cnlre particulares, de- 
he limitar su intervención & las funciones propia* de su mi- 
nisterio, entre las cuales no esta ta de pronunciarse sobre «1 
derecho que reciprocamente se atribuyan las partes* j por 
los trabajos que haya hecho á este respecto, 110 puede cobrar 
honorarios al fisco . Página Ü3 . 

fronde. — Véase: Rescisión. 



Habeos Corpus.— Véase: Senador nacional. 
Nipotem — Es mayor garantía que el embargo, j puede constituirá* 

por una suma determinada sujeta k reducción . Página til . 
Honorarios.— Cuando la regulación de ellos es de quinientos petos y 

el apelante no es el interesado en que escoda de esa sama, 

no debe concederse la apelación. Página 199. 
Honorario* — Véase : Auto inapelable ; Derechos proeuratorio* ; Wi- 

cat ad hof, 

1 

I 



Incompetencia . — Cuando se ha opuesto esta excepción, fundá&éaea 
en que no se lian especificado los hechos necesarios para «#* 
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mostrar la competencia federal, la eicepciou es propitnonte 
de defecto legal en el modo de proponer U demanda, y no 
ion aplicables los principios que rifen la agregación de la* 
prueba* producidas fuera del termino, porque el auto que 
recibe la «acepción á prueba debe entenderse no en el sen- 
tido de abrir nn término para averifnar boches coatestados, 
linó para que el actor llene loi requisitos legales al efeclode 
establecer que la causa corresponde al fuero federal. Pi- 
fias 135. 

Inhibición. — Procede la de enajena* autoritaria por la ley número 
3037, reconocida judicialmente la deuda i favor del Banco 
Nacional. Pagina 1 70. 
Inhibición.— Debe mantenerse Ja decretada contra el deudor del 
Banco Nacional a quien no se conocen bienes. Pagina 197. 
inhibición de enajenar.- Si» procede, ni es aplicable lo dispuesto 
por el articulo 2788 del Código Civil, sobre la limpie baso 
dv una demanda reivindicatoría, j sin alegar aecho alguno 
que indique el intento de realijar deterioros en la cosa rei- 
vindicada. Pagina 63. 
Inhibición de enajenar . — Procede la autoriiada por la lev número 
3031, una ves reconocida judicialmente la deuda. Pagina 70. 
Jtonfirto de adquirir . — £n él no puede el que ha pedido la posesión 
en virtud de un título de venia, gestionar demanda por nu- 
lidad de dicho titulo. Pagina 451 . 
interdicto de retener . — Vendida por el Banco Hipotecario Nacional 
nni Anca hipotecada, con arreglo á su ley orgánica, los ac- 
tos posesorios ejercidos por el comprador, son legítimos, j 
no pueden aulorisar el interdicto de retener, por pallo del 
antiguo propietario. Pagina 49. 
■lerami moral orio* . — Véase : Locación. 
hMtFTWMcion de prgwt'ipcion . — Véase i Prescripción, 
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Jefe de Policía. - Véa*e : Sanador aarioñat. 

Juicio ejecutivo . — Oracleriiid» como tal la contienda» en wrtud d* 
haberse ordenado la citación de remate, y opuesto y contes- 
tado excepciones, eljuei esta en el Hcberde pronunciarse 
sobre éstas. Página 59. 

Juicio ejecutivo . — Véate : Costas. 

Jurisdicción.- Véase: Extradición ; Justicia Federal; suprema 
Corte. 

Miña federal — Gorrespunde i ella «I conucimienlo de los delitos 
comunes cometidos cu tas Ulas argentina*. Pagina t*8 . 

Justicia fedet ai — Corresponde a ella el conocimiento del delito da 
falsificación y estafa, cometido cobrando un» soma de di- 
nero en lasulicioas nacionales, mediante falsificaciones de Ir- 
mas hechas en el espediente de cobro administratiw Paji- 
na «30. 

Justicia federal. — No corresponde á ella el cobro de un crédito «ni. 

comprado al concurso d« un eitranjero, contra un deudor 

también extranjero. Pagina 234. 
Justicia federal. —No puede conocer en demanda contra la Nación, 

tin el consentimiento de ésU. Pagina üíl. 
juMtiáa federal. - El que dedoce acción conjunta por si j con» eaeie- 

nario de otro, é invoca la jurisdicción federal por rasen di 

persona, tiene que demostrar que Asta corresponde no sol» 

respecto de su persona, sino también respecto de la de «i 

cédante. Pagina 35*. 
Julieta federal. - Véase : Incompetencia. 



LoWo. —Según el Código da ProceAsoientos para los territorios 
no es apelable el auto que ordena el cutaplii ' 
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del lamió pronunciado por arbitros arbitrad ore*. Página 
109. 

Lando. — VA voto emitido por separado, no importa haber laudado sin 
formar iribú nal, si consta que los Arbitros se reunieron, y 
así reunidos, resolvieron dictarlo en esa forma. Pagina 
178. 

Lattdo. — \ntes de notificado, cadi árhitro puede, sin vicio» reformar 
ó enmendar SU voto. Página 178. 

hundo. — Dictado el que declara no haber lugar á la rescicion de 
contrato, queda de hecho declarado que no hay tugará la 
indemnización que se reclamaba en el caso de rescisión. Pá- 
gina 178. 

Locación. — E*le contrato queda rescindido si la linca arrendada se 
halla en estado de derrumbe á consecuencia de incendio 
calífiradii por la*; partes de fortuito j imutpahfe. Pági- 
na 1T>7. 

Locación. — Kii la deuda de alquileres, el locatario debe los interese* 
moratorioí desde el día de la demanda. Pagina 157. 



Ü 

Marca de fábrica — Corresponde al actor la prueba de ser falsifica- 
rlas las mercaderías que el demandado vende con la marca 
de aquél, y de haber sido vendidas con conocimiento de la 
falsificación; sin esa prueba, ol demandado debe ser absuel- 
lo. Página ¿15. 

Marca de fábrica, — En los juicios por falsificación de ella, no pro- 
cede la excepción de arraigo, ni la de falta de personería en 
el procurador con poder bastante. Página 403. 

Mercader ¡as. — Véase: Multa. 

Ministerio Fiscal. — Véase: Cuestiones de comjietencia. 

Multa. —La omisión de certilicado consular en el manifiesto de las 
mercaderías á introducirse, está penada con una mulla igual 
do los derechos de importación . Página 201 . 
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JVo parir — Véase: 




«te miítdad . 



Pfl/wí « Wf írfo . — Véase : SelíoJ . 
Pena. — Véase : Senl*«fta. 

Personería. — No necesita acreditarla, el que so presenta enjuicio á 
nambrc propio. Página 1%. 

Personería . — Cesa ta del procurador, por el fallecimiento del intere- 
sado en el pleito, dejando hijos menores. Página 400. 

Pirsoneria.— Véase: Apelante ; Arraiga; Comiso; Falta de per- 
sonería. 

Pobreza . — Véase : Declaratoria de pobres. 

Posesión.— Véase: Banco Hipotecario Nacional. 

Posiciones.— Después de llamadoa autos, con arreglo al artículo 81 
de la ley de procedimientos, no pueden deferirse posiciones, 
máiime si no hay hechos contradichos. Página t22. 

Posiciones.— El Presidente de la República no está obligado á absol- 
verlas en las causas en que es parle el Fisco Nacional. Pá- 
gina 166. 

Pr§scripcion.— Suprimida por el nuevo Código de Comercio, la dis- 
posición del articulo lOtO del antiguo, la interrupción déla 
prescripción causada por la demanda, debe considerarse con 
arreglo al derecho común, que continúa mientras esté pen- 
diente el juicio y no se baya declarada la deserción de la 
instancia. Página 909. 

Prescriptcitm —Demandado el cobro de un documento á la orden y 
dictada sentencia de pago, la acción del vendedor no está lú- 
jela á la prescripción del crédito demandado sinó a la de la 
cosa jugada. Página 309. 
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Pretidentede ta itefmbUca Véase : Posición'». 

Proc«n«in\ — La parle debe pagara! suyo, los gastos que son de ca- 
rácter estrictamente judicial, y los intereses de las sumas 
que haya anticipado para satisfacerla. Página 291 . 

Prórogtt de jmisdii cion . — Víase : Competntcm. 

Prueba. —El informe que, por no correspondí- ra la oliciiia de la cual 
se solicitó, se pitle de otra después de pasado el término pro- 
batorio, no puede considerarse come pedido fuera de éste, si 
la primera solicitud se hizo dentro del mismo. Página 360. 

Prueba. --No hay necesidad de abrir á ella la causa, cuando no hay 
heclius coiiirailichos. Página 415. 

Prueba . - Véase : Marca de fábrica 



Uueretla,— Uebe desestimarse aquella cuyos- fundamentos rio han sido 



Reconocimiento de firma. — Véase : Embargo prcrrntiio; Firma. 
Rectificación . — Véase : Camisa. 

iterarse. — Es improcedente (-1 interpuesto fuera del término legal. 
Páginas 43, til, 144. 

Hecurm de apelación* — Véase : Su ¡nema Corte, 

Recurso de hecho. — Es improcedente el que se interpone, por apela- 
ción denegada, después de venrido el término legal. Pá- 
gina 32. 

Reniña de nulidad. — Es inadmisible el de nulidad que se interpone 
sin fundarlo, y no resulta de las constancias de autos. Pá- 
gina 227. 

flwwacto». — Véase ; Arbilrus arbitr adore». 
Reivindicación. — Para que el demandado pueda oponer la excepción 
de no parle debe declarar no solamente el nombre, sino tam 
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bien la residencia de la persona á cuyo nombre licuó lo cosa 
que se reivindica. Página ¿88. 

¡tm indicación. — Véase: Air mu reivindicatoría. 

Rescisión. — No probándose la complicidad del tercero con quien cun- 
trató el deudor, ta enajenaciou hecha á ti lulo oneroso no 
puede ser rescindida por razón de fraude. Página 151 . 

Rescisión de lametón.— Véase : locación. — 

Residenria. — Cuando se ignora el lugar dónde lué cometido el delito, 
el conocimiento de la causa corresponde al juez de la resi- 
dencia del inculpado, si hubiese prevenido en él. Página 102. 

S 

Sedición — Constituye esle delitu, el hecho de alzarse públicamente 
para impedir la libre celebración de elecciones nacionales. 
Página 393. 

Sedición. — Véase: E.rcandarion bajo fianza. 

Sellos. — En loa de reposición, debe hacerse constar la causa á que 
corresponde. Página 43 . 

Sellos. —No hay ¡Atracción déla ley nacional de la materia, en la es- 
critura de hipoteca sobre inmuebles situados en una pro- 
vincia, otorgada en sellos y registro provinciales. Pági- 
na 182 1 

Senador nacional. — No puede arreglársele, no verificándose el caso 
de eicepcion contenida en el articulo GI de la Constitución. 
Página 435. 

Senador Nacional. — ti\ Jefe do Policía que lo hace arrestar, no tiene 
personería para apelar del auto del Juez federal que manda 
ponerlo en libertad. Página 435. 

Senador Nacional. — El Jefe de Policía que, pendiente ul recurso de 
habeos corptu pasa el proceso al juez del crimen, y alega 
esta razón para tío cumplir el auto del juez federal que or- 
dena la libertad de aquél» se hace pasible de la peni esta- 
blecida por el articulo f>4£ del Código de procedimientos en 
lo criminal. Pagina 435. 
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Senlnifia. — No causa agravio la que al imponer to pena establecida 
por la ley, aprecia el caso bajo la ía* mas favorable al proce- 
sado. Página 405. 

Scntrm t'i . — No estando apelada no puede agravai la pena impue- 
sta. Página 405. 

Sentmcia. — Véase : Ertrtidieion. 

Sobreseimiento. — Debe declararse mal concedida la apetaciou inter- 
puesta contra el auto fíe sobreseimiento después de tres día* 
de notificado. Página á 10. 

Sobreseimiento. — Procede el provisional, cuan lo comprobado el he- 
cho criminal, no aparecen indicios ba Untes para determi- 
nar la culpabilidad del procesado. Pá: ma 91. 

Sobreseimiento. — Véase: Extradición, 

Sobreseimiento definitivo. — No debe decn"arse, si no hay mérito bas- 
tante para ello. Pinina 393. 

Sociedad anónima. —Según el antiguo Código de Comercio, después 
de verificado et registro del contrato de sociedad, los admi- 
nistradores no responden á los terceros, sino por los perjui- 
cios que éstos sufran á causa de infracción cometida por 
aquellos, de los e»talutosó reglamentos de la sociedad; sien- 
dodieba responsabilidad personal y no solidaria. Página 344. 

Sociedad anónima.^ Cometen infracción, los administradores que 
contratan con terceros, sin haber abonado el importe délas 
cuotas prescritas por los estatutos para el lunciona miento de 
la sociedad; y por lo tanto, están obligados á indemnizar 
proporcionalmente el perjuicio que dichos terceros bajan 
sufrido por esa causa. Página 342. 

Suprema Corte. — Es improcedente el recurso de apelación para ante 
ella, en ias cuusas en que el valor disputado no eiceda de 
doscientos pesos. Página 5. 

Suprema Corte, — Es competente para conocer en demanda inter- 
puesta contra la provincia de Buenos Aires por un vecino 
de la Capital Federal. Página 73. 

Suprema Cort?. — Por el hecho de baber un Ministro Diplomático en- 
tablado acción ante ella, sobre rescisión y nulidad de un 
contrato, debe entenderse que se ha sometido i su juriadic- 
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cion para las cuestiones sobre cu ni|ili míenlo üe dicho coa- 
trato, que participa» del carácter d« tercería. Pagina 279 

Suprema Corle — La resolución final sobre compelencia de los tribu- 
nales federales, corresponde á la Suprema Corle, y por consi- 
guiente, es apelable ante ella, elaulo del Tribunal Superior 
de Provincia que rechaza la declaratoria de los tribunales lo- 
cales, fundada en la pretensión de corresponder la causa al 
fuero federal, Página Ul*9. 

Sustracción de mercaderías. — No puede existir esle delito, cuando 
sólo aparentemente se consintió en dejarlas sacar para dete- 
nerlas en seguida. Página il . 



T 

Terrenos tiel t Parque $ de Febrero, - Véase: Terrenos d$ 
tPalermo*. 

Terrenos de » ¡'atenuó *. — Lus conocido* con ese nombre, no per- 
tenecen á la Municipalidad de la Capital pitr derecho propio 
preexislrnto y como sucesura de la Muniripnlidad de la 
ciudad de lluenos Aires. Página 29;í. 

Terreno* de « /'«ferino». — Habiéndose la provincia de lluenos Aires 
desprendido á favor de la Nación, del dominio de dichos te- 
rrenos en la eilension de 4.950.0U0 metros cuadrados, no 
puedo ejercer acción reivindie.. loria sobre ellos, salvo sus 
derechos respecto de la mayor ostensión que quedase dentro 
de los mismus. Página 294. 

Testigo. — No sun admisibles las preguntas dirigidas á pedir del tes- 
tigo la apreciación y no la declaración sobre un hecho. Pá- 
gina 65.- 

V 

Vicios redkibitorios. — Véase : Domicilio tspecial. 
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¡¡•,n Jesús l't'lis ntitlm t), Enriiftw .X finita, ¡h* <W«vi (fe /¿esos; 

so6re apelación 



>. — improcedente el recurso do apelación para 
¡inte la Suprem* Corte, en las causas en que el valor disputado 
no eicede de 200 petos. 
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Cnio. — Loexpüca el siguiente 



INFORME 

Bueno- Ain:¡». Mnr/o 7 de isit;>. 



Sufirema Ciarte ' 



Ivn la presente cu u-u el demandante colmi al demandado la 
suma de 310 pesos moneda nacional, qui- die-e le a leuda couiu 
saldo del pagaré de foja I*, por cuenta del cual recibió 190 pe- 
sos perito ile foja 33). YA demandado suslifiic que por cuenla 
de dicho pagare, eutreg.» 295 pesos; t|uedandn así reducida la 
diferencia entre las partes, ¡í la suma de 105 pesos moneda na- 
cional. De lo que doy cuenta A V.*K, ¡i los efectos que corres- 
ponda. 

./".ve K. Domínguez. 



Buenos Aire*, \Uxt« 7 dr 1895. 

Vistos en el acuerdo : Atento lo expuesto en la nota que pre- 
cede, y lo dispuesto por el artículo cuarto déla ley sobre juris- 
dicción y competencia de lus Tribunales Federales, se declara 
improcedente la apelación concedida por p| Juez de Sección, 
contra la sentencia de foja setenta y ocho. Repuestos los sellos, 
devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — LLIÜ V. VARELA. 
— ABEL BAZAN - OCTAVIO BKti- 
<JE.— JL'AK E. TORHENT. 
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ondeada de rompetenaa entte él Jaez Fédévttl de La l'lala y 
d Jaez de f Instancia del Oeparta meato del Sitdde la ¡>ro- 
vtfwm 'lo llamos tires, en na juicio de e.rprojiiaewn ron f ra 
b. Ju.té hiitsh'fm. rant intuid» tlcs/ntes contra l>. neníenlo 

Hkó. 

Sumario. — iniciado y trabado el juicio de exprupiaciun, re- 
giiln por la Ley local ante el Juez del lugar, quuda prorogadu la 
jurisdicción que correspondía ¡il fuero federal, por la distinta 
vecindad de las partes, ^in que pueda alterarle! cambio de per- 
sonan que intervienen como pai te en el pleito. 



Caso. — Resulta de los siguientes nntecedtntes : 

Auto del Jiirr, Federal 

Vistos: Los seguidos entre la Empresa del Ferrocarril del 
Sud de Buenos Aires, contra dun Clemente ltico. sobre expro- 
piación é indemnización. 

Y resultando: I l¿ue la Empresa mencionada representó 
ante el fuero de la provincia de Buenos Airea del Departamento 
del Hud, por la expropiación de una determinada superficie de 
tierra (foja 22), ineoandu demanda contra don José Lonsteau 
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(foja 30), arción que sin mortificarla se continuó - ont r?i do:» 
TriBtan Rodríguez (foja 22 vuelta). 

a° Que algún tiempo después de iniciar esa acción, se pre- 
sentó don Clemente iíico, mostrándose dueño del campo en cues- 
tión, por haberlo adquirido de dicho don Triitnn Rodríguez, 
según ficría, y fué entonces cuando la empresa ferrocarriles 
desistió de proseguir la d. manda incoada contra L uistoaii y 
proseguida contra Rodríguez, ocurrió al ¡Otero federal, sin 
que la litis contestado se trabase entre ella y dicho señor 
Rico. 

Y couüidi ratidu : I Quu no puede e-t ¡ruarse i-n juicio l i ar • 
exon instaurada, cuando se apoya rn hechos er nulos y persona- 
lidadcx equivocadas y aun contrariadas por las miomas partí 's 
que la instauraron. 

2" Que no puede decirse enjuicio acerca de la acción que no 
se ha ejercitado en la forma correspondiente y más ruando no 
es una misma la perdona interesada en su aplicación. 

3 a Que uno de los deberes impuestoí por la ley, A todo actor, 
& el que ve cerciore b ten dv la persona contra quien ponesn 
demanda (leyes 1" y 40, título 2". partida 3"), y que en el pre- 
sante caso, primitivamente demandado, lo fue 1 e/ señor Lonsteau, 
por petición propia, el señor Rodrigue/.; pero no el señor Rico, 
que por sí demandó á la empresa expropiante. 

4* Que de aquí resulta la intervención directa de. don Clemen- 
te Rico p en tos dichos autos sobre expropiación, seguidos ante 
el Juez de to Civil del Departamento del Sud, sin haber apare- 
cido jamos enelloí. m como demandado, ni menos como deman- 
dante. 

5" Que ron testad a la demanda de expropiación, instaurada 
poi la Empresa tiontra Lousteau, quedó la acción radicada y el 
juicio trabado ante el fuero que sr> interpuso. 

6* Que avocada la acexon por nu L'-reero, diciéndose cesiona- 
rio porcompra-rentii, que-i» elimín irlo el aifcnr por nuera nc- 
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ciait contra * l expivpíunte -j SefteeAfi el juicio ínterr umpido y 
mncusada la acción ¡ncun la por el eedente. 

7" <j>tc torio <r<-fi>r, uiitcsüe ser contestada la demanda, tiene 
el derecho de desistir du Ja interpuesta y de cambiarla (Futios, 
serie 2", tomo 13. pjigiua Util, desde c! momento que, ron arre- 
glo á ella, debe ser sentenciada y resuelta la demanda (Fallos, 
serie 2\ tomo 17, páginas £03 J 340). 

8"i.¿uf'L'nlapn'senteo'-iirri-nf , ia la lili* contesta! to(s$TÍv 3*, to- 
mo 10,p;i¡r.5; tnmu20,pág. 15; tomo 32, pág.3\ no se lia trabado 
de maii-Ta fl li'iccr imi'osilil»: qot' la Fmpresa actor, pudiese 
baber ocurrido ante este Tribunal, pues la Jurisdicción fette- 
rut solo se *'iilit'nde indicada, cuando cJ juicio se ha comenzado 
por demanda y por r« s puesta éntrelas mismas partes, sobre lo 
mismo y <j,U" es lampina acción, ú mejor diclm, en los términos 
del .|ü" Z Marshull, soto, hay caso, cuantió (a decisión en tfíet 
partea ha tomado tina (orina ¡tara Ui decisión judicial. 

íi" (.¿ue la rieinandu deducida ante un Juez ordinario incom- 
petente que nu liasirio con tes toda, puede interponerse ante los 
Tribunales Federales, en U>- casos de jurisdicción concurrente 
como el actual (Fallos, serie S% tomo 19, página 428). 

Por los fundamentas expuestos, este Juzgado sostiene su com- 
petencia, y en co asedien- i a comuniqúese al señor Juez de lo 
Civil del Departamento riel Sud, en la forma que determina el 
artículo 50 de la ley «le Procedimientos, para que se sirva pro- 
ceder con arreglo al artículo 51 déla mismo, ú cuyo efecto, ae 
Je señala el término ri<- diez días, de acuerdo á lo resuelto por la 
Suprema Corte, en el coso de Rueda y Del Campo con Gadea. 
Kflínstrese en fel libro de sentencias y repónganse las fojas. 

Dada y firmada en la sala del Juzgado, en la ciudad de La 
Plata, á los veintiséis dias del mes de Noviembre del año de mil 
ochocientos noventa. 

1/. S. de Aunecoechea. 
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ALTO DEL JUEZ ÜE I 1 INSTANCIA 



líolores, l>i. ü iiibr»- l\ -U- líftfcJ. 

Autos y vistea * L;i contienda de ciuuj-ett- neta iniciada en 
estos autos, 

Y considerando: 1 ü Qur iniciada la demanda de expropia- 
ción primeramente con don José Lonjean y despue> >e«:uida 
eun don Tristtui Kodrigtiez, habiendo adquirido la propiedad do 
éste don Cierno a te líico, la Empresa expropiante pretendí de- 
sistir de la acción, fundándose en que id demandado no era ya 
la misma persona. 

2' Qno invitado, ;i podido ie parte, -d s-ñor dn>'7 1-YiJera), pa- 
ra que se inhibiera de conocer en esta misma demanda, ha sen- 
tenciado, declarándose competente. 

3* Que no es exacto que la acción no se halle instaurada, pues 
de autos no resulta que exista ningún hecho errado; habría 
error, si, por ejemplo, resultare que el terreno, cujfl expropia- 
ción se pretende, no fuere ya uecesurtu á la Km presa ; pero por 
el contrario, la demanda misma seguida ante el señor Juez 
Federal, demuestra que la vía féirea cruzara el terreno de refe- 
rencia. 

4° Que es exacto que las leyes My iO, titulo 2", partida 3 J , 
imponen al actor el deber de cerciorarse bien de la persona 
contra quien pone su demanda, perú e>tas disposiciones care- 
cen de aplicación correcta en el caso sub-judice, desde que la 
ley de 21 de Octubre de 1881 no se refiere en manera alguna 
¡i las personas, sinó a loa bienes que lian de expropiarse. 

La demanda, pues, tiende no á la persona, sinó á la cosa 



objeto de la expropiación : cu tido indilen uto á los iiuesdcésta. 
el nombre de la persona. 

5" Que "Lulo el carácter do ¡a acción entablada, real por ser 
m fin lu tiropívilml y no la persona, el actor no ha peni ido aleáis 
Ur de su nemmda: otando, por consiguiente, radicado el juicio 
ante ote Juzgad-»; habiendo, . n consecuencia, pasado ya la hits 
MHtesMioQei -í 1 , titulo 10, p utida5; título 26, partida 1h; título 
±2, punida 3"), y sí<ml !<• así.apü able lo dispuesto por el articulo 
12, inciso 4° do la ley snbre compete neta de la Justicia Nacio- 
nal de Setiembre I i do 188S, legun la nial, contestada la de- 
manda ante los jueces de prorim-in, >in oponer la excepción 
de declinatoria, no podr í ser llevada por recur-o alguno ¡Ua ju- 
risdicción nacional . 

6 o Que es del caso liacer notar, Analmente, que las medida* 
ordenadas por ote Juzgado, estando iniciada la actual con- 
tienda, han tenido por objeto mantener ei statu »/mo, que co- 
rrespondía respetarse por los Jueces contendientes; puesto que 
desde que aquella se pronunciase, no deben dictarse previden- 
cias que alteren el otado en que se encontraban los hienes. 

Por estas conjuraciones y las aducidas por el Agente Fis- 
cal , en su vista de foja 91 , Cite Juzgado insiste eu su compe- 
tencia, y de acue rdo con lo establecido en el artículo 52 de la 
ley de Procedimientos Nacionales, con citación Fiscal, eléven- 
se los autos á la Suprema Corte de Justicia Federal, liacién- 
duse laber por olicio al señor Juez Federal. 

Dado y firmado en la sala de este Juzgado, á trece de Diciem- 
bre de mil ochocientos noventa, ¡¡opónganse las fojas. 

V, fjtni de liosas. 



i. t\ Írosla. 
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VISTA 11 EL StSOIl PHOCUHAIIOU (iF.NEItAl. 

Buenos Aireé, Mor/n !3 >)<■ \8&&. 

La Empresa dei Kerrocarrild. 1 Sud entabló el juicio de < \- 
prnpiiicion, por un terreno en la provincia 4f Buenos Aires, qu- 
atraviesa la ronces i onde un ramal, entre Las Flotes y el Tan- 
tlil, Esa concesión era provincial, el juicio se iniciaba ¡i leja I a 
con sujeción á la le\ Je expropia; ion provincial, y ante el Juz- 
gado Civil de la Provincia tojas 1* ;i (í). 

Ese juicio fué trabado con .irreglo á la ley; y el propietario 
del terreno ocurrió ;í íl. á foja ¡íi. designando el precio de la 
expropiación, que no fué aceptado por la Empresa, y Jando lu- 
gar al nombramiento ríe peritos por ambas partes, que el Jim- 
gado aceptó á fojas 35 vuelta y .'i7 vuelta. 

El juicio estaba trabado con ai reglo á la ley. Kn el de expro- 
piación no puede aplicarse el lato procedimiento ordinario. 
Basta el pedido de expropiación, designación del precio, su no 
aceptación y el nombramiento «le peritos, para que no deba, a. 
mi juicio, negarse el ingreao del demandado, y la» eousecueu- 
cias de un .sometimiento recíproco de la cuestión, á la juris- 
dicción elegidaporel expropiante y aceptada por el expropiado. 

El cambio de acción, por error, que se invoca para defender 
la prudencia de la jurisdicción federal, no me parece acep- 
table. 

La acción es la misma, siempre por «xpropiacion, y el cam- 
bio, es sólo de Ja persona del propietario, que recibiendo el te- 
rreno en compra, no altera por ese becho la situación de los 
derechos creados en la contienda judicial. 
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Nü hay error pil l¡i demanda, no hay cambio de acción, pues 
u'lmit iilsi la juri-dimon nacional, se reproduciría la misma, 
-ubre expropiación, y en el estado actual de la gi'stiun, no son 
licitas ni la ley protege hiles veleidades, como sacar los autosde 
una jurÍsdÍCGÍon, elegida y aceptada, para buscar mejor fortuna 
¡inte í'tra. Por ello y los fundamentos invocados en el auto del 
Juez de lo v'ivil de la provincia de lluenos Aires, de foja 178, 
Opino que el conocimiento de este a-unto debe quedar ¡sometido 
á la j Liri:>.dkciün del Jueü ante quien se inició, cun sujeción d 
lo dispuesto en el artículo 12. inciso i", de la ley de 14 de Se- 
t i" mbre de 1803. 

Subiiittitíii A'mt. 



I hIIo ile I» Mii|irrmn Cor Ir 

- 

Buenos Airas, Marzo 9 de 1895, 

Vistos: í'onsiderando: t>riim:tv> Que el juicio iniciado por 
la parte del Ferrocarril del Sud, tanto ante el Juez Provincial 
del Departamento del Sud de !a [iruviu ia du Hueiio* Airea, co- 
mo ante el Juez Federal d<- la misma sección . c> un juicio de 
expropiación, basado en una ley local. 

Seyundu. Que de los autos remitidos por los Jueces en con- 
tienda, resulta que con mucha antelación á tos procedimientos 
iniciados ante el Juez Federal, la litis se había trabado por de- 
manda y por repuesta ante el Juez de primera Instancia en lo 
< ,'iril de la ciudad de Dolores, estando pendiente de las diligen- 
eias periciales el juicio de expropiación , cuando fué abandona- 
do por la parte del Ferrocarril del Sud, que ocurrió con idén- 
tica demanda ante la jurisdicción federal. 
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Tercero, Que basándose la jurisdicción federal en el caso, 
-únicamente en la diferente vt-cinJml de las partís, el Ferroca- 
rril, vecino de la Tapital, intentando su demanda nntfí el Juez 
de Provincia, (lela vecindad del demandado, lia prorogado la ju- 
risdicción provincial, debiendo, en consecuencia, substanciarse 
y decidirse la causa ante esa jurisdicción, de acuerdo con el ar- 
tículo doce, inciso cuarto, delalt-y sobre jurisdiccioon y i . im- 
potencia de los Tribunales Nacionales. 

Cuarto. Que el hecho invocado de haber cambiado dos reces 
dfi propiciar ió 6l inmueble, cuya expropiación se persigue, no 
j uede alterar la jun^lj. ,;m>ii en 411»' l'ué radicado el juicio, pins 
según lo tiene establecido la jurisprudencia de esta .Suprema 
'"orte, el cambio de las personas que intervienen como partes 
en un pleito, no altera la jurisdicción de los Tribunales en que 
éste se haya trabado por demandar por respuesta. 

Por estos fundamentos y de a< uerdo cení lo expuesto y pedido 
por el señor Procurador fi.neral. se declara, que el conocimien- 
to de esta causa corresponde al Juez le primera Instancia di i 
Deparl amento del Sudde la proviri<. : a de Buenos A ¡Tes. 1 E < ■ 111 í - 
tángele, en consecuencia, los autos, previa reposición de sellos 
y hágase saber por oficio del Juez di S-eí-mn de dicha pro- 
vincia. 

IIE\J\5HN i'Alt. — LLISV, VAHE- 
LA. — ABEL BAZA*. — OC- 
TAVIO BlNliE. -JLANK.TO- 
ItUENT. 
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«AINA XXXI 



l>. Eduúvt/o thñtít'ino mnim <*t fíanco Uipútecario </r ta pro- 
rinda tfoBumos itrex,ftur nutiM *te »mta; sobre sitépek* 
sion t(p escrituración . 



Suman». — Atenta la ley urg.ínici úvi ^ t acó Hipotecario 
Je la provincia de Btieüos Aires, no pu-dr ordenársele i|ue sus- 
ponda la escrituración de una venta, por haberse deducido - oa- 
tra ésta demanda 'le nulidad . 



Caso. — Don Eduardo üononno demando a! Banco Hipote- 
cario, para ojie se declarara nula la renta que e-te estableci- 
miento había hecho de nu terreno hipotecado a su favor, por 
falta del servicio de la obligación; y por un otrosí expuso: que 
eowia peligro inminente de que id Presidente del Banco escri- 
turara el terreno, al que lo había comprado en remate, burlán- 
dose con esto todos saa derecho*, y pidió que se notificara ai 
Banco, suspendiera todo procedimiento. 

El .Juez confirió traslado de la demanda. 

Posteriormente, se presentó nuevamente el actor, durante la 
feria, pidiendo: 1" que se intimara al Banco, suspendiera la 
escrituración de la venta del terreno; 2 o que se habilitase el 



feriado; y 3" que se tuviera por acusada rebeldía contra el 
Banco, por nu haber contestado ]¡i demanda en el plazo Joya!. 



fallo del JutK Federal 

ta Plata, inri.'ml.n-'í)^ 

Intímese ni Banco Hipotecario suspenda la escrituración, 
como se .solicita, habilitándose el Juzgado X efecto dé la notiíi- 
cacion de este auto; en cnanto á la rebeHÜá* i\ su tiempo se 
proveerá. 

Mnnmm S t »h' Aurrm¡e?tm, 



Fallo de Ia Suprema Corle 

líwef os Aires, llanto 9 Ui< \m:, 

Vistos : De conformidad con Jo dispuesto cu el artíc-iilu trein- 
ta d«- !;i ley orgánica del Banco Hipotecario de la provincia de 
1 Sítenos Aires, se revoca el auto ¡i peí ¡ido de foja oclio; y repues- 
to! les selles, devuélvanse. 

BENJAMIN l'AZ, — ÍXIS V. VAHE- 
LA. — ABU tUZA>. — OCTA- 
VIO ULNGE. — HAN E. Tü- 
RHE5T, 
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CAUSA XYSII 



Cnmmal mutm Mrohh rota*» ,/ nmtmbamio 



Suman,,, _ i? Kl delito de cobecho es castigado con el «o 
del triple de la dádiva, deducido. Jos días de prisión preventiva 
a razón de cuatro pesos diarius. 

No puede haber delito de sustracción de mercaderías 
cuando sólo aparentemente se consintió en dejarlas sacar para 
detenerlas en seguida. 



Vaso. - L> explica los siguientes antecedentes 



Buenos Aires, Agosto 9 do Jtw-I. 

Y vistos: Estos autos seguidos contra Nicolás Putleira acu- 
sado de cohecho y sustracción do mercaderías de los depósitos 
fiscales. t 

T considerando: Que por la propia confesión de Pulleiro {fo- 
ja i*), y por las declaraciones de Mariano Velarde (roja 3) 
I ranekco Alvaradoífoja4)y Correas (foja 6), ratificadas iná. 



i. (\ 
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tarde ante este Juzgado, está plenamente comprobado que Ni- 
colás Pulleito ofreció al guarda almaccu Alvarado la suma de 
150 pesos para que le entregar.), sin previo pago «le los derechos 
correspondientes, un cajón de mercaderías depositado en uno de 
los almacenes fiscales. 

Que de acuerdo con sus superiores)* á Jin de obtener la prut- 
ba del delito, Alvurado aparentó acoplar la proposición, reci- 
biendo efectivamente el dinero ofrecido y entregando luego ú 
Palleiroel oajon d- mercaderías, el cual fué detenido en el mo- 
mento mismo de ser extraído del depósito respi ctívo. 

Que de tos hechos que s«* ilejan expuesto- en ¡os consideran- 
do ü anteriores, resulta cometido por parte de l'ulleiro el delito d<> 
cohecho, ofreciendo y entregando una suma de dinero á un em- 
pleado para que éste se apartara del cumplimiento de sos de- 
beres. 

Quq de los ni i din os antecedente-* relacionados resulta, igual- 
mente, que n" existe el delito de sustracción de ittercaderiáB, 
atribuido también ¿Puíleíro, par la acusación lineal, puesto que 
si bien éste tuvo la intención de cometerla faltaban los térmi- 
nos hábiles para que lo Ib vara á cabo, no habiendo sido, sin - 
aparentemente, que el empleado que pretendió cohechar, ron- 
sintió que arcara el cajón, habiendo luego procedida ú efec- 
tuar la detención del misino. 

Por estos fundamentos y de conformidad con lo que disponen 
los artículos 75 y 78 de in ley penal de H de Setiembre de 
186% fallo: condenando á Nicolás Pulleito, al pago de una 
multa equivalente al triple de la dádiva, ó sean 450 pesos mo- 
■ eda uarioual, de la que se deducirá • ! tiempo de prisión p re- 
ten tira que sufrió, á razón de cuatro pesos por día. V sean la 
costas á cargo del condenado. N'otífíquese con el original y re- 
póngase el papel. 



J. \ , l .ala inte. 



,y r . ...... ^ ...... • • . - .... r- ; ■•■ .j'v v . ''lytjpa^t. 
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toninos Aires, Meierobre3d« ¡asfi. 

Suprema Corte : 

La sentenciado foja 38 es ajustada i.l mérito del proceso y 
á las prescriprionesde la ley penal. 

Comprobado y confesado el cohecho : i fojas 2 y 18, la pena 
impuesta < n la sentencia . a de estricta aplicación, según los 
artículos 75 y 78 de la ley de Setiembre de 1863, sobro críme- 
nes tontra la Nación. 

Pido por ello á V. E ?> so sirva catifírmarlo. 

Sabininno Rtm* 

i *Jlo de la Muprruia C orle 



Signos Vin-s \|nrzy 9 ÓV1895. 

Vistos: De conformidad ooii lo pedido p,.r el señor L'rocura- 
,ior G, " ,,erul ' seconlirnia, P<" sus fundamentos, ta sentencia ape- 
lada de foja treinta y oeho, con costai. Devuélvanse, 



H£NJ\HI> PAZ, — LlIS Y, VARS- 
LA.— ABEL BAZAR. — OCTAYIO 
BL'?iGE. — JUAN E. TOBKEFfT, 



rTTC, 
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«ALMA 



!). Sebastian Dat ■ matul ra;/ ronfea tik Jf* Martínez Alfomin, en 
insanias de /». lUÚ frauda contra frulm S. Somay.por fal- 
sificación de marea de fábrica ; sobre derechos procarato- 
rius , 

- 

Sumario, — K5 eobru de derechos pruuirutorios, contenido* 
en la condenación en costus, correspondo al poderdante quena 
vencido y no ul apoderado. 

Caso. — En la cansa de Fraudo r on Honiuy, aquel fué conde- 
nado en costas; «■ o aprendiéndose en estas los derechos procú- 
ratenos de Darmumlrav, comn apoderado de Somay. 

Depositado el importe de las costas, U. M. Martínez Alfon- 
síd, nueto apoderada de Somay, pidió y obtuvo la entrega de 
dicho importe. 

Dannandruy su opuso, pidiendo que la suma correspondiente 
á los derechos proruratorios, fuera entregada á él. 

rallo del Juez Ferfernl 

Buceos Aires, Febrero í> <Jr 1895. 

Estése á lo resuelto. 

,/. I'. I.nianne. 




DE JUSTICIA NACIONAL 



21 



tlut-m» Ain<s r Mnrzo 1¿ de 189."). 

Vistos: Considerando: Que el apoderado que ha dejado de 
serlo fie la parte á <xui»Mt representaba el juicio, carece, por 
razón de la representación que ejen ía, de todo vínculo de de- 
recho cou ta parte contraria, desde que no ha actuado en su 
propio nombre, stuó en el do su representado. 

Que por esa razón, los derechos procurator íog que se incluyen 
en la condenación en costas, no constituyen Otí crédito del apo- 
derado del vencedor contra el vencido, sino del poderdante de 
aquel en cuyo favor se pronuncia dicha condenación* 

Por esto: se continua con costas el auto apelado de toja cien- 
to treinta y cuatro. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BA- 
ZAN. — OCTAVIO BUNGE . 
— JtAN F„ TOHBENT. 
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•"AUNA XWIV 



Cunain fnmpatlíu i/i/ííre-/í«?sfc'.DÍmcíü de carne (limitada)* : 
Sí>(ireth>fm!t<l(U:i<M de derer/ms ih> aduana 



Sumario.— No puede haWr d>*fraudaotou (!-■ dur-joboa de 
aduana, cuando se ha veribcudu su pago dospui.-rí do haberse 
observado en la operación abusada, las prescripciones legales. 



Caso. — Hostil ta dtd 



Fallo del Juez Federal 

Paran!, Diciembre 7 (te 1894. 

Y Flatos: la causa iniciada por denuncia del Contador In- 
terventor dt la Adiinnadc íiuaieguuy, don CluritoHereñu, con- 
tra la compañía «Kntre-Rios Extracto de camo (limitada), por 
defraudación de derechos fiscales de la Naciou, do que resulta: 

Que con fecha i 9 de Setiembre de 1891, los agentes Quintana, 
librea j O, por la compañía tfcntri'-Ufos Extracto de carne», 
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solicitaron de la Aduana de Gualeijiiay permiso paro embarcar 
en el vapói paquete «ludir»*, cmt destino á Un «nos Ain-s 1500 
cueros vacunos sulados, cumpliendo este permiso el día veinte, 
por 801 cueros inn solamente (ducu monto de foja 88). 

Que el 24 dé Setiembre, i"s mismos agentes solicitaron guía 
de tránsito pura conducir con destino;! Uñónos Aires, ñor ul 
vapor tindío; , los KOI eu-ros . inl>arcadés 1 aflamando leía dere- 
chos de expOTtaéten por el doble, con la letra de fojas W\ y 87, 
pur TAi> líese» 3% c^tílafoa, ejecutante la misma plaza. 

QttU, mientras Unto, el día 22 de Setiembre, Tli. Itraelit y 
f. telegrafió desde liie no- Aire-¡í i.i ronij..ifiia cardadora, pe- 
guntándole >t había animado los derecho» pur los 801 eneros, 
vel25 volvió ¡i telegrafiarle, ordenándole qué iu~ abonase (foja 
14). La Compañía «Entre- Híos Kx tracto de Carne», ordenó en- 
tonces, á su* agentes, que pagasen los derechos, pago que no 
ac-plú la \duanu dciliialegoap, por estar despachada ya la 
catga per Sania (declaraciones d- foja. . ., ratificada á foja...) 

i¿m\ el 22 >W Setiembre. Helado ya ;i líuenos Aires el vapor 
iludió», los consignatarios de la carga, señores Quintana y 
Amespil, Mnel acuerdo de la Aduana é intervención del» Con- 
taduría, transieren los 801 cu. ros salados, procedentes de Gua- 
légüay, & te ''«^en de Th. Braühl y 

Kstos solicitan, entonces, permiso parn tr.ishui.ir los mismos 
80! cueros salados, del va pur * indio» al * Wtirdnorth», con 
destino ú Amb res baj-> lianza. 

Kl trasbordo fué concedido, libre de derechos, por ir la guía 
firmada por la compañía *Kutre-Uíos Kxtructo de Carne», yde 
acuerdo con el artículo 1 1 de la ley de 9 de N oviembre de 1888 
y decreto de 20 de Agosto de 1891, según lo informa la mesa 
de registro á foja Iti, quedando cumplido el trasbordo el 30 de 
Setiembre (documento de foja Í4A vuelta). 

Kl 3 de Octubre, se anota el trasbordo en la exportación, li- 
quidándose el día por derechos de exportación y sellos, 406 
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pesos 20 centavas, y el 16 del miámo mes, se pagan en Teso- 
rería, los derechos liquidados. 

Que el administrador de la Aduana de Gualeguay tramita 
la denuncia y fallo administrativamente, declarando caídos en 
comiso los 801 cueros y condenando Ala compañía tKutre-Kí* >< 
Extracto de Carne», á una inulta igu;il al valor de tos cueros 
(sentencia de fojas 18 á 19). 

Que recurrida esta sentencia, fué anulada por un onipeleneiu 
de la Aduana, en razón di; haber salido de su jurisdicción la 
mercadería, trayéndose la causa á este Tribunal, por ser el com- 
petente para entender en ella. 

Que ampliando el sumario, la mesa de líegistro qnein forma- 
ra á foja 10 vuelta, diciendo con fecha tí d<- Octubre de 18ÍM , 
que el trasbordo se des puchó libre do derecho por ¡i la guía 
firmada por la compañía «Kutre-Iíios Extracto de Carne», de 
acuerdo con la ley de 9 d;- Noviembre de 1888, informa á foja 
131, que la póliza do trasbordo de ius 801 cueros para el vapor 
«Wordnorth», fué despachada por la Contaduría cu vista de la 
lianza, por no presentarse la guía de la Aduana de su proceden- 
cia y después de cumplido el p- rmitu, presentada y canjeada la 
yuía con la lianza y liquidados los derecho» de exportación, se 
pagan en Tesorería el 26 <U Octubre. Ksto mismo repite en el 
informe de foja 145 y consta de los documentos en copia, de fo- 
jas 139 a 141. 

Que, con tales antecedentes, el Procurador Fiscal, haciendo 
mérito de la denuncia del Contador Interventor señor Hereñú, 
de foja i', aciiáa á la compañía «Kntre-Kíus Es tracto de Carne», 
por defraudación de la renta fiscal de la Nación, y pide se de- 
claren caídos en comiso los 801 cueros vacunos salados y se 
aplique á la Compañía una multa igual al valor de dichos cue- 
ros, según tarifa de avalúo*. 

Para fundar esta acusación, dice que la compañía acusada 
goza, por ley del Congreso, del privilegio de exportarlos produc- 
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tos di* su fábrica, cotí excepción dd tasajo, libre de derechos; 
que los 801 cueros no procedían de esa fábrica, sinó de) esta- 
blecimiento ganadero de Th. Itracht y C\ de haciendas ahoga- 
das, y que. sin embarco, ¡a compañía < Entre- R.'h Extracto de 
Carne», los había despichado en ti -ínsito para Jit-enos Aireas 
como procedentes de su fábrica, sin pagar derechos. 

Que este hecho demuestra el prupúsit ■ de defraudar al Furo 
N'acional. pues que, embarcándose con esa procedencia, el tras- 
bordo en lí uenos Aires debía despacharse libre de derechos, 
romo se biaso, según inform.' d*> !a mesa de Ifegiatro {foja 10 



Que la fianza dada en hi Aduana de Gunleguay, no atenuaba 
la falta de la compañía, por enante esa lianza se le habla eli- 
gido, aun para el despacho de los productos liberados, desde el 
mes de Julio, mientras el Poder Ejecutivo resolvía una cues- 
tión relativa a la misma ley de excepción, y tampoco la atenua- 
ba el pairo délos derechos verificada pnrTli. Itracht y ('• el 16 
de Octubre, después di- hecha ta denuncia. 

El representante del acusado, contesta: 

Que las personas jurídicas, como lo es la compañía rEutre- 
lííos Extracto de Carne» demandada, no pueden cometer faltas 
ni delitos, in se le pueden aplicar penas, y por la misma razón 
no puede abrirse proceso contra ellas. Cita á este propósito el 
artículo 43 del Código Civil, según el cual no se pueden ejercer 
contra las personas jurídicas, aciones criminales ú civiles por 
indemnización de dañusiasí como el principio de derecho crimi- 
nal, que le sirve de fundamento, según el codificador, y pide, 
en consecuencia, el sobreseimiento. 

Que, por otra parte, nada hay en la operación aduanera que 
sirva demotiTo ála acusación, que demuestre la existencia de 
un fraude ú la intención de cometerlo, pues que los derechos de 
exportación pudieron pagarse legalmente en Gualeguny ó en 
Jiuenos Aires, y no habiéndose satisfecho en aquella aduana, se 
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alia nzii ron orno L<> manda el artículo 51 5 de las 
la letra que previene el artículo 510 uV la misma, corriente £ 
foja ÍIO, hasta que se acreditase su desp iclio en la última. 

Qg^' la mejor prueba do qu" los 801 cueros no si» 
ron librede derechos en la a luana de Oualeguay, (í'a la lianza 
dada, pneaá haberse pedido el despachu libre de derechos, *e 
habría procedido . ome lo p?«vléiw el artículo Vil ; prueba quu 
se complementa con el pago verificad o ev. Buenos -Vires. 

<¿ue eáoüanto al propósito de defraudar que se creo encon- 
trar en la operacio'), luista. »lict\ reeotiar r¡ne la denuncia de 
fraude presentada jíot el Contado* Im-r vento/ señor Uereñú, 
lleva la leeha do 25 de Setiembre, mientras que con fecha 32 del 
mismo, Tb, lirada y C* preguntaba desde Buenos Aires por 
telégrafo, ii la eiimpafiú ti: ti t re-I tío> Kxtracto de Carne», si 
halda abomino los derechos de tos «til m-ros, y el mismo día 25 
le urdo na b i que las abonas»' allí en Gualeguay, lo que no se hi- 
zo por Haberse despaobado ya con lian?. ¡. 

U,ue nada arguy. eu favor d- la acusación, el hecho de ha- 
berse pagado recién -l 10 de Octubre los derechos de exporta- 
ción e» Buenos Aires, cuando la tianza ron que se despachó el 
trasbordo, estaba ya canjeada con la presentación de las rjuías 
de la aduana de su origen, pues según id articulo 484 da el pla- 
zo d'-6 meses para presentar las guías, y soguu el informe de la 
oficina de líegistro (foja 135), M este caso au procedió como es 
de práftiea, cobranuo jos derecho- después de cumplido el 
permiso del trasbordo. 

Y considerando: Que Uu cuestione s á resolver, según los 
términos de la acusación y ladef'-usa, son: I o La sociedad anó- 
nima cKntn-liíos Kxtracto de Carne*, ¿ puede ser acusada por 
fraudes contra la renta fiscal de la Kacíou, ó por contravencio- 
nes á las Ordenanzas de Aduana, y por lo (anto, se le pueden 
aplicar las penas pecuniarias que éstas imponen? 2 o ¿Hay en 
las operaciones de Aduana realizadas á nombre de dicho eowpa- 
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nía, una defraudación de derechos locales de la Nación 11 otro 
hecho punible por las Ordenanzas de ¿duana de quesea respon- 
sable la aludida compañía? 

Que respecto de la primera. Ká legislación aduanera, a dife- 
rencia de Incivil y criminal, responsabiliza á las personas ju- 
rídicas, en cuanto son capuces de nianleuer relaciones con la 
Aduana, por los fraudas ó eontrnveuei'mes de sus empleados y 
dependientes; v cantiga no -do bis defraudaciones con-tumudas, 
sinó la posibilidad de) fraude, sin tener en consideración si buho 
intención dolosa «"« u H orn»r i uncen te: los ai t cu los 1025, 1027 
y 1028 de las Ordenanzas de Aduana vigentes, establecen estos 
princ¡pii»s de una unie ra terminante y soji elíoa los qu<- rigen 
y deben aplicarse al caso en cuestión, no él artículo 43 iel Cu-- 
digo Civil, invocado por el representante de la compañía de- 
mandad;!, por lo que «I -be roneluir.se que la compañía acusada, 
romo riialquier otra [terso na jurídica, es responsable de las pe- 
nas pecuniarias qur- impone las ordenanzas de Aduana, por 
fraudes contravenciones cometidos por sus empleados. 

Considerando en cuanto á la 2" cuestión: Qtié según él artí- 
culo 50Í) de las ordenanzas citadas, los cargadores de frutos del 
pak de tina Aduana á otra de la Uqmbliea. que no quieran pa- 
gar los derechos de exportación eu el primer punto de embarque , 
pueden largarlos, girando á treinta días vista una letra de lian- 
za, por el dobb* valor de los derechos, contra el consignatario 
de )a Aduana recipiente, ó abalizada la introducción en la Adua- 
na nacional de su destino, por letra ejecutable en el punto de 
embarque, según el artículo 515 y el tól, que comprende los 
dos procedimientos á seguir. 

Que en la operación denunciada como fraudulenta, los agen- 
tes de la compañía demandada han observado estrictamente 1¡is 
prescripciones del artículo515 citado, al despachar en la adua- 
na de Oualeguay los 801 cueros salados, pues obtenido y cum- 
plido que fui el permiso de embarque en el vapor «Indioi, pi- 



FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



dieron guía de tránsito para transportarlos en el mismo vapor 
non destino ¡i Buenos Aires, y practicada la liquidación (le U-s 
derechos de exportación, la compañía demandada les afianzó 
por el (1 ib 1c con la letra de foja 30, ejecutable en el mismo pun- 
to de embarque (documento de foja 86). 

Que nada arguyo contra el proceder de la compañía *Kntre- 
Híos Extracto de Carne», el hecho de que la aduana resolviese 
exigirle desde el primero de Julio de ese ano, el alianza miento 
de los derechos, le mismo de los prod jotos liberados como délos 
sujetos ¡i derecho, por estar pendiente antpet Poder Kjeetitivo, 
un reclamo de la misma, contra el decreto del l" de Julio, que 
derogaba el de 5 de Marzo, según lo afirma el administrador en 
su fallo de fojas 18 a 19 vuelta, pues con esa resolución y sin 
ella, la compañía uo tenía otm procedimiento legal ¡í seguir, 
puru el despacha en tránsito de los Irutos del país sujetos á de- 
recho, que el observado en este caso, ó pagar los derechos en el 
punto de embarque, como lo dispone el artículo 401, y á esto 
uo estaba obligado (articulo 509 citado). 

Que siguiendo la operación aduanera eu los trámites restan- 
tes, tampoco se descubre contravención alguna a las ordenan- 
zas, ni siquiera el propósito de un fraude, porque llegados los 
801 cueros á Buenos Aires, puerto de su destino, y transferidos 
por los consignatarios áTh. Braeht y O, con intervención de 
la Aduana, estos solicitaron el trasborde del vapor tindío» al 
« Word ñor th», con destino á Amberes, afianzando los derechos 
de eiportacion (documento de foja MO vuelta), de conformidad 
con lo estatuido por el artículo 884 de las ordenanzas, por no 
haberse presentado la guía; y cumplido éste, y liquidados los 
derechos eu de Octubre, con fecha 46 del mismo mes, canjea- 
da la lianza con la guía, los exportadores Th. Braeht y C*, pa- 
garon los derechos en ta Tesorería do la Aduana, todo lo cual 
constado los documentos en copia fehaciente de fojas 440 y 141 
é informes de foja..., sin que tenga importancia alguna el he- 
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cho di; haberse veri fijado el pago después de cumplido el tras- 
burdo, por ser esa la práctica en la Aduana de líbenos Aires, 
i:uando Tto se presenta la guía con ¡iniciación, como lo afirma la 
mesa de Registro en los informes citados de foja... 

Que si bien es cicrloqueci fraude era posible, porque car- 
gándose los 801 cueros por la compañía *Entre-ttíos Extracto 
do Carne», que goza por ley del privilegio de no pagar los dere- 
chos de exportación para los productos de su fábrica, con ex- 
cepción del tasajo, J.i aduana de Unenos Aires, en vista de la 
guía íirinada por dicha compañía, habría despachado el tras- 
bordo libre de derechos, isa posibilidad no sería Ja consecuen- 
cia de un proceder irregular de parte de la compañía demanda* 
da, sinóde haberse establecido por la aduana la misma forma 
de despacho bajo fianza, para el tránsito de los productos libe- 
rados, que para los i u jetos al pago de derechos, sin exigir co- 
mo requisito esencial la declaración en el permiso de la proce- 
dencia de la carga, declaración que si no se hizo en esta ocasión, 
fué porque no había disposición alguna que exigiese tal re- 
quisito. 

Que los aludidos telegramas de Th. líracnt y C\ de 22 de 
Setiembre (fojas 14 y 13), on que preguntaban desde Buenos 
Aires á !a compañía cKc* re-Ríos Extracto de Carne», tres días 
antes que el Contador interventor presentare su denuncia de 
foja 1% si había pagado los derechos por los 801 meros, y el de 
25 del mismo mes, fecha de ta denuncia, en que Th. Jjracht y 
C, les ordenaban pagarlos y el acto misino de ir á verilicar eso 
pago, aunque él no fucaa recibido por la aduana de Uualeguay, 
por estar ya hecho el despacho bajo lianza, ponen al propieta- 
rio de los cueros y al cargador de ellos á cubierto de toda sos- 
pecha de un propósito fraudulento; y hacen desaparecer en el 
caso que se juzga, la posibilidad del i-rasbordo Ubre, que, como 
se ha visto, existe en las operaciones aduaneras en general que 
pudiera h:icer la sociedad «Entre-Uios E\tmcto de Carne», 
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observando la tramitación establecida rara el despacho. 

Que por lo que respecta al permiso solicitado en la Recepto- 
ría Provincial, ninguna impunam-ta tiene en el caso, por no re- 
lacionarse en nada ron las operaciones d<» aduana, .sii-ndo muv 
posible que en algiin caso se defraude la renta de la provine!*, 
sin suceder lo mismo con los tt créenos fiscales de la Sftcion. 

Por todas estas consideraciones declaro á la comiJañía *Kn- 
tre-Üíos Extracto de Carne», absuelta libremente de la acusa- 
ción de foja 149. Notifiques^ en el original y arebime en tiem- 
po, si no fuese apelada. 

1/. ti??. I'ihto. 



VISTA ÜfcL StSOK I'IUX.I HAÜOIl MtfEIIAL 

lin. iju> aipw |V1»r* m H de twii.v. 

Resulta de aulo>, que la CottiflaTii* «Bfttte^ios; Bxtracto 
Carme», hizo embarcar en final t-guay, ¡i bordo del vnp.r naeioual 
«Indio», ochocientos un cueros vacunos, lmii destino :i Unenos 
Aires. 

iVru tu en e-e arlo, ni \-u Ion posteriores de t run^f Drénela y 
trasborde déla carga, se lia pretendido ¡>or la impresa cargndo- 
ra. que aquello* cueros estuvieran exentos del pagoda derochoa 
de exportueiori. 

Al contrario, el informe de la oiiaua de líegUtio, expedido 
áfoja 1 45. reeonoce que et permiso de trasborde, fiu'concedi<|n 
por la administración de aduana, riue fué acordado »i st*iie.r 
Bracht. en virtud de transferencia legal, sin cobrarse los dere- 
chos de exportación, por haber lo- interesadas presentado la 



fianza do acuerdo con el articulo i&t fin las ordenanzas, fi- 
nalmente, que, después ilc haberse eumplidu la referirla póliza 
y <le haberse Canjeado en esta olicína la fianza citada por la 
guía expedida por la aduana de Gualeguay, ñv procedió á cobrar 
los derechos de exportación, que ascendieron ¿i la suma de 40*> 




La solicitud d. afianzamiento de ios de-mehos de importación t 
tuyo efecto en Setiembre 23, se-run el informe de foja ífá, 
mientras la denuncia, se verifica recién el 25, do*día<despuc*, 

razón del hesito uei enmarque para únenos , 
la época un que se pidió el aiíaiizainíent > do los derer ¡ios de ex- 
portación, puede imputáis»* irregularidad dolosa á la empresa. 

No resulta que pretendiese exoneración de derechas en el 
peruiis< de un bar que corriente ¡i foja 29. 

Del boleto de la receptaría provincial de foja 22, resulta al 
contrario, que había efectuado el pago del impuesto de Tabla- 
da, y de Ja letra corriente á toja 30. que había afianzado el pa- 
go de io* derechos de exportación, y que la empresa usaba d?un 
derecho al afianzar y no pagar derechos de mercad*, rías dirigi- 
da* tí U líenos Aires, p«>r transferencia á la easa liracht, lo de- 
muestran los ténniorK esplícitos de los artículos ¿91. 509. 515 
y 516 ile la» ordenanzas, que han servido de norma ;í los proce- 
dimientos «Je la parte y á bis i le la aduana de la Capital. 

Creo p.jr ello, ju>ta y suidamente sustraída en sus conside- 
randos de fojas 208 á 210. la seutviieia recurrida, arin mando, 
siguiendo el procedimiento ordinario y ¡¡ntes de emmeer id mé- 



enrador Fiscal : i st lidiad a y meditada aquella, nu encuentro 
mérito para sustentarlo, y si, para pedir á V. L„, quiera con- 

!a sentencia reeurridade foja 203. 
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rali* 4> |« laprnu C»rt« 

Hueti.is Aires, Mario 13 il<< 

Vistos: Por toeipuesioy pedido por el señor Procurador Ge 
neral, se confirma la sentencia» pelad a de foja dos 
eTiiélvansi-. 

BEMJAlU» PAZ.— ABEL BAZAN. 
— JUAN E. TOItlHiMT. 



El l >s,o ro'tím ta hishlhrm «Xa Estrella», ¡m defraudación 

laciou 



Sumario. — E¡¡ improcedente el recurso de queja por apela- 
ción denegadu, que se interpone despnes de Tencidu el término 
legal. 
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Caso, — El Procurador fiscal interpuso, en aquella causa, 
iccurso de queja por apelación denegada. 



F«ll« de IftflupreM* Cari* 



Hupiios Aire*. Mar/fi 11 de ltí95. 

Vistor en el acuerdo; Resultando del cargo puesto al escrito 
de foja u na, que el rtcuTso de queja por apelación denegada ha 
sido interpuesto después de vencido cou exceso el término acor- 
dado por la ley al efecto (artículo quinientos diez y seis del 
Código de Procedimientos en lo Criminal), no ha lugar á dicho 
reourso. T encontrándose ante esta Suprema los autos á que 
se refieren estas actuaciones, agreguénse á la causa y remítase 
al Juez de Sección. 



BENJAMIN PAZ. — ABEL RA- 
ZAN. — OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN L, TOBHENT. 
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CAUSA XXXVI 



la Destilería * la Estrella* , por dcfraudaaon de 



Sumario.— El denunciante, que no es el ofendido ó damni- 
ficado por el delito, nu tiene personería para intervenir en el 



Autos y vistos: respecto á la falta de personería del denun- 
ciante Don Augusto Vandersandc y de la de su apoderado ge- 
neral el Dr. Alborto Houssaye. 

Y considerando: 1° Que Don Augusto Vandersande, se pre- 
sentó personalmente, el nueve de Febrero del año 1893, ante el 
señor Administrador de Impuestos Internos, denunciando que 




Cairo. — "Lo es plica el 



Falla **■ Swmm ******* 
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la destilería t La Estrella», venía defraudando al Fisco, des- 
pussde Junio de 1892, haciendo falsas declaraciones acere* 
dal contenido de alcohol, declarando diez litros menos en cada 
casco (v. denuncia f. !•). 

2° Que iniciada administrativamente la presente Mimaría, 
posteriormente se presentó el Dr. Alberto Houssaye ante el 
mismo Administrador de Impuestos Internos con un poder ge- 
neral para representar a D. Augusto Vandcrsande. en la de- 
manda que había 'techo (v. poder generala f. 51 y escrito del 
Dr. Houssaye de f. 52). 

3 o Que agregado el poder y escrito de su referencia, por el 
señor Administrador de Impuestos Internos, continuó sin dere- 
cho el Dr. Alberto Houssaye, tomando participación en esta 
sumaria, pues tle los propios términos de su escrito ( v. f. 211 ) 
* resulla que no había creído oportuno solicitar ser tenido por 
parle * aún cuando se permitía hacer indicaciones que el Juz- 
gado acogía y evacuaba porffue de esto podía resultar alguna 
prueba r/ne hictera á tos derechos del fisco y del mismo denun- 
ciante, por ser el interés personal un poderoso móvil deinvesti- 
saciori, coadyuvante en este caso á la acción fiscal y a la averi- 
guación de la verdad. 

4 o Que explicada osí la actitud del Juzgado, el cual jamás 
se pronunció admitiendo semejante personería, como consta de 
autos, se ve que, si bien convenía aceptar las indicaciones del 
denunciante Viindersaiuíe y desu titulado apoderado, no podía 
legalmente sancionarse con un auto del Juez, una representa- 
ción que la ley no permitía por muchos motivos, como se ver i 
más adehinlf. 

5" Que por otra parte, los acusados de defraudación fiscal 
no habían hecho observación alguna a la intervención en la su- 
maria del apoderado general del denunciante Vandersande, 
ni tampoco la había observado el Procurador Fiscal, á pesar de 
no ser admisible ti poder general (v. f. 51 ), de acuerdo con lo 
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dispuesto en el artículo 157 del Código de Procedimientos en lo 
Criminal. 

6 o Que ante este estado de cosas, el Juzgad 11 dictó de oücio 
la providencia do foja doscientos ochenta y nueve vuelta, para 
que el Procurador Fiscal se espidiera acerca de la personería 
que en este juicio había asumido el denunciante Vandersande, 
lo que motivo la vista de foja 291, eu la cual el Procurador 
Fiscal sostiene que el referido Vamlersatide tiene derecho de 
intervenir en et juicio, porque la ley lo faculta para ello. 

V Que la parte acusada, contrariando esta opinión, solicita 
ahora la declaración de que, ni Vandersande ni su apoderado 
(jen eral, tienen facultud para intervenir en el juicio, a fin de 
suprimirle un procedimiento regular, libre de toda intervención 
ajena á su naturaleza y repugnante ala ley. 

8° Que la obligación á cargo del Fro-urador Fiscal, establecida 
en el artículo 1 18, inciso A a del Código de Procedimientos eu 
lo Criminal, de vigilar el fiel cumplimiento de todas las leyes 
y reglas del procedimiento, no excluye, antes al contrario, su- 
pone también para el Juez, la obligación primordialmente esta- 
blecida por todas las leyes de procedimiento, de hacer cumplir 
esas mismas reglas, cuando por cualquier razón se violan los 
principios que rigen el procedimiento regular de los juicios, 
como ya el que estatuye lo tiene declarado en estos auto s 
(véase sentencia de f... ) 

9* Que la ley del 14 de Setiembre de 1863 sobre jurisdicción 
y competencia délos Tribunales Federales, anticipándose A lo 
dicho y establecí lo en el artículo 118, inciso 4 a , del Código ja 
citado, ha sentado como principio que los tribunales y jueces 
nacionales en el ejercicio de sus funciones, procederán aplicando 
la Constitución como ley suprema de la Nación, las leyes que 
haya sancionada él Congreso... 

10" Que el fallo de la escelentísima Suprema Corte, citado por 
el Procurador Fiscal (v. s£ríe2 a , tomo 16, p. 298) es contrapro- 
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docente, como so verá. A la tisis» que ésto sostiene, puostn que el 
Jui'K Federal de la Provincia de Santa i'é no admitía como 
parto acusadora ¡i Don Eugenio Sclunicr, por cuanto si se admi- 
tiera ^reproduciría el caso sinyulary anómalo de dos acusado- 
res en la misma causa y con idéntico objeta.,.*, fallo que con- 
firmó la Suprema Corte con la salvedad qne se hace en la sen- 
tencia de íi ni ti va fu rulad a en tos términos de la ley de moneda 
de 5 de Noviembre de i $81. 

U" Que el caso singular y anómalo de dos acusadores en la 
misma causa y con idéntico objeto, que creía ver el Juei Fe- 
doral que dictó c-e fallí», debía no obstante admitirse en el ple- 
nariújComo bien lo Séctótó la Suprema Corte, puesto que el 
artículo H\ de dicha ley premiaba eon la mitad de los cincuenta 
mil pesos fuerte* eon que se penaba al Hanco A favor del acu- 
sador particular que justificara la infracción de lo establecido 
en los artículos 13 y t i do dicha ley, hiendo estos sus términos 
textuales: « En el caso que se proceda por acción Fiscal el íí/i- 
pórte de la multa se dedicará al fondo de Escuelas, y si se pro- 
oed" por acusación particular se dividirá por mitad entro el 
demandante y el 'fond o de Escuelas . 

12" Que romo se vé, la ley de 5 de Noviembre de 1881 daba 
al demandante el carácter de acusador, mientras que todas Jas 
leyes'de Impuestos Interno» de 20 de Noviembre de 1891 (v 
art. lOdeldecr. regí.), d<-3t de Diciembre d<> 1894 ( v. art. 13), 
de 2 de Enero Í<6 1 891 (v. art. 13) no dan el carácter de acusa- 
dor, sinó denunciante á los que pongan en conocimiento de 
las autoridades cualquier fraude cometido contra lo establecido 
en dichas leyes, siendo los términos literales do dichos artículos 
los siguientes: «Todo denunciante úe un acto fraudulento en 
los términos de esta ley y reglamentación, cometido por Em- 
presa ó persona regidas por la misma, tendrá acción á la mitad 
de la multa que corresponda. 

13° Que en el año 1883, época en que la Suprema Corte dictó 
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«1 fallo recordado en el considerando décimo, regía U lev de 
Procedimientos de los Tribunales Nacionales en lo Civil y Cri- 
minal de 14de Setiembre de 1863, deficieutísima por bu extruc - 
tur», y como supletorias las leyes de Partidas, por ser las que 
regían en la Provincia, de acuerdo con los artículos 354 y 374, 
que no definían con precisión, ni Id citada ley de 13 de Setiem- 
bre de 1868 ni las leyes de Partida, lo que debía entenderse por 
denunciante 6 por acusador; oscuridad y deficiencias que lian 
desaparecido desde que se sancionó el actual Código de Proce- 
dimientos Criminales. 

44° Que el artículo 14 de dicho Código al legislar acerca de 
las aciones que nacen de Jos delitos, establece que : * De todu 
delito nacen acciones, las que son públicas cuando debe ejerci- 
tarlas el Ministerio Fiscal, sin perjuicio del derecho de acusar 
ó de intervenir cono parte querellante en el juicio que incumbe 
á la persona ofendida ó damnificada por el detito ó á sus rcpre- 
sentantes legales y privados cuando su ejercicio incumbe sola- 
mente á esta >. 

15° Que esta categórica y clara disposición establece que 
para intervenir en el juicio de un delito público como el de que 
se trata, coadyn raudo la acción fiscal es necesario ser ofendido 
6 damnificado por ese mismo delito; condición que no tiene Don 
Augusto Vandersande, siendo muy al contrario, como bien lo 
nace notar el representante de la Empresa, Vandersande autos 
que un ofendido ó damnificado por el hecho que denuncia es un 
verdadero beneficiadu en perspectiva. 

16" Que estudiando al conjunto de disposiciones del Código 
de Procedimientos en lo Criminal se nota a cada instante la 
terminante distinción entre el denunciante y acusador, delimi- 
tando bien sus caracteres y facultades; sentando además en el 
artículo 170, que legisla sobre la querella, que sólo la persona 
ofendida puede asumir el rol de parts querellante en el juicio, 
cuyo carácter no tiene en manera alguna Vandersande. 





17° Que únicamente, pues, cor responde entender como parte 
acusadora en el presente juicio, de acuerdo con lo dispuesto en 
el artículo 118, inciso 1% del Cudigode Procedimientos Crimi- 
nales, al Procurador Fiscal, á pesar de ia tésis contraria que 
sostienei 

18° Que no se trata en el caso mb-judice de un artículo de 
prévio y especial pronunciamiento que deba sustanciarse con 
traslado, bastando, para convencerse de dio, leer simplemente el 
artículo 454 del Código de Procedimientos Criminales, sino de 
la aplicación del principio contenido en el inciso 4 a del artículo 
H8, que faculta al Jueíó Tribunal á proceder de oficio en todo 
lo referente á ia vigilancia y íiel cumplimiento de las leyes y 
reglas de procedimientos, siendo indudablemente uua de ellas 
el no permitir una dolilü representación de la acción pública 
conuada únicamente por la ley en el presente caso al procura- 

■ 

dov liscal. 



noauaba con peticiones diíimetralmente opuestas, como se nota 
a primera vista leyendo las últimas peticiones del procurador 
fiscal y del denunciante Vundersande. 

20° Que los escritos presentados por éste y por su apoderado 
el doctor Houssaye forman parte del sumario, no siendo lícito 
desglosarlos y devolverlos, porque lo dejarían trunco, dificul- 
tando su estudio, siendo por otra parte imputable al repre- 
sentante de la empresa La Estrella el no haberse opuesto antes 
á la doble representación de la cual se queja, desde que tenía 
conocimiento de ello. 

Por todo ello, fallo: mandando cesarla personería de don 
Augusto VandoTsande, por no ser parte un este juicio, declaran- 
do que debe continuar Vínicamente con el procurador ti sea 1 : no 
haciendo lugar al desglose y entrega de los escritos presentado! 



apoderado del dicho Vandersande - el doctor Alberto 
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Houssaye. Corra el expediente según su estado, Notifíquese 
ood el original y regístrese en el libro de sentencias, 

Mariano s. (te a urmoeehea . 



VISTA OEL SEflOft PROCURADOR GENERAL 

IIiiHiinü Aire:*. Febrero ltí dr 1895. 

Suprema Corte: 

Despojada la cuestión do los incidentes apasionados que en- 
torpecieron su resolución, el Juzgado declara, i foja 321, que 
el denunciante Vandersande carece de personería legal para 
sustentar la acusación nVal promovida contra la sociedad « La 
Estrella » por defraudación de impuestos internos. 

Esa declaración puede aparecer tardía; pero motivóla por la 
acusación presentada A foja 280 y la oposición deducida ú foja 
317. resulta procedente y legal. 

No deben confundirse las funciones de acusador, con las de 
simple denunciante de un hecho criminal . Cualquiera que soa 
el interés que prevalezca á favor del denunciante, carece de la 
personería que emana, según las leyes, no del simple interés 
sinó del derecho propio ofendido ó menoscabado. 

l-as acciones que proceden de un delito público debe ejer- 
citarlas el ministerio fiscal sin perjuicio del dereeho de acusar 
Ó de intervenir como parte querellante que incumbe ú las per- 
sonas oferdidas 6 damnificadas por el delito, según el artículo 
14 del Cüdigo de Procedimientos en lo criminal, Se deduce de 
los termina de este artículo, que en los delitos públicos, ta 
intervención del ministerio |i ubi ir o es indispensable y la de la 
parte ofendida 6 damnificada por el delito, voluntaria. 
Pero ni en ese, ni en ningún otro artículo del Código se en- 
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euentra prescripción legal que autorice la admisión en el carác- 
ter de acusador del que no resulte ofendido údamnitícado, por el 
hecho que motiva el proceso. 

Las leyes que han atribuido al denunciante alguna parte del 
impuesto defraudado no le han reconueido personería en el jui- 
cio. Es al agente del Fisco que incumbe la prosecución de la 
causa por todos los procedimientos del juicio ordinario, como se 
deduce del artículo 118 del Código citado. 

Si ella autoriza al denunciante ¿establecer los hechos funda- 
mentales de la denuncia, el artículo 170 del Código de Procedi- 
mientos en lo Criminal reserva el derecho de asumir -1 rol de 
querellante, y promover en tal carácter el juicio en minúl t sólo 
á la persona particularmente ofendida, y A los representantes 
legales du los incapaces, por los delitos cometidos en las per- 
sonas 6 bienes desús representados. 

Estas consideraciones me inducen á pedir á V. E. la confir- 
mación del auto recurrido de foja 321 . 

Sabiniano Kter. 



falla 4* la Suprema Carte 

Buenos Ain 1 *. Mnr/o 1 1 de 189.3, 

Vistos: De con for mida l con lo expuesto y pedido por el se- 
ñor Procurador General, y por los fundamentos concordantes 
del auto apelado de foja trescientas veinte y una, so confirma 
éste, con costas. Devuélvanse. 

BENJAMIN PA1. — ABEL BA- 
ZAN. — OCTAVIO BtlSGE, 
— JUAN E. TORREHT. 
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l'AUAA XXXVII 



La empresa * Depós i ios ,y Muelles de las Catalinas » contra el 
Gobierno Nacional, por daños y perjuicios; sobre el Arden 
para tomar la palabra en el informe in voce. 



Sumario,— Xo es apelable el adto que fletermina el orden 
en que las partes deben usar de la pulabra en el informe in 
voce. 



Caso. — En la expresada causa, el re¡> recentante del Gobierno 
pidió que se señalara día para informar in ooce, y en el acto de 
la audiencia se suscitó un incidente sobre cuál de las partes de- 
bía usar primero de la palabra. El juez ri solvió que correspon- 
día hablar en primor término al representante del Gobierno. Es- 
te apeló y se le concedió el recurso. 

Buenos Aire». Vñrza H de 1895, 

Vistos en el acuerdo-. No trayendo gravámen ir repara- 
ble el auto du foja doscientas treinta y trei vuelta, en 
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cuyo cubo no es apelable, con arreglo á lo dispuesto en el ar- 
ticulo doscientos seis de la ley de procedimientos, se declara 
mal concedido el recurso. Devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL RA- 
ZAN, — - OCTAVIO BUNGE.— 
JUAN E. TOHBEKT . 



t A USA XXXVIII 



Drabble hermanos y C* contra David y Añtenor Carreras, por 
cobro de pesos; sobre apelación. 

Sumario, — i" Es improcedente ol recurso interpuesto íuer a 
del término legal. 

2° No suspende el término par . apelar un pedido de aclara- 
toria de la sentencia, cuando dicha aclaratoria no se refiere al 
punto apelado y no ha sido deducida por la parte apelante. 

3* En los sellos de reposición debe hacerse constar la causa 
á que corresponden. 



Coso, — Dictada sentencia en aquella causa, la parte de Ca- 
rreras apeló, siéndole concedido el recurso. Elevados los autos, 



j - " ■ ■ ' '* " 
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la parte de Drabble observó que 1» apelación había sido inter- 
puesta fuera del término legal, y pidió que se la declarara mal 
concedida. Previo informe de secretaría, la Suprema Corte 
así lo declaró. 

Carreras rochuno manifestando que los efectos del fallo que- 
daren virtualmente suspendidos por la aclaratoria que de él 
interpuso la parte contrarin. 



Fallo «I» I* Suprema Corle 

Buenos Mnv, Marzo S «fe lxa¿. 

Victos en el acuerdo: Xo descoiioeíéudt e t*n et presente es- 
crito i l lincho de lialjerse interpuesto el recurso fuera del tér- 
mino legal, y r ■ habiendo oblado para ja interposición de 
aquel, la presentación del escrito de foja doscientas veinte v 
cinco, por cuanto la aclaración de la sentencia pedida en él no 
se reÜere al punto apelado por esta parte, y no ha sido solici- 
tada por ella, comprobándose esto mismo por la comparación 
de los cargos de dicho escrito y el de apelarion de foja de- 
cientas treinta y uno, que ha sido presentado con anterioridad 
al auto de a. íaratoria, no ha lugar á lo solicitada y estése á lo 
dispuesto en el auto de freha cinco de Febrero próximo pasado, 
corriendo la causa según su estado. — Y notando que en los 
sellos de reposición no se hace constar los autos á que ellos 
correspondan, bagase por secretaría la respectiva anotación, 
previniéndose a] Juez Federal que en lo sucesivo debe ordenar 
al actuario que lo baga así. 

LUIS V. VA HELA.- AllEL DA- 
ZAS.— OCTAVIO 
JUAH E. TORREA. 
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El Ferro-car rit delSud contra <lon Juan IlnimpStm, por crpro- 
pinrian; sobre nombramiento i/tf un tercer perito para mejor 
prm'rer. 

Sumario. — No es apelable el unto nombrando á un torcer 
perito para mejor proveer. 

Caro. — Kl representante á|I Ferrocarril dedujo demanda 
contra el señor Thompson, por expropiación de 11.185,40 me- 
tros cuadrados «le terreno situado en San Vicente. 

Kn el juicio verbal se nombraron peritos, siéndolo don Nor- 
man II. Smith, por el demandado, y el doctor Sotero F, Tas- 
ques, por el Ferrocarril. 

Aquel presentó informe estimando justo el precio do un peso 
por metro cuadrado y la indemnización de diez mil pesos que 
reclama el señor Tliuuipson ; y el perito de la empresa avaluó 
en E*$0 pesos la cuadra cuadrada de terreno y en 500 pesos la 
indemnización, dando un totaS de (iG5 pesos moneda nacional. 



Falte del Juei F«d«r«l 



La Pinta, .Mayo SE* delttU. 

T vistos : Para mejor proveer, t?n vista de las distantes opi- 
niones de los peritos, nómbrase tercero á don Juan F. A. ¿gui- 
ñe, coya aceptación se comete. Repóngase la foja. 

Aurrecoechea. 



Wmttm d« la ftuprea» C«te ( I ) 

Dueños Ain;*, Marzo 14 ti*» Isír:,. 

Vistos : No Mein!" apelable el auto de que se trata, se dti- 
elara mal concedido el recurro ; y dt*?uél¥aso. debiendo te po- 
nerse los sellos ante el inferior. 

BENJAMÍN l'AZ. — ABEL BA- 
ZAN.— OCTAVIO BLNGE.— 
JLAN E. TOILRENT 



1 En la misma fecho >e Jictó igu al resolución en él juicio «juidocoatni 
dona Susana T. «lo Rowe. 
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m&mm V*J, Sattler. SUhes y Almamks rontra el mpiiu» 
lindel, por cobro de honorarios: sobra embargo preventivo 



cobran, por instrumento público, proceded embargo 
tko, para atógurar el pago del importe que se líquida. 



Caso. — Loa señores Fy, Sattlef , biches y Atmandos, arbitros 
los tres primeros y secretario el último, en el juicio arbitral 
seguido entre don Francisco Vrancioui y el capitán Zindel, pre- 
sentaron sus cuentas de honorarios, por haWr terminado su mi- 
sión, y manifestaron que el capitán Zindel, contra quien existe 
una sentencia condenatoria, no tiene domicilio en esta capital, 
v pidieron que se nombra regulador de sus honorarios, se inti- 
me oportunamente á Zindel, su abono, se impida la salida de 
este capitán, hasta tanto nombre apoderado instruido y espen- 
sado, y sé trabe embargo en los fondos que e¡ mismo debe re- 
cibir como representante de la casa constructora de Kiel. 




Sumario. — Justiiicada la e: 
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r«ll» del 



B.ieiiO!' Aires, Majo :íUdi' 1H94, 

Por presentados, en cuanto ha Jugar por derecho y i 
do domicilio legal, y atento lu manifestado en el pr< 
crito,»! primer punto nómbrase para practicar la regulación de 
honorarios solicitadajal doctor don Francisco L. García, quien, 
prévia su aceptación del cargo, procederá ¡i llenar su cometido! 
Al segundo punto, téngase presente para proveer en oportuni- 
dad. Al tercero, bajo la responsabilidad de Jos solicitantes, lí- 
brese el oficio solicitado para que se impida la salida del capitán 
Zindel hasta tanto constituya apodéra lo instruido, espensado 
y recibido en el presente juicio. Y al cuarto punto, trábese el 
embargo preventivo solicitado en las sumas quo el capitán Zin- 
del debe percibir como representante de Ja casa constructora 
de KieJ, en su calidad de capitón, y bajo la responsabilidad de 



han del Cnmpilh. 
Los actores desistieron del pedid., sobro embargo de viaje. 

fftllo de la Muprem Cferi* 

Buenos Aire-i, Manto 11 iJ« JH&",. 

Tistua y considerando: tjuc Jos servicios que se cobran están 
justificados por instrumento público, resultando así compro- 
bada prima fuete la existencia de una deuda en las condiciones 
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establecidas en el artículo cincuenta y chico, inciso tercero, da 
la ley de procedimientos, alus fines de arraigo. 

Por esto : se conürma con costas el auto de foja dos en ln parte 
apelada, no haciéndose lugar al n curso de nulidad, por no ha- 
berse expuesto causa que lo justifique, y no resultar de antos 
violación alguna cu el procedimiento, que pueda fundarlo- 
Repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. —ABEL BA- 
ZAS . -OCTAVIO BL'NGÜ.— 
JCAN E. TOBREM. 



CAI' NA *L1 



/ion Juan llaffa contra don Enrique fíatjmoiui, sobre 
interdicto de retener 



Su mar to. —Vendida por el Baneo Hipotecario Nacional 
una tinca hipotecada con arreglo á su ley orgánica, los actos 
posesorios ejercidos por el comprador son legítimos, y no pue- 
den autorizar el interdicto de retener por parte del antiguo pro- 
pietario. 



v u ios dk i.a &ivt v.m mmt 



i't(so, — Kn i 2 de Agosto I8U4, el seiiür lia fio xv prt sentó' 
al Ju?gadu exponiendo; 

Que i*n 18911 roiiip ró ;i • J ii P.tldo luü.i '"ii-ia un turnio 
situado h ti la provincia de iluenos Aires, - ouipuest ♦ de 
*Í93 lirctári as, y ubicado cu eJ partido (Je Navarro, qu<- 
reconocía un gravumen á tavor del Kaaco rlipofeeafio Na- 
cional por valor de 30 mil pe^os uro, con el cual continuó. Que 
el Banco ordenó, en febrero de aquel ano. la venta en remate 
del inmueble, que fué adjudicado A don Knrique Kauuond; 

Que ese remate sido atu-ado <le nulidad, en virtud de de- 
imiud.t ha promovido ¡tute el Juez Federal doctor ('am- 



Que desde algún tiempo, Kavmond. titulándose dueño del 
terreno, ha demandado p^r desalojo al inquilino c| ue tenía ia 
tim a, por ante el Juez de l*az de Navarro ¡ 

Que tal aeto importa una verdadera turbación en la |io*esi<»ii. 
habiendo aquel Ib-gado al extremo dn lurlu-r hecho embargar 
bienes del inquilino, que no lo reconocía cono dueño, so pre- 
U de que le adeuda arrendamiento- ; 

Que tales actos no pu» den ¡ser tolerados, por lo que dedm e 
demanda >obre is.terdirto de retener, contra el espresado líay- 
inond, y pide que en oportunidad se le condene á no turbar la 
posesión, dejando á salvo sus derechos por los dan "S y perjui- 
cios, con costas. 

Kl demandado ^utestamlo la d-manda dijo: 
Que está en posesión del - ampo por mandato judicial expe- 
lido por* I jüei de I" instancia de La Plata, doctor Gamboa, á 
petiei-n del lianeo Hipo^-ario Nacional. Lecha en virtud de 
haber adquirido el i n mueble en remate público, para cuya 
venta estaba autorizado ese establecimiento, en mérito de las 

acordaba en la ventura respectiva. 




o; 



Quo después de haber tornaú' posi-si nateiial d-.-J campo. 
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promovió, como propietario, demanda do destb'j" '-ntra los 
ocupantes, según consta del expeáltnlij <U»e copia presunta; 

Que por las razones B^fmastes, no plaegue • I interdicto de 
retener que se prorapese. 



ButíiM Ain", NfrVknuhit íl de -18(tí. 

T vistos: Considerando: Que según resulta di 1 autos, la pro- 
piedad á que «a veiiere el prestí*.- interdicto, fui hipotecada 
fiar el demandante al Hunco llipot.-cariu Nacional, en las condí- 
ciouOfl prescritas pos- la ley orgánica del inisruo y en el Contrato 
que en copia obr» á foja .14, 

Que esta propiedad fue" rendid i en remate, público por el refe- 
rido Banco, y comprada en esa fotma por Haymoud, al cual te 
fué adjtidiciida t liahiétHlrdRf'lKancooturg¡ido la correspondiente 
escritura de venta. 

Que el Banco hizo que el comprador fuera puesto judicial- 
mente, cu posesión de la dicha propiedad, cumpliéndose esta 
diligencia en él modo y forma expresados en •*! documento <b- 
fojas 13 í 14 

Que en todos estos actos de venta en remate público, escritu- 
ración y entrega de la propiedad vendida, el Banco Hipotecario 
Nacional ha procedido de acuerdo con las disposiciones de su ley 
orgánica, artículos 46, 50, 51 y 53, y con la autorización uape- 
cial dcKaffo, cousignuda eu la escritura que en copia corre A 
foja 34; de manera que todo ello debe reputarse como hecho 
por el mismo Uaffo, en virtud de su autorización. 

Que en tal concepto, el ¡mordido entablado, ya sea que si- 
lo deba considerar como de retener ó de recobrarla posesión, no 



puede prosperar.siendo la posesión dada ¿ Kaymond una conse- 
cuencia forzosa y necesaria de ta venta que el Banco le ha hecho 
como intermediario ó representante de líaffo, el cual, por lo 
demás, ha sido subrogado por Raymond en Udoa los derechos 
que le correspondían sobro el bien hipotecado y vendido. 

Tal os el efecto legal de la escrituración en estos casos: el 
artículo 46, párrafo 2 a , in line, de la ley orgánica citada, expresa- 
mente dispone que la subrogación se opera por el hecho mismo 
del otorgamiento de la escritura de venta ú favor del com- 
prador. 

Por estos fundamentos, fullü ; no haciendo lugar a la acción 
entablada, con costas al actor. Notifíquesu con el original y 
repóngase el papel. 

I'. Laiannc. 



rallo de ím «uprem» Cerle 

Kiinio* Ain-í. Marzo 1 i u> IHHó. 

Vislos : Por sus fundamentos se continua, con costas, la sen- 
tencia apelada de foja sesenta y dos. depuestos los sellos, 
devuélvanse. 

BENJAMIN l'AZ. — AMA. BA- 
ZAS. — OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E. TOBKENT. 
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Contra mmfa Ihnjtuitt», fu»' homicidio; mitre <*.ctradimn 



Sumario. - I" Los término* pe ej íN'-digo Me L'tocedimicii- 
tos en lo criminal prescribe para la presentación de los recau- 
dos (arfe. 071 y 072) se relacionan con el arresto provisorio orde- 
nado por los Tribunales de la República en la forma y tiempo 
debido. 

2" La detención mal decretada ¡mtorixa la solicitud úv liber- 
tad, pero no una excepción. 



i 'aso. — Resulta del 



r»llo del Jwt* r*der»l 



Mt-tulo*», Noviembre Hdr* 1HÍ)I. 

Vhtos i'StGs autos seguidas sobre extradición del subdito 
italiano Antonio Morgando, requerido por los Tribunales de la 
República de Chile, de que resulta: 

í* Que con fecha 2» de Agosto del corriente aíio fué apre- 
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hendido en Mendoza Antonio Morg-indu, tí virtud <k' una requi- 
sitoria f- ) cgrúli i tlfl .Juzgado (ic Letrus de Sun tu Rosado, los 
Andes, al señor Juez del Crimen do esta ciudad, con cuyo lie— 
clio se inicio Ingestión por lu ría diplomática, presentándose el 
señor ministro chileno, el ¿0 de Setiembre, al Ministerio de 
Relacionen Exteriores deísta lícpnblicu, 

2° Que despaHiadu ñor el Poder Ejecutivo, con fecha 2 de 
Octubre prúiimo pasudo, el pedido de extradr-ion, llegaron los 
antecede lites del caso a este Juzgado el dia 8 del mismo mes, 
avocándose entonce* su conocimiento, como asimismo la juris- 
dicción sobre el detenido, que fué citado é prestar declurueiuu 
en el dia inmediato siguiente. 

defensor de Morcando, por uu 
ífl propio, 

60 tal carácter, sostiene en su defensa 





de aquel, porque según él artículo 16 d - la ley de extradición, 
el acusado debe ser puesto á disposición del Juez, con los an- 
tecedentes relativos en el término de 30 dias, trascurridos los 
cuales obtendrá su libertad; y Hurgando fué preso el 20 de 
Agosto y puesto á d ¡aposición do este Juzgado sin ningún ante- 
cedente, habiendo pasado así más d<* los ,30 días antedichos ; 
que por el articulo 26 de la mi sin ; ley se dispone que el dete- 
nido sea puesto inmediatamente en libertad si en el término de 
un mes, tratándose de un país limítrofe, no recibiese el pedid-- 
diplomático, el gobierno argentino, de extradición en debida 
forma, y mientras tanto la comunicación del señor ministro de 
Chile tiene cargo de fecha 25 de Setiembre en el Ministerio de 
Relaciones Kxtcrioro, de inaneru que la solicitud e-sid hecha 
fuera de término, y que por el convenio último sobre extradi- 
ción entre la República Argentina y Chile no se establece nada 
sobre procedimiento parala entrega, y como la ley de 1885 ha 
«ido incluida en las disposiciones del título 5 a , capítulo 
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i, debe estarse a* este Có- 
ditiJcuvü artículo 07* dispon*, que: <• tratándose dfl un país 
limítrofe, si en los 15 días subsiguieiBi al de» arresto no recibe 
el gobierr-u argenti,;» el pulido diplomático de extradición », 
habiendo notaá* que • t ó&sio del seño? ministro de Chib- ha 
sidu recibido por el gobierno argentino 30 días después. 

i- Que inferida vista por el l.'rmíno de la ley al señor Kis- 
cal, este función lirio opina que corresponde accederá I* extra- 
dirion. porque en la solicitud se bail lléna lo todos los requisitos 
prescitos por la ley de 25 de Agosto de 1835 tfi su artículo 
12, Que en tíñanlo á las observaciones de) defensor respecto de 
ios términos, lila disposiciones pertinentes se relier n al 6480 
en quf H reo haya sido puesto á disposH-u del .lucí, y consta 
á foja Iti que este Juzgado tmuú ¡mi tic i pación en el asunto re- 
den e! 8 de Octubre próximo pasad-, no habiendo corrido los 
términos por esta razón. 

5* Que terminado el procedimiento .en la 
por la ley y no habiendo causa, 
para aeordar un termino de pr 
los autos 

n 




en ti jiiiuiw, 
;a se llaman 



: |" Que según la filiación inserta ¡i foja 9 de 

dl-i reten^lir b^r^l propio nombr, que inserta la requisición, 
no obstante las Dejaciones y evasivas del inculpado, se uii- 
cuent ra" evidentemente establecida la identidad del procesado 
Antonio Morgando, puntoque, por otra parte, no ha sido puesto 
en cuestión en la defensa. 

2* Que los documentos que informan la solicitud de extradi- 
ción en el mérito del auto de prisión dictado por el Juez U- 
tiado de Santa Hosa de los Andes satisface las exigencias de la 
ley para su validez en la líepública, ¡i los efectos de la requisi- 
ción, pnr cuanto en la causa no puede discutirse sinó lo que hace 
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A la forma intrínseca de esos documentos, sin considerar su 
fondo, que sólo corresponde apreciarlo al juez que instruye el 
prweso donde, el pedido de extradición se produce. 

3° Que según el acuerda do los Ministros Plenipotenciarios 
de la República Argentina y de Chile, de 15 do Marzo de (894, 
aprobado por el P. E., con fecha 5 de Junio del mismo año, 
se establece que la ixtradicion de los perseguido- , encanados ó 
condenados por los tribunales de Chile, se verificará en el pife, 
coa arreglo ala ley argentina de 25 de Agosto <l» 1885, A la 
que se ajusta también Ja reciprocidad de aquella nación. 

¥ Que de consiguiente, la tínica ley aplicable 4 los casos qne 
ocurren entre la nación argentina y chilena, es la antea citada 
de 25 de Agosto de 1885, no excluida por nuestro Código Na- 
cional de Procedí m i en tos, desdi' luego que ¿ste, en su a r tiento 
648, inciso l u , establece que habiendo tratados, la extradición 
será pedida ú otorgada en la forma y con los requisitos que 
aquel I os prescriban. 

5 o Que si bien os verdad que, c >mo lo nota el señor defensor 
dei procesado, han transcurrido largos intervalos entre la de- 
tención de Morgandoen Mendoza (21 do Agosto), la solicitud di- 
plomática de extradición (Setiembre 20) y la remisión -le los 
antecedentes al juez competente (8 de Octubre) no lo es menos, 
según losignilica con razón el señor Fiscal, que los términos 
han corrido sin reclamación del preso, que quizá pudo entonces 
solicitar su libertad, y que actualmente e*as dilaciones no pue- 
den motivar controversia ante este Juzgado, cuya jurisdicción 
ha venido á ejercitarse, no por la remisión del procesado, sino 
por la remisión de los antecedentes, mediante los cuales debió 
avocarse el conocimiento de la causa en 8 de Octubre del co- 
rriente año, haciendo comparecer al detenido á prestar decla- 
ración al día siguiente, en lo que ha consistido el primer acto 
jurisdiccional ostensible. 
6* Que dada la naturaleza del delito imputado, la fe -hade 
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bu comisión y el procedimiento seguido en el país requirente, se 
encuentran llenados todos tos requisitos que autorizan el pedido 
de extradición y determinan en la República la de lara ñon de 
su procedencia (artículos í, % \% 18y 25, ley de extradioion 
de 25 de Agosto de i885). 

Por estos fundamentos: fallo, declarando procedente la extra- 
dición solicitada por el (íobierno de Chile respecto del procesa- 
do Antonio A. Morgando y que éste deberá ser remitido oportu- 
unmmte á disposición de In autoridad respectiva á los efectos 
de esta requisición . 

Remítase el p: occsn original al Ministerio de Relaciones Ex- 
teriores pin - intermedio del d<' Justicia, con el olido de estilo, 
dejándose en este Juzgado, como constancia, compulsa de todo 
lo actuado, lin deünitiva así lo declaro en Mendoza á 8 de No- 
viembre de 1894. Hágase saber con el original. 

Sfi-em ti, tlrí Oif ti U<>. 



extradición do Antonio Morgando se ajusta á las constancias 
de autos y á las prescripciones de la ley de I88L», adoptada por 
los gobiernos Argentino y de Chile como convención en la ma- 
teria. 

La defensa observa el lapso de los términos prescritos en el 
Código de procedimientos pura la presentación de los recaudos. 

Pero la sentencia observa con fundado criterio, que esos tér- 
minos, según los artículos 671 y 672, se relacionan con el aTres- 
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tu provisorio ordenado por los Tribunales do la República, lo 
uue no ha mediado en el caso sub-jtolicey que si la detención nu 
procedía en la forma y tiempo observad», pudo dar derecho en- 
tontes al detenido para pedir su inmediata libertad; pero no 
para inToearla como nua exm-pcion legal contra l;i i\ tradición. 

Encuentro fundada esta doctrina, y pido por ellu ú V. K. la 
confirmación, por su* fundamento», de ta sentenci i recurrida. 

S<ilnnnt¡h¡ Kirr. 



rallo de la Wuprciiia Corle 



finónos \iru?. Mir/o 10 do ÚJHS. 

Vistos: Di; i'unformidud con lo expiado y pedido por el seño* 
Procurador ileaerul y por mis fundamentos se conliTtua C'U) cos- 
tas la sentencia apelada de foja veintisiete. Devuélvanse 



HF.SJAMIS PAZ. ~ LL'lü V. YA- 
KEUk. - ABEL HAZA*. — 
OCTAVIO WUSCE. -JL'AS E. 
TOBHENT. 
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Sumario. — Cu rae ton zuda la cou ti elida cuino juicio eje en ti va 
úu virtud de haberse unl<'ii.Mlu l;i ntaeiun malí-, J* "puesto 
y contestado í-xcepc iones, A jue?. e*tá cu vi deber do pronun- 
ciarse sobre éstas. 



rallo del Jude Federa»! 

- 

Unenos Aire*, Abril 18 de lfcJL 

Vistos estos autos lie los que resulta: 1" Que en fecha 10 
Agosto del ano 1892 Don Benjamín Dávalos se presentó al Juz- 
gado solicitando ae intime á Don íuafl Alcántara el depósito en 
el Banco déla Nación Argentina, á ta órden del J tugado, de la 
suma de ocho mil seiscientos pesos moneda nacional devengados 
hasta esa fecha por la posesiou cu que se halla de una casa de 
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n del actor. 




y que sggx- 



3ii propiedad, con más los intereses legales ; como igualmente 
de ta cantidad de doscientos pesos en la* mismas condiciones. 

2 Que proieida de conformidad dicha solicitud, y en defecto 
rio cumplimiento á lo 
riormente, en Octubre diez ti el * ; 
mandamiento de ejecución en forma contra 
dose embargo en la propiedad denunciada al 
presa en la diligencia de foja once vuelta. 

a° QueenfuchalOdc Febrero último el Juzgado proveyó man- 
dando citar de remate ¡i Alcántara, en cumplimiento do la supe- 
rior resol ucion de foja treinta y cinco. 

Í ó Que notilicado el demandado do este úl ti mo decreto opone 
á foja cuarenta y cinco las excepciones de inhabilidad del título, 
litis fiendmtia y nulidad de la ejecución. 

Y considerando: I o Que el precedí miento ejecutivo se halla 
establecido por ta ley para el cobro de determinadas obligacio- 
nes que revisten prima faciekX carácter de exigibles; yes por 
ello que sin audiencia del deudor, se procede en su contra hasta 
dejar garantidos por el embargo los derechos del «creedor; 
siendo empero en todo caso indispensable el requerimiento pré- 
vio de pago, mediante el ejercicio do I ti acción correspondiente. 

2 o Quelas peticiones del actor en este juicio no contienen ni 
constituyen una demanda de pago por determinada cantidad de 
dinero, limitándose ellas á solicitar delJuzgado, como una me- 
dida preventiva para garantir sus derechos la órdin de depó- 
sito de las sumas que dice se le adeudan por alquileres de una 
propiedad, ó intereses, según se considere el acto jurídico que 
motiva el juicio reivindicatorío deducido contra Alcántara. 

3 o Que esto mismo lo ha comprendido el Juzgado al proveer 
de conformidad dichas peticiones y embargo posterior librado en 
defecto de cumplimiento por parte del demandado, pues de lo 
contrario y & existir formal demanda por cobro de cantidad le- 
gítimamente comprobada, se habría librado el correspondiente 



auto de sol mido, en conformidad á lo prescrito por el artículo 
252 de la ley nacional de Procedimientos, 

4 J Que no existiendo en el caso sitb-jitdice demanda formal 
que caracterice el juicio ejecutivo, no puede librarse resolución 
en el sentido de llevar adelanto una ejecución contra el deman- 
dado por sumas que no han sido previamente declaradas de legi- 
timo cobro, ni sobre liis cuales se ha deducido gestión alguna ¡í 
t;iles efectos. 

5 a Que por consiguiente el embargo decretado y trabado en 
la linca del demandado, no tiene ni puede tener otro alcance 
que ul de una medida precautoria, al solo objeto de garantir los 
derechos del actor por las sumas que aquel resulte adeudándole, 
y no como un embargo omun y definitivo, sujeto á los efectos 

o Que así también lo lia comprendido el Juzgada al negar por 
su auto de foja... la citación de remate solicitada por el actor, 
desde que ella uo podía surtir tos efectos que éste pretendía, ó 
sea do dar al procedimiento seguido el carácter de un juicio eje- 
tivo. por cuanto, como se lia dicho ya, ni se tía deducido de- 
manda formal, ni se na librado el auto prévio de solvendo, que 
son indispensables ¡il procedimiento indicado. 

7 o Que si bien la Suprema Corte al revocar el indicado pro- 
veído de foja... declara procedente la citación de remate y ésta 
se ha deeictado en cumplimiento de esta resolución, siguiéndose 
con tal motivólos procedimientos del juicio ejecutivo, el Juz* 
gado considera que ante las irregularidades indicadas, motivadas 
por un error del actor en la apreciación de sus propias peticio- 
nes, no debe acceder á la continuación do esta causa con los 
efectos que se pretenden, úsea, de llevar adelante una ejecución 
en que n se ha llenado las formas sustancíale s prescritas por la 
ley. Por t un lo y sin entrar ¡i juzgar de la procedencia ó im- 
procedencia de las excepciones de lilis pendencia é inhabilidad 
opuestas ú la ejecucim: se resuelve no hacer lugar á ésta, sin 
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perjuicio de mantenerse el embargo decreta 1 lo con el carácter 
di- preventivo, en garantía de los derechos del acreedor. Há- 
gase saber original y repónganse los sellos. 

Juan iM Vnmftilln. 



rallo dr I* Suprema Corle 

(titeaos Aires i M.tr*n lti <lr l*Sí¿. 

Vistus y considerando : ijue el nulo ile foja treinta y tres al 
urdenar, Tovocaudo el auto de foja veinte, que se baga la cita- 
ron de remate, lia calibeado la naturaleza del jui<-ío, itnprt— 
niiéndulc los procedimientos ejecutivos. 

■ Jue el Juez de Sección no ha podido val id amen Te dejar >¡n 
efecto Cíía resolución, euya justicia y eficacia no le es dable dis- 
entir. 

Que tanto menos lo Impedido hacer cuanto (,110 la oposición 
del demandado y la contestación del actor motivada por la ex- 
presada citación, han trabado la contienda, de acuerdo coa la 
eítada resolución de foja treinta y tres. 

Por esto* fundamentos: se revoca la sentencia apelada de 
foja cincuenta vuelta ; y remítanse lus autos al Inferior para 
qan procediendoeonarreglo a derecho, se pronuncie sobre las ex- 
cepciones opuestas á foja cuarenta y cuatro. 

UEKiAM» V\£. uis v. 
VA II EL A, — ABEL MAZAN. 
— OCTAVIO PUNCE. - 

jla> e. tomiekt. 
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C AI HA Uh 



i l n l'ascuntn folt'ttu ctot ( ii i i'f ¡ir, ¡K f 'áí ífis tJui't'MiriO, fin'* t't't- 
viitilicncittn tU* un tnmft»: sitbr? mtiituritm i/e enajenar y dr 
causiir tli'lrt'iOt'tts. 

Sumario, — Sobro ta siaiple ba*c de una demanda rei vindi- 
catoria, y sin alegar hecho alguno que indique el intento de rea- 
lizar deterioros en h rusa reivindicada, no procvde la inliibicion 
de enajenar, ni es aplicable lo dispuesto por el .irhVulo 2788, 
Código Ct?il, 



€&$&. — Don Nicanor Calderón, por liona Pascuala Toledo, 
demandó al Dr. D, L'árlos M. Quereucio, por reivindicación de 
un campo; y pidió para garantirse contra enajenaciones y dis- 
ui i 11 w iones del valor de la <-usn, que se decretara su inhibición, 
y se prohibiera la explotación de montes, fundando esta dispo- 
sición en los artículos 2483 y 2788, Código Civil. 



rallo del «fue* redera! 

t\ira»á, Abril 17 do 1*3. 

Estando justilicado el fuero, frase por interpuesta la deman- 
da de la que se dará traslado al demandado y bastando, ;í los 
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afectos del artículo 2483, Código Civil, la inscripción de la de- 
manda en el Registro de la propiedad, autorizada por la ley 
provincial de 15 de Octubre de 1888, regístrese, no haciéndose 
lugar á la inhibición en los términos que se solicita, Prohíbese 
al demandado producir aot-*í que causen el deterioro del inmue- 
ble reivindicado, el corte del bosque entre ellos. 

/*. Pinto. 



Unenos Airea. Moneo 10 de 

Vistos y considerando: Que en el procedimiento federal no 
hay ley alguna que sobre la simple base de una demanda rei- 
vindicatoría y por ese solo fundamento, antorice la inhibieion 
en relación al inmueble á que la acción se refiere, ú á la restric- 
ción en los derechos del demandado para la percepción de los 
frutos de la cosa. 

Que la parte de Doña Pascuala Tulcdo no ha eipuesto hecho 
alguno que pudiera motivar la aplicación de) artículo dos mil 
setecientos ochenta y uoho del Cádigo Civil, desde que no ha 
denunciado <*l intento siquiera en el demandado, de realizar de- 
terioros en la cosa ¡í que se refiere la acción reivindicatjria. 

Por estoy con arreglo A la doctrina que surge de la ley pri- 
mera, título noveno, partida tercera, se revoca el 

Repuestos los sellos, i 



UENJANI» VAX. — LUIS V, 
\AHELA. - AUELBAZAN. 
— OCTAVIO DU>GE. — 
JlUJt E. TOKKK%T. 
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0. rentara itrignardetlo 




del ttosario, 



mncia de preguntas á fostestif/os 




pedir del testigo la 



las preguntas dirigidas & 
7 no la declaración sobre un 



Caso, — En un interrogatorio de preguntas, se pidiú que los 
testigos declararan si bajo el pauto de vista de la moral podía 
reputarse licita la ganancia que una de las partes pretendía 
deber producir el contrato cuja rescisión se pedía. 
La contraparte se opuso á la declaración, alegando que la 

, y el 



Huenos Aíivs, Mano 19 de l&M. 

Vistos y considerando : Que la pregunta de foja ciento cua- 
renta y nueTe vuelta, según los términos en que se halla conce- 

T, II 5 



al FALLOS DI LA SOffUMl COMI 

bida, no se dirige i requerir del testigo la declaración sobre un 
heeho, slnó á pedirle IMS apreciación que, en el caso, seria del 
resorte del Juez. 

Fot esto: se confirma con costas el anto apelado de foja ciento 
cincuenta y una; y repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. 
VARELA. — ABEL BASAN. 
— OCTAVIO SURGE- — 
JUAN E TOBRBKT. 



■ 

CAUSA XLVI 



iwitm O. A miré* Bht, por extradición; sobre cxrareehcion 

fwovisoria 



Sumario. — Ku los juicios de extradición, la excarcelación 
provisoria no procede, si el delito imputado merece, por las 
leyes de ía República, una pena mayor de dos años de prisión. 
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Caso.— Lo eiplica la 

VISTA DEL PROCURADO!* FISCAL 

Bueno* Aires, Enero 3 de 1895. 

Sator Juez : 

Según los recaudos presentados por el Ministerio de la Lega- 
ción Chilena paca el efecto de requerir la extradición de André 
Aiamiro Blot. aparece éste habiendo cometido actos de estafa y 
harto i diversaB personas, quienes así lo denunciaron ante el 
Jnei competente. 

Esto determinó el auto de prisión contra él; dictado por el 
mencionado Juez, y el P. E., de acuerdo con el señor Procurador 
General de la Nación, encontró bastante para que la extradición 
tuviera lugar. 

Llevado á V. 8. el asunto, de acuerdo con los artículos 653 y 
654 del Código de Procedimiento Penal, V. S. una vez verifi- 
cada la identidad de la persona se sirvió ordenar la detención 
del procesado intimándole el nombramiento de defensor le- 
trado. 

Acto continuo éste solicitó la libertad bajo fiama de su de- 
fendido y es sobre ese punto une V. S. se ha servido ordenar 
mi dictamen. 

Piensa esto Ministerio que V. 8, no debe acordar la excaree- 

■ 

lacion solicitada por las siguientes ratones : 

Si bien es cierto que el artículo 654 del Código de Procedi- 
miento Penal } establece que todo extranjero arrestado en vir- 
tud de un pedido de extradición puede solicitar iu libertad pro- 
visional bajo fianza, esto sólo puede tener lugar en las mismas 
condiciones que si el delito imputado hubiese sido ejecutado en 
la República. 
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Ahora bien, el procesado Andrés A. Blot está acusado por 
hurto j estafa eu una cantidad que alcanza á 30.000 pesos, 
< moneda chilena ). Ta sea que se trate de hurto 6 estafa, por 
nuestro Código Penal le correspondería como pena: 

Si es hurto, solamente de uno á tres años de prisión, según 
el artículo 103, inciso 2% Código Penal ; 

Si es estafa, de 3 á6 ailos de prisión con arreglo al artioulo 
inciso 6", del mismo Código; 

Y si son ambos delitos, le correspondería la pena del más 
grave, que es en este caso el de ta estafa, y el del hurto se con- 
sideraría como una circunstancia agravante (art. 87, C. Penal). 

Se vé, por lo expuesto, que aún en el caso más favurable i 
Blot, el máiimun de la pena que le correspondería en la Repú- 
blica por su delito sería de tres años, lo que pone el caso fuera 
de los términos del artículo 376 del Código de Procedimiento 
Penal, cuyo límite es un máiimun de dos afios de prisión. 



Vistos y considerando: Que el articulo 674 del Código de 
Procedimientos t-n materia penal, si bien autoriza e) pedido de 
excarcelación bajo fianza del extranjero arreatado en virtud de 
un pedido de extradición, lo hace en las mismas condiciones que 
ai el delito imputado hubiese sido ejecutado en el país. Que 
segnn resulta de los recaudos enriados por la Legacionde Chile 
para solicitar la extradición de Blor, únicos que el Juzgado 



Jé íhtet. 





tiene & la vista paro pronuncio 




ion del de- 
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tenido, se imputa ú éste lo, delitos de hurto y estafa en condi- 
ciones tales que, como lo expresa el Procurador Fiscal en so 
precedente vista, y- se les considere en conjunto ó separada- 
mente, el máximo n de peneque podría corresponder al incul- 
pado excedería del limite establecido por el artículo 376 del Có- 
digo de Enjuiciamiento Criminal para la procedencia de la liber- 
tad provisional bajo caución. 

Por esto, de conformidad con lo expuesto y pedido por el Pro- 
curador Fiscal, iceaelvo no bacer lugar á lo solicitado por el 
recurrente, con costas, jíuí'fíquvse con el original y repón- 
gase el pspel . 

¿ V. Lalannc. 



VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 

Suprema Corte; 

Buenos Aire», Febrero 9 de 1895. 

El auto recurrido, apoyándose en las consideraciones de la 
precedente vista fiscal y en el texto expresode los artículos 37$ 
y 674 del Código de Procedimientos en lo Crimina), no hace 
lugar á la excarcelación bajo fianza del procesado Blot. 

Considero innegables los fundamentos y justa la decisión, 
cuya confirmación solicito de V, E. 

Sabiniano Kier, 
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Palto ém I* ÁipraMM C We 

Buenos Airet, Mano 19 de 1895. 

Vistos: De conformidad con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General, y por sus fundamentos: se confirma con 
costas el anta apelado de foja diez y siete, y devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. ~ LUIS V. 
VARELA. — ABEL BAZAN . 
— OCTAVIO BUKGE — 
IVA» B. TORREHT. 



causa xlvii 



El Banco fliacional contra el Dr r i). Juan /. Lubary, por deuda 
ai Banco; «Are inhibición de enajenar 

Sumario, — Reconocida judicialmente la deuda, procede la 
inhibición de enajenar, autorizada por la ley número 3037. 



Coto. — £i Banco Nacional pidió el reconocimiento de una 
letra por 85.763 pasos, adeudada por el Dr. Lubary, y practi- 
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cado éste ante el Juez, solicitó se decretara inhibición de ena- 
jenar, con arreglo al artículo 29 de la ley número 3037. 

F»lt« *el «ara l edcml 

Corrk-ntes. Abril 18 do 1891. 

Vistos: No estando comprendida !a obligación cu cuya tít- 
tud se pidi; la inhibición, en los términos del artículo 20 de la 
ley de liquidación, número 3037; no ha lugar. 

Lujamttw. 

Corrientes. Abril 21 d»« 1891. 

Considerando: Que el articulo 30 de la ley número 3037, 
obliga a los Jueces á decretar á pedido del Banco, embargo pre- 
ventivo é inhibición general contra el deudor; pero para eso 
es necesario, pues así lo exige el mismo artículo, que la letra 
baya sido protestada por falta de pago, lo que no se ha hecho en 
el casu sub-judice. 

Que el simple reconocimiento de tirina del suscritor, en que 
se funda el solicitante, no constituye ni suple el protesto exigido 
por dicho artículo, a cayos términos literales y precisos hay 
qno sujetarse f por tratarse de uu punto que por su naturaleia 
debe restringirse mis bien que ampliarse. 

Que, por otra parte, el reconocimiento de una obligación no 
pnede equipararse al protesto por falta de pago de la misma, 
pues aquel tiene sólo por objeto establecer la autenticidad de 
la obligación, de la que el deudor se reconoce obligado, y el pro- 
testo que lleva implícito ese reconocimiento, tiene por objeto 
hacer constar que el día del vencimiento el deudor se negó i 
pagarla. 




rALLOt M U lOMIHA CORTE 

Que di lo expuesto multa, que la letra de foja 1* no está 
comprendida ni en los términos litorales del articulo oitado, ni 
en 1» ruion que el legislador turo en cuenta para diotarla, que 
no es otra que la negativa del deodor á satisfacerla. 

Por esto : no se hace lugar á la reposición solicitada del auto 
de foja 8 vuelta, y se concede en relación la apelación interpues- 
ta, debiendo en consecuencia remitirse los autos á la 
Corte i coita det 



Falto ** to tuprema Vmwtm 



líueuos Atros, Manso lf» du 1805, 

Vistos y considerando: Que según multa del documento de 
foja primera* reconocido por Lubary, este es deudor de la suma 
de noventa y cinco mil setecientos sesenta y siete pesos á favor 
del Banco Nacional. 

Que la citada obligación es de plazo vencido, habiendo tam- 

deuda. 

Que en tales condiciones, ta inhibición de bienes pedida por 

tres mil treinta y siete. 

Por esto : se revoca el auto apelado de foja ocho vuelta, y se 
hace lugar & la ii 
devuélvanse. 



BEtiJAMin r>z. — luis v. 

VARELA. — AML BAZAJI. 
— OCTAVIO BOHGB. — 
JOAN B* TORRBRT. 
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VAVHA XLV1II 



Don Federico M. Cárrega contra la provmcia de Buenos Aires, 
por cobro de pesos; tobre competencia 



Sumario.— La Suprema Corte e* competente 
en demanda interpuesta contraía provincia de 
por un 



conocer 





CttAu. — En la expresad» causa el representante de la Pro- 
vincia pidió se dejara sin efecto el auto de solfeado, alegando 
que la Suprema Corte carece de facultades constitucionales 
para ejecutar á las provincia* y aún para conocer en cuestiones 
regidas por el derecho común, surgidas entre una provincia y 
loa vecinos de otra, cuando aquella no interviene como deman- 
dante. 



m m 



se 



Buenos Aires, Marzo SI dü 1895. 

en el acuerdo y considerando: Que el presente juicio 
por don Federico M. Cárrcga, vecino de esta capital, 



. • . . « 
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en calidad de demandante, contra la provincia de Buenos Aires, 
demandada, por cobro de pesos procedentes de las letras de 
cambio de fojas una, veintitrés y veinticuatro. Que t en con- 
secuencia, la jurisdicción originaria de esta Suprema Corte se 
halla debidamente acreditada, de conformidad 4 la ley nama- 
ro mil cuatrocientos sesenta y siete, de diez y ocho de Setiem- 
bre de mil ochocientos ochenta y cuatro, y á lo dispuesto por 
el artículo ciento uno de la Constitución Nacional, é inciso pri- 
mero del artículo primero de la ley sobre jurisdicción y compe- 
tencia de los Tribunales Federales. Que así lo tiene resuelto 
esta Suprema Corte de una manera invariable, en numerosos 
casos, estableciendo jurisprudencia al respecto. 

Por esto, no se hace lugar, con oostaa, a lo pedido por el re- 
presentante de la provínola de Buenos Aires en su escrito de 
foja cuarenta y seis ; y atento lo solicitado por el actor, líbrese 
mandamiento de ejecución y embargo, teniéndose presente el 
bien denunciado á foja cuarenta. Repóngase el papel. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA. — 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUKGE. — 
JUAN R. TORRENT, 
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CACHA xlix 



Hermanos tj Compañía, sobre cnmtw 



Suma.-io.-No procede el comiso contra el propietario de lai 
mercaderías venidas en encomienda, cuyo despacho se solicitó 
por él, expresando con verdad los números, marea y contenida 
de los bultos. 



ftuo.— Resulta délas siguientes piezas: 



RESOLUCION DE ADUANA 



Bui-nro Aires Julio U de IpRfe 



Visto lo actuado, do lo que resulta comprobado que los dos 
tajonea mercaderías de que trata el parte de foja una no han 
sido manifestado*, en contrav encion á lo dispuesto en el articnlo 
ochocientos treinta y ocho de las Ordenan»» de Aduana, 7 
atento le expuesto por la Contaduría en en informe de foja», 
con arreglo & lee artículos novecientos cinco y mil veinticinco 
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délas mismos, declaro caídos en comisólos expresados dos cajo- 
nes. Hágase saber, pase á Contaduría á sus efectos y repónga- 
le los sellos. 

* 

H. Anido. 



VISTA DEL PROCURADOR FISCAL 



Buenos Airoü, Mayo 8 de 1893. 

Señar Juez: 

Constando de un modo evidente que el error se ha cometido 
en el manifiesto general del buque, y no en el maní Gesto de 
despacho, foja veintidós, que está de perfecto acuerdo con el 
conocimiento expedido por el vapor «Olimpo*, foja veinte, y no 
siendo ese error imputable al comerciante que no interviene 
eu la confección del manifiesto general, soy de opinión que 
% S. debe reformar la resolución administrativa de foja cinco 
en la parte que declara caído en comiso los cajones marca 
B M 86/87; é imponer al agente del vapor «Olimpo» una mul- 
ta igual al valor de los mismos, notificándole la sentencia. 



J. U. ñustitlo. 



Fallo riel Juct Femoral 

Buenos Aires, Setiembre 6 de 1893. 

Y vistos: Por sus fundamentos, se confirma la resolución 
administrativa de foja cinco vuelta. Repóngase el papel. 



1. V. Lakfme. 



DE JUSTICIA NACIONAL 



VISTA DEL seSor phocühadob general 

Suprema Corte: 

Después de la sentencia de nulidad dictada por V. E. á foja 
cincuenta y seis, el Juzgado procedió á sustanciar y resolver, 
confirmando por la sentencia de foja ochenta y tres, la resolu- 
ción administrativa corriente á foja cim*o vuelta. Eucnentro 
fundado el recurso de apelación instaurado contra esa senten- 
cia y atendible la consideración fundamental de la vista del 
Procurador Fiscal, de foja ochenta y una. 

Resulta de lo eipuesto por los interesados y diligencias de 
fojas diez A veintidós, aceptadas por los informes mismos de las 
autoridades administrativas, que loa señores Charles Herma- 
nos pidieron despacho de los dos cajones de mercaderías traí- 
dos por el vapor «Olimpo» a su consignación, expresando las 
mismas marcas y números con que estaban designados, que eran 
las mismas del conocimiento parcial presentado. Si por error ó 
malicia, el conoeimienlo general ha consignado otras mareaB y 
números, este hecho, en que para nada intervienen los recu- 
rrentes, no debe perjudicarles. Su responsabilidad cae de lleno 
sobre los agentes del buque. El artículo ochocientos treinta y 
ocho de las Ordenanzas de Aduana se refiere á las condiciones 
que deb'-n revestir los manifiestos generales; pero ni ese ni otro 
alguno declara responsables de su infracción á los propietarios 
de mercaderías, cuanloltau llenad*, las condiciones legales para 
su despacito. 

El nueveoientoa cinco tampoco parece estrictamente aplica- 
ble, cuando impone pena de comiso por lo manifestado de me- 
nos, pues en el caso sufi-judiceM^ omisión no aparece, y si sólo, 
un cambio de número en los dos cajones manifestados. 
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Por ello, picoso que cata falta ao es imputable á los consig- 
natarios de la mercadería, que han llenado las condiciones le- 
gales del despacho directo. Pida por ello á V. E. se sirva re- 
vocar la sentencia de Ha ochenta y tres, sin perjuicio de la 
responsabilidad de los agentes del buque por la falsedad que Te- 
salia en la expresión del manifiesto general, relativamente o la 
marca y números de las mercaderías consignadas á Charles 
Hermanos. 

Sabiniano Kicr, 



r*llo lie la iuprenm lorie 

Unenos Aires Marzo -1 <l tí ltí &>- 

Vistos y considerando: Que según resulta de autos, el pro- 
pietario do la mercadería solicitó su despacho en cuatro de Jo- 
nio, expresando con verdad los números, marca y contenido de 
los bultos, que para él bahía traído en calidad de encomienda 
el vapor eülimpo», entrado al puerto el dos del mismo mes, se- 
gún la declaración de foja dos, ó el tres, según el informe de 
ta Contaduría de la Aduana de foja dos vuelta. 

(¿oe con tal antecedente y constando además que la manifes- 
tación hecha en él pedido de despacho coincide con sus enun- 
ciaciones respecto á maro» j número con el conocimiento parcial 
que acredita el trasporte de la encomienda, no puede imputarse 
al cargador ó su consignatario, falta alguna que dentro de las 
prescripciones de las Ordenanzas de Aduana, haga procedente 
il comiso de la mercadería. Por esto, y de acuerdo con lo ex- 
puesto y pedido por el señor Procurador General, se revoca la 
aentencia apelada de foja ochenta v tres, que confirma la re- 
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solución administrativa de foja cinco vuelta, declarándose que 
no han caido en comiso las mercaderías á que estos autos se re- 
fieren, Repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN I'AZ. — LUIS V. VAKELA. — 
AilEL BAZAN. — OCTAVIO BUNCE. — 
JUA>f E. TOHKENT. 
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El Panco Hipotecario Nacional cont ra Don Vicente Rodríguez; 
sobre interdicto de adquirir 

Sumario.— E\ liauoo Hipotecario Nacional tiene derecho pa- 
ra tomar posesión de la propiedad hipotecada, sí, sacada a re- 
mate, nadie la compra. 

Caso.— Kesulta del 

Falla del Jun Federal 

Santiago, Diciembre 27 de 1893. 

Autos y vistos: el interdicto de adquirir la posesión instau- 
rado por el agente dt*l líaneo Hipotecario Nacional, contra Don 
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Vicente Rodrigues; oídas las partes en audiencia verbal, como 
prescribe la ley. con las defensas y pruebas prosentadas por 
ambos; resultando que el Banoo sacó ¡í remate la propiedad dal 
señor Atanasio Rodríguez, el día cinco de Abril de mil ocho- 
cientos noventa y dos, según se desprende del acta original que 
este Juzgado ha tenido A la vista, y que corre & los folios ciento 
treinta y cinco y ciento treinta y seis del Libro de Actas exhi- 
bido por el Banco ad offectum videntti. Que ese remate no se 
efectuó por falta de postores, como reza el acta referida, que el 
Banco pide ahora, con arreglo al artículo cincuenta y cinco Je 
la Ley Orgánica del veinticuatro de Setiembre de mil ochocien- 
tos ochenta y seis, se le di posesión de esa propiedad. Que el 
señor Vicente Rodríguez, exhibe un contrato de locación cele- 
tirado C"n Don Atanasio Rodríguez, de fecha 9 de Marzo de mil 
ochocientos noventa y tres, r fundándose en 11, sostiene no ser 
procedente el interdicto instaurado, 

Y considerando: Que esinnegahleel derecho del iiauco, para to- 
mar posesión de una propiedad una vez que, sacada á remate, na- 
die la compra(artículi) cincuenta y cinco, Ley Orgánica). Que pa 
raque no procediera este interdicto, sería necesario se llenaran 
los extremos del artículo trescientos veintiséis del Código de Pro- 
cedimientos, de catorce de Setu-mbrc de mil ochocientos sesenta 
y tres. Que Don Vicente Rodrigue?, no posee ni a título de dueño 
ni de usufructuario el bien cuya posesión se pide, sino simple- 
mente de arrendatario. Que según lo prescribe el artículo 
veintiuno de la Constitución Nacional, ísta, las leyes de la na- 
ción, que en su ronsecuencia se dictan, y los tratados con las 
potencias extranjeras son la ley suprema del país. Que en tal 
concepto, debe hacerse respetar el derecho del Banco, consa- 
grado por el artículo cincuenta y cinco ya citado de la ley or- 
gánica. 

Por estas consideraciones y las concordantes aducidas 
por la parte del Hunco, delictivamente juzgando, fallo que 



debo declarar, como en efecto declaro, que el Banco debe tomar 
ln posesión de la propiedad de que se trata, dentro del término 
de tercero dia, sin especial condenación en las costas, por no en- 
contrar mérito para ello. Repónganse los sellos. 

Olaechea y A teoría. 

FftlU úm la Suprema C*rt« 

Buenos Aires, Marro 21 do 1895* 

Vistos: Por sus fundamentos y considerando además qne el 
presente juicio no tiene por objeto establecer la subsistencia ó 
i u subsistencia del contrato de locación de Don Vicente Rodri- 
gues, lo que por si solo demuestra que éste no ba podido trabar 
el ejercicio de los derechos del Banco, se confirma, con costas, 
la sentencia apelada de foja treinta y nuerc. Repuestos loa 
sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — LLIS V. VARELA, — 
ABEL RAZAS. — OCTAVIO BUNGE. — 
1UAN B. TOARENT. 



T. t\ 



r, 
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FAILOS 1>E I.A Sl'PREHA COItTfc 



< ai ni ri 



Contra th»i I trrute ¡i. I' farra; mhrr nmfntfxntd» 



Sumario. — No pued" denirseque bu y ddito de contrabando, 
tu ¡nido no hay prueba de (pe se ti ate de operaciones de iutpor- 
tticion ó «Epotíacióiij sinó siiiiph n^ule 'le la traslación de mer- 
cadería* de ti na casa, donde existían do antemano, á otra. 



r'tto.— ItesiiHa de fas siguientes piezas: 



Fallo del Jitrz Fe«¡er*l 

Cnrni'iilpá.Ortiibiv 5 de l& r t4. 

Vistos y considerando: t¿ue los únicos descargos alegados 
por el due r io de las mercaderías aprehendidas son: primero, que 
esa.s mercaderías fueron extraídas de un boliche que titue esta- 
hL i-ido en la costa del Jbcní, para ser trasladadas ásu cnsa de 
negocio en Ál vea r; y Segundo, que eran mercaderías naciona- 
lizadas, desde que habían pagado ya los derechos de introduc- 
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cion; que esos d recargos, fáciles «le justificar a ser ciertos, no lo 
sitio, sin embarg», ni se ha inttrní atlo siquiera por hiparte 
intcsesada, como era su deber hacerlo, de conformidad á la úl- 
tima parte del artículo mil cincuenta y tres tle las Ordenanzas. 
Que la falta de esa jusíiüeacion deja en rué todos y cada uno 
di' los antecedentes que sirvieron de fundamento íí la resolu- 
ción drl Administrador de la Aduana de Alvear, y confirma e 
hecho de que las mercaderías aprehendidas no habían sido na- 
CíOTia] izadas por el pago dr los correspondientes derechos de 
importación, y que, por lo lauto, su tránsito terrestre m el in- 
terior déla lícpúHira no potlí.i hacerse, en presencia de la pro- 
hibición contenida en el arlícul-i setivi^ntos seseuta y sirte de 
las Ordenan/ as. Que la vi-dación lió esa prohibición debe cas- 
tigarse con el rom i su délas mercaderías en tránsito, única pe- 
na que debe sufrir el dueftode ellas, y el conductor una multa 
igual al valor de las mismas. 

Por esto y por lo expuesto y pedido poi el señor Agente 
Fiscal, se omlirma la resolución apelarla de foja once, en 
cuanto ordena la libe rtad de los detenidos y declara en co- 
mido las mercaderías aprehendidas, debiendo también apli- 
car al conductor de ellas una multa igual al valor de di- 
chas mercaderías', que se hará efectiva en el carro y bestias 
que sirvieron para el transporte, entregándose al aprehensor el 
producto del comiso y de la muita, pieria deducción do los de- 
recho» debidos al Tesoro y los gastos ocasionados; revocándose 
en lo demás. Hágase saber en el original y remítanse al Ad- 
ministrador de la Aduana de Alvear para su ojee Lición. 



K. .1. f.ujíimbiu. 




5 
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FALLOS PE LA SUPREMA COK TE 




VISTA DEl. SESOR PllOCMADOiV GESElíAL 



Buenos Aires. Dicii-mbre 11 di>lH9l. 



Suprema Corte: 

El hecho de la ocultación en una cimera apartada riel pueblo 
de la Cruz, de mercaderías pertenecientes a un negociante con 
casa establecida en el mismo pueblo ; b\i extracción en altas ho- 
ras de la noche, la precaución recomendada para que no \o 
vieran tos mnchacbos t según declaración del mismo encargada, 
corriente áfoja cinco vuelta, y demás circunstancias relaciona- 
das en el sumario dy foja 3 adelante, revelan la realización do 
un contrabando. Por otra parte, las mercaderías así sorprendi- 
das, no consta hayan uasado porel Resguardo úv Aduana, como 
era indispensable, para su legal circulación. V el interesado 
que ba debido jnstilicar su despacho por aquella administración, 
no sólo no lo ba hecho, pero ni siquiera lo ha alegado ni nin- 
£iin otro hecho, que autorizara el libre tránsito. El artículo 
setecientos sesenta y siete de las Ordenanzas, parece de riguro- 
sa aplicación y como consecuencia de su prohibición, la apli- 
cación de los que se refieren al comiso y multas impuestas en la 
sentencia recurrida de íoja cincuenta y dos, cuya confirmación 
solicito de V, K. 



Sattmínno h'ier. 



t'nl lo de la Suprema Corte 



Euutios Aires, Mar/o 2:i tic ]W»5. 



Vistos: No resultando probado el delito de contrabando do 
que es acusado en esta causa Don Vicente lí. Flores, pues que 
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lejos de estar averiguado que se tratase de operaciones de im- 
portación Ó exportación (artft uto mil treinta y seis de las Orde- 
nanzas de Aduano), consta, al coutrnrio, que el citado Flores tras- 
ladaba simplemente las dos medias pipas defino y los tres ca- 
jones decohotes de la India, de una linca de su propiedad, en 

y en donue existían do antemano, á Ja 
;io del mismo, existente en ta costa del Iberi : se 
revoca la sentencia apelada de foja cincuenta y dos, dejándo- 
se sin efecto la resolución administrativa do foja once. Re- 
puestos los sellos, devuélvanse* 




C.KYI AMIN l'AZ. — LUIS V. \AUELA. — 
AHKL KaíAS. — OCTAVIO BliNGE, — 
JUAN E. TOIlllEKT. 



CAUSA [1,11 



Contra tos pro /j t V lar ios ile merranrias 

capitán del buque ri . 




en comiso; 
fueron trans- 



Sumario.—E[ capitán del buqueque transporta las mercade- 
rías caldas en comiso, tiene personería para intervenir en el 
juicio de contrabando y apelar de la resolución de la Aduana, 
máxime si ésta doblara cuido en comiso el buque también. 



SG FALLOS DE LA SLPKEMA COIITE 

Caso. — Resulta do loa siguientes antecedentes : 



it£$ou;ao,N i>e awwa 

liesuelvo: i " Declarar cuido cu comiso l-1 cargamento de talia- 
eo deque se trata, como igualmente el pailebot y be-tes apren- 
didos, proco diéndose ú su venta cu ivroate público por el marti- 
liero Don Antonio Várela, d los efectos de esta resolución y con- 
forme á lo denuesto en el artículo IT de la ley de Aduana; 

- ' Se dirija una ñuta á la Dirección de lientas comunicán- 
dole la intervención que aparece haber tenido en este como 
en otro caso el ex-Subprcfecto de San Isidro, señor Ricardo 
Ortega, adjuntándole copia de cita resolución. 

llágase saber; pase al Jefe de Vistas para la clasificación, 
peso y aforo del tabaco, y fecho, á la Alcaidía y Contaduría á 
sus afectos. 

S, fkiibiene. 



usía iíel i'uoa;iui>on fiscal 



Hn. no- Aih-P, SiMii'inIiri' 19 de 



Señar Juez : * 



Se entabla aute V. S., en este incidente, (.-1 recurso de apela- 
de la sentencia aduanera de foja... del ex- 
1, por haber sido denegada la apelación ordi- 
naria, que autorizan las ordenanzas de Aduana, por las razo- 
nes que la Aduana estableció cuando hizo tal denegac 



o Liando produjo los informes que corren en este incidente. Li 
partí- de Aiuorctti sostiene que la dicha denegación no lia pro- 
cedido, y que V. S. debe dar curso & la apelación de hecho que 
hoy interpone etmtra la expresa resolución aduanera de foja. . . 
del expediente principal. 

Opina este Ministerio, sin entrar á examinar hi sentencia 
recurrida, que V. K. no deue dar curso ;i la apelación deducida, 
por laí siguientes razones; 

La piirte di- Amoretií no ha podido traer ti mencionado 
recurso por carecer de personería : en efecto, Amoretti es <-l 
pfrfcruii del barco en que se dice se c< -metió el contrabando, 
pero no es dueño ó consignatario de la mercadería contraban- 
deada. Esta circunstancia lo inhabilita para traur ani V. S. 
el recurso que trae, pues son terminantes las ordenanzas de 
Aduana, cuando establecen, en su artículo 1063 y correlativo, 
que sólo pueden usar del recurso de apelación ante V. S. los 
thwftos <> amsitj naturios de la mercadería de que se trata. 

Por otra parte, hay que tener presente, que siendo Amorc- 
tti patrón del buque reputado contrabandista st/<» estaría por 
su parte sometido á las disposiciones aduaneras que estatuyen 
sobre las responsabilidades de los patrones cuando de contra- 
bando se trata. Pero en el presente caso, la mencionada sen- 
tencia do Aduana de foja... del expedienta principal nada 
establece al respecto, por cuya razón el recurso de Amoretti, 
circunscripto á lo que á él pudiera referirse en su calidad da 
patrón» no tiene objeto alguno, que la haga susceptible de ser 





Sírvase % S„ pues, rechazar el recurso interpuesto. 



J, ItüU't. 
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FALLOS DE LA SUPREMA CORTE 



Fallo del Juei Peder»! 



Bunios Aires, Octubre 11 tic 



Autos y vistos : Considerando que do los documentos quo 
obran á fojas 25 y 27 del expediente administrativo, resulta su- 
ficientemente justificado el carácter decapitan 6 patrón del pai- 
lebot c Apolo », invocado por Luis Amorettí. 

Que si bien la resolución administrativa que ba motivado 
el piesente Tecurso, se limita á condenare! cargamento del re- 
ferido buque, sin imponer al recurrente la pena con que casti- 
ga al capitán el artículo 102-i de las Ordenanzas de Aduana, y 
el artículo 1063 de las mismas dispone, que sólo podrñn 
apelar de las resoluciones del Administrador de Rentas los due- 
ños ó consignatarios de las mercaderías ó de los transportes 
condeuadus; estima el Juzgado que no podría prescindirse, sin 
violencia, de las prescripciones de derecbo marítimo, consig- 
nadas en el Código de Comercio, en el presente caso, en que se 
trata de un buque conduciendo en tránsito por agua- argenti- 
nas mercaderías de un puerto eitranjeroá otro puerto también 
extranjero. Y así, el capitán, que representa la carga, que es 
considerado como un verdadero depositario de ella (art. 918. 
0. C.) y responde de los daños que sufra (art. 909), f en ca- 
so de apresamiento, embargo ó detención tiene la obligación de 
reclamar el buque y el cargamento (art. 937), estaría en tal 

solución que ufeeta, en manera tan grave, la carga conducida 
en buque de su comando. 

Por esto: se declara procedente la apelación interpuesta; y 
estando en el Juzgad j el expediente de la referencia, exprese 




J. V. I.iüumiv. 
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VISTA DEL SESOIt PI10CUUD0R GENE1UL 

Buenos Aires, Diciembre 23 de lHüi. 

Suprétm Corte : 

No sólo resulta de los autos principales que el capitán ó pa- 
trón del buque apresado fu** reconocido parto en este juicio, se- 
guu el proveído de foja 69, y todas las actuaciones subsiguien- 
tes; sinóque los heclios establecidos en e! proceso y las penas 
impuestas al buque y carga en la resolución admiuistrativa, 
pueden influir en su perjuicio. 

El Código de Comercio ha determinado en su libro 3 o , los 
deberes y responsabilidades de los capitanes de buques, no sólo 
en los artículos citadusen el auto de foja 17, sinó también de 
una manera especial, en el artículo í»57 del mismo Código. La 
personería reconocida eu el artículo 1063 de las ordenanzas, á 
los dueños y consignatarios de las mercaderías y transportes, 
no excluye, ausentes aquellos, las del capitán, que es verdadero 
depositario, con todos los deberes inherentes, según el Códi- 
go de Comercio. 

Las ordenanzas de aduana imponen también serias responsa- 
bilidades personales á los conductores del contrabando, Peuau 
en ellos, como en los demás agentes, todo fraude y aun todo 
hecho de contravención á las leyes que tienda ¡i disminuir tas 
rentas de aduana; siendo, entre otros, muy explícito, el ar- 
tículo 1024, que castiga en el capitán la infracción délas pro- 
hibiciones del 890, con una multa igual al valor del comiso. 
Si á ello se agrega que de los hechos de este proceso pueden 
resultar acciones criminales, que alcancen al capitán Amoretti, 
por su manifieitaíomplicidad en Jos hechos producidos, su iu- 



30 



FALLOS DE LA MINIEN A COHTE 



torvo ncion es no *óio legal, sinó que aún puede también ser ne- 
cesaria. 

l J or ello, no creo deber apoyar el recurso deducido por el Pro- 
curador Fiscal contra el auto de foja 17, que acuerda personería 
al capitán para ocurrir de la seuu-ncia administrativa al juicio 
contencioso; y pido á V. E, se ¡sirva con Urinario. 

Sébimakú hiv.r. 



■ mII» de 1» Mii|ir*>iiii» C orte 

Alíenos Aires, Mareo ii de 1806, 

Vistos : l'ur sus fundamentos y los concordantes de la pre- 
cedente vista del SBÍioí Procurador G<-ueral, y teniendo además 
en considerae.imi que la resol u ñon udmini-trativa de fu ja cien- 
to setenta y dos, expediente agregad", uu se limita á condenar 
la carga >inú que condena también el buque y botes, se confir- 
ma el auto apelado de toja diez y siete. Itepuestos los sellos, de- 
vuélvanse. 

m-.Nj.01l> PAJE. MIS V. VAHE- 
LA . — ' AHEL BASAH.— OCTAVIO 
HL'SGE. — JLA> E, IOKÜEKT. 



DE JUSTICIA RACIONAL 



91 



4 AL S i 1,111 



Criminal contra líon frailan Harria ; íu&ív üdulU'rnrimt 

4e sello* 

Sumario. — Pruebe el sobren ¡miento prov ¡sinnul «uando 
comprobado el hecho criminal, n ■ aparecen indicios bastantes 
pura determinar la culpabilidad úA procesado, 



Cano. — Aparece (le I a siguiente: 

VISTA UfcL Stfült PBOCUnADOB FISCAL 

Huí-ruis Aire:?, Oclubrc li 1KH. 

Señor Jtwz : 

He estudiado detenidamente el expediente seguido contra 
Den l-'roilau García, sobre adulteración de sellos en laoiieina & 
su cargo, y por el examen de sus diversas constancias, así como 
de las declaraciones que obran en autos, si bien comidero que 
el hecho delictuoso de que se traía exUte por la presencia en el 
espediente mismo del cuerpo del delito, creo que la culpabilidad 
de Gañ ía no ha bído claramente constatada y por ello es que, 
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FALLOS DE LA SUPREMA COATE 



con arreglo al artículo 435 del Código de Procedimientos Pe- 
nal, pido ú Y. S. se sirva sobreseer provisionalmente en este 
asunto. 

Los contadores Ouriñaa, Melian j Escobar, al manifestar en 
sus informes y <>n sus declaraciones que si bien es cierto que en 
su inspección lian encontrado senas deficiencias ea los sellos 
no por ello h;in afirmado que su autor sea el procesado. 

Es indudable que el hecho de haber sido Jefe de la Oiicinn 
le impone rcspoasabilidudes como empleado; pero de ahí no se 
deduce que haya raz'ui bastante para declararle culpable. 

Por otra parte, las diversas contestaciones al constatar el he- 
cho de que se trata, al hacer afinn "iones al respecto, traen a 
juicio unasérie de circunstancias de las cuales no surge clara- 
mente la culpabilidad do las diversas personas que aparecen 
envueltas en lu adulteración de sellos de que se trata. 

Si V. S. examina por una parte las declaraciones del mismo 
procesado, de Romero, de Becker y de Buasso, encontrará que 
ha habido de par medio hechos, que, á ser ciertos, desvían com- 
pletamente el espíritu de !a culpabilidad de García; si, por el 
contrario, V. S. examina las declaraciones de los Caroxzi, Rosas, 
etc., sí bien no se adquiere la certidumbre de que García sea el 
culpable, por lo menos el criterio se inclina á sospecharlo tal. 

En cuanto á los informes producidos por las diversas olicínas 
públicas y que corren ugregados al expediente, todos ellos no 
hacen sinó constatar la existencia del delito, pero de ninguna 
se desprende el uombre del culpable ó culpables en csts asunto. 

En consecuencia, pues, considero que es el caso de aplicar el 
inciso 2" del artículo 435 que he citado, no reputando hasta el 
presente que haja en este espediente indicación ó indicios bas- 
tantes para determinar los autores, cómplices 6 encubridores 
de la adulteración de que t>e trata. 
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líLicnos Aire». OI ubre IT de 1891. 

Autos y vistos : De conformidad con lo aconsejado en la pre- 
cedente vista por el Procarador Fiscal y nnn lo que disponed 
artículo 135, inciso2% del Código de Procedimientos en materia 
Penal, sobreséase proviso mínente en esta causa, y, en conse- 
cuencia, cancélese la lianza otorgada por Vroilan García para 
obtener su excarcelación. 

./. t . lalannc. 



VISTA DEL SEÍSoil PHÜCtftAtlOH GEISEI1AL 

Unenos Aires, Diciembre 13 de 1K91. 

Suprema Corte : 

La inspección de foja 13 ha demostrado la existencia de se- 
llos adnlterados en su valor y numeración. Pero del informe 
de foja 40 resulta que no ha podido fijarse la época de la 
adulteración, ni establecerse con precisión, entre varias ofici- 
nas liscales y particulares, ta venta ó canje de los sollos adulte- 
rados. 

Concretando la investigación al procesado García, ignora, se- 
gun su declaración de foja G, si han sido ó no cambiados en su 
olicina algunos de los sellos que motivan el proceso, agregan- 
do que es posible pase desapercibida la adulteración, dada la 
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aglomeración de yute. 1 ?, la prisa de los despaches y la oscuri- 
dad «1 ■ -1 local, 

K 1 señor Honorato f';iroz?i. <inple:td" iir la Administración . 
«firma, no obstante, á foja 00. que una persona que habilual- 
ím-nte iba á ta oficios, le había ofri-eidnen venta sellos de mul- 
ta y que lo había fl(?>jif k d irl«; t no mandándolo preso por lástima, 
y el señor líst ratón Oomoz del ( ampo, :í foja (Y,\. relíer. á lo 
i-idu al respecto, aunque sin poder precisar la oficina ni el em- 
pleado. 

Ks verdad que esas declaraciones disminuyen su alcance pri- 
mitivo, entre las negativas del procesado ú foja SI vuelta y 
ta- rtetífcac iones contenidas en el careo ib- fuia Ka, 

Tero de todu ello, de las gravísimas denuncias de foja 103 
adelante, del incidente bosquejado á foja 129 adelante, sobre 
inmutaciones anónimas y proposiciones irregulares, deque de- 
bí.'- darse cuenta a la Administración, reservándose, por el con- 
trario, por los empleados impvtadSs, surgen dudas que no auto- 
rizan ta prosecución del proceso, pern .ampoco su clausura de- 
finitiva. V ík'wloespiícito el artículo 435 del Código de Proce- 
dimientos en lo Criminal, que cu su inciso 3* sólo autoriza el 
snbreseimi. nl o delinitivo * cuando aparecieren de un modo in- 
dudable exentos de responsabilidad criminal los procesados», 
lo que no resulta en el caso, con la evidencia requerida per esa 
b y, pido u V. K. la confirmación del auto recurrido. 



SaitinitfW ¡fów** 
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I ano In «$ii|irt-mn Corle 



liifii"- Air*--. M;ir/it ;>-i <!• 1 



Vistos: De conformidad ron lo expin-sto por el señor Procu- 
rador Geni-ral, se con firma, colicortas, el auto apelado í> t°~ 
ja cielito cincuenta y cusitro. Devuélvanse. 



BE3JAWN I'A/.. — 1.1 l.s V. VAIlEI.A. 
AJItl, RAÍAS , — OCTAVIO UVX- 
fiE. — *JI AS K, TOIUtEM. 



CAI) NA MV 



//«Mil y Cornea it'ui rttntra (km tuh Uiuictli: sobre fahtjirarion 

de marca tte jtihrka 



Sumario.— Debe desestimarse la querella, cuyos fuatlamon- 
tos no han sido probados. 
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Caso.— Resulta del 



Fallo del Jun f>drr*l 

ISucntVs Aire*. [Soviemlirc 20 l.Sftl. 

Vistos : estos autos seguidos por Loma y Compañía contra Luis 
Budelli, por falsificación de marca de fabrica, de los cuales re- 

Compauía, se presentó manifestando que su mandante era pro- 
pietario de la marca de fábrica, cuya descripción expresa, para 
el expendio de vinos y licores; que Budelli había empezado á 
expende! productos con marca idéntica y análoga á h del pre- 
sentante, por lo cual deducía contra el mismo la competente 
demanda criminal, pidiendo preventivamente el embargo de laa 
botellas de Anís Carabauchel con inarca falsificada que se en- 
contrare en el almacén de Budelli. Practicado el embargo de 
foja seis, Budelli se presentó manifestando que las botellas 
que le habían sido secuestradas habían sido compradas per él á 
los señores Braida, Azlor y Compañía, cuyo hecho fué negado 
por el representante de la expresada casa en el acto del juicio 
verbal de foja veinte; y habiéndose continuado la querella con- 
tra Budelli, después de dicha manifestación, se recibió ta causa 
A prueba ^foja veinte y tres), habiéndose producido la que co- 
rre hasta foja cuarenta y nueve. 

Y considerando: Que la querella entablada por Loma 
y Compañía contra Luis Budelli, en estos autos, versa sobre 
usurpación de marca de fábrica, pretendiendo aquellos que 
Budelli les había usurpado la marca de su propiedad á que se 
reliere el ceitilicado de foja tres, por el bocho de expeuder vi- 
nos v licores con la mencionada marca é introduciendo en ¿sta 
algunas pequeñas alteraciones. 
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Que correspondía, por tanto, á los actores la prueba de loa 
hechos en que fundaban su den.anda, ó sea, la justificación de 
que era falsificado el anís de las botellas embargadas en casa 
de Budclti, ó fa 1 is las etiquetas ú marcas de esas botellas! y 
además la responsabilidad que atribuían á Budelli en la fatsiü- 
cacíon ó usurpación de la marca. 

Que aún cuando, por la forma un que se ha entablado la de- 
manda, debiera ésta tomarse en el sentido de que Loma y Com- 
pañía acusaban a Budelli, por el hecho de vender mercadería 
con su marca falsificada, siempre han debido probar la falsedad 
de la marca y el expendio doloso, a sabiendas, por paite del 
demandado. 

Que no habiendo los actores prod prueba alguna, la ac- 
ción por ellos deducida no puede prosperar, con sólo el apoyo de 
sus simples afirmaciones. 

Por estos fundamentos : fallo desestimando la querella enta- 
blada contra Luis Budelli y absolviendo á éste de culpa yc^rgo, 
con costas al actor, de acuerdo con lo que dispone el artículo 
ciento cuarenta y cuatro del Código de Procedimientos en mate- 
ria penal. Xotifíquese con el original y repónganse los sellos. 



Vistos y considerando: Que el actor no ha probado que el de- 
mandado haya falsificado 6 adulterado su marca de comercio ó 
el contenido de las botellas. 

Que tampoco ha probado que haya vendido 6 circulado artí- 



J. V. Laianne. 




Dueños Aires, Sin ra) ¿3 de 1895. 
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culos con marca falsificada ú fraudulentamente aplicada con 
conocimiento de la falsificación ó fraade. 

Por esto, por sus fundamentos y de acuerdo con lo dispuesto 
en el artículo Teinte y ocho y doctrina que resulta del artículo 
treinta y uno de la ley de marcas de fábrica y de comercio: se 
confirma, con costas, la sentencia apelada de foja ciento cua- 
tro ; y repuestos los sellw, devuélvanse. 

RENIAUIN PAZ. —LUIS V. VA HELA, — - 
AllEL BAZAN. — OCTAVIO BL3CE. — 
JUAN E. TOURENT. 



4 AI NA )LV 



Contienda de coinfietencia entre el Juez 
tle f.a Nata yelde igual rime de la Capital, para conocer en 
io sucesorio de ihm Kumúo E. Guichon, 



Sumario. — En el caso de residencia habitual en dos lugares 
distintos, debe considerarse como último domicilio del difunlo 
aquel en que tenía el principal establecimiento. 
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Cüsn. — Resulta de la 



VISTA DEL SBftOll PltOGLUAhOU GENERAL 

Buenos Ain s, diciembre 13 de imt. 

Suprema Corte: 

Me traía d<¡ ta jurisdicción competente para la liquidación de 
ra testamentaria de Ilon Eugenio Guichnn. muerto (tb+mtestato, 
y se na trabado la contienda de competencia de que instruyen 
estos autos entre el Juez de lo Civil de la ciudad de La Plata, 
y el de igual clase de la Capital Federal. Invoca el primero, 
según el auto de foja trescientos setenta y seis, la declaración 
de dos testigos, que afirman que üuiclion tenía su domicilio en 
la ciudad de La Plata, calle cincuenta y cuatro, entre las de 
siete y ocho. Que aun cuando falleció en Iluenos Aires, su 
cadáver fue* inhumado en La Plata; que tenía constituirla una 
sociedad allí, de la que formaba parte como súcio capitalista. El 
Juzgado de la Capital apoya la suya a foja sesenta y seis del 
segundo cuerpo de autos, en el hecho del fallecimiento en la ca- 
pital federal, en la eipresion del certificado de defunci m que 
le asigna como domicilióla casa calle líolívar número novecien- 
tos nueve, y en la declaración corroborante del cónyuge supérs- 
tite. Comparando y apreciando estos anlecedentes, el ánimo 
se inclina en favor del domicilio en la Capital Federal. La 
fuerza informativa de los dos testigos de foja doce vuelta, se 
desvirtúa poT los hechos constatados en los autos obrados en 
esta Capital. Mientras que en La Plata, el estinto sólo tenía 
un negocio, en que era sócio capitalista, estando la admi- 
nistración ó cargo del sócio industrial, aquí poseía el negocio 
importante que ha sido inventariado a foja cuarenta y siete y 
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« 

constituía su ocupación principal, aquí tenía su giro más impor- 
tante y sus responsabilidades en favor del comercio y de los 
bancos. Aquí se La declarado que era su domicilio habitual, 
tanto por la esposa como por el padre, únicos parientes presen- 
tados; aquí se produjo su muerte y se certifico au domicilio en 
la misma casa de negocio que administraba en la calle Bolívar . 
según el documento de foja cuatro. Si á ello se agrega que en 
esta capital se iniciaron con prioridad los procedimientos para 
el arreglo, que se han practicado á foja cuarenta y cinco y cua- 
renta y siete, inventarios y balances con intervención de la co- 
misión representante de los acreedores de este comercio, este 
domicilio se conürma y la conveniencia legal de sostenerlo so 
demuestra por el hecho de exceder el pasivo al activo? que co- 
rresponde por talcausu, principalmente, á los acreedores repre- 
sentados en esta plaza. Tor ello, no obstante lo expuesto aho- 
ra, a nombre de la señora viuda a foja sesenta y tres, en contra- 
dicción con sus anteriores manifestaciones de foja treinta y ocho, 
creo que el conocimiento corresponde al Juez de la Capital, con 
sujeción úlas prescripciones del Código Civil en su artículo tres 
mil doscientos ochenta y cuatro. 

Sabiniano A'ier. 



Buenos Aires Marzo 33 de 1893. 

Vistos y Considerando : Minero. Que como resultante del 
mérito combinado de las actuaciones formalizadas ante loa 
jueces entre quienes se ha trabado la cuestión de competencia, 
debe darse por suficientemente averiguado que él finado Don 
Eugenio E. Guichon habitaba alternativamente con su fami- 
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lia en esta ciudad y la de La Plata, ahí que pueda establecerse 
en autos, apreciado el hecho de un modo aislado, que la resi- 
dencia en una de e*is localidades fuese habitual y en la otra 
accidental ó transitoria. 



de carácter permanente en ambas localidades, así 



Terrero. Que, con tales antecedentes y ya que ta razón de 
residencia habitual de Ja familia no pueda invocarse en el ca- 
so, el asiento principal de los negocios, ó sea, del principal es- 
tablecimiento, que es también tuto de los lugares de la residen- 
cia de aquella, debe servir de base lefjal para la determinación 
del domicilio (artículos ochenta y nueve y noventa y tres, Có- 
digo Civil). 

Cuarto. Que la jurisdicción sobre la sucesión correspondo 
á los jueces del lugar del último domicilio del difunto (artículo 
tres mil doscientos ochenta y cuatro del citado Código). 

Por esto, de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General y por los fundamentos concordantes del 
auto de foja sesenta y seis (expediente agregado): se declara 
que el presente juicio es de la competencia de la Justicia de 
la Capital. Remítanse, en consecuencia, los autos al Juez do 
Primera Instancia de la Capital, repuestos que sean los sellos, 
y avísese por oficio al Juez de Primera Instancia de La Plata. 



Segundo, Que está ( 




que el citado Guichou tenía 




BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA. — 
ABEL UAZAN. —OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E. TORRENT. 
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CAUSA E.VI 



Omtm Ikm Pedro fttt», ¿o* contmbmdü .* mure, competencia 



SuHiiirto.— Cuando se ignora el lugar donde fué cometido el 
delito, el conocimiento de la causa corresponde al juez de la 
residencia del inculpado» si luioie^e prevenido en tH, 



Caso. — Resulta de la 



VISTA DEL SE$OR PROCURADOR GENERAL 

Hílenos Aires, Míirzo 7 de lSi»5. 

Suprema Corte: 

No existo constan da (apaciento del desembargue en puerto 
determinado de la República, del cargamento tomado por el bu- 
<|uo «Los dos Uartolitos^, en Montevideo. 

Las referencias del parte del Reguardo de la Capital y del 
puerto del llosario, son de mera sospecha, muy fundada ¡»in 
duda, pero improbada todavía. 
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En tal situación no puede establecerse a priori que el delito 
contrabando se haya consumado en el Rosario, ni que su 

conocimiento corresponda, por tal causa, al Juzgado de aquella 

sección , 

Kntrc tauto, resulta que el patrón del buque y sus propieta- 
rios residen en la Hoca del Riachuelo; que el buque ha sido de- 
tenido allí, y que Jas primeras diligencias se han iniciado por la 
Aduanado la Capital. 

Se encuentran reunidos los requisitos que el artículo treinta 
y cinco del Código de Procedimientos en lo Criminal toma en 
cuenta para asignar la jurisdicción prima fuete cuando el lugar 
en que se consumó el crimen fuese desconocido. 

Por ello, opino quo el conocimiento debe continuar á cargo del 
Juzgado de Succión de la Capital, sin perjuicio de lo que pudie- 
ra resultar de Ía3 ulterioridadea del sumario. 

Sabiniano Kier m 



rallo de I» Suprema Corte 

Bneuos Aires, Mnr/o 23 de 1«9.">. 

Vistos y considerando: Que conforme al artículo treiuta y 
cinco del Código de Procedimientos en lo Criminal, cuando el 
lugar en que se ha cometido el delito fuerB desconocido, prima 
la competencia del Juez de la residencia del inculpado si hubie- 
se prevenido en la causa. 

Que también elbeciiode la prevención determina la compe- 
tencia del juez, cuando hubiere duda respecto a la jurisdicción 
en que se hubiere cometido el delito (articulo treinta y seis del 
citado Código). 
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Por esto y de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General se declara : que en el estado de la causa, 
corresponde sa conocimiento al Juez de Sección de la Capital, 
sin perjuicio de lo que hagan procedente al respecto ulteriores 
investigaciones. Remítansele, en consecuencia, los autos, ha- 
ciéndose saber por oíicio al Juez de Santa Fe. 



Don José Picco contra la provincia de Santiago drt Estero; 



BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA.— 
AlíEL BAZAN. — OCTAVIO DUHCE. — 
JUAH E. TOHRENT. 



* UNA I.V1I 




Sumario. — No habiéndose deducido 
varse adelante la ejecución. 



's, debe Ue- 



CctóO.— Resulta del 



rallo «le la *u pretil» forte 



Buenos Aires, Slar/o 20 de 18UÍ. 
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doscientos sesenta y ocho de la ley de procedimientos, llévese 
adelanto Ja ejecución hasta hacerse pago al acreedor del capi- 
tal, intereses y costas. Hágase saber esta resolución por ofi- 
cio al gobierno do la provincia de Santiago del Kstero, y repón- 
gase el papel. 

BENJAMI!) PAZ. —LUIS V. YAIILLA. — 
AliKL BAZAN. —OCTAVIO UUSGE. — 
JUAN £, TOnHEST. 



« ALS4 fcVIII 




* fttttualtltxivcrkv » 
sobre ape- 



Sutnnrw. — El auto mandando llevar adulante el apremio en 
el procedimiento por esta ría , no es apelable. 



Caso.— Lo «plica el siguiente 



MFOnME 



Suprema Cor te: 



Evacuando el informe pedido por V, E. en el recurso de hecho 
interpuesto por el representante de la sociedad cHowaldtswerkv» 
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€11 la ejecución seguida contra ella por Don Francisco Francio- 
ni, tengo el honor de hacerlo en los términos siguientes: 

Con fecha 15 de Junio de) ano próximo pasado, se presentó an- 
te este Juzgado Don Alberto Wuille Hille, en representación de 
Don Francisco Francioni, pidiendo se diera ejecución á un lati- 
do pronunciado por el árbitro tercero Don H. Py, en un juicio 
arbitral seguido entre el expresado Francioni y la sociedad 
tHowaldtswerlte», ejecución a que no se hizo lugar con feclia diez 
y siete de Julio del mismo año, por no estar homologado el laudo 
y carecer el título, en concepto del infrascripto, de los requisi- 
tos de derecho. Apelada esta resolución, V. E. la revocó con 
fecha diez de Noviembre del mismo ano, declarando ejecutable 
el laudo, previa lianza. Tramitado en consecuencia el co- 
rrespondiente juicio de apremio, en oportunidad opuso el re- 
presentante de las iciedad las excepciones de falsedad, transac- 
ción t nulidad, que el Juzgado desestimó en los términos que 
expresa el siguiente fallo : 

ItiH'iios Aires, 41 orzo 5 dé $885. 

Vistos i Considerando: Primero. Que las excepciones opues- 
tas por el ejecutado en el presente juicio de apremio son las 
de falsedad, transacción y nulidad, autorizadas las dos prime- 
ras por los incisos primero y cuarto del artículo trescientos 
quince de la ley nacional de Procedimientos. 

Segundo, Que en cuanto a la primera, ella, según los tér- 
minos del escrito de foja ciento veintinueve y exposición del 
ejecutado en el informe in voced que se reliere la diligencia de 
foja cL'iito ochenta y tres, se funda en la nulidad del laudo ma- 
teria del juicio, como resultado de un hecho falso y faudulen- 
to, cual era el compromiso arbitral celebrado sin facultad algu- 
na, conferido al ex-capitan Zindel, desde que este sólo estaba 
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autorizado para conducir el buque que hadado materia al arbi- 
traje a este puerto y entregarlo á Franoioni, previo certificado 
ilc bailarse depositada eu el Banco Alemán Trasatlántico la su- 
ma de trescientos sesenta mil francos, precio estipulado, sin que 
tuviera dicho Ziudel fucnltad ni poder alguno para efectuar tal 
compromiso. 

Tercero. Que aun supuesta la verdad de tales hechos, ellos 
no pueden constituir la excepción de falsedad deducida, puesto 
Hiie existe ti laudo arbitral que por resolución de la Suprema 
Corte de foja cuarenta y dos, se mandó ejecutar en las condicio- 
nes que en dichofallo se expresan, debiendo observarse que tal 
excepción se refiere al título en sí mismo, cuya autenticidad no 
se lia negado, ni siquiera alegado circunstancia alguna que pue- 
da poner eu duda su existencia. 

Cuarto. Que en cuanto á la de transacción, fundada en el 
convenio celebrado en Kiel entre Franoioni y la sociedad «ILo- 
waldtswerlie», contenido cu t¡l documento de foja cincuenta y 
nueve, ella es también improcedente, por cuanto ninguna rela- 
ción tiene con el laudo cuya ejecución se signe en este juicio y 
es evidente que la transacción de que habla el inciso cuarto del 
precitado artículo trescientos quince, debe necesariamente con- 
sistir en un acto post .ioral título de la ejecución y con refe- 
rencia al mismo que aparece su ineficacia como tal. 

(Jubito. Que, finalmente, respecto ó la excepción de nulidad 
del procedimiento, fundada principalmente en el hecho de no 
haberse notificado el lauda ú la sociedad «Howa'.dtswerke» y que 
el ejecutado califica de absoluta, por cujo carácter debe eu su 
concepto ser declarada de oficio por el Juzgado, también e3 im- 
procedente un el caso, por no hallarse autorizada por la ley, 
siendo la oportunidad para estimar los hechos que se alagan en 
su fundamento, el juicio ordinario correspondiente. Por tanto 
llévese adelante el presente apremio, con costas».— Juan del 
Campillo, 
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En tal estado del juicio j no habiéndose alegado por 
«1 ejecutado hecho algu jo concreto en el sentido de demos- 
trar la insolvencia de la fianza aceptada por este Juzgado al ini- 
ciarse el juicio de apremio, pero ni siguiera insinu&dose ante- 
cedente ó circunstancia alguna que en concepto del infrascrip- 
to pudiera enerrar en lo mínimo la responsabilidad de dicha 
lianzu, el Juzgado» entonces, á petición del ejecutante y bajo 
la garantía de ést , ordenóla entrega de los fondos materia del 
litigio. En cuanto á la idoneidad de la fianza rendida, que la 
lt>y libra eiclusivamente al criterio del Juca, debo manifes- 
tara Y. K. que ella liti sido aceptada prérios los informes que 
el Juzgado consideró prudentes recoger á objeto de acreditarla. 
Ks todo lo que tengo que informar á V. E. en cumplimiento de 
lo ordenado. 

Dios guarde ;l V. E. 



Vistos en el acuerdo: Considerando: Que por resolución eje- 
cutoriada de esta Suprema Corte, está fuera de cuestión la ca- 
lidad de ejecutadle del laudo pronunciado por árbitros arbitra* 
dores a que esta causa se refiere. 

Que laudos en esas condiciones fundan el procedimiento de 
apremio, cuando esta vía se ha intentado, como acontece en el 
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caso, dentro de los tres meses siguientes al día en que el laudo 
hubiere adquirido fuerza ejecutiva, según la terminante dispo- 
sición del artículo trescientos* nueve de la ley de Procedi- 
mientos. 

Que la resolución del jueí, en el procedimiento por la vía de 
apremio, no es apelable con arreglo á lo dispuesto en el artícu- 
lo trescientos veinte de la citada ley, sin 'perjuicio de los dere- 
chos de las partes,que les quedan enteramente a salvo para uBar- 
Jos en el juicio ordinario con la amplitud de medios de acción y 
defensa de que en ese juicio gozan los litigantes. 

Foresto, se declara bien denegado el recurso. Remítanse 
-estas actuaciones ai Juez de la causa, para que tos mande agre- 
gar á sus antecedentes, debiendo ante él reponerse los sellos. 

BENJAMIN PAZ. — LUÍS V. VARELA. — 
ABEL BAZAS. — OCTAVIO CU* CE. — 
JUAN B. TORRE*!. 



sil 



CAUSA %m 




Pedro Storni.por 
on 



Sumario. — Segon el Código de Procedimientos para los te- 
rritorios nacionales, no es apelable el auto que ordena el cum- 
plimiento del laudo pronunciado por Arbitros arbitradores* 



•A 
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Caso. — Aparece del siguiente 

RECURSO 

Suprema Corte: 

Eduardo J. Ros, constituyendo domicilio en la calle Alsiua 
número trescientos doce, en representación de Don Pedro Cí- 
chero, como consta iM testimonio de poder que acompaño, á 
T. E. digo: 

Que mi mandante sometió los diferencias que tuvo con su 
socio Don Pedro Storui, con motivo du una explotación ruTal 
en el Chuco, a ta resolución de un Tribunal arbitral. 

Los arbitros, faltando á s,is deberes, han producido un laudo 
mito, cuya nulidad be pedido que se declare por el Juez Letrado 
de Resistencia, que es el competente. 

Entre tanto, 1n parte de Stnrni pidió el cumplimiento del lau- 
do por un procedimiento completamente extraño al que para 
( sos casos establecen los artículos quinientos treinta y cinco y 
siguientes del Código de Procedimientos de la Capital que rige 
en los Territorios. 

Ofreció una fianza deficiente y obtuvo que se me quitara el 
establecimiento en cuestión, del que estaba en posesión mi man- 
dante, entregándosele á Storni, para lo que se hizo uso de la 
fuerza pública. 

En todo este procedimiento no se dió audiencia á mi re- 
presentado. 

Él se presentó en tiempo rec' amando de la nulidad en que 
incurría el Juez, é interpuso los recursos de apelación y nulidad 
para ante % E. t los que le fueron denegados. 

Hi mandante expuso ante el señor Juez Letrado de Resisten- 
cia, ampliamente, las irregularidades que se cometian, sin re- 
sultado. 
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He ha ejecutado, pues, la sentencia sin citación de mi parte, 
sin citársele de remate, como manda el artículo ochocientos 
treinta y ocho citado, para que oponga excepciones, sin daíle 
la oportunidad que autoriza la ley para que V. E. ampare los 
derechos de Cichero, por la vía de los recursos legales. 

Foreste medio, el señor Juez Letrado de Resistencia, hace 
que mi representado se encuentre sometido a sus resoluciones 
sin amparo ni recursos. 

En mérito de lo expuesto, vengo ante V. E. en queja por ape- 
lación denegada contra el señor Juez Letrado de Resistencia 
en el juicio sobre cumplimiento de un laudo promovido por Don 
Pedro Storni contra Don Pedro Cichero, y á Y. K. pido se sirva 
concederme los recursos denegados, puliendo la remisión de 
los autos. 

La vía de hechos de que ha sido objeto mi mandante y el 
despojo consumado, me inducen á pedirá V. E. se sirra ordenar 
por telt-grafo, á mi costa, que el inferí- r informe y remítalos 
autos. 

Es justicia, Exmo. Señor. 

* 

Eduardo J. tos. 



INFORME DEL JUEZ LETRADO 

Remiendo. Mam) 12 de 189*. 

Exilia. Suprema Corte : 

Devuelvo á V. E, la apelación directa deducida por el doctor 
Eduardo J. Ros, en representación de Don Pedro Cichero, en 
el juicio sobre liquidación de sociedad seguido con Don Pedro 
Storni, acompañando los autos de la referencia como mejor in- 
forme. 
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El expediente principal se ha elevado con anterioridad á V. K. 
con ocasión de una apelación du un auto que manda abonar la 
multa correspondiente por no encontrarse un documento en el 
sello que manda la ley. 

Debo nacer presente A V. K. que la fianza aceptada por este 
Juzgado, no es deficiente como se liace decir á la parte de Ci- 
ehero, desde que se trata de una persona abonada como es ol 
Dador, que posée bienes rafees en este territorio, suficientes á 
responder á las ulterioridades de este juicio. 

Tampoco es verdad que en el procedimiento seguido no se ba- 
ja dado audiencia áesa parte, como tendrá oportunidad de ob- 
servar V. E. en los autos. 

Uios guarde á V. E. 

J, .1. Solar i. 



rallo de la guaren!* Corte 



Bueno* Aires, Slarzo 2fi de 1895. 

Vistos en el acuerdo y considerando : Que el auto de foja una 
vuelta del expediente remitido por vía de informe se limita á 
ordenar, en lo que al apelante interesa, el cumplimiento de sen- 
tencia ejecutable pronunciada por Arbitros arbitradles, y con- 
tra la que no se da recurso alguno con arreglo al artículo ocho- 
cientos ocbo del Código de Procedimientos páralos Territorios 
Nacionales, salvo la acción de nulidad que el mismo artículo 
autoriza. 

Que autos de esa clase son inapelables, como lo tiene estable- 
cido la jurisprudencia de esta Suprema Corte . 
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Por esto, se decían bien denegado el recurso. Agréguense 
ebtas actuaciones al expediente enviado como informe, y remí- 
tase al Juez de la causa. Repóngase el papel. 

BENJAMIN PAZ. — LVIS V. VARELA. — 
ABEL BAZAR* — OCTAVIO Pi:NGE. — 
JUAS E. TOBBENT. 



CAUSA £X 



Juel, Marty y C" contra el vapor <- f.eipzitj», después nl'ruguaij», 
por cobro ejecutivo de pesos; sobre cobro de costas 

Sumario.— Levantado el embargo a petición de tercero, pré- 
via fianza por el pago de costas, las causadas en el juicio ejecu- 
tivo son de cargo de diolio tercero y su fiador. 



Caso. — Los señores Juel, Marty y Compañía promovieron 
juicio ejecutivo por cobro do la cantidad de novecientos noven- 
ta y un pesos oebenta y dos centavos moneda nacional, proce- 
dentes de provisiones y efectos navales suministrados al vapor 
«Leipzig» t sobre el cual ae trabó embargo, resultando que, con 

T. IX b 
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posterioridad á la iniciación del juicio, había cambiado ti nom- 
bre por el de «Uruguay». 

El seiiOT Juan Bagalciaga, co-pTopiet ario do dicho buque, pi- 
dió se levantara el embargo sobre él, mediante el depósito que 
efectuó á la órdendel Juzgado, de la cantidad de mil pesas mo- 
neda nacional, ofreciendo como garautía, por las costas del jui- 
cio, ú los señures Figari y Compañía. 

El ejecutante, á quien se dió vista de esta petición, manifes- 
tó que la cantidad depositada era insuficiente para cubrir el ca- 
pital é intereses, y que no tenía inconveniente de que se levan- 
tara A embargo, si el señor Hagalciaga hace extensiva la lianza 
de Figari y Compañía por el saldo que resulte, fuera d<- la suma 
consignada, además de las costas que ofrece garantir, y se es- 
tienda la escritura respectiva» como es de practica y de ley. 

Bagalciaga presentó un escrito, suscrito también por Figari y 
Compañía, manifestando que éstos están conformes en IraccTse 
responsables por la diferencia entre la suma depositada y la 
la que reclaman los señores Marti y Compañía, á más de las 
costas. 

Pidió, en consecuencia, se mande otorgar la escritura, orde- 
nando la inmediata libertad del vapor «Uruguay». 

131 juez proveyó de conformidad, pTévia ratificación de las 
partes . 

», se dictó sentencia de trance y remata, 
adelante ta ejecución, con costas al ejecutado. 
En este estado, el apoderado de los ejecutantes pidió regula- 
ción de sus honorarios, los que fueron estimados en doscientos 
nacional (foja setenta y tres), 
juez dictó auto aprobando la regulación de honorarios 
debiendo ser satisfecho su importe por quien ce- 





rdéese auto, Bagalciaga manifestó que no lu co- 
rresponde abonar esos honorarios, porque no son devengados 
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en el juicio de tercería, único en que se ha herbó responsable 
de los que se orígi en. 



Considerando: Primero. Que en el párrafo 'primero, co- 
rriente ; ! foja 54 del escrito de Don Juan llagalciaga, éste di- 
Cf deposita ú la úrden de este Juzgado ta suma de mil pesos 
que en el actual jnkiosc cobra y ofrece tambii n como garantía 
por las costas del juicio A señores Figari y Compañía, qiu en 
prueba de conformidad, firman el presente escrito. 

Segundo. Que esta división voluntaria hedía por la parte 
do Bagakiagahien clara y explícita en sos .ormino*, aparta to- 
da duda respecto á las personas qutj deber hacer frente al pago 
de las costas que se produzcan, no siendo esas personas otras 
que los señores Fignri y Compañía, que aceptaron esa respon- 
sabilidad, voluntariamente y conscientemente contraída. 

Por tanto: se declara y ordena debe hacerse á los menciona- 
dos Figari y Compañía, las notificaciones del decreto corriente 
& foja setenta y seis vuelta, á í¡n de que se expidan en la vista 
allí conferida. 



Fallo «leí Juez Federal 



Rosario, Abril 5 Je 1W*2. 



Y vistos : el i lamamiento de foja setenta y seis respecto a nmen 
uobo abonar costas reguladasjá foja setenta y tres. 




(i . Escalera y Ztwiria. 
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I «lio de I» Suprema ¿'orle 

Buenos Ai ros, Marzo 26 tic 1895. 

Vistos y considerando: Que, como lo establece la Tesolucion 
apelada en el primero de sus fundamentos, la fianza ofrecida 
por Bagalciaga y aceptada por Figari y Compañía, se refería á 
las costas del juicio, según se expresa en el escrito de foja cin- 
cuenta * tres. 

Que á mérito del depósito de mil pesos moueda nacional he- 
cho por el citado Bagalciaga y de la expresada Uauza ampliada 
en loa térmiuos de los escritos de foja cincuenta y seis y cin- 
cuenta y nueve, es que, con la conformidad del ejecutante, se 
maudó levantar el embargo trabado, á los efectos del juicio, so- 
bre el buque denominado antes «Leipzig» y al presente cUru- 
guayt, reemplazando con esa suma y acuellas garantías laque 
dicho embargo estaba llamado á ofrecer. 

Que con tales antecedentes, no cabe duda y que las costas 
déla ejecución están comprendidas en lu obligación asumida 
por Bagalciaga y garantía ofrecida por Figari y Compañía. 

Por esto: se confirma con costas el auto apelado de foja seten- 
ta y siete, con la declaración de que la notificación a hacerse ha 
de ser del auto de foja setenta y tres vuelta y que ella ha de 
entenderse con Bagalciaga o su apoderado, á los efectos del pa- 
go. Kepueatos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ — LUS V. VARELA. — 
ABEL BAZAN. —OCTAVIO BUPSCE. 1 
JUAN E. TOIUVENT. 
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Dona Juana 'lamadlo de humlte contra Dona Isabel Williams 
de liucfmnan, par reivindicación de un campo; sobre ape- 
lación. 



Sumario.— La parte que solicitó y obtuvo resolución confor- 
me con su pedido, no puede apelar de ella. 



Caso. —A. pedido de la señora de Lavalle, el Juez Federal de- 
claró su incompetencia. 

La señora de Lavalle apeló de la resolución del Juzgado con 
el objeto de dejar establecida sobre el punto la cosa juzgada. 



VISTA DEL SESOII FROCUIUDOR GENERAL 



Bueno* Ain*, Diciembre 28 de 1894. 



La resolución declaratoria de la incompetencia del Juzgado 
de Sección, de foja sesenta y cuatro, ha sido dictada después de 
llamados cautos^sin audiencia de la parte que gozaba del fue- 
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io federal, ni del Procurador Fiscal, que es parte en los inci- 
dentes que se relacionan con las leyes de orden público: ellos 
podrán hacer valer recursos legales contra esa resolución, si 
vieren convenirle. 

Pero la parto recurrente á foja setenta y dos, es la misma que 
á foja sesenta y una vuelta solicitaba la decisión al expresar 
«que siendo todos los menores argentinos, desaparece todo an- 
tecedente que constituya ó pueda producir el fuero federal». 

Ante esta exposición, la resolución favorable no ha podido re- 
currirse legalmente por la misma parte que la solicitó, ni aun 
con el propósito manifestado á foja setenta y dos, de dejar es- 
tablecida La cosa juzgada. 

La apelación sülo se autoriza por agravio al derecho susten- 
tado: "Ki .juerclla que alguna do las partes faze de juicio que 
fuese dado contra ella llamando e eorrendo á en inunda do ma- 
yor juuzi, decía la ley primera, título veintitrés, partida terce- 
ra. Cuando no existe agravio é interés en repararlo, desaparece 
su causa. 

Creo por el lo que V. E. debiera declarar mal concedido el 
recurso de foja setenta y dos, Pero si su ilustrado criterio lo 
apreciara bien concedido, los fundamentos del auto recurrido 
parecen bastantes para determinar su conlirmacion. 

Subí mano Kicr. 



Fallo de la 

Bueno» Aires, Marzo Hi dt¡ 1895. 

4 

Vistos: No causando agravio al apelante el auto de foja se- 
senta y cuatro, que se 1 imita á amparar 
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manifestadas en el escrito de foja cincuenta y siete, en cuanto á 
La competencia do la Justicia Federal para entender en esta cau- 
sa, y de conformidad con lo expuesto y podido por el señor 
Procurador General, se declara mal concedido el recurso. De- 
vuélvanse, debiendo reponerse los sellos ante el Inferior. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V . VARELA.— 
ADEL IJAZAN. —OCTAVIO IH'SGE. — 
il'XS E. TOIIKEXT. 



CAUSA LXII 



Iton lii\ri>¡ucVanalnil contra ta vom¡iañiu * Seguros / 'o¡¡ uta rr s • , 
¡un- abandono dr bw/ue >j cubra de se¡fiirn;sobn* e.vveftrioo de 
turaigo. 

Sumario, — El haberse estipulado que el contrato deba cum- 
plirle en la Capital de la República, no implica que el deman- 
dado por el cumplimiento baya renunciado á la excepción de 
arraigo, que la ley autoriza contra el demandante extranjero no 
domiciliado. 



Caso.— Don Eduardo S. Scotti, con poder de Don Enrique 
Cnnabal, vecino de Montevideo, se presento al Juzgado hacier- 



ht'i- f >i — 
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do abandono del bergantín goleta oriental denominado «Peral», 
que estaba asegurado en la compañía < Segaros Popularos *, y 
exigiendo A la vez de ésta, el pago de la cantidad de cinco mil 
pesos oro uruguayo, importe del seguro, ó su equivalente en pe- 
sos oro argentino. 

Acompañó varios documentos, entre otros la póliza de seguro 
expedida en esta Capital con fecha trein ta y uno de Marzo de mil 
ochocientos noventa y dos, en la que se hace menciou también, 
que el propietario del buque, señor Canabal, se bulla domiciliado 
en Montevideo. 

£1 Juagado corrió traslado de la demanda. 

Sin evacuarlo, el representante de la Compañía demandada 
pidió el arraigo del actor, formando artículo de prévio y espe- 
cial pronunciamiento, fundado en que aquel tiene su domicilio 
en Montevideo. 



del 



Buenos Aires, Abril 25 de ltiíU 



Yistos; Resultando de la póliza acompañada á foja dieciseis, 
que la compañía < Seguros Populares » contrató en osta ciudud 
el seguro que sirve de fuu lamento á la demanda para ser cum- 
plido aquí, con perfecto conocimiento de que el asegurado tenía 
su domicilio en la ciudad de Montevideo; circunstancia que le 
inhabilita para opon ríe la excepción áque se refiere el artículo 
setenta y cuatro de la ley nacional de Enjuiciamiento, pues de- 
be imputarse á sí mismo si celebró un contrato para tener eje- 
cución en esta ciudad con persona no domiciliada en ella: no La 
lugar á la excepción opuesta y contéstese el traslado de la de- 
manda en el término legal. Repóngase el papel. 

Virgdio J/. Tedm. 




Falle de 1* ftupre» Corte 

Ruchos Aires, Marco 2fi de 1895. 

Vistos y considerando: Que según constado autos, aun pnr 
el reconocimiento de ambas partes, el demandante Don Enri- 
que Ganaba!, es extranjero con domicilio fuera del territoriode 
la República. 

Que con ese antecedente, la excepción do arraigo que en for- 
ma de dilatoria ha sido deducida por el demandado, se halla au- 
torizada por el artículo setenta y cuatro de la ley de Procedi- 
mientos, que la comprende en la generalidad de sns términos. 

Que el hecho de haberse estipulado en la púliza, que sea esta 
í'apital el lugar del cumplimiento del contrato, no implica que 
la compañía hubiese renunciado á hacer valer las excepciones 
que las leyes le acuerdan, cuando le sea exigido jndicialmento 
su cumplimiento por el asegurado, domiciliado en el extranjero. 

Por esto: se revoca el auto apelado de foja treinta y seis, y se 
admite en consecuencia la excepción de arraigo opuesta por el 
demandado á foja treinta y una. Repuestos los sellos, de- 
vuéWanse- 

BEKJAM1S PAZ. — LUIS V. VAnELA, — 
ABEL BAZAS. — OCTAVIO BUNGE.— 
JUAN E. TOttftENT. 



■ 
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Í AIS.4 LXIII 



Crosti ;j Morsa contra la compañía de sctjuros t líalo-A rgm ti- 
na* t por cobro de ¡tesos ; nnbre absolución de posiciones 



Sumario.— Después de llamados autos, coa arreglo al artícu- 
lo ochenta y siete, ley de Procedimientos, no pueden deferirse 
posiciones, máxime si no hay hechos contradichos. 



Caso. — Don Kduardo Canevá ro, por Crosti y Borsa, deman- 
dó á la compañía mencionada, por la cantidad de pesos oro 
dos mil ciento setenta y seis con setenta y seis centesimos, me- 
nos mil pesos moneda nacional recibidos á cuenta, importe de 
averías sufridas por un cargamento embarcado en el buque 
«Procida», asegurado por ella. 

Corrido trnslado de la demanda, el Gerente de la Compañía 
expuso, contestándola: que la demora en el pago de las averias 
no era imputable á la Compañía, como lo pretendían los deman- 
dantes, sínú á éstos, que tardaron un año en presentar la póliza 
para justificar sus derechos ; que lo recibido por los acto- 
res no eran mil pesos moneda nacional, sinó mil quinientos pe- 
sos de la misma moneda, de donde resultaba que nqucllos ha- 
bían incurrido en plus-peticion. Pidió que se absolviera a la 
, de la demanda, con costas á los actores. 
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Llamado los autos, la parte demandante hito notar que en la 
contestación se reconocía el crédito reclamado, sin más diferen- 
cia que la entidad de quinientos pesos que el demandado dice 
haber entregado además de lo dicho en la demanda. Que envis- 
ta de esto, manifestaba que estaba conforme con que se dieran 
por recibidos mil quinientos pesos en lugar de mil; y pedía que 
de conformidad A lo dispuesto por el artículo ochenta y siete de 
la ley de Procedimientos, se ordenara que el representante de 
la compaíífase ratificara en su contestación. 

El juez proveyó de conformidad, señalando dia para que 
compareciera el demandado, y ordenando que el demandante se 
ratiücara también. 

Ratificado éste, el demandante no compareció; y nohabi mdo 
comparecido tampoco después de citado por segunda voz bajo 
apercibimiento, se le tuvo por ratificado. 

So dictó después la providencia de autos, que fué notificada 
al demandado con fecha veintiséis de Febrero de mil ochocien- 
tos noventa y dos. 

Por escrito presentado el veinticuatro de Mayo, cuque dice 
haber sido notificado de la providencia de auto?, el veinte del 
mismo Mayo, pidió el demandado que los demandantes absol- 
vieran psie iones. 



Fallo del Jues Federal 

Biwnos Ain-s. Jlayn :í)il<! 1**3. 

Estableciendo e! artículo ochenta y sietii dol Có ligo de Pro- 
cedimientos que, ratificado el demandado, se llamará autos y 
sentenciará la c iasa, lo que importa establecer que no se admi- 
tirán peticiones de prueba de ningún género, pues dicha provi- 
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dencia equivale á la de autos para sentencia, é* importando lo 
solicitado en el presente escrito una medida de prueba, no na 
lagar. 

Tedhu 



El demandado pidió revocatoria y apeló ¡n subsidium. 

Corrido traslado de la revocatoria, el demandante expuso: que 
no había hechoa controvertidos, y por consiguiente, no 
baber pruebas; que además, estando ya dictada la provic 
de autos, no podía pedirse diligencia d« prueba, con arreglo \fil 
artículo ciento ocbode la ley de Procedimientos. 




Auto del Jtirz Federal 

Rúenos Aires, Julio 3 de 1892. 

Y Tistes: Por los fundamentos del auto de foja treinta y sie- 
te vuelta y los aducidos en el precedente escrito, que el Juzgado 
encuentra arreglados, no ba lugar á la revocatoria solicitada, y 
se concede en relación la apelación subsidiariamente interpues- 
ta para ante la Suprema Corte, adonde se elevarán los autos 
con el correspondiente oficio. 

Virgilio Jtf, Tedin. 



im luprtma Corle 

Buenos Aires, Marzo 28 de l«9o. 

Tistes: Atento lo dispuesto en el artículo ochenta y siete de 
la ley de Procedimientos, el estado de la causa y la circunstan- 
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cía, además, de no habei hechos contradichos, se confirma con 
costas el auto apelado de foja treinta y seis vuelta. Repuestos 
los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ» — - LUIS V. VARELA.— 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNGE. — 
JLAW E. TOKRENT, 



CAUSA l.Wi 



Don Varios Marta Querencio contra fion Juan (¡. llenitez.por 
liquidación de sociedad sometida « arbitros arb tiradores; 
sobro recusación de éstos. 



no.— Los arbitros arbitradores no son recusables siud 
por causas legales sobrevenidas ó sabidas después del com- 
promiso. 



Caso,— Nombrados arbitros losseñores JuanMarully Beoja- 
min Gadea, la parte da Beuitez los recusó diciendo: que Bon 
socios de Querencio y mandatarios del mismo, en el negocio so- 
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metido á su resolución, y haber arbitrar i amerite, sirviendo á 
QueTencio, ordenado el desalojo de Benitez, del campo de la 
sociedad, violando con ello los límites que les estaban trazados 
por el compromiso. 



Vistos: en el incidente de recusación de los árbitros Don 
Juan Marull y Don Benjamín F. Gadea, promovido por el re- 
presentante de Don Juan Gregorio Benitez, y considerando: 
Quelu única prueba rendida para justificar las causales en que 
se funda la recusación es la de posiciones de los mismos arbi- 
tros, y el informe de estos. Que aún admitiendo quilos árbi- 
tros fuesen recusables por otras causas que la enemistad cou 
algunas de las partes y el soborno, el recusante no ha probado 
ninguna de las causales alegadas por el. Por ésto, y siendo inad- 
misible la causal segunda, aducida en el escrito de foja quince, 
resuelvo no haciendo lugar a la recusación de los árbitrua Ga- 
rfea y Marull; en consecuencia, hágaseles saber por intermedio 
del señor Juez de Primera Instancia de Concordia, para que 
continúen conociendo en la tausa, que les fué sometida, enten- 



r*llo del Juei Federal 



¡taina, Jimio 14 dtí Ibfl-i. 




,1/. í/e T. Pinto, 
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tullo de 



[lúe no? Aíith, íf.ir/o 9H Je 1K9Ó, 




los arbitros arbitr adoren nombrados por las partes, no son recu- 
causa sobrevenida ú sabida después del cornpro- 
(ley treinta y una, título cuarto, partida tercera), se con- 
firma con costas el auto apelado di* foja seis. Devuélvanse, de- 
biendo reponerse los sellos ante el inferior. 




í'.r.N JAMIN PAZ.— LUIS V. VARELA. — 
ABEL BAZAS. — OCTAVIO BUSCE.— 
JUAN E. TGRUENT, 



CAUSA LIV 



El llanca Mae tonal contra dan Eduardo Cftnpctturouge, por 
cobro ejecutivo de pesos ; subre apelación 



Sumario,— Debe declararse mal concedido el recurso que re- 
sulte interpuesto después del término legal. 
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Caso. -Resulta del 



rallo de la Suprema Carie 

Buenos Airrs, Marzo de ]8Há. 

Vistos; Resultando que el recurso de apelación interpuesto 
ú fuja treinta y tros, ha sido deducido cuando estaba vencido 
con exceso el término acordado por la ley al efecto, se declara 
mal concedido dicho recurso* Devuélvanse. 

BENJAMIN PAL— LUIS V. VARELA. — 
AllEL HAZA N . — OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E. TOMIBHT. 



4 U N I I.X* I 



Criminal contra Isidoro Torres y otros, por homicidio; 

sobre competencia 



Sumario.— Corresponda ú la justicia naciouaí el conocimien- 
to délos delitos comunes cometidos en las islas argentinas. 
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Caso.— Resulta del 



rallo del Juez Frdrral 

ta Piula, Novietnbw ía dal8ftt. 

Y vistos: en el incidente sobre falta de jurisdicción, resulta: 
1" Que á foja diecisiete promovió esta excepción el doctor So- 
sa, como defensor de uno de los procesados,IsÍdorij Torres, fun- 
dado en que la isla del rio Paraná en que- se cometió el delito de- 
que se trata» no está sujeta á la jurisdicción federal. 

2" Que conferido traslado de la excepción, el doctor Ahuma- 
da, defensor de Francisco Ferreira, sostuvo en su escrito de fo- 
ja doscientas veintiuna, la competencia del Juzgado, diciendo 
que si la isla forma parte del territorio de la provincia de Bue- 
nos Aires será sólo para los efectos del dominio, el que no debe 
confundirse con la jurisdicción que corresponde A la Nación, 
por estar situada dicha isla en un río navegable. Se extiende 
en cunsideracienes para demostrar que teniendo la Nación ju- 
risdicción en los puertos y riberas, debe igualmente tenerla en 
las islas. 

3" Que los doctorea ilarcó del Pont, defensor de Nicasio Cal- 
derón, y Ramal lo, defensor de Joaquín Flores, adhirieron al 
escrito del doctor Ahumada en lo? suyos de foja doscientos cua- 
renta y cinco y doscientos cincuenta y tres. 

*' Que el doctor SaTmiento^ofensor de Pablo Guevara, á fo- 
ja doscientas cincuenta y seis, se pronunció por la incompeten- 
cia del Juzgado, pues entiende que la Justicia Federal tiene so- 
lamente jurisdicción para conoceT de los delitos cometidos en 
i si as de propiedad de la Nación, mas no en las de propiedad de 
la Provincia, orno es la en que se tía perpetrado el delito que 

1. I\ !l 
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motiva esta proceso. Agrega que la jurisdicción federal es ma- 
teria regida por la Constitución y que ¿ata no consigna que sea 
del resorte de aquella el juzgamiento de loa delitos cometidas 
en tas islas, se refiere á las islas de propiedad de la Nación. 

5° Que el defensor oficial de pobres, doctor de la Colina, pa- 
trocinando á Severo Ferreira, se espidió á foja doscientos cua- 
renta y siete en favor de la competencia del Juzgado, lo mismo 
que el señor Fiscal en su vista de foja doscientas sesenta vuel- 
ta; fundados ambos en el artfcnlo tercero, inciso segundo, de la 
ley de catorce de Setiembre de mil ochocientos sesenta y tres. 

T considerando: i* Que el articulo tercero, inciso segundo, 
de la ley de catorce de Setiembre de mil ochocientos sesenta y 
tres, sobre jurisdicción y competencia de los Tribunales Nacio- 
nales, atribuye á éstos el conocimiento Je los crímenes cometi- 
dos en los rios, islas y puertos argentinos. 

2 o Que ante tan terminante precepto, no son admisibles ar- 
gumentos de interpretación y ¡jne, por consiguiente, habiéndose 
cometido el delito que se persigue en una isla del rio Purand, no 
es dudosa la competencia de este Juzgado. 

3 o Que eí artículo 100 de la Constitución establece qne co- 
rresponde á la justicia federal el conocimiento y decisión de to- 
das las cansas que versen sobre puntos regidos por la Constitu- 
ción y por las leyes de la Nación; y como la ley anteriormente 
citada de Setiembre de mil ochocientos sesenta y tres es una ley 
de la Nación, no cabe duda de qne es de aplicación en el pre- 
sente caso. 

Por estas consideraciones y las concordantes de loa escritos 
delosdoctores Ahumada y de la Colina, falto: rechazando la ex- 
cepción deducida y contesten los defensores por su órden la acu- 
sación entablada. Notifíquesc con el original, regístrese en el 
libro de sentencias. 

Mariano S. de Aurreeoechea* 
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VISTA DEL SESOR PROCURADOR GENERAL 

Inicuos Aires, Diciembre 28 de 1801. 

Suprema Corte: 

El crimen fué consumado en una isla del Paraná, frente al 
Tonelero; los autores, aprehendidos en Ramallo, jurisdicción de 
Buenos Aires, la primera investigación levantada por la Pre- 
fectura Marítima y com ¡María de San Nicolás de J,is Arroyos; 
y todos los antecedentes remitidos por el Juez del Crimea del 
Departamento Xorte de aquella Provincia, al Juez de Sección 
de la misma. 

Estos antecedentes determinaron los procedimientos del 
Juez Federal, en virtud de una competencia fundada en el tex- 
to expreso de la ley de mil ochocientos sesenta y tres, y re- 
conocida por el mismo Juez de la jurisdicción común. Des- 
pués de sustanciado el procedo, no es lícito volver hácia el 
punto de partida, puesto que el inciso segundo del artículo ter- 
cero de la ley citada, autoriza, sobre los crímenes cometidos en 
los rios, islas y puertos argentinos, la jurisdicción del juez que 
se halle más inmediato al lugar del hecho, 6 de aqnel en cuya 
sección se encuentran los criminales» según sea el que prevenga 
en la causa. 

Encontrando ajustado a* los antecedentes de autos y á los 
términos de la ley de compftencia, el auto recurrido de foja 
doscientaa sesenta y cuatro, pido á V, E. su confirmación. 

Sabiniano Ktet\ 
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t alle» <le l« »wpr«"« ***** 

Buenos Aires Manto 38 do IHftó. 

Vistos: De conformidad con lo expuesto y ludido por el señor 
Procurador General, con la jurisprudencia de esta Suprema 
Corte en varios casos, como puede verse entre otros, la causa 
que se registra en la página doscientas sesenta y ruatro, tomo 
stíto, sírie tercera d^ sus fallos, y por los fundamentas concor- 
dante* del auto apelado de foja doscientas sesenta y cuatro, se 
confirma éste, con costas. Devuélvanse. 

UEMAMIN l'AZ. — LDISV. VARELA, — 
ABEL BAZAR. — OCTAVIO hUNGE. — 
itAPÍ E. tgrrest. 



€ AV*iA LXVII 



Üun timttchM Calvo contra la ^ÚtlWípaiidad de fosadas, por 
cobro de ¡ tesón; sobre e icepcion d- arraigo 

Sumario. — Opuesta la excepción de arraigo, uu puede dictar- 
te resolución, sin abrir la causa á prueba sobre los hechos con- 
trailk'lios en <|ue se funda. 
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Casa.— Contestada por el actor la excepción de arraigo que 
opuso el demandado, sin recibirse la causa á prueba, se dictó 
el siguiente 



Pullo del Juw Eielrad© 

Chrlubre 29 de 189-L 

Vistos: Para resolver sobre la excepción opuesta en el escri- 
to de feja ocho. 

Y considerando: Que ella es la de arraigo del juicio, fundada 
ea que el demandante no tiene su domicilio permanente en este 
pueblo sino una residencia accidental j pasajera, siendo su do- 
micilio en el pueblo de Santa Ana, y en no conocérsele bíeues 
niprofesíoi. Que el demandante manifestó en su escrito de de- 
manda ser vecino de Santa Ana accidentalmente, y contestando 
la excepción manifiesta que si bien reside por períodos más ó 
menos largos cu Santa Ana, su domicilio Teal es en Posadas, 
donde r i ve con * u familia, siendo notorio que posee intereses 
cual lo prueba su crédito á la Municipalidad constante eu ex- 
pediente administrativo. 

De la explicación dada por la parte demandada á foja trece, 
resulta haber manifestado que el actor tienosu residencia acci- 
dental en este pueblo, en vista de que ha- e dos ó tres años que 
íl vive en él, lo lia visto venir cada cierto tiempo de Santa Ana, 
sabiendo que tiene en esta localidad un hijo. 

Que el propósito de la ley al establecer la obligación de arrai- 
go del juicio, es que no Laya absoluta libertad de quien quiera 
que sea tenga facultad para molestar con demanda á otro. 

Que de lo manifestado por el demandado, resulta que el ac- 
tor reside en el territorio de-de. varios años, lo que revela que 
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no so trata de un advenedizo, fora.^ro, que pueda dejar bulla- 
das las responsabilidades del juicio r or pertenecer á otra juris- 
dicción, demostrando par otra parte el hecho de tfcner familia 
Jtijo) en este pueblo, su ánimo de Üjar en él sn domicilio. 

Por estos fundamentos y concordantes del escrito de foja on- 
ce, declaro improcedente la referida excepción, con costas, y 
conteste el demandado derechamente la demanda. Repónganse 
los sellos. 

U. Quiroga. 



Fnllc de I» «uprniin Corfr 

Jlik'uos Aires, Marzo 30 di? 3895. 

Yutos y considerando: Que hay hechos contradictorios sin 
cuya averiguación no es posible pronunciarse sobre la excep- 
ción dilatoria de arraigo deducida por el demandado. 

Que en tal caso, no puede dejar de estimarse necesaria la re- 
cepción á prueba (artículo ochenta y nuevo del Código de Pro- 
cedimientos vigente ante los Juzgados Letrados de los Terri- 
torios Nacionales) loque no puede producirse sinó en primera 
instancia. 

Por esto : se deja sin efecto el auto apelado de foja dieciseis 
y vuelvan los autos alJuez a quo para que reciba la articulación 
á prueh.1, de conformidad con lo dispuesto en el citado artícu- 
lo ochenta y nueve, debiendo reponerse ante él los sellos. 

BENJAMIN PAE. — LUIS V. VARELA. — 
ABEL II A ZAS — OCTAVIO DUNGF . — 
JUAN E. TOHHENT. 
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CAL'KA LXV1I1 



¡ion Andrés llarhieri contra don Manuel ti. Honorina, por cobro 
de pesos é incompetencia; sobre agregación de pruebas 

Sumario, — Cuando se ha opuesto la excepción de incompe- 
ti-ncia, fundándola en que no se han especificado ios hechos ne- 
cesarios para demostrar la competencia federal, la excepción es 
propiamente de defecto legal en el modo de proponer la deman- 
da, y no son aplicables los principios que rigen la agregación 
de las pruebas producidas fuera del término, porque el auto 
que rt'cibt 1 la i-xeepcion á prueba debe entenderse no en el sen- 
tido de abrir un término para averiguar hechos contestados, 
sinó para que el actor llene lo 1 ? requisitos legales al efecto de 
establecer que la causa corresponde al fuero nacional. , 

Caso.— Resulta del fallo déla Suprema Corte y del 

rail* del Jms Peder»! 

La Plata. Julio lOdeltfU. 

Y vistos; En el incidente promovido por el demandado é foja 
setenta y tres, solicitando revocatoria del auto en que se manda 
agregar las pruebas producidas por el actor; y 

Considerando: 1" Que el demandado funda su pedido de re- 
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vocatoria en que las diligencias de prueba referidas han sido 
1 reseutudus despucs de vencido el término probatorio y cuando 
ya ae había llamado autos para resolver la excepción de incom- 
petencia deducida por el mismo demandado, 

2 n Que es exacto el hecho en quu se funda el pedido 'le revo- 
catoria, es decir, que ya el incidente estaba en estado de reso- 
lución, aun cuando no hibfasido ústa dictada. 

Que eu la ley de Procedimientos no se encuentra dispo- 
sición alguna que autorice el rechazo de las diligencias de 
prueba, que habiendo sido pedidas en tiempo se presenten des- 
j ues de vencido el término legal, y po ' el contrario la Suprema 
Corte lia estabh cido en repetidos casos, * que las diligencias 
probatorias, pedidas dentro del término y no evacuadas, no 
pueden suspender la pro*ecucinn del juicio, pero deben ser lo- 
madas en consideración si se expiden en tiempo oportuno*, yes 
claro que éste no pa¡>a sinó después dú dictada sentencia. 

Por estas consideraciones y las razones aducidas en el escrito 
de foja setenta y siete, no lia lugar, con costas, d la revocatoria 
solicitada por el demandadoen el escrito de f-»ja setenta y tres, 
y se concede en relación el recurso de apelación interpuesto, re- 
mitiéndose los auto-: a la Suprema Corte. Respecto de la excep- 
ción de incompetencia , terminado el presente incidente, vuel- 
van los autos para resolví r. Repónganse los selles y notifíque- 
se con el original. 

1J. S. de Aurrecuechea. 

Fulla de I* Suprema Curie 

Ulhtios Aires, M-tr/oik) do ÍSHÜ. 



Vistos y considerando: t]ue según resulta del escrito do foja 
cnaTenta y una, laexf-epeion de incompetencia opuesta por el 
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demandado se fundaba no en la afirmación de no proceder la de 
la justicia federal por razón de la persona del cedente, sino en 
la circunstancia de no haberse alegado pur «1 actor dicha com- 
petencia con la especificación correspondiente de loa hechos, 
como se pretende que era de su deber hacerlo. 

Que, en consecuencia, la citada excepción tiende solamente & 
exigir que su cumpla per parte del demandante lo dispuesto en 
el artículo segundo de la ley de procedimientos y no precisa- 
mente á contestar la existencia de un hecho, sobre cuya veraci- 
dad nada ha expuesto en contrario el demandado, viniendo á 
ser más propiamente una excepción de defecto legal en el modo 
de proponer la demanda, 

Que así, el auto de foja cincuenta vuelta, debe entenderse no 
en el sentido de lijar un término de prueba parala averiguación 
de hechos contestados, regido por íiü reglas ordinarias para la 
sustanciaron del juicio; siitó para que el actor llene los requi- 
sitos prévios para la continuación del procedimiento ante la 
justicia federal establecidos por la ley de la materia. 

Que aunque la prueba debe ofrecerse y producirse dentro del 
término, á menos de que sin falta imputable ú la parte no se 
hayan llenado las diligencias probatorias oportunamente pedi- 
das, ese principio no es de aplicación en el presente caso, según 
U considerado. 

Por estos fundamentos : se continua el aut > apelado de foja 
setenta y dos vuelta, que ordenó la agregación de las declara- 
ciones de testigos, debiendo las costas de amhas instancias abo- 
narse en el órdeu causado. Repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA. — 
ABEL KAZAN. — OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E. TORItENT. 
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CAUSA IIIA 



¿lo/* Ayunta Andriani t contra ta sociedad « La Colonizadora 
Popular »; sobre cohro de ¡¡esos 



Sumario. — i° No contestándose la verdad del crédito re- 
clamado, el Juez puede darlo por reconocido. 

2 • Kl apelante no puede alegar que no ha tenido personería 
para representarlo en 1* Instancia la persona cuyas gestiones 
y recursos deducidos en dicha instincia, prosigue ante la Su- 
prema Corte. 



Caso. — Resulta dtl 



Fftll* del Jiim lacrad* 

Resistencia, Noviembre ti de 1891. 

Y vistos: el juicio instaurado por Doa Agustín Andriani coi- 
tra la sociedad anónima La Colonizadora Popular, por cobro de 
trescientos caarenti» pesos con cincuenta centavos, procedentes 
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de sueldos de su hijo menor, de alquiler de muebles y de comi- 
da suministrada, según resulta de las cuentas conformadas por 
el Administrador de la Colonizadora, que corren á fojas 2 
3 y 4. 

Resulta: que el actor pretendí i preparar la ría ejecutiva, y 
no lo consiguió, porque >1 procurador de la Sociedad manifestó 
que no se consideraba obligado á reconocer ta firma, por no 
ser la suya. 

Corrida vista al interesado, inició juicio ordinario, el cual fué 
obstruido por excepciones dilatorias opuestas porei mismo pro- 
curador. 

Tan sin fundamento y temerarias eran, que fueron rechaza- 
das con costas. 

Con todo, siguiendo el sistema obstruccionista adoptado á las 
claras, se apeló para ante la Corte ; y ¿sta, prévio dictamen 
conforme delseñor Procurador General de la Nación, conürraó 
sencillamente por sus fundamentos la sentencü apelada, impu- 
niendo también las costas al litigante temerario. 

Vueltos los autos, se mandó evacuar el traslado pendiente de 
la demanda. No se hizo uso de él. A petición del actor, an- 
te el abandono manifiesto del juicio, se declaró en rebeldía al 

demandado, declaración que le fué notificada por cédula y que 
ha quedado consentida. 

Por nnevo pedido de actor y no hallando que linbiera necesi- 
dad de otra prueba, se llamaron autos para definitiva. 

T considerando : Qoe el artículo 434-idCódÍgo de Procedi- 
mientos en !o Civil establece que el actor obtendrá lo que pi- 
diere si fuere justo. 

Que el silencio opuesto á la demanda importa confesar que 
Iosdocumentoedefojas2á4 estíu auténticamente conforma- 
dos, según lo prescriben ol artículo 100, incisol*, del CoJi-o ci- 
tado, y los artículos 919 y 920 del Código Civil. 

Por ello : declaro obligado á la demmdada al pago de la can- 
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ti iad reclamada dentro de cinco días, con más sus intereses des- 
de el dfa de la demanda y las coatas de este juicio . 

Estimo el honorario del mandatario del actor, eu sesenta pe- 
sos. Repóngase. 

Alfredo Parodu\ 

Ante mi : 

Enrique Cuevas. 



rallo de la Suprema Corte 

UtUTioí Xirv*, Abril á do 1K9">. 

Vistos | considerando i Que la cauaa de deber i que s,e refie- 
ren las mieiitasdefujas dos, tres y cuatro no ha sidonegadapor el 
demandado, quien se ha limitado á observar que la firma de 
Eernardini no está reconocida, y que dicho Bernardini no era 
ya apoderado de ia Colonizadora Popular, en la fecha en que 
aparece puesta la expresada firma. 

(¿ueno habiéndose contestado la verdad del crédito, el Juez de 
la causa ha podido, como lo ha hecho, darlo por reconocido. 

Que la Colonizadora Popular no puede pretender ahora t co- 
mo lo hace en la expresión de agravios, que Don Antonio Diaa 
Armesto no había tañido su representación en la causa, cuando 
consta de autos que e-»a representación ha sido reconocida, con- 
tinuándose ante esta Suprema Corte por la citada Compañía las 
gestiones hechas por aquel en primera instancia, y tos recursos 
por él interpuestos. 
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Por estos fundamentos y los concordantes de la sentencia 
apelada de foja cincuenta y nueve, se continua ésta con costas. 
Kepuestos los sellos, devuélvase. 

RLNJAHIN PAZ. — LUIS V. VARE- 
LA. — A DEL ¡i A/A N . — OCTA VIO 
BUKGE, — JUAN E. TORHENT. 



CAUSA MaXX 



Don tioni fació Aguitar, contra Don Sera fin Endrizzi; 
sobre cumplimiento de contrato 

Sumario. — Reconocida y raliíicada por ti demandado la 
obligación de hacer escritura pública, procede se ordene su 
otorgamiento sin necesidad de abrir la causa á prueba. 



Caso. — itesultadel fallo de la Suprema Corte y dul 

Fnll* del Juez l>*er»l 

Cai.-imanM, Selii-mlin- 11 dtí lSiil. 

T Vista la demanda entablada por el señor Bonifacio Aguilar 
contra el señor Seraüü Kndrizzt, solicitándose mande ú í st j 
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cumplir el contrato á que se refiere el boleto adjunto de foja 
primera, con especial condenación cu costas, 

Corrido til traslado al señor Endrizzi, contesta : que se debe 
declarar improcedente la demanda, porque en el boleto que ins- 
truye la demanda no se tija plazo para otorgar lu escritura de 
que se trata, y que jamás se ha negado á firmarla, y que esta 
dispuesto á verificarlo. 

Habiendo sido llamado á ratificar su confesión, lo verificó 
bajo juramento (art. 87, Código de Procedimiento), 

Y considerando: que el fundamento de la enunciada deman- 
da estriba en la negativa del señor Endrizzi á cumplir el con- 
trato á que se hace referencia ; que dicho fundamento no 
existe según la propia confesión ratificada por el demandado, 
en que consta no haber negado jamás ni la existencia del con- 
trato ni su cumplimiento, manifestando, ademas, que está dis- 
puesto á cumplirlo en el instante mismo que el demandante lo 
requiera; que no existiendo en el caso particular ni la negativa 
del hecho invocado ni del derecho que se persigue, la demanda 
entablada no tiene razón de ser, porque le falta la base de apoyo. 

Por estos motivos : resuelvo declarar improcedente la deman- 
da, con costas. 

Hágase saber con el original y prévia reposición archítese. 

José SI. Vatílez . 



fallo ém lo Supreoso Corle 

Buenos Ain;í-, Abril 4 de 1895. 

Vistos y considerando; Que el demandado, al contestar la 
demanda, ha reconocido el deber en que se halla de cumplir la 
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obligación que le impone el documento de foja dos, en que se fun- 
da la acción deducida, y manifiesta estar dispuesto á otüi B <u .7 
escritura que se le reclama. 

Que en tal caso, y habiéndose cumplido lo prescrito por el 
artículo ochenta y siete de la ley de Procedimientos, corres- 
ponde ordenar que el demandado proceda al otorgamiento de 
la escritura que solicita el actor. 

Por esto, y no haciéndose lugar al recurso de nulidad, por ser 
innecesaria la recepción de la causa ¡i prueba: se revoca en to- 
das sus partes la sentencia apeladadeíoj a siete vuelta, y se decla- 
ra que Don Serafín Endrízzi dele proceder al otorgamiento de 
la escritura de venta del inmueble de que se trata, dentro del 
término de diez días. Devuélvale, debiendo reponerse loa se- 
llos ante el Inferior quien prevendrá al actuario, que no omita 
en lo sucesivo el cargo correspondiente en los escritos, y procede- 
rá á hacer efectiva la mulla en que se ha incurrido, do acuer- 
do con el artículo cuarenta y ocho de la ley de papel sellado 
de mil ochocientos noventa y cuatro, por la falta de estampilla 
de abogado en loa escritos de fojas dos y nueve, que debió asar- 
se según el artículo veinte, inciso octavo, déla citada ley. 

BENJAMIN PAZ- — LUIS V . VARE- 
LA. — ABEL BAZAN, — OCTAVIO 
BUÜGE, — JUAH £. TOKRENT. 
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CAUSA Uil 



tfan Carlos Casado contra ta Municipalidad del ftosario, 
por reivindicación ; sobre apelación. 



Sumario. — Debe declararse nial concedida la apelación in- 
terpuesta después del término legal, 



Fallo de la Mupremit C«rte 

lluc-uo* Ain 1 ^ Aliril 4 dr> 18M5. 

Vistos en el acuerdo y considerando: Que según las constancia* 
de autos, la sentencia de foja doscientos noventa y nueve fué 
dictada con fecha seis de Abril de mil ochocientos noventa y uno 
y notificada en el mismo día al apoderado del apelante, quien 
dedujo el recurso de apelación en veinte del mismo mes, co- 
mo se vé por el cargo puesto al escrito de foja trescientos cnatro, 
resultando así rigurosamente exacto lo informado á foja tres- 
cientos cuarenta y cna por el Secretario de esta Suprema Corte. 

Que, en consecuencia, el recurso de anelarion ha sido dedu- 
cido y concedido cuando la sentencia de que se pretendía te- 
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currir, había j a pasado en autoridad de cosa juzgada, por el 
uiero transcurso del término fatal que la ley establece para 
poderse alzar ante el Superior de la* resoluciones; del Infe- 
rior (ley diea y nueve, título veintidós partida tercera). 

Que no es exacto lo afirmado por el apelante en el escrito 
precedente (foja trescientos cincuenta y una ), de que t i Poder 
Ejecutivo Nacional hubiese suspendido los términos judicia- 
les el mi ano día seis de Abrí) del mil ochocientos noventa y 
uiLO^en que fué notificado de la sentencia .su apoderado Don 
Diego del ( astillo, pues los decretos de la referencia llevan 
la fecha de cinco y nueve de Marzo del mil ochocientos no- 
venta y uno, que se limitan á declarar feriados >61o los días 
seis, «i* te, nueve, diez y once del mismo mes, muy anteriores, 
por tanto, á la fecha en que se dictó la sentencia. 

Por esto: se declara mal onneedido el recurso, y devuélvanse, 
prévia reposición de sellos» puliendo notilicarse con el original, 

BfciMAMlK PAZ. - 1.1 IS \. VARE- 
LA. — ABEL KAZAN. - OCTAVIO 
f.LSUt. — J1."AN K. TOUUBÍíT. 
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< AtfcA LWH 

■ 

Contra Jabez Sp&icerBalfonr, ¡mr extradición; sobre 
ampliación de sentencia ejecutoriada 

Sumario, — Concedida por sentencia firme la extradición 
con arreglo á un tratado, la ampliación de dicha sentencia pe- 
dida fuera del termino, y fundada en las disposiciones que 
reglamentan la extradición en los casos en que no bay tratado, 
es ^temporánea é improcedente. 



Caso. — Lo explica la siguiente 

ptTtCIOW 

Señor Juez Federal: 

Jabez Spencer Balfour, detenido en esta cárcel pública, en 
el juicio de extradición ventilado ante V, S. T respetuosa- 
mente digo : 

Que estudiando en la soledad de mi retiro el Código de Pro- 
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cedimientoa Criminales, encargado Y. 8. de aplicarlo, encuen- 
tro el artículo 667, cuja disposición clara y terminante no deja 
duda signan sobre su fondo, haciendo resaltar el espirito be- 
nigno y justiciero del legislador, que inspirado en los senti- 
mientos de equidad y de justicia, asegura l.ajo una forma tan 
franca y categórica la libertad de los que pisan el territorio de 
Ja lit'piíbliua, llevandoasí á la práctica la sabia cláusula cons- 
titucional que establece esta preciosa garantía Comprendo 
desde ja, señor Juez, que se me objetará que la sentencia de 
T. S. y la de la Suprema Corte están ejecutoriadas y han pa- 
sado por lo tanto á la clase y naturaleza de cosa juzgada ; pt-ro 
esto es obvio : se trata de un mandato do la ley, que V. 8. está 
en la imperiusa obligación de aplicarlo, y de un dnretho adqui- 
rido que en manera alguna puedo renunciarlo, y que la emi- 
sión de los jueces, que en este caso no puedo reputarla sino in- 
voluntaria, y la ignorancia mfa, no deben hacer ilusorio, con 
grave perjuicio de los intereses más sagrados, como Id es uno de 
estos, la libertad garantida por el lil.ro fundamental de esto 
Pueblo. 

Así, pues, habiendo ocurrido los hechos en la forma expues- 
ta, uo puede el tiempo transcurrido quitarme, el derecho para 
reclamar la aplicación deleitado artículo y cuye reclamólo 
solicito en forma. 

«Cuando el delito que motiva la solicitud de extradición tenga 
una pena menor en la República, dice el referido articulo, el 
encausado no será extraído sinó á condición de que los Tribu- 
nales del país que lo reclaman te impondrá:! la pena menor.» 

Como V. S, vé, esta disposición no es facultativa, sioó por 
el contrario imperativa, es un mandato, del cual ningún ma- 
gistrado puede prescindir, « el encausado no será extraído 
sinó á condición etc., ote. » ¿ Se ha cumplido en este caso 
la condición que presa ibe el citado artículo? Xo, señor 
Ju« ; se ha pasado por alto la aplicación del mismo, y V. S. 
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puede ya imaginarse el gravámen irreparable que me trae esta 
omisión. 

No temo, señor Juez, al juicio que con lanía injusticia se me 
ha levantado en mi país ; de las imputaciones que le han dado 
origen, sabré vindicarme en bu debido tiempo; pero sí importa, 
y mucho, que esta franquicia que me acuerda la ley, y que la 
sentencia de Y, 8. ha debido recordarla, se lleve al terreno de la 
práctica. 

Tan f laroes el artículo de cuya aplicación reclamo, que creo 
innecesario entrar á hacer resaltar la importancia de la garan- 
tía qne concede, como del fondo del misino, sin que pueda pres- 
tarse jamás á una interpretación contraria. 

En atención a las consideraciones legales que he expuesto» á 
V. S. pido que, ampliando ta sentencia dictada por Y. S.,en la 
extradición solicitada por el Gobierno de S. M. Británica, 
se sirva hacer efectiva la disposición del artí- ulo667 del Códi- 
go de Procedimiento Criminal de la Nación, que motira el pre- 
sente escrito. 

Será justicia etc. 

Jabez Speucer fial/our. 



ftlh «leí Jue* r*tl*r*l 

.Salta, M.irao 1' de 1885. 

Habiendo terminado definitivamente, por sentencia ejccu- 
cutoriada, el juicio al cual se refiere el solicitante, no ha lugar 
á la ampliación pedida. 

¿ambranu. 




DE JUSTICIA NACIONAL i 49 



VISTA DFX SESOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aire», Abril 1* di- 1895. 

Suprema Corte: 

Fuera exteto el fundamento de la resolución recurrida, ai ta 
petición desechada se dirigiese á lu sentencia misma, en su fon- 
do, forma Ó determinaciones. 

La cosa juzgada pone fin a" toda discusión, y esto por una ra- 
zón sabia y prudente que las leyes antiguas resumieron en una 
fórmula corriente «para que los pleitos hayan fin». 

¿Pero la petición del recurrente se refiere á algún puntó 
explícita ó implícitamente' tratado ó resuelto en las sentencias 
ejecutoriadas? 

Opino negativamente. No vuelve sobre lo resuelto, no im- 
püoaduda sobre sus términos, no requiere tampoco aclaración 
su mandato. 

Declarada la extradición, reconoce el deber de ejecutarla. Y 
la declaración que se pide al Juez, no es con motivo de las sen- 
tencias que la autorizan, sínó sobre el derecho que expresamen- 
te consagra el articnlo 667 del Código de Procedimientos en lo 
Criminal en favor de todo eitradicionado. 

Ese punto está fuera del proceso concluido. 

Si el derecho ampara al reclamante, nn obstante el silencio' 
del tratado de extradición con el Reino Británico, ea una cues- 
tión nueva, fuera del punto resuelto, que surge de la ley de 
Procedimientos y que no habiéndose tratado antes, puede serlo 
ahora que va á verificarse la extradición. 

Por ello pienso que el auto recurrido debiera ser revocado, 
con declaración de que el Juez a quo debe conocer y resolver so- 
bre la nueva gestión iniciada, 

Sabiniano Kier. 
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Futlfk de I» ttupremn Corte 

BtfenM Aires, Abril i i]' 1 lbU*>, 

i 

Visto* y c moderando: Q 1 "' la justicia f nleralal acordarla ex- 
tradición del ^úbilito ingir^ JnbezSpencer lialfoiir, Ua procedí • 
do conformé itl párrafo primero del artículo seiscie uto-; cuaren- 
ta y ocli o drl (7jdíg<> de Procedimientos en materia criminal t 
aplicando el tratado de extradición celebrado entre la Repúbli- 
ca Argentina y la Oran Bretaña, 

(¿ue lu ampliación que se solicita de las sentencian ejecuto- 
riadas que se han pronnneiudo en la cansu, do sólo es est>rnpo- 
ránea por el término en qn- ha sido promovida, sino que 
también eü improcedente, por cnanto las disposiciones que re- 
glamentan las condiciones de la extradición, ciiütid» no existen 
tratados sobre lu materia, no son aplicables en los casos en que 
esoi tratados estío en rigiir . 

l¿ue cualesquiera que fn-raii los derecho* que el tratado con 
la Gran Bretaña pueda acordar a Jabez Spenccr Balfour respec- 
to á la ley que en su ca*o lia de aplicársele, ellos deben ser ale- 
gados y discutidos ante el Juez de la causa que ha de aplicar 
esas leyes. 

Por esto: se confinan, con costas el auto apelado de foja tres 
vuelta. Agregúese ñ sus antecedentes, remitieudosei este fin las 
pres- lites actuaciones al Ministerio de Relaciones Exteriores, y 
artsese por oficio al Juez do Sección. Repónjgase el papel. 

RESJAMIS PAZ. — ABEL BA- 
ZAR.— OT AVIO HUNGE. — 
JtAN E. TOBBEKT. 
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CJAUBA I.WIII 



h>tu José Vasih, GJI i"s (tutus ejecitln ns ttrl flanco Nacional 
confm Ifan Atttjel 'ferrara, sobre tercería tlñ ihminio 



Sumario. —No probándose la complicidad del terceto cari 
quien contrató el deudor, la enajenaron hecha á título onero- 
so no puede ser rescindida per raz-m de fraude. 



Vaso, — Lo explica el 



luto* y vistos : la tercería de dominio excluyente instaura- 
da por Don José Vasili, en el juicio ejecutivo que el Banco 
Nacional sigue contra Don Angel Terrera, del estudio resulta : 

Que en 8 de Junio de 1891, se presentó el referido Vasili in- 
terponiendo tercería de dominio excluyente. en el referido jui- 
cio ejecutivo que sigue el Banco Nacional contra Don Angel 
Terrera, y iiindaiido.su petitum, ex puso : 

Que según la escritura púlilica que acó mpa fiaba en ...foja* 
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útiles, la casaque había sido embargad* como de Terrera, era de 
so propiedad, pues se la había comprado en I* de Julio de 1800. 

Que sustanciada en forma la tercería que iniciaba, corres- 
pondía que ei Juzgado le declarar* exclusivo dueño de la men- 
cionada propiedad. 

Corrido traslado por su órden al ejecutante y ejecutado, el 
primero lo contestó y sostuvo que debía declararse siu valor 
ninguno la venta de que hacía mérito Vasili, por cuanto ella 
había sido simulada con propósitos de defraudarlo ; pues sien- 
do exacto que el 30 de Junio de I80O be protestó á Terrera el 
pagaré que motivo 1* ejecución, aparece al (lia siguiente, 1* de 
Julio de ese mismo año, vendiendo la propiedad de que se trata 
á su pariente José Vasili, cuñado de Terrera, careciendo el 
comprador de bienes de fortuna, y teniendo amistad íntima 
con Terrera. 

Que dadas las circunstancias que rodean ei acto, r*í Terrera 
ha podido vender ni Vasili comprar, impidiéndoselo al primero 
su calidad de deudor insolvente, el derecho de prenda que tie- 
ne todo acreedoT sobre loa bienes de su deudor y la presunción 
de fraude que la ley atribuye á estos actos ; y Vasili no podía 
comprar á Terrera, porque en razón desús vinculad enes con 
éste, no podía ignorarlas circunstancias que no le permitían 
vender la propiedad. 

Que es á actos de esta naturales* que se refiere la acción 
Paulian* que él intenta, como lo prueba con las opiniones de 
Zacharire, Aubryy Rau, Delsol, Bedarride y otros jurisconsul- 
tos extranjeros y argentinos. 

Que examinando las circunstancias que caracterizan al caso 
sub~judice t encuentra que él reúne todos los requisitos legales 
exigidos para la procedencia de la acción Paulino* ó revocatoria , 
según lo establecen loiartíontos 061 , 962 y 968 de Código Ci- 
vil, esos requisitos son : i" el ánimo de defraudar; 2° que el 
perjuicio del acreedor resulte deUct o mismo del deudor; 3°insol- 
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vencía del deudor; 4" que el crédito en virtud del cual se intenta 
la acción sea de fecha anterior al acto del deudor; 5"queelterce- 
rocon el cual haya cuntratado el deudor, seacómpticeen el fraude. 

Estudiando estos diversos requ ¡si toa , encuentra que se hallan 
llenados en el caso sub-juóice. Así, en cuanto al primero, se lo 
presume, según Aubry y Rau, siempre en eldeudor cuando ejer- 
cita un acto perj udicial á sus acreedores, cnn conocimiento de su 
insolvencia, y este conocimiento debe admitirse siempre, por- 
que no se puede suponer que una persona ignore el estado de 
sus negocios. Según Demolombe, la intención de defraudar 
queda suficientemente probada, con el conocimiento que tenia 
el deudor del perjuicio que ? a ú acarear á los acreedores el acto 
que ejecuta : la prueba del fraude resulta del acto mismo. 

Que en cuanto ¡í la segunda condición, ella resulta dtd acto 
mismo del deudor, desde que enajeni el único bien raiz conoci- 
do, desprendiéndose de la única garantía de su deudor. Dallos 
dice a este respecto : El perjuiciodel acreedor eiiste desde que 
el acto del deudor, empeorando su condición, obste, dificulte y 
ponga en peligro Ea realización de los derechos del acreedor 
habiendo, desde ese momento, insolvencia, q«ie podía ser ab- 
soluta ó relativa, dando ambos casos, lugar á ta revocación. 

Que en relación á la 3* condición de la insolvencia del deu- 
dor, ella se halla constatada en los autos ejecutivos seguidos por 
él contra Terrera, por el documento de crédito y su protesto 
por falta de pago. 

Que en orden al 4 o requisito, es decir, en cuanto á que el cré- 
dito sea de fecha anterior al acto del deudor, resulta que la 
deuda, no sólo es anterior á la enajenación, sinó que ésta se 
ba efectuado después del vencimiento', del plszo de la deuda y 
de su protesto por falta de pago. Por fin, sobre el 5 a requisito, 
de que el tercero con quien haya contratado el dendor sea cóm- 
plice en el fraude : esa complicidad, según el artículo 909 del 
CÓ4igo Civil se presume si en el momento de tratar con él co- 
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noció su Matufia He insolvencia, Dalloz establece que consti- 
tuyo el fraude del deudor y del terrero, la convención que tien- 
da ¿i disminuir la prenda de los acreedoras, á panto de hacerla 
insuficiente l'or todo to expuesto, el ejecutante pide ta refu- 
tación de la retita he< h i por Terrera á Vasili. Kl ejecutado 
f limita ¡i exponer que fculo lo expuesto por Vasili es exacto y 
que, en consecuencia, debe declararse su dominio exclusivo 
sobre la cusa en cuestión. Tórrido, en calidad de « para me- 
jor proveer» un nuevo traslado por su órden á las partes, id ter- 
cerista «o&tüvo que no debía hacerse lugar í las pretensiones 
del ejecutante, por cuanto no procedía el ejercicio de la acción 
Paultuna por su ferina y porque no >e llenaban en el caso sitb- 
jttttici\ los requisitos exigidos por la ley, paia su procedencia. 

SuMi- ue que tío con cu ir en. en el caso presente, los requisi- 
tos exigidos por ta ley, pQfquo desde luego, el 1 no existe, 
de^le que Terrera no lia sido declarado fallido por Tribunal 
alguno, ni ha Hecho cesión de bienes : 

Que p--r el mero hecho de que se le pr-deslara el pagaré que 
adeudaba al Banco Nacional, no se lo podía considerar fallido 
ó insolvente, por consiguiente ¡ 

Que ad< má>. Terrera, dados sus antecedentes de liumbre la- 
borioso y juicioso, no ha querido defraudar al Hanco sino 
lK-n;ir otros compro misos más urgentes al hacer la enajenación 
que hizo ; 

Que el tercerista 110 fué eómpliceen ucto alguno de defrau- 
dación. El ejecutante insistió en sostener que concurren en 
el caso snh-jmti ce los requisitos exigidos por la ley, para la 
procedencia de la acción Vaulinna , y el ejecutados por el contra- 
rio, Insistió en sostener que en manera alguna concurrían en 
el caso presente los extremos legahs, para quefturx procedente, 
la acción instaurada. 

Abierta la causa á prueba, se produjo la que corre de foja.., 
á foja.,. por Vasili, y con lu alegado y probado por las partes. 



D£ JUSTICIA ÍÍAC10NAL 



155 



corresponde plantear la cuestión, cuya decisión Implica la del 
casi suh-judice ; es decir, si es ú no os procedente la acción 
Piiuliiinu ; ó en otros tt'r mi nos, ¿si concurren en el (taso presente 
los requisitos que tus artículos 901, 963 y ÍW2 üel Coligo Civil 
exigen para el ejercicio Je dicha acción ? 

Considerando : Que el dolo, oí el ántuio de deífAU lar no se 
présame, y afirmado que haya existido en el espíritu du las par- 
tes, debe ser probado por quien lo afirma. 

Que ijl jiriin r requisito exigido por la ley civil, el de la insol- 
vencia, no lia sid"í p oba lo por la parte del Banco, desde'que no 
*e lia hecho constar, en forma alguna, que Terrera haya sido 
declarado fallid»; que tampoco se ba probado que hubiera 
estado insolvente, fin tos de celebrar el acto. 

Que el hecho del protesto, no se da por bastante para los 
efectos du la insolvencia, atento lo resuelto por la Supnma 
Corteen su fallo que corre el tomo T\ série i\ página.,. 

Que no se ha probado la complicidad de Vasíli en el acto. 

Que el parentesco de ser concuñado, no hace presumir la 
c impUcidad^si no hay otras circunstancias que así Lo autorizen 
ú pensar. 

Que la buena conducta de Vasítí, atestiguada por las deposi- 
ciones de les testigos mayores de toda excepción y que corren 
du foja... áfoja... alejan también la presunción de fraude 6 com- 
plicidad de su parte. 

Que no se ha tratado tampoco, como se afirma por el Banco, del 
único hiende Terrera, desde que ya se habían embargado otros, 
si'guu consta en el expediente del juicio ejecutivo ; y se so- 
licitó mis tarde ampliación del embarga, en la propiedad 
de que se trata. 

Que de la confesión de Terrera y Vasili, que corre á foja.,., 
tomada á petición del Banco, no se desprende tampoco la 
prueba de los extremos exigidos por el Código Civil para la 
procedencia de la acción Fauliana. 
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Que el precio de la casa, no e¿ bajo en U época en que se Ten- 
dió ; pues déla inspección ocular que el ¡o Trascrito ha practica- 
do de ella, resulta que no podía valer mas de ese precio* no de- 
biendo en su mérito presumirse ficticio ese precio . 

Que además, del informe de la dirección de rentas, que corre 
á foja..., se desprende que en efecto fué Vasili quien pagó la 
Contribución Directa, explicándose lo observado por la Dirección 
sobre 1890, por el hecho de ser hecha la veuta en Julio I a de ese 
año. For estos fundamentos y los concordantes de los escritos 
de foja... a foja.., y de foja.. , á foja... y foja,., y foja. defi- 
nitivamente juzgando fallo que debo declarar, como en efecto 
declaro: i 9 Que Don José Vasili es el propietario del sitio y 
casa de que se trata ; 2? Que se levante el embargo que sobre 
ella pesa ; 3* Que las costas se piiqucn en el órden en que so 
hayan causado, por no nal lar mérito para su condenación. 

Así lo resuelvo en Santiago del Estero á 21 día" leí mes de 
Noviembre, de mil ochocientos noventa y tres, 

P. Olaechea y Alearía. 



rallo de 1* *wf r*mm €'•■>< e 

Buenos Aires, Abril i de 1895. 

Vistos y considerando : Que la acción de revocatoria opuesta 
poTel Banco Nacional para impugnar la tercería deducida por Don 
José Vasili requiere entre otros elementos, además del fraude 
del deudor, la complicidad del tercero con quien éste contrató, 
según lo dispone expresamente el artículo 968 del Código 
Civil, desde que se trata de un acto á titulo oneroso. 
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Quo no existe en autos prueba suficientemente demostrativa 
do la complicidad de Varillen la compra hecha a Torrera, de la 
casa en cuestión, aún admitido qne estuviera averiguado el frau- 
de del deudor y que existiesen los demás requisitos necesarios 
paraja procedencia de la acción revocatoria. 

Por estos fundamentos y concordantes de la sentencia apelada 
de fojas ciento veintitrés, se confirma ésta, con costas. Re- 
puestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARE- 
LA. — A DEL DAZAN. — OCTAVIO 
UUNGE. — JUAH E. TOHREKT. 
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Don Pedro Yigliocco contra Don Francisco forrea, sobre cum- 
plimiento de contrato ole locación y danos y perjuicios y 
sobre reconvención ; por pago de alquileres. 

Sumario. — i 4 El contrato de locaciou queda rescindido, si la 
linca arrendada se halla en estado de derrumbe a consecuencia 
fie incendio calificado por las partes de fortuito é inculpable, 

2' En la deuda de alquileres, el locatario debe los intereses 
moratorios desde el día de la demanda. 
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Resulta del 



Pullo del Jiitx FHfml 

Rosario, Julio 21 Je 

V vistos : Do» Pedio Vigliocco demanda á Don Francisco Co- 
rrea puraque lo mantenga eti el uí>o y goce de una finca urbana 
que éste le había alquilado en la calle de) Puente entre las «!<■ 
San Luis y Rioja» pidiendo»! mismo tiempo se condene á 
Correa al pago de los perjuicios que se le habían irrogado 
por la desocupación furzosa que se vió en la neceeidud de hae"r 
de dicha linea, estimando esos perjuicios en la suma de pe -os 
2500 moneda nacional legal. 

Expresa Vigliocco en su demanda que hacía algunos a ñus es- 
taba, en efecto, ocupando, en calidad de arrendatario con su 
familia y un establecimiento de sastrería, la casa de propie- 
dad del señor Correa, mediante el pago mensual de la suma 
de pesos 150, que había satisfecho religiosamente hasta U fecha 
de su demanda ( 24 de Setiembre de 1888), lo que compro- 
baba por medio del recibo por el mes de Junio de dicho año, 
suscrito por el señor Correa (foja 1 ) y al pié á A cual el mencio- 
nado Correa previene á Vigliocco la fecha iudicada como aquella 
en la cual debe desocupar la casa. 

Que hacia pocos días» como era de notoriedad publica, había- 
se producido un incendio en la vecindad, destruyendo la sastre- 
ría que Vigliocco ocupaba. 

Que á los pocos días de este suceso y despue.s de salir de la 
detención en que fué puesto por la policía, como medida precau- 
ciona! para la averiguación de la manera cómo se había produ- 
cido el incendio, y vuelto á ocupar la casa, fué sorprendido uu 
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día, ásu regreso de diligencias que tenía qut hacer en la calle, 
coa la presenciado un albañil y peines de éste que estaban le- 
vantan Jo los techos de la casa, precisamente >Umán estaba su 
negocio ; 

l¿ne averiguando la razón delitos hechos vino en eonuHmien- 
tu «le que esa destrucción había si lo ordenada por t i 1-icadur 
señor Corren ú inér ito do un nuevo contrato hecho por éste con 
el señor Albertí ; 

(Jue vio á Correa, á quien reclamó de su proceder, no obte- 
nieudo resultado >u gestión, razón por la cual venía á deman- 
darlo deduciendo las acciones que a! principióse dejan indicadas 
(espito de foja 3); 

Kl demandado Correa, ú fuja 13, coutrstandu la detuan- 
dn, &e elcepeiona fundándose en la precripcion contenida 
en el artículo 1521 del Código Civil y ■<xpr»sau 1-í que 
habiendo sido total la destrucción producida por el incendio 
eu la casa locada, de acuerdo con este artículo, la loc ución ha- 
bía quedado rescindida. Acompaña & su escrito, y en prueba 
de ta verdad de sus afirmaciones, ét documento de foja 12, sus- 
crito por el Jefe de la Oficina de Ingenieros Municipales, diri- 
gido i Correa y que dice lo siguiente : 

* Teniendo conocimiento que la casa incendiada en la calle 
Puente, entre Bioja y San Luis, es de su propiedad y amenazan- 
do derrumbe las ruinas de dicha casa, ordeno á Vd. proceder 
a la demolición inmediata de las paredes, ele— Srtineítier ». 

lís del caso advertir, por último, que la propiedad de Correa 
es extensa y ella se encontraba ocupada por distintos ¡aquilinos 
con negocios diversos. 

Abierta la causa a prueba pur * i auto corriente de fo- 
ja 22, se produce por las partes la documental de fojas 30 
y 13. de posiciones absueltas por el actor, á foja 31 vuel- 
ta, y la testimonial de fojas 35 y tí. Hecho mérito de 
la prueba por medio de los escritos de fojas 47 y 51, el Juz- 



160 



FALLOS DE LA SUPHESIA CORTE 



gado, para mejor proveer, interroga á las partes en la forma que 
se detalla ;i fojas 58 J 59, quedando así la causa en estado do 
sentencia de fin i tira. 

Y considerando : 1° Que del Informe municipal de foja 43, 
contestando vacamente á las ínter rogación es del escrito de foja 
30, se desprende que la órdeu do demolí -ion corriente á foja 12, 
fué dictada sin mediar para filo investigación pericial bastante y 
concreta, de la cual pudiera hacerse desprender con exactitud 
la certeza de la necesidad du demoler la pured de la parte del 
edílicio que correspondía al taller do sastrería ocupado por el 
locador Vigliocco, pues, como se ha visto, en dicho informe so 
expresa que la inspección se efectuó solamente en la parte del 
frente del edificio indicado, agregando qne, «en cuanto á las 
partes delcditicia queeran ocupadas por ta sastrería, relojería 
café ó tienda, esta oficina ( la municipal ) no conócela cánsales 
de siu desperfectos ni cómo han siih originados. 

-2' Que esto a>í, la órdtn de esa demolición no puede merecer 
al Juzgado la fé perfecta que ella pudiera arrojar en el caso 
suh-jmiirfi, máxime cuando consta de ;iutos por las distintas 
declaraciones corrientes de fojaí.35á ti ; 1' que lo único que 
se quemó en el incendio fueron unos cuartos de madera, un<> 
anexo al café del cSol» y los otros á la parte del edificio ocu- 
pado por la sastrería de Vigliocco ( pregunta 2 1 del interro- 
gatorio de foja 35, contestadas por los testigos 1'edro Binesca- 
tti, Carlos Forest, Benjamín Wolf(¿ Adolfo Straser ), agregando 
el (irimero de estos testigos que comenzó á empapelar tas 
habitaciones de Vigliocco que din frente ;i la calle, lo que por 
cierto no se hubiera verificado en caso de r¡ue esas paredes 
hubieran estado en estado ruinoso como lo dice la Municipali- 
dad ; expresando el testigo Wolff, que las habitaciones de 
Vigliocco ( refiriéndose á las del frente de la calle, que son i las 
que ñ >u vez se refiere también en su informe la Municipalidad) 
noestaban quemadas sinó sucias ; habiéndose sólo quemado I03 
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Cuartos que estaban atrás, ó sen loa de madera, construidos en 
el fondo ; 2" que el incendio no dañó el aditicio de material 
ocupado por Viglione ; 3 o que no se habían encontrado des- 
pués del incendio escombros ú ruinas de material en Mo el 
edificio, que pudieran afectar su solidez ( Declaración de los 
mismas testigos, corrientes de fojas 40 y 41 vuelta ). 

3" Que sentado así el hecho de que las paredes del frente 
del edificio alquilado por Yigliucoo no se encontraban ruinosas 
sinú sólo con pequeños desperfectos, como hasta el misino infor- 
me municipal lo expresa á foja 43, resta entonces dejar esta- 
blecido si la destrucción producida por el fuego fué ú nn total 
para que de ello pueda surgir la consecuencia de la procedencia 
ó improcedencia de la excepción invocada por el demandado y 
en la que directamente funda su defeusa. 

1'' Queá este respecto, la insinuación que envuelve la décima 
pregunta del interrogatorio de foja 35, referente á que todos 
los coartos domadora que se quemaron no habían sido materia 
de la locación, sinó construidos por Ytglioeco después del con- 
trato hecho con Correa, y por tanto de exclusiva propiedad del 
actor, se encuentra corroborada y probada por la confesión hecha 
por las partes en el acta de fojas 58 y 50, de la cual resulta, que 
la locación fué hecha existiendo < n el terreno locado sólo dos 
piezas de material que formaban el frente sobre la calle y dos 
ranchos en el fondo, habiendo el locatario construido para su 
comodidad personal y la de su familia cinco piezas mas y una 
cocina, y que el incendio destruyó las piezas construidas por di- 
cho locatario, produciéndose sólo desperfecto! en las de mate- 
rial con frente ala calle, 

« 

5" Que esto así, desde luego se comprende no haber existido 
la destrucción completa á que se refiere el artículo 1521 del 
Código Civil, para que proceda la resciciou del contrato de lo- 
cación, pues que no habiendo éste versado sinó sólo sobra 
dos piezas de material y dos ranchos, y no habiéndose destruido 
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las primeras, aún desapareciendo las segundos, quedaban siem- 
pre eiistent es las construcciones principales materia del con- 
traía, y por ende, sin aplicación la prescripción citada por el 
demandado en su defensa. 

o Que en efecto, tanto el artículo 1521 de nuestro Código 
Civil, igual en este punto al 1722 del Código Francés, como los 
comentadores de derecho de ambas legislaciones, establecen 
que sólo procedo la rescicíon del contrato de locación en el caso 
deque ta cosa arrendada fuese destruida en su totalidad por 
caso fortuito, debiendo continuar en los casos en que, como el 
presente, esa destrucción hubiese tenido efecto sólo en parte ; y 
así, Pothier en su Tratado de ta locación ij conducción, dice tex- 
tualmente lo siguiente : i Sólo puede obligarse (al locatario ) á 
desocupar la casa, cuando es necesario echarla enteramente 
«bajo : si queda intacta alguna parte y el inquilino se contenta 
de vivir allí, no podrá echársele » (página 147, inciso 2° del 
párrafo 320) . 

7 a Que del hecho de haber salido Vigliocco de la casa loca- 
da, no puede sacarse nn argumento que destruya lo establecido 
en los considerandos anteriores, pues que ese abandono fué sólo 
momentáneo, y él debe atribuirse racionalmente á la imposibi- 
lidad de continuar en el predio locado con su familia después 
de la deitrnccion de las habitaciones que ésta ocupaba y que 
fueren construidas por él y sobre las cuales, como no habían 
sido materia del contrato, no cae la prescripción del inci- 
so 4" del artículo 1604 del Código Civil, en el que se enumeran 
las causales que hacen procedente la conclusión de la locación. 

8° Que respecto á los alquileres que á su vez cobra el locador, 
esta deuda «o encuentra plenamente justiücada por la confesión 
hecha i foja 58 por el locatario, j 'por tanto deben mandarse 
abonar al locador. 

Que respecto á los perjuicios cobrados por el actor, y qae 
éste no ha prohado, ellos no proceden en los casos fortuitos oo- 
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mo el presente ( artículo 513 del Código Civil ), con relación 
al accidente del incendio, procediendo sólo respecto á loa qne 
traigan «u origen de ta no continuación de la locación. 

Por estos fundamentos, fallo declarando : que don Francisco 
Correa se encuentra obliga Jo á poner en el aso y goce del 
prédio locado a don Pedro VigHocco, por el tiempo que aún 
falta para cumplir esa operación por el último, según el 
contrato de locación celebrado entre ambos, ó en su defecto 
abonar á dicho Vigliocco lo> daños y perjuicios que ante 
arbitros constate el demandante habérsele irrogado por la 
desocupación anticipada del prédio locado ; encontrándose á su 
vez obligado don Pedro Vigliocco á abonar & don Francisco 
Corren los alquileres vencidos, A razón de 150 pesos poT cada 
mes y que éste cobra en su escrito de foja 13, con más loa in- 
tereses de las sumas debidas, de acuerdo con lo que cobra el 
Banco Nacional en sus descuentos, sin especial condenación en 
costas. Nutifíquese por el secretario Doctor Quiroga y repón- 
ganse los sellos. 

G. Escalera y Zuviria, 

Fall» de 1» Siprms Cmwtm 

Buenos Aires, Abril 4 de 1895. 

Vistos j considerando : Primaro : Que las partes están de 
acuerdo tanto en lo que se refiere á la celebración del contrato 
de locación, convenido entre el ador, en calidad de locatario, 
j el demandado, en la de locador, como en que dicho contrato 
debía terminar el primero de Enero del mil ochocientos ochenta 
y nueve. 

Segundo : Qne reconocen igoalmflnte que la casa objeto del 
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contrato sufrió, en la noche del once al doce de Setiembre de 
mil ochocientos oi-henta y ocho, los efectos de un incendio, que 
están confirmes en ciililicar, le íortuitoé inculpable para umboü, 
y que por lauto, en d-fecto <ie estipulación especial, no puede 
se i" causa de responsabilidades para los contrayentes. 

Tercero ; (Jue con esos antecedentes y sobre la base de que, 
con arreglo al artículo mil quinientos veinte y uno y mil seis- 
cientos cuatr-i, inciso tercer- i, del < 'ódigo Civil, la locación ter- 
mina cuauilo l.i eas.i ¡un u'l.k'fa so destruye en su tQtalidatl, la 
cuestión »e lia hecho aiiriuandos^ por el demandante que '.os 
efuctos del incendio afectaron sólo parcial meuU al ediJieio lo- 
cad", quedando ísle en buenas rundiciniiesen >u partí' principal, 
mientras que el demandado sostiene que afectaron ú la tota- 
lidad. 

Cuarto : Que si bien es cierto que qmdaron cu pié las dos 
piezas de material quefurinaban el frente sóbrela calle, ^gun 
consta á foja cincuenta y ocho y vuelta, no lo es menos |que el 
estado ruinoso de las minias, á causa del incendio, hicieron 
necesaria su demolición. 

Quinto i $w así resulta del informe corriente á foja cuaren- 
ta y tres, según el que, la Glicina de Ingenieros de la Municipa- 
lidad del Rosario ordenó, el trece de Setiembre de mil ochocien- 
tos ochenta y ocho, prévia inspección practicada el dia anterior, 
dicha demolición, expresando que esa orden fué dada en rela- 
ción á las paredes del frente y techos que en ellas descansaban 
por encontrarse en condiciones de derntmbe, lo cual era peli- 
groso para los transeúntes. 

Seírío.'Quc la circunstancia de haberse concretado el examen 
y acción de la Oficina de Ingenieros á la parte extema del edificio, 
no puede fundar una razón en favor del demandante, desde que 
la contestación entre los litigantes *e reüere precisamente ála 
parte examinada. 

Séptimo í Que el mérito resultante do un estudio especial 
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del estado de los lugares practicado por una oficina técnica, de- 
be primar bobre las declaraciones de los testigos presentados 
por el actor, que pueden ufirnnr, lo que es verdad, que Las pa- 
redes y techos existentes sobre la calle no se derrumbaron co- 
mo consecuencia inmediata del incendio, pero que no rcTClau 
ni haber hecho examen detenido ni poseen la competencia nece- 
saria para acreditar, en pugna con aquella oliciua, que esas 
paredes y por tanto los techos, no d-bían ser demolidos por ra- 
zón de su estado ruinoso. 

lictaeo : Que comprobado e: hecho de haber, ú consecuencia 
del incendio, quedado cu estado ruinoso las pieza» que no se 
derrumbaron ó destruyeron en el aeto mismo, poco importa que 
la oficina de I ngenieros tuviera ó no el derecho dt ordenar su de- 
molición como lo hizo, según *e ve ;í foja doce y se confirma á foja 
cuarenta y tres, pues que, aúu sin órdeu alguna, deber era del 
propietario proceder ¡i cs¡i demolición ( artículos mil ciento 
treinta y tres, mil ciento treinta y cuatro y míl ciento treinta y 
cinco, Código Civil ). 

Moven»: Que resultando así realizada la destrucción del 
edificio arrendado por efecto de un raso fortuito inculpable, no 
cabe duda que portal lie-ho, la locación quedó rescindida y 
terminada, ¡Hinque aún faltasen má« de tres meses y medi-i pa- 
ra el vencimiento del plazo estipulado ( artículos mil quinien- 
tos veintiuno y mil seiscientos cuatru, inciso tercero, fiel Código 
Civil ). 

Ihcimo : Que es un principio de derecho que la obligación 
se extingue, eu;mdo la prostacion que forma la materia de olla 
viene á ser fí-ica ó legalmente imponible sin culpa del deudor 
(artículos ochocientos ochenta y ocho y ochocientos noventa, Có- 
digo Civil), convirtiéndose en la de pagar daños é intereses en los 
casos previstos por el artículo ochocientos ochenta y nuevo 
dit mismo Código, los que no han tenido lugnr en el presente. 

I ndísimo : Que en las obligaciones de dar sumas de dinero, 
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como es la que el demandante reconoce á furor del demandado 
por alquileres adeudados hasta el día del incendio de ¡a ousa, el 
deudor debe intereses moratorios, conforme á los artículos qui- 
nientos ocho j seiscientos veintidós del Código Civil, siendo así 
justo que los pague desde el día de la reconvención. 

Por estos fundamentos: se revoca la sentencia apelada de foja 
setenta y dos, en cuanto condena ú don Francisco Correa á poner 
a don Francisco Vigliocco en el uso y goce del predio lleudo ó á 
la indemnización de perjuicios , en su defecto; á quien se absuelve 
de la demanda, confirmándose en cuanto condena al citado Vi- 
gliocco á pagar á Correa los alquileres adeudados con su¿ intere 
ses, entendiéndose que éstos se deben desde la fecbu de la recon- 
vención : las costar se pagarán en el orden causado. Repuestos 
los sellos, devuélvanse, pudiendo not idearse con el original. 

BENJAH1* PAZ. — LUIS V. VA- 
RELA, — ABEL BAZAS. — 
OCTAVIO BUKGE. 



El Fisco Sacional contra Cadret, llibasini y C\ por reivin- 
dicación; sobre absolución deposiciones 

Sumario.— El Presidente de 4a República no está obligado 
á absolver posiciones en las eausas en que es parte el Fisco Na- 
cional. 
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Cwo.—Ei Procurador Fiscal, procediendo de acuerdo con no. 
decreto del Poder Ejecutivo de fecha 27 de Setiembre de 1802, 
entabló demanda remnd ¡citoria contra Cadret, Habazini y C\ 
de 58.063 varas cuadradas de los terrenos del puerto, que le 
fueron concedidas por el mismo Podar Ejecutivo, por decreto 
de fecha 31 de Marzo de 1888. 

Contestada la demanda y llamados autos, la parto üeman- 
dantu pidió, conforme al artículo 108 de 1» ley de procedí mi cu- 
tos, que el señor Presidente de la República compareciera á 
absolver posiciones, invocando en apoyo de su pedido, la consi- 
deración de que lúe litigios reposan sobre la mas perfecta igual- 
dad de las partes, igualdad tiue resultaría ilusoria si no fuese 
posible á una de aquellas, usar del derecho do producir la más 
eticaz de las pruebas. 



Fall» del lucí redml 

Hílenos Air*;*, Mar/o Jo ltífJl. 
No siendo procedente lo solicitado : no ha lugar. 

lula une. 



Auto d«l Juex Fe4*r*l 

Buenos Airrs, Octubro IB Uo lüí>l. 

Vistos y considerando: Que las funciones y facultades del 
Presidente de la República, como Jefe Supremo de laNaciou y 
encargado de la Administración general del país, se hallan 
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determinadas en la Constitución Nacional y en las leyes que 
reglamentan su ejercicio, y entre esas facultades no está la de 
representar al Estado ante los Tribunales en los juicios en 
que ésta fuese parte. 

Que la ley lia provisto & la necesidad de que los intereses fil- 
íales tuvieran en juicio un representante apropiado y h i creado 
á tal fin el Ministerio Público, que está ejen íJo ante los Juz- 
gados federales por el funcionario denominado Procurador Fis- 
cal, El artículo H7 de la ley de Organización de lus Tribunales 
de la Capital ha establecido expresamente que corresponde á 
diebo Ministerio representar y defender la causa pública cu to- 
dos los casos y asuntos en que su ínteres lo requiera ; y el ar- 
tículo f 19 dispone especialmente que los Agentes Fiscales de lo 
Civil intervengan en todo asunto en que baya interés fiscal. 

Que ou tal concepto ei Presidente de la República no puede ser 
considerado como parte en este litigio, entablado y»v el Procu- 
rador fiscal en representación del Fisco ó del Estado General, 
y no puede ser llamado á absolver posiciones: la ley de Proce- 
dimientos s6lo autorizan cada ¡tnrle para pedir que su adversa- 
rio responda con juramento á posiciones concernientes al punto 
litigioso. Por otra parte, si el Presidente de la República, 
como encargado de la Administración pública, debe ser consi- 
derado representante de la persona jurídica Estado, es sólo 
para los linca y cou los medios que la Constitución y las leyes 
determinan. Que así como el Presidente, — que por lo demás no 
procede nunca por sí solo en sus actos oficiales, los cuales de- 
ben ser refrendados por un Ministro, no estaría facultado para 
presentarse ante los Tribunales entablando una demanda como 
Jefe du la Nación, ni podría contestar, en representación de la 
misma, una que contra ésta se hubiera deducido, — tampoco es- 
taría facultado para ocurrir ante este Juzgado a obligar A la 
Nación confesando posiciones. Que, finalmente, la comparencia 
del Presidente de ia República al objeto solicitado no se justi- 
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íicarfa'siquiera por razón do la necesidad, pues puedo llegarse 
por medios más sencillos* y eficaces a" la averiguación de los he- 
chos pertinentes, y conduciría al extremo inadmisible de con- 
vertir á ese magistrado en un agente judicial, imposibilitándolo 
para el desempeño de sus altas funciones constitucionales. 

Por estos fundamento;» y los concordante* de la precedente 
vista fiscal, el Juzgado resuelve mantener el aut > recurrido, 
concediendo en relación el r^urso de apelación subsidiaria- 
mente interpuesto, para lo cual se elevarán los autos á la Su- 
prema Corte en la forma acoii timbrada. Repóngase el papel. 

./. I'. Luí unte. 



rallo de I» Kuprrnm Corle 

Elui-nn- \hv,. Abrü ft<te 18B5. 

Vistos: Por ios funda meatos del auto de foja ciento ochenta y 
cuatro, y sin que se entienda desconocer las facultades del l're- 
sidente déla República p lir a nombrar mandatarios especiales en 
los casos en que la Nación litiga como persona jurídica, según lo 
que tiene resuelto esta Suprema Corte: se coníirma. con costas, 
el auto recurrido de foja ciento sesenta y dos; y repuestos los 
sellos, devuélvanse, 

BENJAMIN IAZ. — LLIS V. VA HELA. — 
AHEL IIAÍAN. — OCTAVIO BONGE, — 
JUAN E, TOBHEST, 
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< AINA LXXV1 



El Hamo Nacional contra don Carlos Laffont, por deuda at 
¡hinco ; sobre inhibición de enajenar 



Sumario. — Reconocida judicialmente la deuda al Banco Na- 
cional, prucede la inhibición de enajenar autorizada por la ley 
número 3037. 

Caso. — É! represeutante del Banco Nacional presentú el pa- 
garé á la ürdeu de foja dos, suscrito por Laffont con fecha 
9 de Octubre de 1891, por la cantidad de 20.667 pesos, & 90 
días de su fecha; y pidió que Laffont compareciera ante el 
Juzgado para reconocer su iirma. 

Proveído de conformidad y notificado Laffont, compareció y 

reconoció su iirma. 

Conferida vista al representante del Banco, pidió, fundado 
en el reconocimiento y en la disposición del artículo 20 de la 
ley número 3037 ( que se decrctára inhibición general contra 
Laffont. 
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Falto del Jues Federal 

Currieotei, Abril IT de 181)4. 

Xo estando comprendido el presente caso vn los términos del 
artículo 20 de la ley de liquidación número 3037, no ha lugar 
;i la inhibición que se solicita. 

Lujamliio. 



A uta del Jue¿ Federal 

Corrióles, Abril ¿4 di? 18U4. 

Considerando : Que el articulo 20 de la ley número 3037 1 
obliga á los Jueces ú decretar, a pedido del Banco, embargu pre- 
ventivo 6 inhibición general contra al deudor; pero para eso es 
necesario, pues así lo exige el mism> artículo, que la Letra haya 
sido protestada por falta do pago, lo que ne ¡>e ha hecho en el 
caso subíndice* 

Que el simple reconocimicito de firma del sus¿ritor en que se 
funda el solicitante, no constituye ni suple el protesto eligido 
por dicho artículo, á cuyos términos literales y precisos hay 
que sujetarse, por tratarse de un punto que por su naturaleza 
debe restringirse más bien que Ampliarse, 

Que por otra parte, el reconocimiento de una obligación no 
puede equipararse al protesto por Taita de pago de la misma, 
pues aquel tiene sólo por objet* establecer la autenticidad de 
U obligación de la que el deudor se reconoce obligado, y el 
protesto, que lleva implícito cae reconocimiento, tiene por ob- 
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jeto hacer constar que el día del vencimiento ile la obligación 
el deudor se negó á pagarla. 

Que de lo expuesto resulta que la letra de foja. ,.n<> esl á com- 
prendida ni en los término* literales del articulo citado, ni en la 
razón que el legislador tuvo en cuenta para dictarlo, que no es 
otra que la negativa de pago del deudor. 

Por esto, no se hace lugar ú la reposición solicitada del auto 
de foja..., y se concede en relación la apelación interpuesta, de- 
biendo en consecuencia remitirse los auto< á la Suprema Corte, 
á co->ta del apclnnte. 



Vistos > considerando: Que según resulta del documentado 
foja dos, reconocido por Laffont, este es deudor de plazo ven- 
cido de la suma de veintiséis mil seiscientos sesenta y siete pe- 
sos, ¡i favor del Banco Nacional, 

Que m tales condiciones la inhibición de bienes pedida por 
el Banco, se halla dentro de la letra y espíritu de la ley mi- 
mero tres mil treinta y siete. 

Por esto: se revoca el auto apelado de foja ocho vuelta y 
se hace lugar ála inhibición solicitada. Impuestos los sellos, 
devuélvanse. 



/?. .1. Lujanibio. 



I Hilo de la NuiireiM» Corte 



Buenos Aires, Aliril fi de 1895. 
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mi Itedolfo Santander, por los menores (ioduy, en loa autos 
ejecutivos dd Itanco .primal contra doña Emilia E. de 
B&rmieitto, por tercería de dominio; sobrecosías. 

Sumario. — No apareciendo que al tercerista se hayan cau- 
sado perjuicios que el ejecutante deba pagar» ni 'iuc éste Laya 
procedido con temeridad, debe revocarse el auto que le con- 

Cuso. — Lo explica él 



rallo del Jnn Federal 

VI n i ■/ i. Juuio 15 <ic 1394. 

Vistos y considerando : 1 o Que en ejecución seguida por el 
Vaneo Nacional en liquidación contra doña Emilia C. de Sar- 
miento, se embargó el fruto de una vina perteneciente á los 
menores. Xicolasa, Margarita y Alejo Godoy > de quien es tutor 
el señor Rodolfo Santander, que inicia esta tercería por sus re- 
presentados. 

2 o Que el Banco Nacional, por medio de su procurador, sin 
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oponerse á la tercería interpuesta ni contestar la demanda, so- 
licita que se le dé por desistido del embargo, levantándose éste, 
en virtud de reconocer el derecho de los terceristas. 

S° Que la parte actora en esta causa reclama como indemni- 
zación del perjuicio sufrido por el embargo trabado sobre bie- 
nes no perteneciente* a la ejecutada, el pago de las costas 
ocasionadas con la instauración del presente juicio, 

4 n Que si bien es cierto que no puede considerarse temera- 
rio el proceder del ejecutante, desde luego que no se lia opuesto 
al derecho de los dueños, no lo es menos que la promoción de 
este juicio tiene por origen el embargo ilegal de un bien ajeno, 
en ejecución seguida contra persona determinada, y que el da- 
ño causado al que sufre un hecho perjudicial, responsabiliza al 
autor, y debe ser indemnizado, siendo ésta la jurisprudencia 
de la Corte Suprema respecto del embargo de bienes no perte- 
necientes al deudor (artículo mil ciento nueve, Código Civil , y 
Fallos, série segunda, tomo primero, piigina trescientas cin- 
cuenta), 

5" Que tratándose de un embargo que no se lia mantenido 
después de la acción deducida en tercería, puede considerarse 
como equitativa apreciación del perjuicio ocasionado al dueño 
el valor de las costas procesales. 

Fot tanto, dándose por desistido al Banco Nacional en liqui- 
dación del embargo sobre el fruto perteneciente á los terceristas 
que motiva este juicio, de lo cual se pondrá la debida cons- 
tancia y se hará saber á quienes corresponda, se declara que, 
como indemnización del perjuicio causado á los terceristas oone 
embargo indebido sobre sus bienes, en ejecución contra tercero, 
debe el ejecutante satisfacer las costas de este juicio. 

Notifiques© con el original y en oportunidad archívense estas 
actuaciones. 



Severo G. del Castillo. 




DE JUSIfUA NACIONAL 



Í75 



Falla de im ñuprm 



< 



Hílenos Airei, Abril 16 Je 1895. 



Vistos y considerando: Que según se desprende de estos 
autos, la tinca de que procede el fruto embargado estaba en po- 
der de la ejecutada, habiendo el esposo de ésta, don A. Sar- 
miento, sido quien firmó el contrato de renta de la uva, i estar 
á lo que se afirma en el escrito de f ] ,i veintidós. 

Que los antecedentes qne se registran en el expediente de 
tercería, no autorizan para atribuir al Banco temeridad 6 falta 
que pudiera motivar una condenación en costas á su cargo, 
apareciondo, al contrario, que ha obrado á consecuencia de un 
error de hecho explicable y que se apresuró i reconocer tan 
luego como so le hicieron sal °r los derechos del tercerista. 

Que tampoco aparece que al tercerista se le hayan ocasionado 
perjuicios que el ejecutante deba pagar. 

Por estos fundamentos: se revoca el auto apelado de foja 
veinte y cinco, en cuanto condena en costas al Banco. Devuél- 
vanse. 



BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA. — 



ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUNCE. 



JUAN E. TOlUtBNT. 
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Don i el ir tjn-fjctta contra don Enrique González, sobre 
autorización para litigar como pobre. 



Suimtrw. — No procede hi autorización para. litigar como po- 
bre, si no se prueban losextri mo> que la ley local establece para 
concederla. 



Lo exnlica el 



GorticÜtCS, lauto 30 di; 1«0I. 

Vistos: La infurmacion de pobreza producida por don Félix 
Corbata, para litigar con don Enrique González, lo expuesto 
por éáte y por el Procurador Fiscal. 

Y considerando: Que sí bien los testigos presentados por el 
postulante esláu contestes en que éste es un hombre pobre que 
TÍTedé bu trabajo diario y que no posee bienes raíces de nin- 
guna clase, no se ha demostrado, como debiú justiíicarse, la im- 
posibilidad de obtener recursos, y la necesidad, sobre cuyas 
circunstancias como acerca del estado del postulante, su fami- 
lia, salud y edad, debieron ser interrogados los testigos pre- 
Beotados* á fin de que la prueba de estos Lechos pudiera con- 
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iln. ir al conocimiento pleno de si los recursos con que cuenta 
son estrictamente necesarios para vivir, á tal punto de no poder 
distraerlos en los gastas que un pleito demanda. 

Que por consiguiente, faltando en el proceso l¡i prueba de 
las circ unstancias que caracterizan la pobreza, cuyos hechos, 
como se ha dicho, no lian sido interrogadas por deiieiencia del 
propio interrogatorio del postulante, éste no debe ni puede ser 
declarado en la calillad que pretende, con arreglo á lo dispuesto 
en el artículo 55S del Código de Procedimientos de la Provin- 
cia, aplicable en los Tribunales Nacionales por ley del Ho- 
norable Congreso, de lecha 24 de Setiembre de i 878, j la 
jurisprudencia da la Suprema Corte, série 3", tomo 3', pá- 
gina 2!>S. 

Por lo expuesto: no se hace lugar á la declaratoria de pobreza 
solicitada por el postulante don Félix Curbetta, quien, por lo 
tanto, deberá reponer los sellos de este expediente en el tér- 
mino de 24 horas, desde que quede ejecutoriada esta resolución. 
Hágase saber, 

/;'. .1. I.ujnmbio. 
Falla de In HipnnwCorlc 

> 

Buenos Ain-s, Abril 18 do 1895. 

Y vi4os : Por sus fundamentos, se confirma con costas el 
auto apelado de foja diez y nueve. Do ni 01 va uso, debiendo re- 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA. — 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BL'PtGE. — 
JUAJi E. TOilílEST. 
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CAUSA LXXIX 



Don Isidoro Flores contra don Luis U'jaric ; 
sobre nulidad de laudo. 



Sumario. — 1* El voto emitido por separado no importa ha- 
ber laudado sin formar tribunal, si consta que los arbitros se 
reunieron, y así reunidos resolvieron dictarlo en esa forma. 

2» Antes de notificarse el laudo, cada árbitro puede, sin vi- 
cio, reformar ó enmendar su voto. 

3" Dictado el Uudo declarando no haber lugar ¡t la rescisión 
de contrato, queda de hecho declarado que no hay lugar fí la 
indemnización que se reclamaba en el caso de rescisión. 



Caso.— Los señores Flores y ligarte celebraron el siguiente 
compromiso: 

En la ciudad de San Juan, á diez días del mes de Febrero del 
uño corriente (1892) comparecieron los señores Isodoro Flores 
B< y Luís ligarte, á objeto de nombrar árbitros arbitradores, 
nombrando el señor Flores, por su parte, á don Francisco Ma- 
chuca y el señor Ugarte nombró á don Ventura Larrtnaga» y 
de común acuerdo nombraron al Ingeniero don Ramón Moyano 
para que formando tribunal resuelvan la siguiente cuestión : 
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Si se ha de rescindir el contrato de foja i' por dificultades 
suscitadas por el señor ligarte para cumplirlo y si hay lugar á 
indemnizaciones, comprometiéndose á pagar una multa de 
500 pesos, que pagara la parte que deje de cumplir los actos 
indispensables para la realización del compromiso; señalándose 
el plazo de... á los Arbitros, previa su aceptación a prestar el 
correspondiente juramento, y lo firmaron ^on el señor Juez 
por ante mi, de que doy fé. 

L , Kck&jaray i — laido ro f 7o- 
res H. — ¿tíís ligarte. 

Eusebia Castañeda 
Sccriítflrio. 

Aceptado y jurado el cargo por los arbitros, estos dieron 
poT constituido el Tribunal y dictaron diversas providencias. 

Después de sustanciado el juicio por todos sus trámites, los 
arbitros dictaron el siguiente auto: 

En Caucete, a 7 dias del mes de Marzo de 1892, se reunió el 
Tribunal arbitral para faltaT en la causa Flores -Ugarte y no 
habiéndose puesto de acuerdo los ár bit ros, en la decisión, acor- 
daron consignar cada uno su voto especial.— llaman Moyana. — 
Ventura Larri naga. — Francisco A. Machuca. 

En consecuencia, cada arbitro presentó por separado, en 10 
de Marzo, su fallo, pronunciándose s el señor Machuca, por 
la rescisión del contrato, debiendo Ugarte pagar los perjuicios ; 
el señor Larrinaga, por la no rescisión, y el señor Moyano 
también en esta última forma. 

Notificado Flores de los respectivos fallos, se presenté al 
Juez de Sección, deduciendo el recurso de nulidad contra la 
resolución de les áTbitros, fundado: 
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I a En que han procedido á resolver sin forinaT Tribunal, 
dando cada arbitro su dictamen individual, i lo que so agrega 
que él señor Machuca afirma que los otros arbitros retiraron 
sus dictámenes cuando et expediente se encontraba en el Juz- 
gado, presentando después los que corren e» autos ; 
* 2 a En que los arbitros no se han pronunciado sobre una de 
las cuestiones sometidas á su decisión, como es la relativa ü si 
baj lugar ó no á indemnizaciones. 



F»ll» del Jurt i>d*r»l 

San ííMítti Jimio 1* dé 

Vistos: y psultarido que el recurso de nulidad se funda: 
í > en que los árbitros han fallado sin formar tribunal, dan- 
do eado uno individualmente su dictamen ; 2" que algunos 
de ios árbitros han retirado sus fallos después de ser entre- 
gados al Secretario, sustituyéndolos |ior otros; y, por último, 
qne no se han pronunciado por una de las cuestiones sometidas 
á su decisión, cual es ai hay ó no lugar á indemnización. 

t considerando : llespecto al primer punto, que, según consta 
& foja 05, los arbitros se reunieron el 7 de Marzo del corriente 
año para fallar la causa, y no estando de acuerdo resolvieron 
que cada uno consignara su voto especial, lo que demuestra 
claramente qne formaron Tribunal. 

Que, por otra parte, los juicios de arbitradores y amigables 
componedores, cuino en el presente caso, no están sujetos á los 
procedimientos legales cuando así no se conviene, y no hay nu- 
lidad en el laudo de los árbitu aunque los fundamentos sean 
distintos, siempre que no sean contradictorios y la resolución 
sea la misma (f aflea de la Suprema Corte, tomo IZ> página 
371, de la serie 2"). 
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Respecto al segundo, que la sentencia do los jueces es aquella 
que se le ha notificado á la . partía, y antes de esto tienen fa- 
cultad de reformarla y enmendarla, como parece que ha suce- 
dido en el presente t aso, segun lo supone el demandante, que 
antes de sfcr notificado han sido retiradas para sustituirlas por 
otras. 

En cuanto al tercero, sobre si hay ó no lugar á indemnizacio- 
nes es una cuestión dependiente de la principal, esto es, si 
había ó no lugar á ta rescisión del contrato ; y habiendo decla- 
rado los arbitros en mayoría que no hay logar ála rescisión está 
también resuelto que no hay indemnizaciones, porque esta es 
una pena impuesta al que ha faltado á su compromiso; y ha- 
biendo declaración de que no hay tal falta, tampoco puede haber 
la pena. 

Por estas consideraciones : falij no haciendo lugar á la nu- 
lidad interpuesta, eon costas. Hágase saber con el original y 
repónganse los sellos. 

L, EcfkCf taray. 



Fallo d> la iupr«mn C«Me 

Bueno? Aires, Abril 16 de iBÜó. 

Vistos y considerando : <¿ue como lo establece la sentencia 
apelada, consta, en efecto, que losárbitros arbitradores se reu- 
nieron formando Tribunal para decidir la causa que lea fué so- 
metida, acordando, por haber divergencia de opiniones, que 
cada árbitro fomiule su voto especial (foja sesenta y cinco) lo 
que hicieron todos eon fecha diez de Marzo, según se vé de fojas 
sesenta y seis á setenta. 
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Que con tal antecedente no puede invocarse la deposición de 
la ley treinta y dos, título cuarto, partida tercera para fundar 
nna nulidad que careciera de base en el hecho. 

Foresto y sub fundamentos refereutes á las demás causas en 
que el recurrente apoya la nulidad deducida contra el laüdo en 
cuestión, se confirma, con cestas, la sentencia .apelada (le foja 
setenta y siete vuelta. Repuesto los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ, — LUIS V. VARALA. — 
OCTAVIO BUNGÉ. — JUAN E. TORREÜST, 



CAUSA LXXX 



El Raneo Nacional contra Don Eduardo Luis Viía, por 
cabro de pesos; sobre infracción de ta ley de seílos 

Sumario, — No hay infracción do la ley nacional de sellos 
en la esertura de hipoteca sobre inmuebles situados en la pro- 
vincia, otorgada en sellos y registro provinciales. 



Caso. — El representante del Banco dedujo juicio ejecutivo 
contra el señor Vila, por cobro de la cantidad de 21.706 pesos 
moneda nacional, y acompañó testimonio de la escritura y obli- 
gación hipotecaría otorgada ante el escribano Celedonio Alar- 
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con, en San Kicolas de los Arroyos, el 27 de Agosto de 1890, 
Hallándose extendida La obligación hipotecaria en papel 
sellado de la Provincia, se dio vista al Procurador Fiscal quien 
expuso : 

Señor Juez : 

Por razón de la naturaleza del acto, la obligación de foja 1 
ha debido extenderse en papel sellado nacional, y en este concep- 
to le correspondía un sello de valor de 79 pesos moneda 
nacional, segon el artículo 4 o de la ley vigente. 

Se ha incurrido en la multa de la segunda parte del artí- 
culo -48 . 

C. G* Vieyra. 
ralla M J««» Meral 

- 

La Piala, Octubre 10 de 1891. 

Téngase por resolución la precedente vista fiscal y repóngase 
la foja en oportunidad* 

Aurrecoechea. 

I 

VISTA DEL SEfiOft PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Diciembre 14 de 1894. 

Su jtrema Corte: 

Las obligaciones por letras y pagarés i favor del Banco Na- 
cional deben otorgarse en sello nacional. 
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Pero la escritura acompañada á foja t*, comprenda una 
obligación cspec t al, temiente ú garautíi con hipoteca una letra 
preexislente. Esa escritura, otorgada en la jurisdicdou de la 
Provincia, en un registro Provincial y respecto de bienes raíces 
ubicado* en aquella, ha debido observar la ley de sellos de la 
jurisdicción local. 

En tal caso, debe ser aceptada y tramitada sin exigirse repo- 
sición por los Tribunales N'aciouales, según lo prescrito en el 
artículo 46 do ta ley nacional vigente. Pido á V. i:. t se sirva 
así declararlo, revocando en consecuencia, *l auto recurrido de 
fojaS. 

Sabiniano AVer. 



Fallo de la Suprema Cari* 

■ 

Buenos Aires, Abril ltfde ltííiS. 

Vistos : De acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General, se revoca el auto apelado de fojauuevo; y 
devuélvanse. 

BE3JAMIS PAZ. — LUIS V. VARELA . 
— ABEL BAZAS. — OCTAVIO BUN- 
GE, — JUAN E. TORBENT. 
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CAUSA L\X\I 



El Banco Nacional contra Dmi Teófilo T. Ürraco, por cobro 
e¡ecutiüo de perniabre apelación, 



Sumario. — Debe declararse m;tl concedido el recurso contra 
el auto de sol vendo. 



Casa. —El defensor del eje tado, en vista del informo del re- 
gistro do la propiedad, de no hall ¡irse inscripto á nombre do aquel 
ningún bien, pidió que se u chivara el expediente. El Banco se 
opuso, y eljiie^ convocó ií las partes á juicio wbaL No habien- 
do éste tenido lugar después dé dos citaciones, el Banco pidió se 




Falto «leí Juca Federal 



lliieiioí Aires. Octubre 10 de 18!>i, 



Autos y vistos ; Por los fundamentos del escrito de esta par- 
te, de foja 31 „ no ha lugar á lo solicitado por el defensor del 
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ejecutado en el escrito de foja 29, é intímese el pago de la su- 
ma reclamada dentro del tercer día, bajo apercibimiento de eje- 
cución y embargo. Déjase sin efecto el juicio verbal decretado. 

Juan del Campillo. 



Falla a> la Hupreaie «feria 

Buceos Aires, Abril 16 de 1B95. 

Vistos: De conformidad con lo dispuesto en el artículo tros- 
cientos, doscientos cincuenta y dos y doscientos cincuenta j 
cuatro de la ley de Procedimientos, se declara mal concedido 
el recurso ; y devuélvanse. 

PAZ, — LUIS V. VARELA. — 
AREL BAZAN. — OCTAVIO RlfflGE. — 
i LAS E. TORRE5T. 
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CAUSA LXXKII 



El flanco Racional contra Don Manuel López, por cobro de 
pesos ; sobre levantamiento de inhibición y apeldcion 



Sumario. — 1* Debe man tenerse la inhibición decretada con- 
tra el deudor del Banco Nacional aquieu no se conocen bienes. 
2* El auto de solvendo no es apelable. 



Caso. — El registro de la propiedad informó al Juzgado sobre 
los inmuebles inscriptos á nombre del ejecutado, especificando 
su extensión y linderos. 

En 16 de Diciembre de 1893, á pedido del Banco, se decretó 
inhibición contra Don Manuel López, la qne se anotó en los Re- 
gistros de ésta Capital y de La Plata. 

En 16 de Junio de 1894, el Doctor Ugariiza, defensor del 
demandado, se presentó diciendo : que estando limitada la eje* 
cucion á 56,58 (tesos moneda nacional y habiendo en autos 
constancia de las propiedades de) deudor, debía mandarse le- 
vantar la inhibición, la que sólo procede cuando no se le conocen 
bienes, y ordenar el embargo de uno de los inmuebles á que se 
refiere el informe del registro de la propiedad, pues cuales- 
quiera de ellos basta para ga rantir la deuda cuyo pago se per- 
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siguí 1 . Invocó lo- artículos 255 y 257 de la ley de procedimien- 
to^ y pidió que asi se ordenara. 

El representante del Banco, evacuando el traslado que se le 
conllrió solicitó" el rechazo, con costas, de lo pedido por el de- 
fensor, 

Dijo : Que si bien es cierto que ta ejecución fué miniada por 
cobro de intereses y amortizaciones, con arreglo á la ley ante- 
rior de liquidación, también es que por la nueva tiene derecho 
el Hancopara exigir del deudor el pago de la letra y así lo exi- 
girá ; 

Que la inhibición decretada es arreglada á lo dispuesto por el 
artículo 20 de la nueva ley de liquidación, que uo hace excep- 
ción ni distinción sobre deudores solventes 6 insolventes ; 

Que el demandado se encuentra entre los últimos, pues revi- 
sailas las escrituras matrices de las propiedades a que se re lie re 
ei informe del Registro de la Propiedad, resulta quo las firmas 
que aparecen en ellas no son iguales á la que se jhalla en la le- 
tra dr foja una, y aquellas pertenecen á un señor Manuel López 
que no es el demandado, al cual no le conoce bienes. 

El juez convocó ¡i las partes á juicio verbal, y habiendo pedi- 
do el Banco que se deje éste sin efecto, y so intime el pago del 
capital adeudado, intereses y gustos, de acuerdo con el artículo 
254 de la ley de procedimientos y 10 de la de liquidación, se 
dictó el siguiente : 



F*H« del Jiifi Federal 

Bueno* Aire*, Octubre 13 de 1801. 

Autos y vistos: Por los fundamentos del escrito de esta parte, 
de foja 39» no ha lugar á lo solicitado por el defensor del ejecn- 
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tado en el escrito de foja 37, é intímese el pago de la suma re- 
chinada dentro del terrero día, bajo apercibimiento de ejecución 
y embargo. Déjase sin efecto el juicio verbal pendiente. 



Jtmn tlel Campillo. 



frailo ilc I» M«|irfina Corte 

Buenos Aires, Abril 16 de 1H95. 

Vistos y considerando: Que segun lo expresa la parte del 
Banco, la persona ¡i quien se reliere el informe de foja veinte y 
cinco, esotra qm> aquella contra quien se dirige la acción 
aún cumulo ambas tengan el mismo nombre y apellido. 

Que la verdad de ese heclio no es contestada por el defensor 
del demandado. 

Por eato, se confirma, con costas, el auto de foja cuarenta y 
géía vuelta, en cuanto no hace lugar al levantamiento de la inhi- 
bición solicitada por el defensor á foja treinta y siete; j de 
acuerdo con lo dispuesto en los artículos trescientos, dos- 
rientos cincuenta y dos, y doscientos cincuenta y cuatro do la 
ley de Procedimientos se declara nía] concedido el recurso en 
lo concerniente al auto de soliendo. Devuélvanse. 

UENJAMIN l*h¿. — LUIS V. VABEU, — 
ABEL HAZAN. — OCTAVIO BUKGE. — 
JUAN E. TOHBENT. 
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Contra el Comisario de Volicia del departamento Giménez 2°, 
provincia de Santiago, don liamon A. Brandan , por infrac- 
ción de la ley nacional de elecciones ; sobre amnistía. 

Sumario. — Las infracciones de la ley nacional de eleccio- 
nes se hallan comprendidas en la ley niimcru 3223 f sobre am- 
nistía de delitos políticos. 



Caso. — Hallándose pendiente aquella causa, en virtud de 
apelación interpuesta por id acusado, se dictó el siguiente 

rail» «le I* Suprema Carie 

Bueno* Aires, Abril 16 de 1895, 

Vistos : Estando declarados amnistiados, por la ley número 
tres mil doscientos veintitrés, da veiulicinco de Enero del corrien- 
te año, todos los delitos políticos cometidos con anterioridad á 
ella, y siendo de tal carácter los hechos que dan lugar á la 
presente causa, dáse por terminada esta, y devuélvanse los 
autos al Juzgado de su procedencia. 

BENJAMIN PAZ.— LUIS V. VARE- 
LA, — ABEL BAZAR. — OCTAVIO 
SURGE. — JUAR E. TORREHT. 
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CUSA MXIIV 



Contra don Hajino Márquez, por infracción á la ley nacional de 
elecciones; sobre amnistía. 

Sumarto. — Las infracciones de la ley nacional de elecciones 
se bailan comprendidas en la ley número 3223, sobre amnistía 
de los delitos políticos. 



Caso, — Pendiente aquella causa de apelación interpuesta 
por el querellante» se dictó el siguiente : 

rail* 4« la Suprema Carta 

Buenos Aires, Abril 16 de 1895. 

Vistos : Estando declarados amnistiado* por ley número 
tres mil doscientos veintitrés, de cinco de Enero del corriente 
a fio, todos los delitos políticos cometidos con anterioridad á 
ella, y siendo de tal carácter los hechos qno dan lugar á ta pre- 
sente causa, dáse por terminada ésta, y devuélvanse tos autos 
al Juzgado du su procedencia, 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA. — 
ABEL BaZA». — OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E* TORREKT. 
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CAUSA LXX\I 



Contra el Juez de Paz de Cañada de tíomez, don Francisca 
úimenes^ y los conptcces de la mesa imcriplora del Itegistro 
Chuco Racional, don Hámulo Acuña ij don Andrónico Ciomez, 
por violación de la ley nacional de elecciones; sobre amnistía. 



Sumario. —Las infracciones de la ley nacional de elecciones 
se hallan comprendidas en la ley número 3223, sobre amnistía 
de los delitos políticos. 



Caso,— Los procesados apelaron de la sentencia de primera 
Instancia, que los condenaba al pago de cincuenta pesos mo 
ntda nacional. Pendiente el recurso, se dictó el siguiente 



F*ll* 4» I* Suprema C«rte 

Buenos Aires, Alml Mi de 1895, 

Vistos: Estando declarados amnistiados por ley número tres 
mil doscientos veinte y tres, de veinticinco de Enero del co- 
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mente año, todos los delitos políticos cometidos con anterio- 
ridad á ella, y siendo de tal carácter los hechos que dan lugar 
á la presente oausa, díse por terminada ésta, y devuélvanse 
los autos al Juzgado de su procedencia. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VA HELA. — 
A BU, BAZAN .— OCTAVIO BU FICE, — 
JOAN E. TORBENT. 



CAUSA L.VIJKVI 



Contra ¡Sery y p; sobre comiso 

Sumario. — La rectificación, intentada después de haber te- 
nido lugar un principio de verificación, no sutoriu d conmatar 
la pena decomiso incurrida por falsa manifestación. 



Caso. — Resolta de las siguientes piezas : 



RESOLUCION PE ADUANA 



Buenos Aires, Diciembre 13 de 1892. 

. T visto : Lo actuado, de lo que resulta comprobado que en 
la descarga del cargamento de sal traído a este puerto en la 

T.IX w 
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barca noruega «Lalla», á la consignación de los señores Nery y 
C\ ha resultado exceder á lo manifestado en 3830 hectolitros ; 
con arreglo á lo dispuesto en el artículo 905 de las Ordenanzas 
de Aduana, declárase caído en comiso dicho exceso. 

Hágase saber, pase á Contaduría á sus efectos y repónganse 
los sellos. 



T vistos : Considerando que está debidamente establecida la 
existencia del exceso á que se refiere el parte de foja.*, sobre lo 
expresado en el manifiesto general. 

Que consta de la nota de foja A, la que, según el certifi- 
cado del actuario de foja 7G, fué recibida en la oficina de des- 
tino en la fecha que expresa, que en 5 de Setiembre se ordeno 
la verificación del cargamento de la referencia, habiéndose ese 
dia comenzado la descarga de la sal t como lo acredita el recibo 
de foja 8. 

Que en tal concepto, el pedido de ampliación ó agregación 
hecbo en Setiembre 7, y que quedó sin resolución, tuvo lugar 
cnaado ya habla habido por parte de la Aduana nn principio 
de verificación, circunstancia ésta que hace ineficaz esa solici- 
tud en el sentido de una exención 6 atenuación de la pena co- 
rrespondiente. 

Por estos fundamentos, se confirma, con costas, la resolución 
apelada. 

Ka oportunidad devuélvanselos autos i la Aduana á sus 
efectos. Repónganse los «ellos. 



S. Baibiene* 




J. V. Lalanne. 
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VISTA DEL SEÑOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Marzo 13 de 1895. 

Suprema Corte : 

No se ha demostrado ser antidatada la fecha del oficio de 
foja 6, que mandé tomar cuenta de las operaciones de descarga 
que efectuase la barca noruega < Lalla* . 

No se ha desvirtuado tampoco el hecho de haber comenzado 
la verificación de la descarga en la misma fecha 5 de Setiembre, 
que confirma el certificado de foja 8. Las declaraciones y dili- 
gencias de fojas 76 i 80, conducen, al contrario, á establecer la 
autenticidad de la fecha.de los documentos impugnados. 

La rectificación del manifiesto, con fecha 7 del mismo mes, 
era tardía é ineficaz, en consecuencia, según el artícelo 981 de 
las Ordenanzas, para producir los efectos previstos en el artí- 
culo 080» y por ello pido á V. E. la confirmación de la resolu- 
ción recurrida. 

Sabiniaw Kier. 



Falle *e la ««aroma Cari* 

Buenos Aires, Abril 16 de 1895, 

Vistos y considerando : Que según consta de autos, cuando 
Nerj y C* ocurrieron á la áduana manifestando el propósito 
de rectificar la manifestación anteriormente hecha por ellos, 
ya había tenido lugar uo principio de verificación, que en loa 
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términos del artículo nuevecientos ochenta y uno de las Ordé- 
nalas de Aduana no permite conmutar la pena. 

Por esto, de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor 
Procurador General y por sus fundamentos, Bfi confirma, con cos- 
tas. !a sentencia apelada de foja noventa y cinco. Repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — LDtS V. \ ARELA. — 
ABEL RAIAN. — OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E- TORRLNT, 



CAUSA IXXXVII 



Van Manuel niascauya (hijo), contra Don Jacinto Jf . flosso, 
por desalojo ¡ sobre personería. 



Sumar i. — El que se presenta en juicio á su nombre, no 
necesita acreditar la personería. 



Caso.— Don Manuel Olascoaga (hijo) se presentó ante el 
Juzgado exponiendo: Que desde Febrero de 1892, en auseucia, 
suya, por convenio con su administrador de entonces, j por el 
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alquiler mensual de 10 pesos, Dun Jacinto ü. Rosbo se instaló 
en dos piezas del fondo de su nasa habitación, sobre lacualcjer- 
ce propiedad y dominio en representación de su señor padre el 
coronel Don ManuelJ, Olascoaga. Que no habiendo el locata- 
rio abonado suma alguna, pidió por repetidas reces su desalojo 
y el pago de las mensualidades devengadas, habiéndose declara- 
do incompetentes todas las autoridades tócales. Que siendo 
Itosso empleado de la gobernación e* invocan lo Órdcn del go- 
bernador para no desalojar, le notificó en 23 de Agosto de 
ISOSque dvsde esa fecha exigía el alquiler mensual de 200 pe- 
sos, y la misma prevención hito por carta al secretario de la 
gobernación, en ejercicio del mando ; usando al hacer todo esto, 
el derecho que le confieren Jos artículos á 16 del Código 

Civil. 

Pidió : I o qu* se le tuviera por parto ; y 2 o que se condenara 
é Itosso al desalojo y al pago, dentro de 30 días, de la suma de 
1860 pesos con 9b centavos, por los alquileres devengados, 
intereses y costas. 

ChosmaJüi, Mayo 93 Je 1893. 

De conformidad á lo dispuesto por el Código de Procedimien- 
tos, acredite sn personería el solicitante y se proveerá, devol- 
viéndose la precedente solicitud sin más trámite, 

■ 

Pondal. 

Ante mí : , 



B. F. lui/a, 
Secretario. 




Chosmalal, Junio 8 de 1893. 

T fistos : Considerando : 1° Que no habiéndose comalido por 
esta parte lo ordenado en el artículo líi del Código de Procedi- 
mientos, de acompañar en sn primer escrito loa documentos que 
acrediten el carácter que inviste. 

& Que presentándose á nombre y representación de bu señor 
p&dte, debió acompañar, para acreditar sn personería, la compe- 
tente escritura de poder ( artículo 14, Código citado), lo cual 
no lo ba verificado, 

3° Que las disposiciones del Código Civil citadas en el escrito 
qne antecede no son aplicables en el presente casa: primero, 
porque ellas versan sobre la posesión de ana cosa y de la tradi- 
ción para adquirirla ; y segundo, porque sería ridíonlo pretender 
bajo ningún principio, que loa códigos citados estén en contra- 
dicción en un punto tan sencillo como el presente. 

Por ello, no ha lugar á la reposición que se solicita, y concé- 
dese en relación el recurso de apelación que en subsidio se 
interpone, para ante ta Suprema Corte, adonde se elevarán 
los autos en la forma de estilo. 



V. Pondal, 
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f»h* «e i» su 

Buenos Aires, Abril 18 de 1895. 

Vistos 7 considerando : Que la demanda de foja tres ha sido 
deducida por Don Manuel J. Olascoaga ( hijo ), í su nombre 
personal y afirmando que el contrato que sirve de antecedente 
i la demanda había sido conreo i do por el representante sujo 
de ana parte, y el demandado de la otra, en cajo caso no es de 
aplicación lo dispuesto por los artículos trece y catorce del Códi- 
digo de Procedimientos rigente en los Territorios Nacionales. 
Por esto : se revoca el auto apelado de foja cuatro. Devuélvanse, 
debiendo reponerse los sellos ante el inferior. 

BEHJAMIH PAZ. — LUIS V. VARE- 
LA. — ABEL BAZAfl,— OCTAVIO 
BUHCE. — JUAN E. TORBEHT. 



CAUSA M XX VIII 



Don Wenceslao Escalante contra el Ferrocarril Central Argén- 
fino, por expropiación ; sobre regulación de honorarios de 



Sumario, — Gnacdo la regulación de honorarios es de 500 
pesos, j el apelante no es el interesado en que exceda de esa 
suma, no debe concederse la apelación. 



FALLOS DE LA SOTRtHA CORTE 



Caso. — Don Mariano Iparraguirre, perito en aquella cansa, 
presentó au cnenta de honorarios, es timándolos en mil pesos 
moneda nacional. £1 Juez los fijó en 500peaos ; la empresa del 
Ferrocarril apeló y se le concedió el recurso. 



Falle tfe tm Suprema CtHe 



Buenos Aires, Abril 18 de 1895. 

Vistos en el acuerdo y considerando : Que la regulación hecha 
por el Juez de la cansa lija en quinientos pesos tos honorarios 
del scüor Iparraguirre, según se ve a foja dos vuelta. 

Que el apelante no ea el interesado os que la regulación ex- 
ceda de quinientos pesos, habiéndose conformado con el acto 
judicial la parte que lo pretendía. 

For esto, y de acuerdo cou lo dispuesto por los artículos tres 
y siete de la ley de la materia, se declara mal concedido el 
recurso de apelación deducido; y repuestos loa sellos, devuél- 
vanse. 

BENJAMIN PAZ* — OCTAVIO BURCB* 

man e. torren? 
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Coaita Don Juan ti. Herrera; sobre contrabando 



Sumario, — i" No pueda declararse la existencia de) delito 
de contrabando, sin la prueba de hechos que lo constituyan. 

2° La omisión del certificado consular en el manifiesto de las 
mercaderías ú introducirse, está penada con una multa igual al 
valor de los derechos de importación. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas: 



ItESOLUCION DE ADUANA 

Vistos j resultando : I- 1 Que en el oimpo denominado «T*ra- 
bería», en la estancia de Doña CArwen Salinas, dejó una carga 
de mercaderías que traía de la República de Chile el señor 
Alejandro Alanís, sin motiroa que justificasen tal proceder, 
desde que reñían en buenas condiciones de servicio las malas 
que la conducía, según se desprende da la declaración de su 
jeon Vicente Carrizo, foja 5 y Tiielta, así como ta de fojas 7, 8 y 
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vuelta, de la señora FaustinaT. de Ptrea, inquilina de la casa 
en que se íiiio el deposito, y que mía firman en sus respecta as 
declaraciones do fojas 5,6, 7, 10, 11 y vuelta, los testigos 
Juan Palacios y Salomón Macías, y en su informe, el Guarda 
auxiliar Don Lázaro RiveTO ( foja t6 y vuelta ). 

2 o Que dicho señor Alanís al presentarse al resguardo nvan- 
zado de c Ciénaga Redonda», manifestó no traer más cargas 
W Ia m componía su equipaje, por no haberle convenido 
í omprar nada en Chile } dado lo caro que se encontraha la mer- 
cadería en aquel país, según lo refiere el auxiliar Rivero en su 
nota de fojas 1, 2 y vuelta. 

3 o Que al presentarse en iTambería» el guarda-cordillera 
Don José Morales encargado de la averiguación y captura 
de esa mercadería, su le ocultó la existencia de ella, para ofre- 
cérsela después, al ser intimado con las consecuencias que. 
resultan deesa negativa, que confirma la sospechado tratarse de 
un contrabando; sospecha que había sugerido al auxiliar Rivero 
la conversación que tuvo con Düii Juan Palaoios, enviado de Don 
Tomás Cuello, de Copacabana, que se encontró en «Tambería» 
con el señor Alanís, y las muías con que éste llegaba al Res- 
guardo, que hacían comprender, por su estado, qne se había 
desprendido carga a corta distancia ( Informe del auxiliar Ri- 
vero, foja 14); loque no pudo ocultar el señor Alanía, ú pesar de 
su hábil escusa, negando que traía mercaderías que debiesen 
pagar derechos. 

Que incurre también en contradicciones el señor Alanís 
en sub declaraciones de fojas 1, 2 y vuelta, diciendo que dejó 
esa carga en « lambería >, por no tuaer en qué hacerla llegar 
al Resguardo, manifestando en seguida que lo hizo así para 
venir mus cómodo y liviano ; y falsa su afirmación de que no 
traía sino tres muías, como lo prueban en sus respectivas decla- 
raciones de fojas 2, 3 t 5 y vuelta, 10, i i y vuelta 6 y 7, sus 
peones Octanaoo Rivero y Vicente Carrizo, su acompañado Don 
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Salomón Macías y Don Juan Palacios, que afirman haber traído 
6 muías, un caballo y una yegua, lo que tambie-i confirma en 
su informe de foja 16 y vuelta, el auxiliar Pivero. 

5 ,J Que el señor Manís pudo recorrer en pocas horas, con 
marcha rápida, el trayecto desde c Tambería * &, esta localidad, 
pasando por el Resguardo avanzado de « Ciénaga Redonda », á 
12 leguas de esta oficina y que no dista de) punto donde dejaba 
su carga, arriba de 7 leguas, según conocimiento que tiene 
el Administrador de Rentas que suscribe. 

6 n Que el señor Alante manifestó a su acompañado don Salo- 
món Macías, fojas 10, 11 y vuelta, que esa carga que dejaba en 
« Tambería» tenía encargo de traer su capataz don Rosendo 
Salda ño ; lo que contradice en absoluto Saldaño en u 
declaración de fojas í2y 13. haciendo constar que el señor 
Alanís, le había dejado malas muías para su viaje y que había 
venido por camino distante de * Tambaría >. 

7° Que el señor Alanís declara que la curga que dejj en 
t Tambería * pertenece al señor Juan Herrera, de quien tenía 
encargo de buscar un hombre que fuese en busca de ella ; lo 
que ratifica el señor Herrera en su declaración de foja i y 
vuelta, diciendo que había pedido á Alanís haga bajar e&a 
carga, porque era de su deber hacerla llegar i esta localidad, y 
que él no le había ordenado dejarla en « Tambería » ; no habiendo 
sacudo certificado consular del lugar de su procedencia, por no 
creerlo necesario. 

8 "Q u ¡ Don Remigio Perja, en .su declaración de fojai 9 vuel- 
ta y 10 eipone : que de regreso á su casa en < Tambería * t en- 
contré en ella la carga de mercaderías que dejó el señor Alanís, 
sin consentimiento de su señora esposa, que estaba allí, y que 
no dudando de que se trataba de un contrabando había encarga- 
do á Don Salomón Marías diese aviso al Resguardo, para no 
verse comprometido, lo que confirma líicíis en su declaración, 
como que tenía concienciado ello, por ser los señores Alan!» 
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contrabandistas, que le propusieron en rarias Teces les hiciese pa- 
sar de cintraban do cargas de mercaderías, afirmándolo asi en 
su ampliación voluntaria de fojas 11 vuelta y 12, 

0° Que Don Julio Palacios, en su declaración do fojas (> y 7, 
afirma que al encontrarse en « Tamberfa » con Don Alejandro 
Manís, le propuso éste, ganarse la changa, haciendo pasar de 
contrabando esa mercadería, y á lo que se había negado Pala- 
cios dictándole que ni Dios permita, 

10° Que en su informe de foja 15 y vuelta, el Guarda Cordi- 
llera Don José Morales, observa que de c Tamberfa » se apar- 
tan varios caminos no habilitados, y que indudablemente es 
aquel local depósito elegido por los contrabandistas, para pasa- 
dos un us días burlar la vigilancia do los Resguardos, tomando 
después cualquiera de esos caminos, coraf> sin duda ninguna se 
ha pretendido en el caso ocurrente. 

Considerando : 1" Que según resulta de lo obrado en este 
expediente, Don Alejandro Alanfs, encargado ó asalariado del 
señor Joan Herrera, ha contravenido las ordenanzas de Adua- 
na y las leyes? disposiciones fiscales, pretendiendo introducir 
de contrabando Jas mercaderías motivo de este sumario y del 
cual así resulta (artículos 737, 738, 1025, 1026 1036, 1037, 
1038, Ordenanzas de Aduana). 

2° Que Don Juan Herrera 6 sus encargados no han llenado 
ninguno de los requisitos y formalidades qne mandan las orde- 
nanzas de Aduana, en to que respecta i las importaciones de 
Chile y Bulivia( artículos 728, 737 y 1025), y de que sólo 
se puede hacer caso omiso cuando se trata de introducir de con- 
trabando, y asimismo, responsable del fraudo cometido por su 
encargado ó asalariado Don Alejandro Alanfs (artículos 1027 
y 1028, Ordenanzas de Aduana). 

Por estos fundamentos y demás circunstancias agravantes, 
falto : declarando en comiso las mercaderías que ban motivado 
este sumario, é imponiendo ú Don Alejandro Al anís la multa de 




544 pedos 24 centavos moneda nacional de curso lega), cantidad 
igual al valor de las mercaderías en comiso; y á Don Juan He- 
rnia, multa igual de 544 pesos 24 centavos moneda nacional 
de curso legal. Notifiques? á quienes corresponda, sentando por 
diligencia en este expediente. 

Así lo proveo y mando, firmo y sello en la oficina de la Re- 
ceptoría Nacional & mi cargo, en Tino^asta á 20 días del mes de 
Junio de 1894. 



Autos y vistos : En el recurso entablado por el señor Osvaldo 
Gómez, en representación de don Juan B. Herrera, del fallo 
administrativo dado por el Recepctor Nacional déla Aduana de 
Tiuogusta, Don José del Fino, de fecha 20 del mes de .Junio 
pasado, solicitando sea anulado, o en su defecto revocado en to- 
das sus partes, en mérito de las razones ó fundamentos consig- 
nados en el escrito de fojas 23 á 33; con lu expuesto por el 
señor Procurador Fiscal y considerando : 

Que es un principio reconocido, como de carácter fundamen- 
tal, establecido en el artículo 19 Te la Constitución Nacional, 
que nadie está obligado á hacer lo o,uela ley no manda ni pri- 
vado de lo que ella no prohibe. 

Qne teniendo en cuenta esta verdad práctica, el hecho impu- 
tado como delito por el fallo aludido, al señor Alejandro Ala- 
nfs, conductor de la carga de mercaderías de propiedad del ape- 
lante señor Herrera, desde Chile, por el camino de «Ciénaga 



Jqsp del Pino, Teceptor, — 
Testigo Ventura Tula, — 
Testigo Elias Tello. 



rallo 4>l Jmi Federal 



Caloninrea. Agoslo 7 de 1891. 
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Redonda » de haberla dejado depositada en U estancia de Car- 
men Salinas, denominada * Tamboril >, situada sobre el mismo 
camino, distante del Resguardo de la Aduana, como 7 leguas, 
no ha violado 6 infringido ninguna disposición de las ordenan- 
zas ni de otra ley especial ; y al proceder asf ha estado en la 
órbita de sus facultades, ejerciendo su derecho (artículos 738, 
1036 y 1037 de las ordenanzas). 

Que siendo esto así, la manifestación hecha por el señor 
Alanís, ante el Receptor, para sincerar su conducta, que dejó 
ta mercadería de su propia voluntad, por no traer animales en 
qué conducirla y también para andar más liviano, debe ser 
aceptada, como verosímil v racional, si se tiene en considera- 
ción la distancia recorrida en el viaje desde Chile, la naturaleza 
del camino, las penurias que se pasan en la Cordillera, y sobre 
todo, la necesidad que se experimenta de llegar, de llegar á la 
mayor brevedad al fin del viaje para entregarse al descanso y 
i í parar la salud quebrantada por la intemperie. Todas estas 
circunstancias, explican naturalmente el procedimiento del se- 
ñor A lanía, y se, corrobora con el hecho de haber viajado des- 
de «Tambería » á Tinogasta rápidamente, sin llevar consigo 
otra carga que el equipaje que fué presentado al Resguardo, y 
además, el estado de las muías, según declaración de fojas 3 y 
14, que no le habría permitido, con carga, andar ligero y como 
£1 se había propuesto. Por estos antecedentes y teniendo pre- 
sente el principio sentado, sería injusto presumir la intención 
dolosa de la existencia de un hecho que si no contraría ningu- 
na ley, mucho menos cuando se puede explicar de otra manera 
satisfactoria la mente ó propósito de su autor : Dolus nec pre- 
swnitür. 

Que la omisión atribuida al señor Alanís, por no haber he- 
cho manifestación ante el Resguardo de la mercadería que ha- 
bía dejado depositada, no constituye infracción & ninguna dis- 
posisicíon legal, porque la oportunidad de hacerlo no había 
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llegado, puesto que 1» carga en ese momento se encontraba 
en *Tambería» y no tenía objeto, desde que el que la condujese, 
daría, ó su tiempo, cuenta al mismo Resguardo cuando llegase 
{artículos 737, 739, 742, 740 y 741 délas Ordenanzas). 

Que la circunstancia de haber dejado la carga Manís en un 
punto de! cual se separan otros caminos, no habilitados, por tí 
no constituye falta, y mucho menos, si se toman en cuenta otTos 
antecedentes : haberse heohr> ó verificado el depósito en ana 
casa con cuyos dueños no tenía relación el depositante, sino 
de uiíía, la situación de la casa en el mismo camino, haberse 
hecho en hora- hálales del dfa, en presencia de muchos indi- 
viduos, todo loque quita naturalmente la sospecha del fraude, 
porque no es presumible, que el que quiera cometer un dulito, 
busque testigos del mismo para su denuncia. Por otra parte, la 
mera posibilidad de cometer un delito, no autoriza á inducir su 
existencia real (artículos 1025 y 1026, Ordenanzas de Aduana). 

Que la falsa manifestación imputada al señor Alante de haber 
dicho al Guarda que no traía mercaderías de Chile por estar 
todo muy caro, fundado en el solo testimonio de dicho em- 
pleado, está contradicha por aquel en su declaración prestada 
ante el Receptor, y por lo mismo, calece de valor legal. Igual 
doctrina se debe aplicar á los testigos Juan Palacios y Remigio 
Pe rea. 

Que para mayor abundamiento, se debe tener presente que 
en el caso de que se trata, el artículo 1035 de las Ordenanzas 
prohibe á los empicados de la Aduana hacer pesquisas en casas 
particulares, que no sean depósitos, con el pretexto de perseguir 
y aprehender mercaderías llevadas allí en fraude A contraven- 
ción á los reglamentos ; lo que demuestra la falta de derecho 
por parte de la Aduana. 

Que de autos consta, lio contradicción, que la caiga de mer- 
cadería del señor Herrera, no ha traído el manifiesto eligido 
por et artículo 728 de las Ordenanzas y que, en consecuencia, ha 



SOS FALLOS DE LA SUPREMA COATE 

incurrido en la multa determinada en el artículo 10(7, ley 
citada. 

Que por loque respecta á la nulidad solicitada por el recu- 
rrente, del falto administrativo, fundándose en que los testigos 
del sumario no han prestado juramento, ea improcedente, por- 
que tratándose de un ucto puramente administrativo, no está 
sometido á ninguna formalidad judicial : no es entonces condi- 
ción esencial el juramento de los testigos y no son aplicables 
las leyes que se invocan . 

Portante y los motivos concordantes del escrito de expresión 
d« agravios, fath : revocando, como en efecto revoco en todas 
sus partes, U sentencia apelada de fecha 90 de Junio ultimo, 
declarando que Don Alejandro Alanís, no ba cometido el delito 
decontrabundo imputado, y absolviendo a ésto y al recurrente 
señor Herrera de culpa y pena. Hágase saber con el original y 
si no fuere apelada, remítase, en oportunidad, el expediente al 
señor Receptor de la Aduana de Tinogasta pasa que cumpli- 
mente la presente resolución en la forma prescrita por los 
anículos 1017 y siguientes de laB Ordenanzas citadas. 

JoséM. Vaídez. 



VISTA DEL btSan PROCUAAnOA GENERAL 

Bueuos Aires, Noviembre 15 de 1894» 

Suprema Corte: 

Graves son las presunciones que enumera lógj ca y detallada- 
mente la vista del Procurador Fiscal de Catamarca, corriente á 
foja 34. Pero por graves que ellas sean, no bastan, á mi juicio, 
para establecer la existencia del contrabando denunciado á uque- 
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lia Aduana, oí menos para la imposición de la nena de comiso. 

La sentencia ha examinado y apreciado el valor de esas pre- 
sunciones, desvirtuadas del carácter de prueba legal fehaciente 
ante las objeciones consignadas á foja 37. Por otra parte, las 
importaciones de la República de Chile, son regidas por las 
disposiciones de las Ordenanzas referentes á las de Solivia. 
Unas y otras, según el artículo 737, deberán conducirse por los 
caminos señalados, hasta el punto avanzado de la Aduana de 
su destino, y sólo cuando se encuentren fuera de los caminos 
t»eiialado9 ó que so hayan internado al interior de la República, 
sin tocar en el Resguardo correspondiente de frontera, pres- 
cribe el 738, serán penadas con arreglo al artículo 1018, 
La ley exige un hecLo manifiesto de contravención para autori- 
zar la pena decomiso. En el caso, las mercaderías, no han salido 
del camino señalado, no han eludido el Resguardo de frontera ; 
han quedndo algunas leguas atrás, pero sin lanzarse en los ca- 
minos vedados, que caracterizan ipso (acto el delito. Puede ha- 
ber existido la intención de delinquir, pero no han comprobádose 
hechos que constituyan un contrabando, y el de dejar las mer- 
caderías en el camino, no basta por si para presumirlo consuma- 
do, fuera de los términos circunscriptos del artículo 738 de la 
Ordenanza. Lo que es fuera de duda, es la falta de manifiesto 
de aduana, certificado por el Agente Consular Argentino en Bo- 
Hvia; cuya omisión está penada, según el artículo 1017 de las 
Ordenanzas, con una multa igual al valor de los derechos de im- 
portación. Por estas razones, no on*o deber adherir el recurso 
interpuesto por el Frocurador Fiscal de Catamarca contra la 
sentencia de foja 36, que considero arreglada á derecho ; una 
vez que en sn parte final, impone la pena establecida en el 
artículo 1017 de las Ordenanzas antes citado, por la omisión 
del manifiesto y certificado consular. 



T. IX 



Sabiniano Kier. 

ti 
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Buenos Aires, Abril 18 de 1895. 

Vistos: Do conformidad con lo j c\ puesto pedido por el señor 
Procurador General j fundamento* concordantes de la senten- 
cia apelada de foj.i treinta y sefr , se confirma ésta, con decla- 
ración de que la Receptoría de Tinogasta hará efectiva la malta 
prevenida por el articulo mil diez y siete de las Ordenanzas de 
Aduana, por no haber Tenido las mercaderías introducidas con 
et manifiesto de la Aduana de su procedencia, y certiGcados del 
Cónsul Argentino en Chile. Devuélvanse. 

BEHJAHtN PAZ. — ABEL BA- 
ZAR. — OTA VIO SURGE. — 
JUAN E. TORRENT. 



CAUSA XC 



Contra don Diego HUI Soto, por contrabato!'* ; sobre falsificación 
de documentos y apelación . 

Sumario.— Debe declararse mal concedida la apelación in- 
terpuesta contra el auto de sobreseimiento, después de tres días 
de notificado. 
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Caso, — Resulta del 

Fall* «e la 8n»rcHm» C'artc 

Buenos Aires, Abril 18 de 1895, 

Vistos : Estando fijado por el artículo cuatrocientos cua- 
renta y uno del Código de Procedimientos en lo Criminal el 
término de tres dias para la apelación de los autos de sobresei- 
miento, en los casos en que el recurso procede, y resultando 
que la apelación en esta causa ba sido interpuesta después de 
vencido el expresado término, se !a declara mal concedida. 
Devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA. — 
ABEL BAZAS. — OCTAVIO BPNGE. — 
iOAN E. TOAREHT. 



CAU&A XCI 



Don Santiago Barinotio, en los autos de don Sanios Lowrc ich 
contra don Enrique R. Piaggio, por suspensión de entrega de 
fondos; sobre apelación . 

Sumario. — la persona que no es parto, ni interviene como 
terceio en el juicio, no tiene derecho de hacer pedidos y apelar 
de lo proveído en ellos. 



21* FALLOS DB LA SUPREMA CORTE 

Caso.— Lo explica el 



INFORME DEL JUEZ FEDERAL 

Bunios Aires, Abril 2 de 1695. 

Suprema Corte: 

Cumpliendo el mandato de Y. E, puso á ni formar en el re- 
curso de hecho deducido por don Santiago Barinotto. Don 
Deolindo Muñoz presentó un escrito al Juzgado en el juicio que 
motiva este recurso, manifestando que por ante el Juzgado Fe- 
deral de la provincia de Corrientes sigue un juicio contra el 
señor Piaggio, en el cual reclama e! valor de una encomienda 
(!•■ dinero extraviada y que aproximadamente importaba cinco 
mil pesos fuertes oro sellado, habiendo obtenido del señor 
Juez que entiende en dicho juicio, el embargo do los fletes adeu- 
dados por el Gobierno Nacional al vapor «Galileo>. Que acom- 
paña un telegrama de su encargado en el Rosario, en que se le 
anuncia la remisión de un exhorto a «-ste Juzgado en el cual se 
solicita no se entreguen los fondos al demandante, por razón 
de ser aquel crédito privilegiado. 

Que mientras llegue eso exhorto y il fin de evitar la extrac- 
ción de los fondos embargados, pide en í r^teecion de sus intere- 
ses, que los retenga hasta tanto se resuelta de los créditos 
tiene privilegio preferente, cuestión qu- se pro* ^uira con el 
exhorto que debe llegar de un día para otro. 

El Juzgado sin reconocer en el recurrente personería para 
intervenir en el juicio que tramita por este Juzgado y en es- 
pera del exhorto á que se hacía referencia, proveyó sencillamente 
lo siguiente: «Buenos Aires, Noviembre 30 de 1894 Téngate 
presente para proveer en oportunidad». 
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Posteriormente llegó el exhorto anunciado en el que el señor 
Juez de Sección de ta provincia de Corrientes comunicaba que 
á solicitud de parte habla d ¡¿puesto que los fondos embargados 
y depositados Ala órden del Juzgado á cargo del infrascrito» se 
pusieran á su órden, por trat irse de mi embargo pedido con 
prioridad (en lo que está en error) y por ta naturaleza de los 
créditos reconocidos allí. 

En dicho exhorto ni siquiera se hace mención de que el inte- 
resado ú otra persona en su representación intervendrían aquí 
en ios trámites para su cumplimiento. 

Habiendo corrido vista de él al interesado señor Lowrovich, 
éste, en un extenso escrito, demostró al Juzgado no sólo que el 
embargo pedido por él sobre los fletes del vapor tGalil?o* era 
anterior al decretado por el señor Juez de Corrientes, sinó que 
sus créditos y sus privilegios estaban perfectamente reconocí- 
dos en sentencias pronunciadas en el juicio que sigue contra el 
señor Piaggio, confirmadas poT la Exma. Suprema Corte; ha- 
biendo entóneos este Juzgado ordenado la entrega al señor Low- 
rovich, de una parte de la suma depositada, dejando I» restante 
embargada á solicitud del mismo LowrovicL, hasta tanto se re- 
suelva el incidente promovido sobre preferencia de los créditos, 
habiéndose remitido con ese motivo un exhorto y copias de las 
principales piezas del juicio radicado aquf, que no ha sido aún 
contestado, á pesar del largo tiempo transcurrido. 

Habiéndose presentado don Santiago Barinotto con n na escri- 
tura de cesión de derechos otorgada a su favor por don Deolindo 
Muñoz, manisfestando que la resolución dictada por el Juzgado 
respecto de la entrega de los fondos, afectaba sus derechos y en 
su virtud protestaba contra quien corresponda por todos los 
danos y perjuicios que se le ocasionen como cesionario de Mu- 
ñoz, la cual debía admitir el Juzgado, reteniendo al mismo 
tiempo tos fondos existentes bástala resolución de la cuestión 
de referencia. 
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£1 Joigado proveyó: «Buenos Aires, Diciembre 31 de 1894. 
No siendo parte en el juicio i que se hace referencia y qne se 
encuentra radicado en este Juagado, ocurra donde corres- 
ponda» ; 

Interpuesta la revocatoria de ese auto j el recurso de apela* 
eion, en caso denegado, el Juzgado, por las razones antea mani- 
festadas, proveyó io siguiente: — «Buenos Aires» Mano 8 de 
1895. — Habiendo declarado el Juzgado que el recurrente no es 
parteen el presente jarcio, no ha lugar á ninguno de lo¿ recur 
sos deducidos y estése á io resuelto». 

Es cuanto tengo que informar áV. E. t permitiéndome, para 
an mejor ilustración, la remisión de los autos, cayo estado no 
afecta el procedimiento. 

Juan del Campillo. 
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a 

Bugoos Aires, Abril 30 de 1395. 

Vistos en el acuerdo y resultando : Que don Santiago Ba- 
rinotto no ha deducido tercería alguna quedaba tramitarse y re- 
solverse por el Juez de la causa. 

Que hasta este momento do existe sino una contienda oOcial 
entre los jueces de esta Capital y el de la sección de Corrientes, 
en estado de tramitación. 

Foresto: no ha lugar al recurso interpuesto. Agregúense 
estas actuaciones á la causa de la referencia y repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

0ENMMIK PAI. — LUI» V. VAftKLA. — 
ABEL BAZAR. — OCTAVIO B1MGE. — 
HAS E. TOKKfcST. 
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CAUSA XCH 



Don Julián Bruny contra don luis GUgUone t por incompetencia; 

sobre costas. 



Sumario,— No procede la condenación en costas en U incom- 
petencia declarada de oficio, cuando ambas partes habían acep- 
tado la declaración de competencia del Juzgado. 



Caso.— Lo eiplica el fallo de la Suprema Corto. 



Ml« M Jan rc«tml 

Buenos Aires, Julio 33 de IBM. 

Auto» y fistos; Considerando que siendo la jurisdicción na- 
cional de excepción é improrrogable á otras perdonas ¿cosas que 
aquellas expresamente determinadas por la lej, debe declarar se 
su incompetencia, así que ella apamea, cualquiera que sea el 
estado de la causa. 

Que según resulta de los autos el demandado y el de- 
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mandante son extranjeros, y habiéndose ocurrido ante este 
Juzgado en virtud de la distinta vecindad de las partes, 
no procede la jurisdicción de los tribunales federales, por 
cuanto la disposición legal que atribuye á éstos el conocimiento 
de las causas que se originen entre vecinos de distintas provin- 
cias, se refiere a loa nacionales, y no comprende el caso en que 
los eitranjeros litiguen entre sí, como lo tiene resuelto la Su- 
prema Corte en numerosos fallos. 

Foresto: se declara que el Juzgado es incompetente para en- 
tender en esta causa. Repóngase el papel, 

/. V. I.a lanne. 



VmUm de la Supreaia t'«le 

Buenos Airea, Aliril 20 dó 1895. 

Vistos y considerando: Que la competencia del Juez de Sec- 
ción ha sido aceptada por ambas partes, y que es de oiicio que 
aquél, no obstante la conformidad de los litigantes, se ha de- 
clarado incompetente. 

Que, en consecuencia, no puede el uno pedir condenación un 
costas contra el otro. 

Foresto: se confirma, con costas, el auto de foja treinta y cua- 
tro vuelta, en la parte apelada. Repuestos los sellus, devuél- 
vanse, 

BENJAMIN PAZ. — LUÍS V. VARELA. — * 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUSGE.— 
JUAN E. TORRE ¡IT, 
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CAUSA Xl'III 



Contra Angel Mar mi f sobre circulación de billetes falsos 

de curso ley al 



Sumario, — El reo convicto de circuición de billetes falsos 
de curso legal, tiene la pean de cuatro aiiúsde trabaja < forzados 
y quinientos pesos fueras de multa. 



Caso.— Resulta del 



MI* del Jiaes Fe**». 

La rial.1. Judio ÍKuVlííH. 

Y vistos: Los seguidos contra Angel Mario i, por circo laciou 
de billetes falsificados de Banco y demás deducidos. 

Y resultando: 1" Que en Marzo I a de 1893, el Comisario de 
Policía de Cuacabuco da cuenta de que, en 23 de Febrero del 
mismo año, el peón de Angel Mario: fué á la casa de uegocio de 
Blanca y Villar á comprar una canilla y pretendió hacer el pago 
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de ésta con billetes de cincuenta centavos, que se los rehusaron 
por ser faltos. 

2" Que el agente número 30, José Espinosa, condujo al dicho 
Acuña á la Comisaría > secuestrándole cuatro papeles de cincuen- 
ta centavos, siendo ellos completamente nueros. 

3° Que interrogado Acuña sóbrela procedencia, dijo: se los 
habla dado su patrón Ángel Marín i ese día, quien se encontraba 
á cargo de una trilladora en el campo del señor Saavedra y 
otros. 

4' Que citado el dicho Marini no negó el hecho de ser él quien 
le entregó la suma de billetes á so peón Acuña, que se le pu- 
sieron de manifiesto, pues dijo: nosaber sieran losmUmos que 
él había entregado. 

6° Que habiendo tenido conocimiento que guardaba Marini 
en el cajón de la ensilla de la trilladora algunos billetes, mandó 
al oficial, quien en presencia secuestró tres billetes de diez pesos 
moneda nacional y once de cincuenta centavos, todos falsos y 
nuevos completamente, sin que presentaran signos de haber 
entrado en circulación, 

6' Que Marini confesó de plano que él dinero le pertenecía á 
él, y que se encontraba en su poder por haberlo recibido de 
Carlos Casría. 

7* Que citado el dicho Cascia negé completamente la afirma- 
ción de Marini, manifestando no haber entrey ado cantidad al- 
guna de dinero, ni ha tenido en bu poder el ¿mero que se te 
pone de manifiesto, 

3" Que presund.» declaración Remigio Acuña (reássfoj*3) 
dice: que los cuatro papeles de cincuenta centavos que se en- 
contraron en su poder le fueron entregados por el capataz de la 
maquina trilladora de don Tomás Fernandez, llamado Angel 
Marini. 

9* Que ese dinero se lo entiegó con el objeto de que com- 
prar* una canilla para un barril de caña. 
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10° Qoe, en el momento de entregarle los billetes, le rió 
otros mochos, dictándole que tenía oomo unos doce pesos que 
se ios habían dado en un cambio. 

11° Que, en el instante qae recibió el dinero de manos de 
Marini, no se encontraba ninguna persona delante, pues esta- 
ban ellos solos. 

12° Que prestando declaración Angel Marinh dijo (reise fo- 
ja 3 vuelta) : que el 23 de Febrero mandó al peón Remigio Luna 
6 Acana á comprar ana correa y ana canilla, dándole pata esto 
dos pesos en billetes de cincuenta centavos cada uno, 

13° Qae, efectivamente, al peón lo reconocerá pero en cuanto 
d los billetes no puede decir otro tanto, y así expuso en cuanto i 
loa billetes, que los cuatro papelesque se le ponen demanifiesto 
son parecidos á los que él entregó, pero no asegura sean éstos los 
que él dió. 

14° Que en su poder no tiene más papeles qne los puestos de 
manifiesto, ignorando quién se los hadado, y que en su poder, 
durante el mes de Febrero ha tenido únicamente setenta y cinco 
pesos moneda nacional, siendo uno de veinte pesos; cuatro de 
diez pesos; un billete de cinco pesos y el restante de un peso y 
cincuenta centavos, 

15° Que don Cartas Cascia ha recibido cuarenta pesos moneda 
nacional, veinte y cinco pesos moneda nacional de un peón llama* 
do Palma, y veinte pesos moneda nacional de Tomás Fernandez 
y que de esta cantidad tiene como cuarenta y tres 6 cuarenta y 
castro pesos moneda nacional, y que éstos los tiene en un cajón 
qae tiene en la casilla de la trilladora, 

16* Que los tiene en billetes de diez pesos j dos ó tres pesos 
en moneda chica: manifestando que el dinero lo tenía en el ca- 
jón con Uafe, la que guarda en su poder. 

17" Que los treinta y nueve pesos ochenta centavos en tres 
papeles de dies pesos, tres de á uno, quince de á cincuenta 
centavos, uno de veinte y uno de diez, son suyos y era todo 
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el dinero que tenía en el cajón de la casilla Je la trilladora. 

18° Que to(k > los papeles nuevos, incluso los cuatro que le 
entregó u Acuña se los dio Carlos Casoia hacía como quince días, 
por su trabajo, delante de un menor hijo de don José M. Ya- 
raona, que se llama también José M . ; no pudiendo asegurar si 
éste viú la clase de billetes que dice tedió Cascia, habiendo re- 
cibido los dichos billetes como moneda buena. 

10" Que prestando declaración Carlos Caseta (véase foja S 
ñu Ha) dijo: Que efectivamente conocía á Mari ni, que había 
sido su peón; que varias veces le había entregado dinero en efec- 
tivo, recordando ser diez // ocho pesos loa dados últimamente 
en un papel de diez, uno de cinco, el resto de uno y cincuenta 
centavos. 

20° Que, los papeles que se le ponen de manifiesto no recuer- 
da haberlos él entregado, sin que pueda decir si son ó no falsos, 
pues ú él le parecen buenos. 

2t" Que prestando declaración el menor de 14 años José M. 
Vara on a (li i jo) dijo: que el día mencionado se encontró en el 
lugar que trabajaba la máquina, que era de su papá; que en 
efecto vióaMuriniy Cascia conversando, pero que no sabían lo 
que decían, pues hablaban en italiano. 

23" Que vió á Mari ni con un dinero en la mano, creyendo que 
uno de los billetes era nuevo; pero que no rió quién le entregara 
nsa suma (véase foja 7). 

23" Que nuevamente ante el Juzgado de Paz, prestaron decla- 
ración los mencionados, sin que contradijeran la exposición de 
hechos presentada anteriormente. Ante el Juigaío presta su 
indagación el procesado y tampoco modifica su situación an- 
terior. 

24" Que deduciendo su acusación el Procurador Fiscal, ex- 
pone (véase foja 40 vuelta) : á) que, por ahora, puede bien 
prescindirstí de la citación de Carlos Cascia, pues no es funda- 
mental al hecho, su presencia; b) que un hecho ba sido la base 
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del proejo y el constituye un grave delito : la circulación de 
moneda fu., c) que el 23 de Febrero de 1893 Mari ni mandó 
al peón Beim t \ cufia á comprar u na canilla; d) que no ha sido 
contradicha la entrega de los billetes con qne Acuña pretendió 
hacer el pago y resultaron falsos, asf como que 01 los recibióde 
su patrón Mari ni; e) que en su descargo asegura Mari ni haber 
recibido los papeles falsos de su antiguo patrón Carlos Ca$cia t 
loque no lia comprobado en manera alguna; f) que compul- 
sadas las mismas declaraciones prestadas por Marini, se nota 
un desacuerdo en ellas» deduciéndose necesariamente que oculta 
el origen de ion billetes falsos que le fueron secuestrados y no 
niega fueran de su pertenencia; g) que corresponde se ie im- 
ponga á Marini, de acuerdo con lo predispuesto por el articulo 62 
déla ley de 1 4 de Setiembre de 1883, la pena de siete años de tra- 
bajos forzados y demás penas que arrustra consigo la apuntada. 

25" Que mi i* tarde se presentó en Secretaría don Carlos Cas- 
Oia, manifestando no haber concurrido por haberse encontrado 
ausente, por lo que »•! Juzgado mandó bg ie tomara declaración, la 
que prestj á foja 53* 

20* Que interrogado sobre el beclo qje forma causa, dijo: 
que era completamente inexacto te hubiera dado los billetes que 
se le ponían de manifiesto, que el dinero entregado por él era 
de curso legal y además, que el mismo Mariui te adeudaba como 
unos cuarenta petos y pico. 

27 a Que espidiéndose el defensor de Marini (véase foja 55) 
expuso: a) que no se encontraba justificado hubiera Marini cir- 
culado con mala fé los billetes qne te fueron secuestrados; b) q ue 
en todas sus declaraciones siempre había sostenido la proce- 
dencia de los billetes, como que ignoraba fueran falsos ; c) que 
asimple vista no se notan sean falsos los billetes agregados t y 
en tal situación no cree que pueda reputársele culpable; d) que 
el dolo es la base del delito y cuando él no aparezca plenamente 
justificado, no puede decirse que hay delincuente. 
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28° Que entrando 4 considerar el hecho de que fuera culpa- 
ble Harini, no ha de considerarse la aplicación del artículo 02 
de la le; de 14 de Setiembre de 1863, siuó el artículo 285 del 
Código Penal* y concluye sosteniendo, en caso de no aceptarse 
la declaración de absolución, corresponde imponérselo la multa 
del décuplo del valor circulado. 

Y considerando: 1 V Que se ha demostrado suficientemente la 
existencia del cuerpo del delito (véase fojas % 4, 5, 7, 15, 
16 y de 24 á 41). 

2° Que asimismo se ha identificado la persona del delin- 
cuente, no siendo otro el autor del hecho de circular moneda 
falsificada, que Marini (véise fujas 3, 5, 9 á 12 y fojas 43 ¡i 
44, 5 vuelta, 6, 7, 13 vuelta, 14, 15 á 17 y 53 vuelta). 

3 a Que la demostración más evidente de la delincuencia 
del encausado es la aceptación implícita que hace en sus propias 
declaraciones del hecho del secuestro, no niega no ser los ce- 
mentes en autos (féase fojas 24 á 41) los billetesque guar- 
daba en el cajón de la casilla de la máquina. 

4 a Que en sus excusaciones asegura nuevamente* se los en- 
tregó en un pago su ex-patron Cárlos Cascia; pero uua simple 
afirmación nu basta a asegurar la insospecbabilidad de su pala- 
bra, y más, cuando ella involucra una acusación en contra de 
un tercero. 

5° Que Carlos Caseta, en efecto, niega terminantemente ha- 
ber entregado tales billetes, y en derecho sabido es que: el que 
almila dgbe comprobar el extremo propuesto; y más, cuando al- 
canza el hecho á comprometer en un tercero una crimina- 
lidad . 

6° Que de las constancias de la sumiría se desprende una 
vehemente presunción en contra de Marini : basta con el hecho 
de la posesión de los billetes falsos, lo que no ha negado, tan 
sólo inculpa á un tercero de ser quien se los entregó» y, ¿cómo 
es posible pensar hayan sido guardados tresnases esos billetes, 
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tratándose de un jornalero, para recién, cuando le son secues- 
trados revelar su posesión? Marini se hace tanto más sos- 
pechoso cuando se le vé confesarla entrega á su peón Acuña de 
cuatro billetes nuevos de cincuenta centavos y al reconocerlos 
horas más tarde, dudar si eran los mismos que él te dk. J. 

7° Que no resisten á la prueba y aún al más simple análisis, 
las negaciones del encausado: sus propias contradicciones le con- 
Tencen de lo contrario i asegura la suma que guardaba, puntua- 
liia el número de billetes que tenía, y en todo ello el resultado 
que presenta el secuestro prueba ser ineiacto cuanto afirma 
(víase sus deposiciones á fojas 3 á5, Oá 12 y 43 vuelta). 

8 o Que observando con detención csíu declaraciones se vé: 
dice primeramente (véase foja 14) que : no tiene más que estos 
cuatro papeles de cincuenta centavos, y no sabe quién se los 
dió. Más tarde confiera que en el transcurso de los veinte y 
tres dias del mes de Febrero ha tenido setenta y cinco pesos 
pesos moneda nacional en los siguiente* billetes: uno de veinte, 
cuatro de diez t uno de a teo y el resto de un peso y cincuenta 
cen(avo$. Continúa j asegura haber recibido cua renta pesos de 
don Carlos Guacia, veinte y cinco pesos de Palma y veinte pesos 
da Fernandez, es decir, ochenta y cinco pesos, délos que gastó 
cuarenta y dos 6 cuarenta y tres pesos, y el resto, es decir, 
cuarenta y dos 6 cuarenta y tres pesos los conserva en el cajón 
de la casilla en los siguientes billetes: varios de diez pesos y 
dos ó tres en moneda. 

9* Qne declarando ante el Juez de Paz (véase foja 9) asegura 
que los billetes que se le secuestraron (que son tres de diez 
pesos, y diez y nueve de cincuenta centavos, los que hacen la 
«urna de treinta y nueve pesos cincuenta centavos moneda na- 
cional) son provenirles de cuarenta pesos nacionales que Cás- 
ela le enlTegó, agregando que tenía además vetnte pesos, diez 
pesos que conservaba en su poder y diez pesos que le di* Fer- 
nandez, que suman diez y nueve pesos y cincuenta centavos 
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moneda na. .onal. Después sólo refiere un papel de diez pesos 
y el dinero sencillo que le entregara Fernandez. Designándose 
los billetes qoe guardaba en su casa, asegura tener tres billetes 
de diez pesos y ocho ó nueve de un peso y ríe cincuenta centa* 
tos (lo que no es tampoco exarto, desde el momento que el se- 
cuestro sólo dió billetes de diez pesos y de cincuenta centavos) 
y el remanente lo tenía consigo (basta sesenta y cinco pesos) 
con excepción dedos ó tTes pesos que había gastado. 

H> Que el careo (véase fojas 15 y 1G) demuestra más cla- 
ramente la contradicción en que incurre Mí* rini, pues confiesa 
la entrega del giro de cuarenta pesos hecha por Carlos Cascia 
como los diez y ocho pesos, sólu que pretende cambiar ó tras- 
poner los momentos en que se te entregó las sumas; hecho que 
se rebela de inexactitud tan sólu al leer las afirmaciones fie uno 
y otro careado. 

i i" Qne bastan los hechos para convencer al Juzgado de que 
el encausado oculta el origen de los billetes falsos que le fueron 
secuestrados y él mismo ha reconocido ser loa corriente en 
autos; tos mismos que guardaba en su poder y había negado su 
existencia cuando aseguraba no tener otros papeles de cin- 
cuenta centavos que los cuatro que entregó al peón Acuña 
(véase foja 4). 

12" Que en cuanto úla aplicación del Código Penal, con pre- 
ferencia á Ja ley de 1| de Setiembre de 1863, ha de imponerse 
ísta y no aquél, por cuanto la Suprema Corte ha declarado 
en la causa seguida á José Medrano, que se trata de un delito que 
meramente ha de regirse por la ley federal de 1803. 

Por esto y demás concordantes de la acusación promovida por 
el Procurador Fiscal, fallo: declarando á Angel Jlarini reo de 
circulación de billetes falsilicados, é impóngole la pena úe cua- 
tro anos de trabajos forzados y un* multa de quinientos p^sos 
fuertes ó su equivalente en moneda nacional de curso legal 
(véase artículo fi2 de la ley de ti de ¡Setiembre de 1803), con 
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más las costas procesales, debiendo cumplir la pena impuesta, 
una vez ejecutoriada la presente sentencia, en el lugar donde le 
designare e) Poder Ejecutivo Nacional. 

Sotifíquese <'on el original, regístrese en el libio de senten- 
cias y repónganse los fojas. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 



VISTA DEL SEfiOll PROCURADOR GENERAL 

llucnoi Aires. Ilirirmbn: ó de 1891. 

Suprema Corte: 

Mari ni, el procesado de esta causa, mandó al peen Remigio 
Acuña á comprar una canilla y el dinero entregado con ese objeto 
resultó ser cuatro billetes de A cincuenta centavos, falsifica los. 

El oficial pesquisante dispuso con ese motivo un registro del 
cajón de la trilladora en que Marini guardaba su dinero, y de 
ese registro resultó U existencia en su poder y bajo llave, de 
tre* billetes de diez pesos y once de cincuenta centavos, nuevos, 
sil. apariencia alguna de haber circulado, y todos falsos, 

Marini ha confesado que esos billetes le pertenecían, pero no 
ha podido jnstiGcaT su procedencia legítima; sus referencias á lo 
recibido en pago de don Carlos Casoia y otros han sido desau- 
torizada* y bao quedado por ello improbadas. 

Justificada la existencia en su poder de billetes falsificados 
y la circulación, con motivo de la compra encomendada al peón 
Acuña, el hecho cae bajo la penalidad especialmente estable- 
cida en el artículo 62 de la ley de 1863, para sus infractores, 
respecto de billetes de un Banco garantido por el Gobierno Na* 
cional. 

T, IX 15 
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Encontrando ajustada la sentencia recurrida, corriente á fo- 
ja 50, días constancias del proceso y prescripciones de la ley 
especial del caso, pido á V. E. bu confirmación. 

Sabiniano Kier. 



F*ll« de laftuprem €«r*e 

Buenos Aires, Abril 20 de im. 

Vistos y considerando: Que está plenamente comprobada la 
circulación de billetes falsos de Banco garantido. 

Que está igualmente comprobado que el autor de esa circula- 
ción es el procesado Angel Marini, no habiendo en autos prue- 
ba ni aun indicio deque el citado Marini los hubiera adquirido 
.de buena fé de un tercero. 

Que con tales antecedentes, debe concluirse que el procesado 
es autor del delito previsto y penado por los artículos sesenta y 
dos de la ley penal nacional de catorce de Setiembre de mil 
ochocientos sesenta y tres y treinta de la ley de Bancos 
garantidos. 

Por esto, ds conformidad con lo expuesto y pedido por el se- 
ñor Procurador General, y fundamentos concordantes de la sen- 
tencia apelada de foja cincuenta y nueve, se confirma ésto, 
cm costas. Devuélvanse. 

BENJAHIII PAZ. — LUIS V. VARELA. — 
ABEL BAZAÜ. — OCTAVIO BUHGE. — 
JUAN £. TORREHT. 
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CAUSA V 



Contra Sanios hermanos t por infracción de la ley de 
Aduana; sobre pena de dobles derechos 



Sumario, — i" Es inapelable la resolución aplicando la pe- 
na de dobles derechos, que se funda en la decisión de la Di- 
rección de Rentas, sobre clasificación de artículos. 

2° Es inadmisible el recurso de nulidad qne se interpone sin 
fundarlo, j no resulta do las constancias de autos. 



Caso. — Kesulta de laa siguientes piezas : 



RESOLUCION DE LA DIRECCION DE RENTAS 

Buenos Aires, Octubre 4 de 1894. 

Examinada la muestra de los sifones en enestion, 7 teniendo 
en cuenta las consultas hecbab á varios comerciantes importa- 
dores en el ramo, la Dirección General de Rentas, en acuerdo 
ordinario de la fecha. 
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Resuelve : Declararlos comprendidos en la partida número 
(1694) mil seiscientos noventa y cuatro de la tarifa vigente. 

A sus efecto» vuelva á la Aduana de la Capital con las mues- 
tras respectivas. 

N. A chaval. 



RESOLUCION DE ADUANA 

Buenos Airos, OclubreSdc 189-L 

Visto lo resuelto por la Dirección General de Rentas, de lo 
que resulta que loa sifones de que se traía, se encuentran com- 
prendidos en la partida 1694 del corriente ano, conCrmando 
así la clasificación hecha por el Ouarda en el parte de foja 1*, 
con arreglo á lo dispuesto en los artfoulos 930 y 1045 délas Or- 
denanzas de Aduana. Resuelvo se paguen dobles derechos 
sobre la diferencia de valor entre las mercaderías pedidas a 
despacho, y la que resulta de la verificación practicada. Hágase 
saber. A sus efectos, pase á Contaduría y repóngase loa sellos 
por el interesado. 

5. liaibicne. 



Falla M Jura Pariera I 

Buenos Aire*, Diciembre T¡ de 1894. 

Autos y vistos : Considerando que el único punto disentido 
ante la Aduana en el presente eipediente ha sido el de saber 
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cual era el verdadero aforo que correspondía á la mercadería 
pedida á despacho por los recurrentes ; y en tal concepto, ha- 
biendo la Dirección General de lientas pronunciádoae sobre 
cate particular, y el administrador de Rentas fallado la causa 
de acuerdo con esta decisión, el recurso de apelación que se 
pretende traer á este Juzgado es improcedente, de conformidad 
con lo que establecen los artículos 135 y 137 de las Ordenanzas 
de Aduana, y lo ha determinado la Suprema Corto en nume- 
rosos fallos. 

Por esto, así se declara, y en consecuencia devuélvanse loa 
autos ala Aduana para que lleve adelante sus procedimientos, 
a cuyo efecto se librará oficio al Banco de la N'acion Argenti- 
na, poniendo t disposición do esa repartición el depósito á que 
se refiere el certificado de foja 2!. Notifícese con el original 
y repóngase el papel por los recurrentes. 



Suprema Corle: 

La nulidad expresada en el recurso de foja 34, nt* ha sido 
determinada, ni resulta de las constancias de autos. 

En cuanto á la apelación, sólo se deduce por ser gravosa la 
sentencia, no a ios derechos sinó á los intereses de la parte, j 
estando bien fundada la sentencia, en prescripciones expresas 
de las Ordenuuias y en una jurisprudencia constante, basta in- 
vocar sus fundamentos para pedir á V. E. su confirmación. 



J. V. Lalanne. 




Hucnos AiriM, Sfor/.o 1:1 do 1895. 



Sabimano Kier 
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MI* 4« ta iHpm Cvrte 

Bueno* Aires, Abril SO tic 1895. 

Vistos : De conformidad con lo expuesto y pedido por el aoñor 
Frococador General, no se hace lugar al recurso de nulidad, y 
por sus fundamentos se confirma, con costas, el auto apelado de 
fuja treinta y una vuelta. Repuestos toa sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
3UNCE. — JUAN E. TORRE VF. 




Contra Juan Suxtaita, par falsificación y estafa; 
sobre competencia 



Sumario. — Corresponde a la justicia nacional el conoci- 
miento del delito de falsificación y estafa, cometido cobrando 
una suma de dinero ou lasoiiHnas nacionales, mediante falaifi- 
cacioude firmas hechas en el expediente de cobro administra- 
tivo. 
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Cojo. — Resulta de la 



VISTA DEL PROCURADOR FISCAL 

Bueuos Aires, Febrero 6 de 1895. 

Sefior Juez : 

Este Ministerio considera que V, S. no e» competente para 
entender en este asunto, y por ello cree que V. S. debe eximirse 
de intervenir en él. Trátase, según los antecedentes, de una 
estafa, de que se querella el señor Adolfo Kern, contra Juan P. 
Su a ta ¡ta, por el cobro de unas cuentas que debían ser y que fue- 
ron pagas por oficina del Ministerio de la Guerra. No consta 
en manera alguna que el delito baya sido cometido en las men- 
cionadas oficinas, podiendo, por su naturaleza misma, haber si- 
do cometido fuera de ellas. 

Esto haco que el caso se baile comprendido dentro de la ex- 
cepción que establece el mismo inciso 4° del artículo 23, Código 
de Procedimiento Penal , y caiga dentro del inciso I ° del artículo 
25. Por la naturaleza del delito, no se bailan comprometidas, ni 
las rentas de la Nación, ni el buen servicio público, ni la veraci- 
dad do loa documentos oficiales, ni ninguna de las otras circuns- 
tancias que han inducido á establecer privativamente la juris- 
dicción federal en todos aquellos lugares ó establecimientos donde 
el Gobierno Nacional tiene absoluta y exclusiva jurisdicción. La 
jurisprudencia establecida por la Suprema Corte sustenta esta 
misma doctrina, cuando en el fallo que corre en la página 143, 
tomo 18, série 2*, establece que para que la averiguación y castigo 
de los delitos competan ála Justicia Federal, es necesario que 
ellos sean cometidos dentro de establecimientos en que el Go- 
bierno Nacional tenga absoluta y exclusiva jurisdicción. Y la 
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razón que basa esta limitación es el deseo, eouio lo expresa el 
mismo fallo, de mantener incólume el buen servicio público de 
las oficinas nacionales evitando la corrupción, la obstrucción 
j los inconveniente* de sus funciones. Si bien es cierto, por otra 
parte, que la jurisdicción federal, es excluyen te de toda otra, 
cuando compete por razón del delito ó de las circunstancias que 
lo rojean (artículo 34, Código de Procedimientos Penales ), no 
es menos cierto que sólo es una jurisdicción de excepción, cuja 
aplicación nace también do la naturaleza del delito y de sus 
circunstancia* especiales. 



J. 



fr ailo del Jufi Federal 

Bueae-3 Aires, Febrero 7 de 1881. 

Autos y fistos : Considerando que la ustafa atribuida por el 
querellante habríase realizado mediante el cobro de una suma de 
dinero hecha en uuaoficinu nacional, en un expediente que tra- 
mitaba ante la misma. 

Que eutre los hechos relacionados en la querella se consigna 
el de que cu el referido expediente se había cometido la falsifi- 
caciun de firmas. 

Que resulta en consecuencia, de estos obrados, únicos que por 
el momento pueden serrir de elemento para establecer la com- 
petencia, que ésta corresponde ¿1 los Tribunales Federales en ra- 
zón de que los hechos incriminados habrían ocurrido en estable- 
cimientos donde el Gobierno Nacional tiene absoluta y exclusi- 
va jurisdicción, según los termines del artículo 23, inciso A\ del 
Código de Procedimientos en materia penal. Por estos fun- 



bl JUSTICIA NACIONAL 



233 



¿amentos: 96 declara que el conocimiento de esto asunto corres- 
ponde A este Juzgado, debiciuta, por tanto, precederse á la 
formación del sumario correspondiente para la sustanciacion 
de la querella entablada, dictándose las medidas del caso, 

J. I'. Lalanne. 



VISTA DtL SENOn PHOCURAÜOIl GENERAL 1 

Bueno* Aires, Mitran lf» Ju 1895. 

Suprema Corte : 

VA querellante señor Kern, afirma que ía estafa de que ha 
sido víctima, consiste eti haberse cobrado y percibido de las 
oficinas del Gobierno Nacional, sin su poder, autorización ni co- 
nocimiento, dineros que exclusivamente le pertenecían ; agre- 
gando, :í foja i rnelta, que su nombre lia sido falsamente 
puesto al pie do los recibos, y á foja 5, que ha falsificado su fir- 
ma el acusado, titulándose Adolfo Kern, á los fines de la defrau- 
dación. 

Estos hechos importan qtití ta estafa so lia cometido en las 
oíicínasdel (lúbieriio Nacional, engañando á sus empleados, 
pues en filas, y no en otro lugar, es que se hacen las gestiones 
de pago, se reciben los dineros, y se firman y entregan los re- 
cibos. 

Por ello me parecen legalmente fundados, tanto el auto del 
señor Juez del Crimen de la Capital, que, á foja 16, declara su 
incompetencia ; como el del señor Juca Federal , que, i foja 22, 
aaimc la suya y por ello, no encontrando mérito lugal para sus- 
tentar la apelación, atento lo dispuesto por el Código de Proce- 
dimientos en lo Criminal, en- su artículo 23, inciso 4", pido á 
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V, E., la confirmación por sus fundamententoa del auto recu- 
rrido. 

Sabiniano Kier. 

Wmíím ## la Miiprma C*rte 

Itiieuos Aire», Abril 20 de 1895, 

Vistos : De conformidad con lo expuesto y pedido por el se- 
ñor Procurador General, y por sus fundamentos, se confirma el 
auto apelado de foja veintidós. Devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZAS.— OCTAVIO 
BUNGE. — JUAW E. TORRIHT. 



CAUSA XCVI 



Don Nicolás T. Cabral, contra Don Julio Cacciotatti, por 
coOro de un crédito comprado al concurso de Don Antonio 
(kle.ua; sobre competencia. 

Sumario. — So correspoede a U justicia nacional el cobro 
de un cródito civil, comprado al concurso de un extranjero con- 
tra un deudor, también extranjero» 
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Caso. — Resulta del 



Corrientes, Noviembre 21 de 1894. 

Vistos : Considerando que Don Nicolás T. Cabra! es cesiona- 
rio del crédito que demandad Don Julio Caeoiolatti, por com- 
pra hecha en remate público en el concurso de Don Antonio 
Odena, según el artículo 1435 del Código Civil ; que en este 
caso el.cedente Odena es extranjero como igualmente lo es el 
demandado Caeoiolatti, según las precedentes declaraciones, j 
por lo tanto este Juzgado no es competente, desde que debe 
tenerse en cuenta la nacionalidad del cedente 7 no la del cesio- 
nario, con arreglo á lo dispuesto en el artículo 8, de la ley sobre 
jurisdicción y competencia de los tribunales nacionales. Por lo 
expuesto, se declara que esto Juzgado no es competente para 
conocer cu esta causa. 

Lujainbio, 

VISTA DEL SEfiOR PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Diciembre 28 de 189-L 

Suprema Corle: 

Estando legalmente fundado el anto recurrido de foja 4 
vuelta, me limito á pedir a V. E., se sirva confirmarlo por sus 
fundamentos. 

1 

Sahimano Kier. 
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F*ll« úm ím flnprcHW Corle 

Buenos Aires, Abril ÍO do 1895, 

Tistos y considerando :que la cesión del crédito que se cobra 
es de carácter civil. 

Que en ta) caso y habiendo et derecho materia del juicio per- 
tenecido originariamente á un extranjero, siendo también ex- 
tranjero la persona del deudor, es procedente la aplicación del 
artículo ocbo de la ley de jurisdicción y competencia. 

Por esto, de acuerdo con lo pedido por el señor Procurador 
General, y fundamentos concordante» del auto apelado do foja 
cuatro, se confirma éste, con costas. Devuélvanse, debiendo re- 
ponerse los sellos ante el inferior. 

BENJAMIN PAL— ABEL RAZAN .— OCTA- 
VIO BUNGE. — JUAN E. TOHRENT. 



C'AU&A \CVil 



La provincia de (Uitamurm, contra fí. José S. Huyot, por 
entrega de una suma de dinero; sobre levantamiento de em~ 
barga. 

■ 

Sumario. — Debe levantarse el embar B o preventivo, si no 
concurren los requisitos del artículo 55 t inciso 3% de la ley 
de Procedimientos. 
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£ aso . _£i Fiscal da la provincia de Catamnrca entabló de- 
manda, ante los tribunales de ella, contra D. José S. Guyot, 
por entrega de una suma de dinero, que formaba parte del pre- 
cio detenta de unas tierras enajenadas por aquel en ^«presen- 
tación del Gobierno, y pidió embargo preventivo, que fué de- 
cretado. 

Guyot ocurrió ú la Suprema Corte, sosteniendo que el caso 
era de jurisdicción originaria de ella, por sct él vecino de la 
Capital. La Corte declaró su competencia y mandó que se le 
remitieran los autos. 

Guyot contestó la demanda y reclamó contra el embargo pre- 
ventivo. 



rail» de I* ftuprem Corle 

Buenos Aires, Abril 23 de 1895. 

Vistos: Oponiendo el demandado Guyot, para solicitar el re- 
chazo de la demanda deducida contra él por la provincia de 
CatamaTca, los documentos de fojas dos, cinco y siete, córrase 
traslado, para mejor proveer, de dichos documentos al repre- 
sentante de dieba provincia. 

Y considerando: En cuanto a 1 embargo preventivo : que és- 
te no procede en el caso, con arregla i lo dispuesto en el articulo 
cincuenta y cinco, inciso tercero, de la ley de procedimientos, 
se resuelve que sea levantado dicho embargo, librándose al 
efecto las órdenes necesarias. Repóngase el papel. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL BAZA». — OC- 
TAVIO BUNGE. — JUAH E. TOHREHT. 
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CAI7MA XCVIII 



//• .liaría l, de Henendez, contra el Ferrocarril Central 
Argentino; sobre expropiación. 



Sumario. — Siendo equitativa la indemnización y precio asig- 
nados al terreno expropiado, debe aprobarse. 



Caso — Kesulta del 



Fall* del Jue* Fcitml 

La PtüU, Abril 30 da 1894. 

1 vistos : Estos actos seguidos por D v María Loeces de Me- 
nendei, contra el Ferrocarril Central Argentino, sobro expro- 
piación de una iré* de terreno que ocupa éste con la vía férrea, 
situado en el partido del Pilar. 

Y considerando: i a Que los peritos nombrados por las par- 
tes al expedirse en su cometido, han avaluado, el de la expro- 
piada, el terreno de que se trata, eu setenta centavos el metro 
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cuadrado y en siete mil pesos loa perjuicios. El de la parte 
expropiante* en 250 pesos la hectárea, incluyendo toda clase de 
indemnización. 

t Que las resoluciones invocadas por el perito de la deman- 
da no son de aplicación en el presente caso, pues con relación & 
los de Peralta, Cornclio y otros, el precio fijado á la tierra lo 
fué en consideración áque eran fincaB urbanas situadas dentro 
de la traza del pueblo, y además fracciones pequeñas que que- 
daban en su mayor parte casi inutilizadas, y respecto de los 
perjo icios militan las mismas razones. El caso de Sí adema 
tampoco puede aplicarse al presente, por razón de la distancia, 
y por la naturaleza de los perjuicios. 

3" Que en casos anillos, en terrenos inmediatos al de la ex- 
propiada, se ha fijado desde 450 pesos hasta 600 la hectárea, en 
juicios seguidos por la misma Empresa, contra Claudio Boor- 
det, Andrés De vaud, Agustín Xazarre, Pablo Beliera y otros, 
precios que han sido confirmados por la Suprema Corte de Jus- 
ticia Nacional, y son estos precios los que el Juzgado debe te- 
ner en cuenta en presencia de la divergencia de los peritos en 

sus estimaciones. 

4* Que tratándose de predios rústicos, el perito antedicho ha 
debido hacer su estimación por hectárea, y no por metro cua- 
drado como si se tratara de un prédio urbano; y en esa forma y 
á ese precio resultaría que la hectárea de tierra valdría en esos 
parajes siete mil pesos, lo que no es admisible á todas laces. 

5° Que examinados detenidamente los perjocios estableci- 
dos por el perito de la demanda, ellos no se encuentran acredi- 
tados en autos, reconociéndose, sin embargo, tanto por el de la 
parte demandada» como por el acta de inspección ocular, que 
las dos fracciones están completamente separadas por el des- 
monte que se ha practicado parala construcción déla vía y por 
consiguiente incomunicadas, por no existir paso alguno á nivel 
que las haga accesible la una á la otra fracción. 




0* Que según resulta de la inspección ocular, el terreno en 
cuestión aparece como dedicado á ta agricultura, y por lo tanto 
la fracción menor no queda inutilizada para ese destino, lo que 
disminuye el perjuicio; no obstante, debe tenerse presente lo li- 
mitado de su área. 

7* Que tampoco puede admitirse el informe del perito de la 
Empresa eipropiante, porque igualmente, como el de su colega, 
es exagerado. 

Por estas consideraciones : fallo fijando en definitiva, como 
precio del terreno á uipropiar el de 600 pesos la hectárea y en 
750 pesos los perjuicios por causa de expropiación, que t on sus 
intereses desde la ocupación provisoria deberá pagar el Ferro- 
carril Central Argentino, dentro de diez días de ejecutoriada 
la prosente, con el honorario de los peritos y gastos de actua- 
ción. Regístrese, uotiffquese con el original y repónganse las 
fojas. 



Vistos : Siendo equitativa la indemnización y el precio asig- 
nado, al terreno en la sentencia apelada de foja cincuenta y 
cinco* se confirma ésta, con costas. Repuestos los sellos, de- 
vuélvanse. 



Mariano S. de Aurrrcoechea . 



Falle de la 




Buenos Aires, Abril 23 de 



BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA. — 
ABEL BAIAN. — -OCTAVIO BUKGE. — 
JUAN E. TOBAENT. 
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CAL*!* A X€K 



/>* Claudia huesees, contra el i'errorarril Central Argen- 
tino; sobre expropiación. 




* alto «el Juem Federal 



La Ploln, Abril 30 de 1894. 

Y vistos : Estos autos seguidos por el Ferro canil Central 
Argentino, contra Claudia Luesoes, sobre expropiación de 
una ¿rea de terreno que ocupa aquel con la ría férrea, situada 
en el partido del Pilar. 

I considerando ; I* Que los peritos nombradas por las partes 
al espedirse en su cometido, han avaluado : el de la expropia- 
da, el terreno de que se trata, ca setenta centavos el metro cua- 
drado y en seis mil pesos los perjurios; el de la parte expro- 
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piante en doscientos cincuenta pesos la hectárea, incluyendo 
toda clase de indemnización. 

2 o Que las resoluciones invocadas por el perito de la deman- 
dada no sonde aplicación en el presente caso, pues con relación 
á las de Peralta, Camelis y otros, el precio fijado á la tierra 
lo fué en consideración á que eran lincas urbanas, situadas 
dentro de la traza del pueblo, y además fracciones pequeñas 
que quedaban en su mayor parte casi inutilizadas; y respecto 
de los perjuicios militan las mismas razones. 

El cnso da Maderua tampoco puede aplicarse al presente, 
por razón do la distancia, y por la naturaleza de los per- 
juicios. 

3 i Que en casos análogos, en terrenos inmediatos al de la 
expropiada, se ha fijado desde cuatrocientos cincuenta hasta 
seiscientos pesos la hectárea (véase los juicios seguido* por la 
misma Empresa, contra Claudio Burdet, Andrés Devand, 
Agustín Nazarre, Pablo Beliera y otros), precios que lian sido 
conürmados por la Suprema Corto de Justicia Nacional, y son 
estos precios los que el Juzgado debe tener en cuenta en pre- 
sencia de la divergencia de los peritos en sus estimaciones. 

4* Que tratándose de prédios rústicos, ei perito antedicho ha 
debido hacer su estimación por hectárea, y no por metro cua- 
drado como si se tratara do un predio urbano \ y en esa forma y 
a ese precio resultaría que la hectárea de tierra valdría en esos 
parajes siete mil pesos, lo que no es admisible i todas luces. 

50 Q U e examinados detenidamente los perjuicios estableci- 
dos por el perito de la demandad;., ellos no se encuentran 
acreditados en autos, reconociéndose, ein embargo, tanto por 
el de la parte demandada, como por el acta de inspección ocular, 
que las dos fracciones están completamente separadas por el 
desmonteqne lis practicado para la construcción de la vía, y por 
consiguiente incomunicadas por no existir paso alguno á nivel 
que las haga accesible la una á la otra fracción. 
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ü° Que según resulta dt* la inspección, ocular, el terreno en 
cuestión aparece corno dedicado á la agricultura, y por lo tanto 
la fracción menor no queda inutilizada para ese destino, lo 
que disminuye el perjuicio. 

T Que tampoco puede admitirse el informe del perita de la 
empresa expropiante, porque igualmente con el de su colega es 
exagerado. Por estas consideraciones, fallo: fijando en defini- 
tiva como precio del terreno á expropiar, el de seiscientos pesos 
fe tu etérea, y i n seiscientos pesos los perjuicios por causa de 
expropiación, que con sus intereses desde la ocupación proviso- 
ria deberá pagar el Ferrocarril Central Argentino dentro de 
diez días de ejecutoriada la presente, con el honorario de los 
peritos y los gastos de actuación. Iiegístrese, notifíquese con 
el original y repóngase las fojas. 

Manuel S. tk Aurrecocchca. 



mil* de I» 

Bueno* Aires Abril 23 de iHTKi, 

Vistos : Siendo equitativa la indemnización y el precio asig- 
nado al terreno, en la sentencia apelada de foja cincuenta y 
cinco, se confirma ésta, con costas. Repuestos los sellos, de- 
vuélvanse. 

■ V 

BENJAMIN PAZ. — MUS V. VARELA. — 
ABEL BAZAS. — OCTAViO BUNGE. — 
JUAÜ E. TOBREHT. 
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CAIMA C* 



Don Antonio Santa Min ia, contra el Dr. lt. Aliviano nuiroya, 
/wr coito de ¡tesos y danos y perjurios: ¿obre suministro de 

Sumario, — i" Sin la existencia de un contrato especial, 6 de 
una ley, Hiiu obligue á la Empresa á ,u ministrar á los particu- 
lares el gas de su propiedad* ¿ !itos 11 ' pu^en exigir que se les 
suministre, ni ana bajo promesa ú Qanza de pagar su precio. 

2* El suministro anteriur hecho con la r ondicion de üuspen- 
derlo en caso 'le no pagarse puntualmente el éftBsumo, no jus- 
tifica esa exigencia, una vez que se haya realizado el hecho de 
la ful ta de pago. 

Caso, — Don Mauricio Zavalla, <m poder de Uon Antonio 
Santa María, se pre.entú al Juzgado entablando demanda con- 
tra i)on Aibvrtano Quiroga, por cobro .le la cantidad de Í436 
pesos UGceutavos m/n. precedente: I o del valor del gas que la 
usina del señor Santa María rendióú Quirnga y que éste no pa- 
g.j, desde el I o de Febrero de 1893 hasta el 29de Mayo de 1894, 
según las cifras marcadas por el contador y el detalle de las 
cuentas que acompaña; pesos 430,90, 2* de !os daños j per- 
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juicios que causa a tos intereses de Santa Jlarfa, una conexión 
clandestina hecha por Quiroga en su casa, mediante la cual so 
apodera y hace dueño del gas sin que el Huido pase por el medi- 
dor y marque su cifra, lo que estima hasta el dfa delademanda 
en 1000 pesos m/n, sin perjuicio del aumento a que dieren 
lugar tas ulterioridades del juicio. 

Por un otrosí manifestó que la conexión clandestinsi está 
justificada por la información que ha levantado la Policía, y 
ella importa un delito contra la propiciad; que e* deber do la 
auturidad amparar esa propiedad é impedir la continuación de 
aquella; que no puede permitirse que además de no pagar el 
consumo de ga* durante más de 16 meses, se tolere la sustrac- 
ción, par medio de dicha conexión, del gas, cosa ajena, y que 
lo use y consuma á su voluntad. Pide, en consecuencia, se 
mande cesar en el día la conexión clandestina. 



ACTUACIONES EX LA POlJClA 

En la ciudad del Rosario de Santa Fe, ¡i once de Junio de mil 
ochocientos noventa y cuatro, comparecí á esta Comisaria de 
Ordenes, Don Julio Santa María, representante y administra- 
dor de la Empresa de Gas en esta ciudad, domiciliado en la 
caite Córdoba número 55, y expuso: Que por intermedio del 
Oíicial Inspector de la Empresa Francisco Larrea, ha tenido co- 
nocimiento que en la casa del Dr. Albertano Quirogn, domici- 
liado en la calle San Luis número 634, se está defraudando í la 
Kmpresa del Gas que el eip-mente representa, haciéndose uso 
de doble cañería en el arranque del contador, por loque se pre- 
senta 4 esta Comisaría de Ordenes, pidiendo que acompañado 
del Ingeniero de la empresa, y do un empleado caracterizado do 
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la Jefatura, se constituya en el domicilio citado á constatar 
el hecho denunciado, para hacer la acusación en forma por de- 
fraudación. Con lu que terminó la presente que firmóla para 
constancia, ante mi. 

■ 

./. Sania María. — Üieao Quintana. 

Junio, 11 de 1894. 

Pase al Comisario de la Sección 1\ para que acompañado del 
Ingeniero de )a Empresa del Gas se traslade al domicilio sito en 
la calla San Luts número 634, á objeto de constatar la deuun- 
cia interpuesta por el representante de dicha Empresa. 

Diego Quintana. 

Señor Comisario de Ordenes : En la misma fecha me tras- 
ladé acompañado del señor Ingeniero del Gas, y del apoderado 
de la misma, á ta casa del Dr. Quiroga, calle San Luis d34, y 
he constatado que efectivamente se ha colocado un caño que 
Tiene directamente de la calle, y pasa al interior de la casa, no 
tocando dicho caño con el contador, donde se Te que se está 
defraudando á la referida Empresa de Gas. Es cuanto tengo 
que informar. 

A. Vita. — Roberto Sehon, Inge- 
niero. — \f. Zavatla. 

El Juez Federal en vista de estos antecedentes, ordenó la 
clausura de la conexión clandestina, y confirió traslado de la 
demanda. 

El Dr. yuiroga, alegando que ante el Juez de Paz había 
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pedido que se obligase á la Empresa á suministrarle el gas, sin 
coatestar el traslado, solicitó se ordenase ¿ *ata, qu* repusiera 
en el día la luz de que abusivamente le balita privado, hacién- 
dose justicia por &í misma. 

Dijo que la luz era ud elemento indispensable para la vida ci- 
vilizada, y ofreció fiama para pagar el gas que podría consu- 
mir. 

Se presen tú cúpia de la demanda deducida ante el Juez de 
Paz, que dice así: 

Señor Juez de Par. : 

Albertano Quiroga, domiciliado en la calle San Luis 634, co- 
mo mejor proceda digo: Que habiéndose descompuesto e) con- 
tador de gas colocado en mí domicilie, de manera que no daba 
luz alguna, he requerido su arreglo á la Empresa de este servi- 
cio, y como ésta se ha negado á hacerlo, he hecho comunicar 
Ja conexión directamente en el concepto de pagar el consumo, 
por serme indispensable dicha luz. Ocasionándome este hecho 
perjuicios graves, por culpa de ta Empresa, rengo á entablar 
contra ella la más formal demanda, y pido al señor Juez qne, 
prévios los trámites del caso, se sirva declarar obligada á aque- 
lla á efectuar el inmediato arreglo de dicho contador, y al pago 
de los daños y perjuicios, que se me han causado y que com- 
probaré en el presente juicio. 

Por no haber querido de mi parte reconocer cuentas exagera- 
das, por consumo, la Empresa se ha atribuido el derecho de 
privarme, de hecho, de la luz indispensable y querido impo- 
nerme su voluntad despótica, antes de ocurrir á la justiaia como 
es su deber. En tal emergencia, ocurro, por mi parte, ante el 
señor Juez, y pido, desde ya, resuelva de acuerdo con lo solici- 
tado por ser de justicia, etc. Olrosi digo: que siendo el repre- 
sentante legal de esta Empresa, en esta ciudad, Don Julio Saa- 
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ta María, cuya oficina está situada en la callo Córdoba y 1* de 
Mayo, pido al señor Juez se sirva notificar la presente demanda 
¿ dicho señor, ordenándole comparezca a estar á derecbu en el 
término que al efecto se le designe. 
Ka también justicia. 

A. Quiroga. 

Conferido traslado, la Empresa pidió el rechazo de la peti- 
ción. 

Dijo: Que la empresa no lo había privado de la luz; que al 
nacer Quiroga la conexión directa, cometía un hecho ilícito, un 
delito, que debía necesariamente cesar, y que ahora no puede 

mandarse reponer; 

Que la empresa de ps es como cualquiera otra que vende su 
producto a aquel que friere servirse de él, mediante las condi- 
ciones esti pilludas; 

Que niuguu juez pod.ía ordenar que una fábrica de azúcar» 
destilería ó panadería venda sus productos en tanta cantidad á 
ciertas personas, y lo mismo no podría hacerlo con una usina 
de gas; pues el dominio particular es absoluto; 

Que no ha habido intimaciones á la empresa, y que la de- 
manda á que se refiere Quiroga, fué presentada cuando ya ha- 
bía sido descubierta la conexión; 

Que es el demandado quien se Ua hecho justicia por sí mis- 
mo, mandando practicar una eone&ion directa y apoderándose 
del gas; 

Que ia usina del gas no es una empresa de servicios públi- 
cos, no tiene a su cargo la provisión del alumbrado público; es 
uua industria particular como cualquier otra, de cuyos produc- 
tos se sirven los vecinos por medio de contrato de compra- 
vanta; 
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Que el gas no es un elemento esencial para la vida, pues pue- 
de suplirse eon kerosene, estearina, y luz eléctrica, que el de- 
mandado ha colocado eu su casa. 

F*H* «el Juei Ferien! 

Risario, Agosto 1" úe 1H9 L 

Autos, próvia reposición de sello?; y proveyéndose la solicitud 
del demandado referente i que ta empresa le suministre el gas 
necesario, para su alumbrado, bajo la promesa del pago regu- 
lar de su consumo, ofreciendo lianza para ello, nácese lugar it 
dicha petición, debiéndose entender que la nueva conexión que 
se practique deben! efectuarse por medio del contador corres- 
pondiente según la costumbre y uso genera! que para casos aná- 
logos tiene en vigencia la empresa del gas. Repónganse. 

Escalera, 

Fallo 4« I» Suprema Corle 

«líenos Aire*, Abril 23 do 1895. 

Vistos: Considerando: Que no se ha contestado, antes bien 
se ha reconocido - a estos autos, el becho de que. es propiedad 
de la empresademandante el gas cuya provisión se lia ordenado 
por el auto de foja sesenta y dos, á favor del Doctor Albertano 
Qniroga. 

Que, tn tal caso, para que éste tuviera deruebo á esa provi- 
sión, y el Juez el deber de ordenarla, era indispensable que el 
citado Quiroga hubiere acreditado uu título legítimo para eli- 
girla, sea exhibiendo el respectivo contrato por el cual la em- 
presa se hubiese obligado con él & hacerla, sea citando la ley 
que lo bubiese autorizado para demandarla, eu las condiciones 
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en que la ha ordenado el luto apelado, desde que es constante 
en derecho que nadie puede exigir el uso y goce de una cosa 
ajena, sin babero constituido para ello un derecho, sea en vir- 
tud de contrato celebrado con el dueño de la casa, 6 sea por mi- 
nisterio de la ley. 

Que según resulta de autos, el Doctor Quiroga no ha exhibi- 
do el contrato de la referencia, que lo habilite i pedir dicha 
provisión, y si es verdad que las boletas de fojas cinco i trece 
que ha presentado la empresa demandando el cobro del gas, 
que dice haberse consumido en la casa de aquel, demuestran la 
existencia de un contrato de provisión de gas entre ella y el 
Doctor Quiroga, no es menos cierto también que no puede éste 
invocarlas como prueba eu favor de su intención, puesto que 
consta por ellas que la empresa hizo dicha provisión bajóla 
precisa condición de suspenderla, toda vez que el Doctor Qui- 
roga no fuese puntual eu el pago mensual del gas consumido, 
hecho que se ha realizado muchas reces, según propia confesión 
del Doctor Quiroga. 

Que por lo demás no se ha demostrado por su parte, que esa 
condición sea contraria al orden público, ó i las buenas costum- 
bres, para que se considere ineficaz y nula n el contrato de la 
referencia, ni ha probidose tampoco que exista ley alguna que 
obligue á la empresa del gas del Rosario, á que suministre, 
contra su voluntad, al Doctor Quiroga, el gas que pida para su 
alumbrado, bajo las condiciones que establece el auto apelado ú 
otros análogos. 

Por estos fundamentos : se revoca el auto de foja sesenta y 
dos, en la parte apelada. Repuestos los sellos, devuélvanse, 
pudiendo notilicarse con el original. 

BENJAMIN PAI. — LUIS V. VARELA.— 
ABEL BAZAR. — OCTAVIO IM1RGE. — 
JUAN B. TORRERT. 

1 ■ 
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Don Gregorio y ir Emilia Vertirá, contra el Fisco Macionat, en 
los autos de éste por interdicto de adquit ir; sobre nulidad de 
venta. 



Sumario. — I o En el interdicto de adquirir la posesión, el 
que la ha perdido en virtud de un título de renta, no puede 
gestionar la demanda por nulidad de dicho titulo. 

2° Si esta demanda se dirige contraía Nación, la justicia na- 
cional no puede conocer en ella, sin el consentimiento de la 
misma. 

Caso. — Don Teodoro R.Gerding, y en seguida Don Enrique 
Barros, con autorización del Gobierno Nacional, para reino* 
dicar unos terrenos que fueron de Don Juau Manuel Hozas, si- 
tos entre Palermo y Belgrano, y que decía corresponder noy a 
la Nación, después de acompañados los títulos de las diferentes 
compras hechas por Rozas, pidió al Juez Federal de la Capital 
le diera la posesión de ellas, por hallarse cumplidos los dos 
requisitos del articulo 32ft de la ley de Procedimientos, ó sea, 
la exhibición del título «unciente para adquirir la posesionóla 
ausencia de todo poseedor á título de dueño. 

El Juez, con arreglo al artículo 331 de dicha ley, mandó citar 
por edictos á los que se considerasen con derecho ú los terrenos. 
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Publicados los edictos con especificación de terrenos, perso- 
nas á quienes habían sido comprados los terrenos, fecha y ofi- 
cina de las escrituras de las ventas, en número de 35, be pre- 
sentaron» por una parte, Don i'nniilo Pió TJgarte y Don Félix 
rabio TJgartc, diriéndose dueños del lote de terreno número 
í7, y por otra, Don Enrique y D" Emilia Pe rey ra, diciéndose 
dueños del lole numero \, 



Autos y vistor Considerando: I o Que el presente juicio lia 
sido iniciado por Don Enrique Barros, á nombre de) Fisco do 
la nación para adquirir la posesión de los terrenos situados en 
el bajo de Palermo, á que se refieren los títulos enumerados en 
el escrito de foja 101, en el concepto de que nadie los posee á 
título de dueño, y con su virtud se mandú * jtur por edictos & 
los que se consideren con derecho á la misma posesión, de con- 
formidad A lo dispuesto en el aitfculo 331 de la ley nacional de 
Procedimientos, 

2 o Que ú mérito de esa citación, han comparecido Don Gre- 
gorio y D 1 Emilia Pereyra y Hornos, representadas por don 
Cárlos A, Pasdortí, como sucesorus de I>' Gertrudis Hornos de 
Pereyra, quien vendió al Gobernador de Buenos Aires, entónces 
Don Juan Manuel Ku/as, uno de estos terrenos que hoy recla- 
ma como suyos el Gobierno de la nación, alegando la nulidad 
de la venta por causa de miedo y violencia, y solicitando en 
consecuencia la posesión del terreno i que se refiere dt, ho 
título. 

Que en este cuso, la oposision formulada por la parte 
representada por Pasdorff , debe sustanciarse en juicio ordina- 



rallod*l Ju» Federal 



Humos Aires, Sloyn $ íUí 1«U. 
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rio, conforme A lo dispuesto en el artículo 336 de la ley na- 
cional de Procedimientos, en cuyo juicio asumiría el Gobierno 
de la nación, el rol de demandado, tanto pur haberse deducido 
en su nombre el interdicto de adquirir, cuanto porque la cues* 
tion debe versar sobro la nulidad del título otorgado i su ante- 
cesor nomo Poder Público, y aun sobre su derecho para suceder 
á Don Juan Manuel Rozas en el dominio de sus bienes, siendo 
sustancialmente la acción que compete á bs representados de 
Pasdorff la que acuerda el artículo 2758 del Código Civil, al 
propietario que ha perdido la posesión de la cosa, en la cual 
no aparece otro contradictor que el Fisco de la nación. 

$ Que según el artículo 95 de la Constitución nacional, y 
jurisprudencia de la Corte Suprema, el Gobierno de la nación 
no puede ser demandado ante los Tribunales, sin su consen- 
timiento, al cual no puede considerarse implicado, en la auto- 
rización conferida á su representante Barros para reivindicar 
los terrenos á que se refiere el escrito dB foja 99, estando, por 
lo tanto, inhabilitado el Juzgado para dar curso á la demanda 
de foja 129, mientras no se presente dicho consentimiento en 

forma auténtica. 

Por esto, asi resuelvo y hágase saber á la parte para que use 
de sus derechos como corresponde. 

* 

Virgilio .1/. Tedin. 

VISTA DEL SESOIi PIlOCtftADÜR GOtlUL 

Unenos Ainríí, Juaio 8 de 1SU3. 

Suprema Corte : 

El recurso de nulidad, según el artículo 233 de la ley 
sobre Procedimientos de la justicia nacional, tiene logar 
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contra ta» sentencias dadas con violación de laa formas le- 
gales 6 de ios procedimientos expresamente prescritos, so pena 
de nulidad. Pero en el caso, tal nulidad no eiiste; porque si 
bien loa artículos 332, 333 y 336 en que se funda la nulidad in- 
vocada, prescriben un procedimiento especial, ese procedimien- 
to no ha debido observarse, porque no se trataba del juicio de 
reivindicación entre personas de carácter privado, sinó de una 
demanda contra la nación. Si en el caso de la ley, el Juez de- 
bía conocer y resolver, previos los procedimientos invocados, 
en el actual no le era dado ejercer jurisdicción. Y el Juez 
a ijuo, es lo único que ha fallado, quedando á la parte todas sus 
acciones de dominio intactas, para deducirlas ante quien y en 
la forma especial que la Constitución nacional, en su artículo 
95, y la jurisprudencia establecida porV. E. han declarado im- 
prescindibles .estivamente i la Nación. No existe entonces la 
violación del procedimiento invocada como causa de nulidad. 
En cuanto al agravio que cause la sentencia, tampoco se ha 
demostrado, ni resulta de autos. Desde que so trata en tos 
edictos publicados de la poseaion, j los representados por don 
Cirios Pasdorff, reconocen que no la tienen, la acción de nu- 
lidad de la vin ta que sus antecesores hicieron, debe ventilarse 
en juicio contradictorio. Y ese juicio, no puede iniciarse con- 
tra el Peder de la nación, sinú en la forma que la sentencia 
expresa en sus sólidos fundamentos , Por ello, pido & V, E. se 
sirva desechar los recursos deducidos confirmándola resolución 
recurrida de foja 143. Otrosí digo : que á los efectos que hu- 
biere I ígar, debo manifestar a V. E., que en su acuerdo exis- 
ten unos autos iniciados contra la Municipalidad, al parecer 
sobre estos mismos terrenos, según mis recuerdos. Encuentro 
a* primera vista contradicción en la actitud del señor Gerding, 
que en esos autos invoca derechos de la provincia de Buenos 
Aires, contra la Municipalidad de la capital, f en estos los 
de la Nación en virtud del convenio referido á foja!. V. E„ 
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teniendo á lo fista aquel expediente* podrá resolrer con su ele- 
vado criterio lo que mejor proceda con arreglo á dencho. 

Sabiniano Kier. 



F»1U 4« I* Suprema €«rl« 

■ 

[Juenos Aires, Abril 35 de 1395. 

Vistos y considerando: Que consta por reconocimiento de los 
mismos interesados que ellos no tienen la posesión de la cosa a 
que se refiere este juicio, constando igualmente por el mérito 
de autos, que la acción que intentan tiende á impugnar, por tí- 
oios de consentimiento, la validez do la Tenta de la cosa hecha 
por sus antecesores. Que osos antecedentes demuestran de un 
modo concluy ente que la acción de los mandatarios del recurren- 
te Don Cirios Fasdorff , no puede Teuir como defensa, en el es- 
tado de las cosas, de la reiTÍndicacion que, según el documento 
de foja primera, constituye et mandato especial conferido por el 
Poder Ejecutivo Nacional á Don Teodoro B. Gerding. Por 
esto, y fundamentos concordantes de la vista del señor Procu- 
rador General, y del auto apelado de foja ciento cuarenta y 
tres, se confirma éste, oon costas, no haciéndose lugar al recur- 
so de nulidad, por no haber mérito para ello. Repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA. — 
ABEL BASAN. — OCTAVIO BUNGE. — 
HAN E. TORREHT. 
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4'Al'fc* 



El flanco Piachmul, contra Don Manuel M. Diaz, por cobro de 
peso»; sobre regulación de honorarios tj apelación. 



Sumario* — El auto de regulación ríe honorarios, apreciados 
en menos de 500 pesos, no vs apelable. 



Caso. — Lo explica el 



Falla «el Juez F«d«r*l 

Buenos Aires, Mayo \Ü de J895. 

Habiendo el representante del Banco, manifestado su dis- 
conformidad con la cuenta de gastos y honorarios presentada 
por los señores Fallo é Iparraguirre, y atenta la importancia 
del trabajo practicado por dichos señores, regnlanae sus hono- 
rarios en ochocientos un pesos moneda nacional, en qne han si- 
do estimados, con mas ciento cincuenta pesos de gastos prac- 
ticado* según se espresa en la tasaciou. 

Campillo. 
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Falle ae la Suprema Varíe 

Dueños Aires. Abril 37 tk-lt&ó. 

Vistos ea el acuerdo: No siendo apelable v. awto de foja se- 
tenta y dos vuelta, con arreglo á lo dispuesto en el artículo 
tercero de la ley de la materia, por cuanto la apreciación he- 
cha por cada uno de los interesado*», no alcanza á la cantidad 
lijada en dicun artículo, se. declara mal concedido el recurso; y 
devuélvanse. 

IIEMA3JIX PAZ. — LUIS V. VAHELA. — ■ 
AHEL BAZAN. — OCTAVIO DUNGE. — 
JUAN E. TOKRENT. 



« .41'*. 4 « III 



Don Daniel €. Amadeo, contra Don Luis Ritlow, por cobro dé 
pesos; sobre embargo preventivo. 



Sumario. — Según la ley de Procedimientos ante ¡ajusticia 
naoíonal, el embargo preventivo no puede fuudarse en las resul- 
tancias de los libros de comercio. 
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Caso. — El actor, fundado ea las constancias de sus libros 
de comercio, y en una escritura de transacción celebrada entro 
lo» señorea Luis E. Bidone y Albino Brngoa con Don Bernardo 
Arriaga, ano obraba en un juicio seguido ante loa tribunales 
locales, pidió embargo preventivo. 



fraile tfel Juca Federal 

Buenos Airas, Julio 11 dfl 

Por acreditada la competencia delJuzgado f con las declaracio- 
nes de los testigos que preceden, de la demanda entablad», tras- 
lado, teniéndose por paite al solicitante en mérito del testimonio 
de podi* acompañado, y por ennstituidoel domiciiioque se indica; 
y considerando respecto de lo solicitado en el segundo otrosí, 
qae el artículo 55 de la ley nacional do procedimientos, sólo 
autoriza el arraigo del juicio con escritura pública 6 con otra 
prueba fehaciente, y no pueden constituir esta prueba los 
asientos de los propios libro* del actor, pues el artículo 63 
del Código de Comercio únicamente atribuye fuerza probatoria 
á esos asientos en juicio contradictorio entre comerciantes, y 
oponiéndose, por otra parte, el artículo 56 de la ley de pro- 
cedimientos á las medidas solicitadas, no ha lugar & lo pedido 
en el expresado otrosí. Repóngase la foja. 

¡.atarme. 
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Ante «leí Jum Federal 

lluetios Air*" 1 , Agitólo 21 de 1H91, 

Autos y vistos: Considerando : Que el arraigo del juicio sólo 
procede ante la justicia federal, con escritura pública ú otra 
prueba fehaciente de la deuda, y esta prueba no se encuentra 
en el acta d L < foja fit) del expediente agrpgado, como se preten- 
de por v\ recurrente. Por esto, y los fundamentos del auto 
recorrido concordante* con las resoluciones de la Suprema Cor- 
te insertas en lasérie 2*. tomo 21, página 181, y série 3\ 
tomo *\ página 181, de los Fallos, estaca lo resuelto, conce- 
diéndose en relación el recurso de apelación subsidiariamente 
interpuesto, á cuyo efecto jíc elevarán los autos á la Suprema 
CoTte en la forma acostumbrada. Repóngase el papel. 

J. V. Lntanne. 

Falla Im ftuppfwft Corte 

Itueima Aires, Abril 27 de 1883. 

■ 

Vistos : Por sus fundamentos y por los del auto de foja diez 
y nueve, y considerando además que. las disposiciones legales ¡i 
que alude el recurrente, no rigen ant e la justicia federal, la que 
debe aplicar las reglas establecidas en la legislación que le es 
peculiar, se confirma, con costas, el auto de f<ja quince en la 
parte apelada. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAI. — LUIS V. V ARE- 
LA, — A BEL BAZAS, — OCTAVIO 
BUSCE. — IUAH t. TORREN T. 
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CAI/ 8 A CIV 



Don Lucas Scarnich, contra Don Meólas Mihanovkh, por da- 
ñus y per/wici'os; sobre diligencias probatorias 



Sumario. — El infonneque, por no corresponder á la oficina 
de la cual se solicitó, se pide de otra después de pasado el tér- 
mino probatorio, no puede considerarse como pedido futra de 
éste, si la primera solicitud se hizo dentro del mismo. 



Caso. — Entre varías otras diligencias de prueba, pidió la 
parte de Scamich, que se librara oficio á la autoridad corres- 
pondiente á linde que el jefe del Resguardo de la Capital infor- 
mase sobre diversos puutos relacionados con un choque de va- 
porea que ha dado lugar al juicio. 

El juez mandó librar el oficio pedido, y así se hizo, dirigién- 
dose el oficio al Prefecto Marítimo del Puerto de la Capital, 

La parte deScarnich, acompaiiundo á su escrito el oficio li- 
brado, expuso: qae había sido dirigido equivocadamente, pues 
el Resguardo de la Capital no dependía de la Prefectura Marí- 
tima, sinó del Administrador general de la Aduanado la Capital, 
á quien pedía se dirigiera un otro oficio en los miamos térmi- 
no». Agregó en otrosí : que el anteriormente librado le ha- 
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biasido devuelto en la Prefectura, después de habérsele puesto 
un decreto dándole corso, por haberse notado que no correspon- 
día á ella. 



Palla d«* Jwei Weú**mi 

Buenos Aires, Setiembre 25 de 1801 

Tomándose en cuenta lo manifestado en el presente escrito, 
diríjase el oficio á la autoridad indicada, en la forma quo eipre- 
sa el oficio adjunto. Al otrosí, agregúese y téngase presente. 

Campillo. 

La parte de MihanoTicfa, interpuso contra este auto, loare- 
cursos de reposición y apelación . Fundando el primero, dijo : 
que el nuef o oficio había sido pedido fuera del término de prue- 
ba; que nada significa que vi anterior hubiera sido dirigido á la 
Prefectura y no á la Aduana ; que la equivocación de que hace 
mérito ia otra parte, es imputable á ella, y no a la autoridad 
qne debía suministrar la prueba. 

Corrido traslado, contestó el demandado: que la medida de 
que se trata, no la habla pedido fuera del término de prueba, 
pues el oficio i librarse es el resultado de una petición hecha 
durante aquel término, ya que el anterior fué en él dirigido 
quitat por ana equivocación del Juzgado; que lo que se pro- 
pone, es rectificar un error cometido» y no solicitar una nueva 
diligencia de prueba. Pidió que no se hiciera lugar al recurso, 
con costas. 



' ■ 
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tul* del Jm*í redera! 

Buenos Airos, Octubre 31 de 189U 

X vistos: En el recurro de reposición deducido por la parto 
de Alihanovich, del auto de foja . . . f en que á solicitud del actor, 
se ordena la expedición de un informe. Y considerando : que 
si bien el olido librado al administrador de la Aduana de la Ca- 
pital, materia de este incidente, ha sido solicitado fuera de tér- 
mino, la diligencia probatoria en él contenida fué pedida y ur- 
deuada en tieinpj hábil, aunque por error requerida déla Pre- 
fectura Marítima, hecho que por si solo no bastaría para fundar 
el recurso deducido. . . Por tanto, y en mérito de Jas considera- 
ciones aducidas en el escrito de fijas..., no ha lugar á la repo- 
sición solicitada, y se concede en relación y en limbos efectos, la 
apelación deducida en subsidio, elevándole los autos día Su- 
prema Corte, en la forma de estilo. Hágase saber» y repóngase 
la foja. 

Juan del Campillo. 
Falto de la Suprtnia Carie 



Buenos Aires. Abril Ti ucl8&5. 

Vistos : Por los fundamentos del auto de foja noventa y 
seis, se continua, con costas, el apelado de foja sesenta y cua- 
tro vuelta ; y repuestos Ioí sellos, devuélvanse. 

BEMAHtK PAZ. —LUIS V. VAHE- 
LA. — ABEL BAZAN. — OCTAVIO 
BCKGE. — JUA3 E. TOHHENT. 
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CAUSA < V 



lion Julián Martínez, contra el Ferrocarril del Oeste de la 
provincia de Hítenos Aires, por expropiación; sobre daños y 
perjuicios. 



Sumario. — 1" No puede desecharse la demanda por danos y 
perjuicios, cuya existencia no ha sido negada en el juicio do 
expropiación, de la cual proceden. 

2° No existiendo en los autos de dicho juicio, elementos bas- 
tantes para avaluarlos, corresponde sustanciar la demanda por 
la vía ordinaria. 



Caso. — Lo explica el 



■fell* del Juen redera! 



J-a Plau, Julio 2:J do 1891. 

Y vistos: Los seguidos por Don Julián X. Martínez, contra 
el Ferrocarril del Oeste, sobre cobro de daños y perjuicios. 

Y resultando: i° Que en 18 de Noviembre de 1893 (véase 
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foja I), se presentó por intermedio de apoderado, Don Julián X. 
Martínez, en losautos sobre expropiación pq habían seguido 
Nffltaüs partes, exponiendo: que á virtud de la sentencia 
dictada por la Suprema Corte, se mandó abonar a mi represen- 
tado el precio del terreno ocupado por la ria. pCTo que faltaba 
pagarle daño* y perjuicios provenientes de ta expropiación, 
los mismos que viene ¡í cobrar, cou ñus las costas respec- 




su acción necesita recordar los antece- 
dentes que pssn á mencionar : a) que la empresa demandó á 
su representado por la expropiaciou de una área de terreno; 

que después do las tramitaciones consiguientes, se convino en 
que ora de aplicación la ley de expropiación de la provincia 
do Buenos Aires (véase foja H ; c) que en consecueneia se 
nombraron los peritos Collet y Vaca Quinan, quienes se expi- 
dieron de acuerdo sobre la obligación que la empresa tanja; da 
expropiar una área determinad:! de tierra disintiendo única- 
mente en et precio tpte debut atribuirse á cada metro cuadrado; 
d) que la empresa objetó más tarde que los peritos no podían 
obligarla ;í expropiar mayor terreno que el necesario para la 
vía; e) que fué por ello que las partes convinieron en limitar 
la expropiación ¡í lo últimamente apuntado, motivo por el cual 
él fallo del perito tercero Don Ualmiro Huergo, no piulo decla- 
rarse válido más urde en todas sus partes por la Su pruína Cor- 
te, pues que había abarcado el punto referente á la indemni- 
zaron, respecto del que ni debía pronunciarse, ni menos estaba 
facultado para cll<i; f) que, en su consecuencia, la Suprema 
Curte coniirnw el fallo del perita tercero eu lo referente ai pre- 
cio del terreno ocupado por la vía, y lo desaprobó en el resto; 
<j) que, cumplida así la sentencia de ese tribunal, en la parte 
que se refiere el terreno, no lo ha sido en cuanto se refere á la 
indemnización, por tos perjuicios causados á la propiedad put- 
ei fraccionamiento )j desperfecciones del resto del fundo. ^2 
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3 4 Que sustentando las pretensiones puntualizadas, agrego" 
el actor que la existencia de esos per ¡ii icios y el deb«-r de in- 
demnizarlos lian quedado ya ejecutoriados y consentidos y lo 
único que quedaquc hacerse es tu fijación de la suma líquida 
que haya d-; abonarse. 

i' Que además los peritos arbitr a, de perfecta conformidad , 
convinieron en que. como indemnización, la empresa debía 
expropiar la península que á causa -le l is obras quedaba muti- 
lada ; pero que esa forma de fijación Je pr^tu de los perjuicios 
ha sido rechazada por la Suprema Gotiff, y debe hoy estimarse 
en diñen, 

5- Que, desde luejío, la base para su estimación debe ser el 
mismo faud-, arbitro, en la parte que no Invoque someterse a] 
tercero, r . existir conformidad éntrelos paitos nombrada 
por las partes, 

6" Que, por lo tauto, si los pedios consideraron que el UUí 
de los perjuicios era igual al precio toda el área del tirrenn 
que forma dicha península, fácil será encontrar ese precio, pues 



señalado en autos el asignado delinitivW 




basten -ultipliearlo por ,\ número d,.„. ,• 
pitra obtener el valor de los precios. 

7" Que razonando de esta manera t-rmina la querella el ac- 
tor, solicitando del Juzgado mande abonar los perjuicios cobra- 
dos, para cuya determinación se multiplicaría el total de metros 
de la península, por el precio de M pesos ni/n señalado ú ca-ia 
metro cuadrado, deduciéndose de m sumí el valora-tual de 
ese terreno. 

S? Que conferido traslado ¡i ta empresa, su representante lo 
evacuó sosteniendo que el juicio de expropiación está ya termi- 
nado, y no puede volverse sobre éí, y ademas en el fallo de lus 
peritos cstü incluida la indemnización qué se cobra. 
9" Que si Ins partes convinieron, como el actor reconoce, en 

r*Ia vú t y la 8a? 
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prema Corte sólo dejó subsistente el fallo del tercero en la par- 
te que se refiere á este terreno, anulan Jólo en lo demás, es en- 
dentó que con esto terminó el juicio de expropiación, y agrega 
que no es posible sostener que haquedudo pendiente la indem- 
nización, porque es sobre ente punto que fué anulado el fallo 
del tercero, en cuanto condenaba A la empresa al pago de per- 
juicios, 

10° Que cuando se dice que á Martínez sólo se ha pagado el 
valor del terreno, se sostiene una inexactitud, pues se íe han 
pagado también hsdauos y perjuicios, como lo n A demostrar, 
recomendando previamente que se tenga en cuenta los dos si- 
guientes hechos: a) que los peritos fueron nombrados para pro- 
ceder con sujeción A ley de expropiación de la provincial ; y 
t>) que según esta ley, (os ¡m ttm son verdaderos jueces di- 
luiros. 

M° Que con arreglo al artículo f 4 «Je dicha ley, cel valor de 
la indemnización deberá comprender tus perjuicios que sean una 
consecuencia furiosa ó directa de la expropiación». Que, en su 
consecuencia, el fallo de los peritos comprende los perjuicios á 
rjuc lia tenido derecho el expropiado. 

12° Que eJ mencionado fallo surte los efecto* de la sentencia 
J termina el pleito, el que no puede reabrirse sin ir contra la 
cosa juzgada. 

I3 U Que adema*, Jos peritos cumplieron con los preceptos de 
la ley de expropiación, que manda comprender los perjuicios 
en el valor di- la indemnización que se lije y que ellos, de común 
acuerdo, fijaron las dos siguientes cuestiones : a) superficie á 
expropiarse; é) precio que debía abonarse; que respecto de la 
primera cuestión estuvieron de acuerdo, pero se expidieron en 
disidencia en la segunda . 

li* Que si bien liubo desacuerdo en cuanto al monto de la in- 
demnización, no lo hubo en las declaraciones terminantes que 
hicieron de que en el precio que debían determinar se compren- 
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(lían los perjuicio?»; que así tío común acuerdo sentenciaron: 
«Cuarto: Que & más de que el Ferrocarril está obligado /¿or ÍO 
ley á pagar el precio é indemnizar hs menoscabos que sus cons- 
ta nociones causan en el terreno indicado, la expropiación de la 
citada úrea (la dr tiO.OOD metros cuadrado» ), es provechosa á 
sus intereses* . 

15° Que más adelante el perito del señor Hartinez agrega: 
«que la expropiación do una área tan grande (la de GO.000 me- 
tros cuadrados) priva al propietario de loa beneficios que pudie- 
ra reportar en lu sucesivo ij r¡ne "frece una {fraude utilidad* 
incalculables ventajas n la empresa expropiante, lo cual no 
acontece con áreas limitadas y pequeñas destinadas tan solo at 
trayecto de la vía*. 

10" Que, linalmeute, el precio que la empresa debe pagar no 
sólo debe comprender ci valor real de la superficie, si nó tam- 
bion la indemnización del perjuicio sobrevenido al propietario; 
que en seguida el perito de la empresa falla declarando que : 
* el precio que el Ferrocarril debe pagar es de tres pesos mjn 
por metro, incluyendo en este precio tos danos y perjuicios *, 
17 u tQuc en conclusión, agrega el fallo de estos peritos, dando 
por pronunciada su decisión en los términos que anteceden, así 
lo pruvi-yer ni y fallaron, debiendo la segunda cuestión pro- 
puesta sobre el precio que debe abonarse por el metro cuadrado, 
acerca de lo cual existe disidencia, ser resuelta por un tereero, 
perito dirimidor, de conformidad á la ley de la materia»; qu<», en 
presencia de estos antecedentes, es evidente que en el precio 
lijado por los peritos estaba incluida la indemnización, 

18* Que la empresa demandada manifestó timbien que uo 
puede admitirse como argumento que la límitaei'ui de superline 
i-\ propiada inüere un perjuicio á Martínez, porque los peritos, de 
acuerdo, han declarado que la expropiación do una ¿reatan gran- 
de (la de fia. 000 metros) «es provechosa á los intereses de la 
empresay le ofrece una grande utilidad ó incalculables v¿ata- 
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jas*, de modo que la limitación del Area no sólo no acarreó á 
Martínez tía perjuicio si nó que, segnn los peritos, ha privado á 
la empresa de nn provecho? de ana grande utilidad, beneficián- 
dose ct expropiado, como es natural, que se vió obligado á des- 
prenderse si nú del terreno estrictamente necesario al Ferro- 
carril. Terminó pidiendo el rechazo de la demanda con espresa 
condenación en costas» 

19* Que conferido un nutro traslado por su orden, las part es 
se expidieron insistiendo en sus argumentos, y habiéndose lla- 
mado autos pnr;< delinitiva, ha llegado la oportunidad de dictur 
sentencia. 

f considerando ; i" Que la Suprema Corte ha establecido 
en su falto definitivo (véase foja 237, expediente sobre expro- 
piación) uuc los peritos nombrados por fas partes teman por 
misión prumtmiarse sobre tos dos siguientes puntos , según 
los términos de la ley provincial que regía el caso: I o valor 
del terrena expropiarlo; 2" indemnización que debía abonar el 
expropiante; omitiendo sin embargo laudar sobreesté último 
pinito. 

4" Que á consecuencia de esto, ese alto tribunal anuló el fa- 
llo del perito arbitro tercero, en cuanto fijaba la suma <t pa- 
garse por indemnización de perjuicios, puesto que no habiendo 
disidencia sobre este particular entre los peritos, por no haber- 
se pronunciado al respecto, al tercera no le era lícito ha- 
cerlo. 

3' Que aunque el perito señor Collet, nombrado por el 
Ferrocarril, se expidió sobre la indemnización, la que expresa- 
mente no incluye en el precio que fija al terreno (véase foja 38 
Tuelta), no por eso es menos exacto lo a&ererado por la Supre- 
ma Corte, pues el perito nombrado por el señor Martínez no 
hizo igual pronunciamiento, y desde luego no hubo fallo sobre 
dicha indemnizarían. La indemnización de que habla el doctor 
Vacafíuzmaii véase foja 37 vuelta), no es ta debida en con- 
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ceplo de la expropiación ¡ sinó por la privación que del te- 
rreno sufrió su dueño mientras lo ocupó el Ferrocarril an- 
tes de procurar su adquisición, 

4 U Que el señor Martínez no reclamó en oportunidad de la 
omisión de los peritos árbitros, al pronunciar su fallo, quedan- 
do éste por lo ta.ito, entonado y pasado en autoridad de cosa 
juzgada, como fué pronunciado, según lo dispuesto en las leyes 
23 y 35, título!", partida 3*. 

5° Que en su consecuencia, el señor dun J. X. Martínez no 
puede pretender la reapertura del juicio con el fin de que 
se falte sobre un punto anteriormente sometido ti los peritos 
arbitros y mis, cuando perfecta ó imperfectamente, esos jueces 
lo m rom ¡i en su sentencia arbitral. 

6 o Que meiius puede alegar el actor semejante pretensión, 
cuando tomo puntualizado el perito arbitro señor Oollet laudó 
sobre ta mdetnnixacion, cuyo fallo debe reputarse que aceptó el 
expropiado cuando no formuló reclamación alguna sobre la omi- 
sión que a) efecto sufrió su perito Arbitro doctor Vaca Guzman. 

Por todo ello, y demás fundamentos concordantes de los es- 
critos du fojas 12 y 42, fallo: desechando la demanda inter- 
puesta, é imponiendo al actor Don Julián X. Martínez perpé- 
tuo silencio, y todo con la especial condenación en costas. Xoti- 
fíquese con ú original, regístrese en el libro de sentencias, y 
rep ó nga n su las fojas. 

Mariano S. de Aurrecoechea. 

ralle *> a Suprema C'ert* 

Diurnos Aires, Abril 30 de 1895. 

Vistos y considerando : Primero : Que esta Suprema Corte 
no se ha pronunciado, como lo aíirma el juez a quo en el fallo 
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apelado, negando la existencia de perjuicios en la expropiación 
del terreno de Don Julián X. Martinei, limitúudoae el fallo de 
foja doscientas treinta y sieti- (expediente agregada) ú decia- 
rar que el perito tercero señor Huelgo no pudo pronunciarse 
respecto de tales perjuicios, por cuanto en ese punto no había 
babido disidencia entre los peritos rielas partes, señores Collet 
y Vaca Guzman. 

Segunda ;■ Qoe estos últimos señalaron una área de terreno á 
expropiarse por el Ferrocarril del Oeste, mocho maior que la 
necesaria para la vía, estableciendo que la expropiación del te- 
rreno designado en los autos con el nombro de «La Península» 
se imponía, por quedar completamente inutilizad o, involucrando 
en esa expropiación todos loa capítulos de perjuicios reclamados 
por el expropiado. 

Tercero: Que terminado el juicio dn expropiación. «■] expro- 
piante ha abonado á Martínez la suma de doscientos setenta mil 
doscientos ocho pesos con cuarenta y seis cení utos moneda na- 
cional, conforme á la liquidación practicada á foja trescientas 
una de los autos principales. 

Cuarto: Que posteriormente, el mismo Martínez, y, segnn 
lo manifiesta en sn escrito d« fija una, con el fin de cobrar los 
perjuicios que le fueron reconocidos por los peritos Vaca Guz- 
man y Collet, ha deducido la presente demanda. 

Quinto: Que al hacerlo, abandona la única base lijada al efec- 
to por estos peritos, que era la expropiación de Ja península, 
pues reconoce que no puede obligar al Ferrocarril á expropiar 
mayor área de terreno que la necesaria para la obra pública que 
motivó la expropiación. 

Sexto: Que en estas condiciones, no hay en los autos ele- 
mento-; que basten para conocer la extensión y la estimación 
pecuniaria de esos perjuicios por más que sea cierto el hecho de 
que su existencia fué reconocida por el laudo de Collet y Vaca 
Guzmau. 



Séptimo: Que, en consecuencia, es llegado el caso de qne la 
demai, J;i se sustancie en el juicio ordinario correspondiente, 
con arreglo ¿derecho, y teniéndose en cuenta las su mas ya abo- 
nadas por el Ferrocarril con motivo de esta expropiación. 

Por estos fundamentos : se revoca la sentencia apelada de fo- 
ja cincuenta y dos, y vnelvan !os autos al Juzgado de su ori- 
gen, para c|ne, aplicándose las leyes de procedimiento federal, 
se proceda con arreglo á las dcclarion»'s precedente*. X<'tifí- 
q uese- con el original, y repuestos lus sellos, devuélvanse junto 
con los autos traídos para mejor proveer. 

ÍIESJASUS PA¿.— LIISV. VARELA.— 
ABEL BAZAS. — OCTAVIO BUSGE. - 
JL'A* E. TOIUIEST. 



causa mi 



El fi'mco Nacional contra Don Salvador O, Gómez, por r»l,ro 

He pesos; sobre garantías 



Sumario. — La hipoteca es mayor garantía que el embargo, 
y puede constituirse por una suma determinada, sujeta á reduc- 
ción. 
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Caso. — E] ejecutado dedujo recurso de reposición del auto 
de solvendo, fundado en irregularidades de procedimiento. 
Mientras se sustanciaba este incidente, se dictó vi siguiente 



Autos v vistos : Considerando el Juzgado su ücit ntemen te ga- 
rantida la deuda del solicitante al Banco Xacional con la pro- 
piedad que ofrece ú embargo y títulos de depósito por valor de 
8000 pesos moneda nacional • por tanto j en rueritode los fun- 
damentos aducidos en el acápite final del precedente escrito, se 
resuelve levantar la inhibición decretada en autos, librándose 
para el efecto los oficios correspondientes, prévia anotación del 
correspondiente embargo de la citada propiedad. Al otrosí 



Contestado por el Banco, el traslado que se le confirió de la 
reposición deducida por Gómez se dictó el siguiente 




Bueno* Aire*, Julio 28 de 18*1. 



como se pide, bajo constancia en autos. 



Juan del Campillo 



Falta M Jue* »>4er*l 



Uuenos Aires, Agosto 7 de 189-1, 



Habiéndose declarado por el auto de fecha 28 de Julio pasado, 
suiicienterocnte garantida la deuda del ejecutado señor Salv»! 
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dor G. Gómez, al Banco Nacional, con la propiedad embargada 
al mismo, y títulos de depósito que en dicho auto se expresa 
déjase sin efecto el mandil miento de ejecución librado contra 
aquel por el total de su deuda (artículo 19 de la ley de liquida- 
ción del Banco Nacional), y para mejor proveer en el estado ac- 
tual del juicio, compareicau las partea á juicio verbal el día 20 
del corriente & las t de la tarde. 



El flanco npelú y se le concedió el recurso en relación. 



de la 



fluenos Aires, Abril 30 ile 1895. 



Vistos y considerando: Que, según lo ha expresado la parte 
del Banco en el informe iti toce producido ante esta Suprema 
Curte, funda la apelación, no en la consideración del valor de los 
bienes embargados, que reputa, al contrarío, suficientes en re- 
lación al monto de la deuda cuyo pago demanda, sinó porque el 
embargo simple no pone al Banco á cubierto de eventualidades! 
asegurándole dorante el largo tiempo de la liquidación del Es- 
tablecimiento, el pago del crédito. 

Que en consecuencia deesa manifestación, expresó igualmen- 
te que no tenía inconveniente en aceptar el pago y ejecución del 
crédito en la forma establecida por el auto apelado, siempre que 
t>e constituyera hipoteca sobre la casa embargada. 

Que la parte de Gómez no la hecho oposición á Jas citadas 
indicaciones del Banco, expresando que uo había sido requerido 
por el ejecutante para constituir la hipoteca mencionada. 
t. u 18 



274 



FALLOS J>E LA SUPREMA CONTE 




Que en eíecto,el simple embargo de una cusa no ofrece las ga- 
rantías que una fianza 6 hipoteca, en cuanto aquel no se 
lia comprendido entre los actos ó causas de la 
créditos reglada por los códigos de fondo para los 
segun ellos, proceda las cuestiones de graduación. 

Que, por tanto, «1 citado embargo no llena las 
que sirven, según el artículo diez y nueve de la ley número tres 
mil treinta y siete, á limitar los derechos del Banco para deman- 
dar en juicio el íntegro pago de su crédito. 

(Jue la divergencia ei.tre las partes sobre el monto de la deu- 
da no puede ser un obstáculo par* la constitución déla hipote- 
ca, desde que, conforme al artículo tres mil ciento cincuenta y 
tris del Código Civil, pueden garantirse con hipoteca también 
los créditos eventuales ó condiciónale», de lo que se deduce, que 
el otorgamiento de la hipoteca sobre Ja base del valor total del 
crédito que el Bancariemunda nu perjudicaría al demandado, 
que entiende deber menos, pues que los efectos de la hipoteca 
limitaría.., t-n último resultado, a la suma que en realidad 
adeuda el ejecutado, una vez que, haciendo valer sus defensas 
le fueren ellas reconocidas ó aceptadas. 

Por esto, se declara : que ol ejecutado ha de constituir hipote- 
ca sobre la casa emburrada, tomándose como base la totalidad 
del crédito cobrado por el Banco, y sin perjuicio de las reduccio- 
nes n que haya lugar, modificándose en estos términos el auto 
apelado de foja <-iento sesenta y cinco vuelta, en su primera par- 
te.no siendo apelable en au segunda parte. Repuestos los sellos, 
devuélvanse, pudiendo notilkarse con el original. 



RENJAHIN VAZ. — LL'lS V. VA HELA. 
— ABEL RAZAN. — OCTAVIO 
UUNGE. — JTJAfl E, TORRENT. 
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Kí Doctor Ifoti Salvador Atttlri')' y (irán contra Legar y C*; 
stritrc falsificación de marca de fabrica 



Sumario.^ Correspondo al actor la prueba de ser falsificadas 
las mercaderil que id demandado veude bajo la marca de aquel, 
y dehuln-r sido Ví-itd idas cotí conocimiento de ta falsificación; 
¿in esa prueba, ei demandado debe ser absuelto. 



r mo, — Resulta del 



Y vistos: estos autos seguidos por Galileo Maldura, en repre- 
sentación del doctor Salvador Andrcui y G ra u, contra Legar y 
C - , por falsificación demarca de fábrica, de los cuales resulta lo 
siguiente : 

Que A foja t a se presenta el referido Maldura exponiendo: 
que tiene conocimiento de quo los boticarios que enumera en 



tallo del Juex Federal 
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seguida falsifican lawareaó por U nienos venden algunas pas- 
til la* cuii ui urca falsificada, como si fueran las conocidas cou el 
jjomLre tlel ductor Andreu, contra la tus; que estos señores ven- 
den dichas mercaderías con etiquetas tan perfectamente imita- 
bas, (¿ue, á menos de ser nao farmacéutico y couocer bien el ar- 
tículo, tiene forzosamente que caer en engniiu ; y siendo dichas 
pastillas, hechas sin conocer ¡a recetarte! doctor Andreu, inúti- 
les para curar la tos y tal ve2 nocivas, el espundio que esu< mn& 
res Lacen del producto falsificado le perjudica enormemente en 
la opinión del público, además fíe los danos inherentes á la ven- 
ta de todo producto falsilicado; que so podrióte es dueño de 
la marca que usa f ura distinguir dichas pastillas, debidamente 
registrada cu la oficina correspondiente, con arreglo á la ley de 
la materia ; y en consecuencia, acogiéndose á la ley de marcas de 
fábrica en sus disposiciones del título 3" y al articulo 35 de ta 
inania, entabla formal demanda contra los mencionadas feeño- 
res, pidiendo que se le condene á las penas establecida* por di- 
cha ley y al pago de los daños y perjuicios que han ir rugad o á 
su poderdante, más las cu>tas de! juicio. 

Majidadu trabar embargo en cada una de las casas indicada* 
por ti demandante, éste mismo solioitó quo se suspendiera en 
varias üe elías, y una vez veriücada la diligencia de embargo en 
la botica de la calle de Piedad número I8U0, de que da cuenta 
el acta dfl foja 41, desistió el actor de la demand;. contra varios 
y contra M. Magna seo, pidiendo que la entablada contra éste se 
entendiese Con los sucesores L-fjar y C '; y corrido el traslado de 
la demanda ú estos últimos, la contestan a íoja G8, manifes- 
tando: 

Que en 24 de Agosto de 189:2 presentóse á su casa un corre- 
dor ofreciendo en venta pastillas del doctor Andreu á diez y 
siete pesos la docena de cajas, comprándole dos docenas, las 
que pagaron al contado al recibirlas ; 

Que habían ya vendido nueve cajas cuando se presentó el Ofi- 
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cial de Justicia, al cual hicieron entrega de todas las cajas exis- 
tentes que. er |iiinc> f tus que fueron lacradas y limadas, levan- 
tándose un sota en laque hicieron eou>tar su protesta, poruo 
saber si efectivamente esas pastillas eran falsifica flus 6 no; 

Qúe no tenían conocimiento ijt> que hubiese faUilieacion «le 
esas pastillas, y siendo así i-ra el deber d*d doclor Andreti haber 
prevenido por medio de circulares ó avisos cu lus periódicos que 
existía tal falsificación, evitando qtie futran sorprendidos no 
súíií ellos sinó también los consumidores ; 

Que los representantes del doctor Audreu clasifican de falsili- 
eadas las --ajas de past illas qiiesararon de su farmacia, por orden 
judicial, dando como única razón lasque dej 111 expuestas en el 
acta que se levantó en el misino momento; y que como puede 
ver el Juzgado, la marca que. estos señores han registrado no es 
la antigua con que comerciaba el doetur An Ireu en la plaza, 
cosa que pueden atestiguar muy liicn las casas mayoristas de 
drogas ; 

Que ¿cómo quedan, entonces, conceptuadas las anteriores! 
¿Son legítimas ó no lo son ? ¿Son ó no legítimas lasque se saca- 
ron de su casa? 

Que la responsabilidad del farmacéutico es amplia respecto 
de aquellos preparados de fórmula conocida, pues con ellos no 
pueden ser sorprendidos, teniendo la obligación de analizar los 
productos y clasificarlos, no sucediendo lo mismo en lo tocante 
á específico* extranjeros de fórmula ú receta cereta, cmno las 
pastillas del doctor Andrea ; 

(¿ue en este caso no debe verse tan sólo si el envaso ó envol- 
torio del artículo ó una coma más ó menos diferencian una caja 
de otra, lo cual puede ser un error de impresión que baya pasa- 
do desapercibido para el fabricante ó que los empaquetadores ha- 
yan empaquetado mal : 

Que lo que debe saberse para la <-lasifícacion de bueno ó malo 
e* la fórmula del producto y sometiendo ambas á un análisis 
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químico para que dé su fallo el químico encargado de «lio ; 

Que, por lo tanto, piden que si 1 U*s absuelva déla acusación, 
dejándoles íi salvo sus derecho* por los danos y perjuicios que 
se lea han ocasionado. 

Recibida la causa ;i prueba no &e ha producido ninguna pur 
el actor, habiendo sólo los demandados presentado el recibo de 
foja 75. 

Y considerando: (¿ue habiendo el demandante deducido su ac- 
ción contra el demandado atribuyendo i éste, falsificación de las 
pa&tillas del doctor Anüreii, 6 venta do estas pastillas con marca 
falsificada, le correspondía t omo actor la comprobación de los 
hechos que sirven de base a" su demanda; esto e>, que las pasti- 
llas embargadas eu cusa de loa demandados son falsificadas ó tie- 
nen marca falsificada y que los acusados son actores ó cómplices 
de la falsificación ó <¡ue han rendido con conocimiento de ella. 

Que aún cuando las cajas de pastillas embargadas debieran 
considerarse como falsificadas p«T ser ellas igüalea A lás presen- 
tadas en tal carácter per el actor y diferir en algunos detalles 
de las presentadas por el mismo como legítimas, siempre habría 
sido necesario que el actor justificase si el demandado vendía el 
artículo falsificado, á sabiendas, con conocimiento de la fal-iü- 
c acíon, puesto que la ley de marcas de fábrica y de comercio 
elige un estos casos por parte del acusado el dolo especial. 

Que no habiendo el actor producido prueba alguna, su acción 
no debe prosperar» Siendo inadmisible que una condenación se 
funde en las simples alirmacioues de la parle interesada. 

Por estos» fundamentos, fallo : absolviendo de culpa y cargo á 
los demandados Leyar y O; dejando i salvo la acción que 4 es- 
tos corresponda por tos danos y perjuicios que hayan podido 
sufrir, hiendo l as costas del juicio á cargo del actor. Notifíque- 
se con el original y repónganse los sellos. 

| J. r V. talarme. 
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rnllo ile I» üiuprmtn Corle 



J!neríO$ Airea, Abril 30 de 18yó. 



Vistos: Por su fundamentos, se confirma con costas tus sen- 
tencia apelada <le foja ciento seis. Repuesto* lus sellos, de- 
vuelva a se. 



tw A/. Fowler, contra el ministro de ta República de 
Chile, por rubro tle peaos; sobrr compeienna. 



Sumario. — Por til hecho de haber uu ministro diplomático 
entablado acción ante la Suprema Corte, sobre rescisión y nu- 
lidad de uu contrato, debe entenderse que 3e ha sometido & su 
jurisdicción pura las cuestiones ¿obre cumplimiento de dicho 
contrato, que participen del carácter de turcerfa. 




ÍAtSl «VIII 
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Caso. — Resulta del 



Falto In Suprtnit €«rte 

Bueuos Aires, Abril 30 de 1895. 

Vistos en el acuerdo : Prescribiendo el artículo primero, in- 
ciso tercero, de la ley sobre jurisdicción y competencia de los 
Tribunales Federales de catorce de Setiembre de mil ocho- 
cientos sesenta y tres, que la Suprema Corte conocerá en las 
causas que afecten á embajadores ú otros ministros diplomáti- 
cos, en la forma y modo que una Corte de Justicia puede pro- 
ceder con arreglo al derecho de gentes. 

Y teniendo en consideración, que el señor enviado extraor- 
dinario y ministro plenipotenciario de Chile, se lia acogido y 
sometido anteriormente por su propia voluntad y por hecho 
propio, a* la jurisdicción de los tribunales del país, ocurriendo en 
demanda, en representación de su gobierno, contra la sociedad 
Lavarello hermanos, ¿sus sucesores, reclamando la nulidad del 
contrato de renta del vapor *Aquila>, y embargo de loa valores 
de que hace parte la suma cuyo pago se gestiona en estos autos 
por Don Tomás B. Fowler, cesionario de los expresados La- 
varello hermanos. 

Que esa demanda en virtud déla coa], comoacabado decirse, 
el señor ministro de Chile y su gobierno mismo han apoderado 
a estos tribunales sin reserva alguna del conocimiento del asun- 
to mencionado y en la cual dicho señor ministro, por acto igual- 
mente de su exclusiva voluntad, ha comparecido y obligado su 
responsabilidad personal pende aún y ae tramita ante esta Su- 
prema Corte, habiendo en ella el señor ministro obtenido reso- 
lución favorable en las medidas precautorias solicitadas por su 
parte, en defensa de los intereses que representa. 
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Que es regla admití la en el derecho internacional que la exen- 
ción de los ministros extranjero» do la jurisdicción dct país en 
el cual están acreditadas, cedu en el caso de demandas reconven- 
cionalei, ó que participen del carácter de una tercería en los 
procesos intentados previamente por ellos, renunciando á las 
prerogativas que le son inherentes en el carácter de tales. 

Que en estos casos» según Baajttisma regla, la propia actitud 
y el voluntario ocurso de los señores ministras á los tribu- 
nales del país ante el cual ejercen sus funciones, los coloca 
ten la situación de una parte privada, y somete al imperio do 
las leyes comunes en todos los actos del procedimiento, oicn- 
sando ello consiguientemente el empleo de las formas diplomá- 
ticas para su citación en los diversos incidentes de la causa, 
empleo que sería incompatible con las formas comunes de pro- 
cedimiento en los juicios. 

Que comprendiéndolo sin duda asi el señor ministro de Chile, 
ha debido fijar y fijó en los autos iniciados por su parte un do- 
micilio especial i-ara recibir directamente notificaciones en él, 
y lo ha fijado también p ir intermedio de su apoderado en dicho 
juicio. 

Que si no como una verdadera excepción & la demanda de! 
gobierno de Chile, debe reputarse como una tercería 6 un pro- 
cedimiento incidental y rigurosamente conexo con ella la recla- 
mación del cesionario de ¡os demandados en aquel juicio pre- 
tendiendo el pago de una parte del precio, y la ejecución del V 
mismo contrato cuya nulidad se reclama por dicho gubierno, y 
son en consecuencia aplicables á tal reclamación las reglas an- 
teriormente establecidas. 

Por estos fundamentos, y atento lo pedido por Don Tomás 
B. Fowler, á foja sesenta y nueve, la Suprema Corte resuel- 
ve insistir en lo que tiene mandado á foja treinta y ocho, y 
dispone en consecuencia que se corra directamente al señor mi- 
nistro de Chile, el traslado allí ordenado. 
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En cuanto ;i Iq pedido por el demandante á foja sesenta j 
seis, no procediendo la vía ejecutiva que se intenta entablar, 
no ha lugar, Repónganse los sellos. Notifiques? t on el ori- 
ginal. 



BENJAMIN PAZ. - LUIS V. VA HELA. — 
ABEL BAZA I* . — JUAN E. TQIIHEKT . — 
OCTAVIO BUSGE (ei 



DISIDENCIA 



ilui-nos Airas, Abril :«J de l&lñ. 

Vistos en el acu«<rdo: Considerando : Primero ; Que don 
Tomás H. Fowler se lia presentado demandando al ministro de 
Chile para que se le condene á pagar la suma «le veinte y cua- 
tro mil libras esterlinas,, en virtud del endoso del documento de 
foja cuatro, huello á sn favor por Don César Lavarello. 

Segundo : Que la Suprema Corte, con el mérito de los autos 
obrados y pendientes ror demanda deJ señor ministro de Chile, 
en representación de su gobierno, corrió traslado á dicho señor 
ministro (auto foja treinta y ocho), 

Tercero: Que al ucurrir el U¿ier al ilmticitio del señor 
ministro para hacerle la notificación ordenada, éste expuso que 
eu su carácter de enviado extraordinario y ministro plenipo- 
tenciario no podía aceptarla en la forma pretendida (foja se- 
senta y seis vuelta). 

Cuarto : Que los autos á que se hace referencia á fuja trein- 
ta y ocho, son loa que inició el señor don Adolfo Oaerrcro, co- 
mo representante del gobierno de Chile, contra don Vicente 
Bollero, represi-utank' del concurso formado en Genova ú la ca- 
sa de Lavarello hermanos, sobre rescisión y nulidad del con- 
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trato de compra-renta del vupur •Af|iiila> 1| y que posterior- 
mente siguió el mismo señor Guerrero, en su carácter de mi- 
nistro plenipotenciario de Cüih-, contra don Cario* Porta, 
curador ddinitivo déla sociedad fallifade navegación italiana 
de • Lavare lio hermanos». 

Quinto: Que k obligación que surge de los términos de la 
carta de foja cuatro, firmada por el señor Gabriel Vidal, en- 
tunees ministro de Chile es personal á favor de César LavareUo 
y no del concuño de LavareUo hermanos, y que la acción del 
cesionario don Tomás H. Fowler, se dirijo individualmente 
contra el gobierno deesa República, que es el que sigue los au- 
tos sobre nulidad de la venta del «Aquüa». 

Sexto: Que además, el objeto de lus dos juicios es distinto, 
pues el uno Tersa sobre nulidad de un contrato, y el otro su 
reüere á cobro do pesos por persona que no ha tenido partici- 
pación ninguna en la celebración de ese contrato, según ejnsta 
por la oscritum que corre á foja veinto del expediente respec- 
tivo, en la que nu se hace mejicion del señor LavareUo. 

Séptimo: Que en vista de lo espuesto en ios anteriores con- 
siderandos al espediente iniciado por Fowler contra el ministro , 
do Chile, no es incidente del que se sigue por el mismo mi- 
nistro á nombre del gobierno de Chile, contra don Carlos Por- 
ta, curador del concurso de cLavarello hermanos», ni tiene re- 
lación alguna con él, desde quo son distintas las partes que 
intervienen en los dos juicios y do distinto género las obligacio- 
nes que les lian dado origen. 

Octavo : Que esta Suprema Corte carece de jurisdicción para 
conocer en la demanda ou Labiada por Fowler, mientras el mi- 
nistro de Chile no preste su consentimiento para ello, prévia 
autorización de su gobierno, como es jurisprudencia constante, 
y se ha resuelto en repetidos fallos, con sujeción & lo dispuesto 
en el artículo primero, inciso tercero, de la hy sobre jurisdic- 
ción y competencia de los tribunales nacionales. 
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Por esto, y de conformidad con lo expuesto por el señor Pro- 
curador General, mígase la notificación de ta demanda en la 
forma que se indica en la vista de foja sesenta y una. Re- 
póngase el papel. 



Contra ttravibilla f cónyuges, sobre falsa manifestación y pena 

de dobles derechos 

Sumario. — La diferenciado calidad, debidamente acredita- 
da con Jn resolución de la Dirección de Rentos, puedo ser pe- 
nada con la imposición de dobles derechos, aunque lo haya sido 
estando la mercadería en depósito. 



octavio IHJNCE. 



CAUSA CIX 




RESOLUCION UK LA DIRECCION DE RESTAS 



Buenos Aires, Mayo 22 de 1HÜ4. 



Examinada la muestra de las toballas en cuestión, j teniendo 
en cuenta las consultas hechas á varios comerciantes introduc- 
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tares en el ramo, la Dirección General de lientas, en acuerdo 
extraordinario de la fecha, resuelve: Declaradas comprendidas 
en la partida número 2845 de la tarifa vigente. A sus efectos, 
vuelva a la Aduana de la Capital, con la maestra respectiva. 

Acht'wal. 



KLSÜÍXCION 1>£ LA ADUANA 

Bu iioü Airt-A. Mayo 31 de 1891. 

Visto lo resuelto por la Dirección de Rentas, y con arreglo á 
lo dispuesto por Ida artículos 930 y 1054 de las Ordenanzas de 
Aduana, resuelve se paguen dobles derechos sobre la diferen- 
cia de valor entre la mercadería pedida á despacho, y la que re- 
sulto de la verificación practicada; hágase saber. A sus efec- 
tos pasea Contaduría, y repónganse lus sellos. 

S. liaibiene. 

Falte del Juei Federal 

f 

Huidos Aím, Octubre 8 de 1894. 

Y vistos : Considerando : Que según resulta del expediente 
principal, la resolución de Aduunaque ha motivado el presente 
recurso ha pronunciado la pena de dobles derechos [ior diferen- 
cia de calidad entre la mercadería espresada en el manifiesto de 
depósito, y la que realmente existía en los bultos en el acto de 
la verilicacion. 

Que la diferencia de calidad está debidamente acreditada con 
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la resolución déla Dirección Genera) di' Rentas, que en caso de 
dudas entre la Aduana y el comerciante decide sin apelación 
respecto de la partido de la tarifa de avalúos á que corretón- 
de la mercadería. 

Que la circunstancia de haber sido encontrada la diferencia 
estando la mercadería en depósito, nn cambia las precedentes 
conclusiones, pues el artículo 16, parágrafo 2% de la ley de 
Aduana rigente en el corriente año, dispone que las Aduanas 
podnín verificar las mercaderías en loa depósitos, quedando las 
diferencias que resulten, de clase, de calidad, etc, sujetas i las 
penas que para easos análogos determinan las ordenanzas en 
los artículos 128 y 930; prescripción que equipara las diferen- 
cias de mercaderías en dcpóaito ú las encentradas en el des- 
pacho directo, api icand ules la mUnia penalidad, y Lace por 
tanto comunes las reglas establecidas para determinar osas di' 
ferencias. § resolver las dudas que al respecto pudieran surgir. 

Que aúa en defecto de la ley de Aduana vigente, ti caso cae- 
tía dentro de las prescripciones de los artículos 311 y 312 de 
las Ordenanias, que han previsto y penado las diferencias en 
más y en menos encontradas en las mercaderías en depi'jsito. Kn 
presencia de estas terminantes disposiciones, resulta ineficaz 
la defensa que pretende apoyarse en la falta de perjuicio que en 
caso de perdida de la mercadería, resultaría para el Fisco obli- 
gado ú responder tan sólo por lo manifestado. Por lo demás, 
es notorio que esta forma de manifestación ha servido en mu- 
chos casos para la sustitución y sustracción de mercaderías de 
los depósitos fiscales. 

Por estos fundamentos, de conformidad con las citadas dispo- 
siciones legales, se confirma, con costas, la resolución apelada. 
En oportunidad devuélvanse los autos ú la Administración de 
Rentas. Repóngase el papel. 

- 

/. r. lalannc. 
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Buenos Aircü, Dick-inbru 
Su ¡nema Corte : 

La Administración de Rentjs declara á foja -i. que la merca- 
dería en cuestión *stá comprendida en la partiría número 285Í 
de la tarifa vigente. 

La Administración de Aduana le impone, en consecuencia, en 
virtud de la resaltante diferencia de calidad, la pena de dobles 
derechos; y la sentencia de foja 38 confirma, con fundamentos 
legales, la resolución recurrida. La ley de Aduana vigente lo 
mismo que las Ordenanzas, imponen pena ¡i toda falsa manifes- 
tación ya para despacho, ya para depósito. 

Kl artículo 311 de las Ordenanzas autoriza al efecto á la 
Aduana, para inspeccionará la entrada, durante la permanen- 
cia en el depósito, y á su salida, ya sea para consumo ó para 
tránsito, los bultos depositados y el artículo 312, en caso de en- 
contrarse discrepancia entre el manifiesto y bultos inspeccio- 
nados, impone las penas establecidas en ios artículos 030 á 
034. 

Ante estas prescripciones, no parece dudoso el derecho de la 
Aduana á penar por diferencias, no sólo respecto de las merca- 
do rí. ib pedidas a despacho, sinó délas introducidas en depósito, 
y por ello pido á V. E. la confirmación déla sentencia recu- 
rrida. 

Sabiniam Kier, 
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Fallo é>) im lM|tr«nn C'«rie 

Bunios A'm-i t Mnyo¿ Ue 1nm3. 

Vistos y considerando: Que e*ta Suprema Corte, para mejor 
proveer, ha mandudo traer una pieza de la mercadería á que es* 
tos autos se refieren. Que examinada ella resulta continuada la 
clasificación hecha por la Administración de Aduana. 

Por esto, de acuerdo con lo expue>iu y pedido por el señor 
Procurador General., y por sus fundamento^ se confirma con 
costas la sentencia apelada de foja treinta y ocLo. Repues- 
tos los sc'llits, devuélvanse, y remítase ¡í la Aduana la pieza que 
ha enviado, 

UtNJAMIN PAZ. — LL'IS V. VAHE- 
LA.-— ABEL DAZAS.— OCTAVIO 
Bl'KGE. — m¿á-m 1'OHItENT. 



Don José S. Nulos contra /ton O festina t Y njtu>roa, por reivin- 
dicación; sobre excepción de no parte 

Sumario.— Para que el demánda lo por reivindicación pueda 
oponer la excepción de no parte, debe declarar no solamente el 
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nombre, sinó también la residencia de ia persona á cuyo nom- 
bre tiene la cosa que se reivindica. 



O/ío.— Kesulta del 



MI» del Jurx redtral 

Qil.itJinrca. Aííoato 9 de 18U4. 

Y vista la excepción dilatoria deducida por el señor doctor Gui- 
llermo Correa, apoderado del señor Celestino Pignoren, en ia 
demanda interpuesta en su contra por don José S. Pintos, sobre 
reivindicación de un immuoble, fundándose en que no es parte, 
porque ÓI no posee á nombre propio, sin,, en el de su surgro* 
don José Lino Albarracín, quien debe contestar la acción in- 
tentada ; con lo expuesto por la parte demandante en su escrito 
de contestación; y considerando: 

Que en la Justicia Nacional no son admisibles más excepcio- 
nes dilatorias que las expresamente señalada* en la ley, y que 
l¿Mt* de perwmtidad en eldemaiufado o el Lecho de\to ser 
parte en el jucio, uo se enumeran en ella. (Fallos de la Suprema 
Corte, serie t% tomo 8, página Ü; serie 2', tomo 9, páginas 
Í01 y m- t tumo 10, página 185; tomo 1 1 , pagina 342; tomo 12 
página 550; tomo !3, página 158 y tomo 2!, pagina 33). 

Por tanto: resuelvo no hacer lugar á la excepción dilatoria 
interpuesta, con costas, debiendo cimtestarel demandado en el 
término legal; si a perjuicio de la citación que se mandará ha- 
cer al señor José Lino Albarracín, una vez que el señor Figue. 
roa designe su domicilio en la forma pedida por la parte de- 
mandante. Hágase saber y repónganse. 



JoséM. Yaidcz. 

10 
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Buenos Aires, Mayo 3 de 

Vistos y considerando: Primero: Que de conformidad al 
artículo setenta y tres de la ley de Procedimientos y á la juris- 
prudencia establecida en su mérito, la excepción de falta de yer- 
soneria en el demandado no es procedente en calidad de dila- 
toria. 

Segundo : Que la limitación á esa regla establecida por el ar- 
tículo don mil setecientos ochenta y dos del Código Civil, requie- 
re que el que se dice mero tenedor, para negarse A contestar la 
acción reivindicatoría contra él intentada, declare el nombre y 
la residencia de la persona á cuyo nombre afirma ocupar la 
cosa. 

Tercero : Que el demandado, al deducir la articula ñon de 
foja diez y seis, no ha llenado la doble condición mencionada, 
para colocarse dentro de una excepción, que, como tal, no admite 
interpretación ni aplicación extensiva. 

Fur estos fundamentos: se confirma el auto apelado de foja 
diez y nueve, en cuanto ordena que el demandado Fíguero-t 
conteste de recámente la demanda, debiendo las costas de am- 
bas infamias abonarse en el orden causado. Devuélvanse, de- 
biendo reponerse los sellos ante el Inferior. 



BENJAMIN PAZ. — LTJIS V. VARELA, — 
ABEL BaZAH . — OCTAVIO BCCSGE. — 
lUAIf E. TORREHT. 
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LAUNA tXI 



Loma y C, contra don Juan Logar za, por falstftcacion de mar- 
ca de fábrica; sobre liquidación de honorarios y gastos 



$umario,-i°U parte debe pagar á su procurador Jos gastos 
que son de carácter estrictamente judicial, y los intereses de 
las sumas que haya anticipada para satisfacerlos. 

2" Son de ele carácter los gastos por derecho de regulación, 
por diligencias de embargo verificadas ante uu escribano suplen^ 
te, y por eiámen de libros hecho por perito. 



Caso. — llesulta de las siguientes piezas ; 



LIQUIDACION 

Honorarios del procurador Cristian 

Sieraes • $m/ n Í50.OÜ 

Derechos de regulación pagados al 
doctor Pedro C. Eeyna; según re- 
cibo de foja 60 65 
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Pagado al Escribano Antonio Alba- 
cetti, por tres diligencias (te em- 
bargo, según recibos dfc foja 42. . 

Pagado al doctor 'lYrra por examen 
de libros y Tarios otros antece- 
dentes, según recibo Je foja M. 

Veinte sellos de un peso cada uno, 
per actuaciones 

Sra/n 381.55 



l'nlle del Juei Federal 

ílitt'iiod Airo:», Octubre £i J*; 18S34. 

Vista la oposición adu- ida centra la liquidación de foja..., y 
considerando: que lauto la cantidad lijada al regulador como 
la pagada al Escribano autorizante del embargo de foja... son 
gastos de carácter L-strictamente judicial y por lo tanto á cargo 
de la parte que lia seguido el juicio; que respecto de los bono- 
rarios del dort-ir Terra ton igualmente ú cargo de la parte, los 
que constan en juicio y que han sido íijadus ya por l-1 regulador, 
que no pueden ser elevados á mayor cantidad á los efectos de 
Ja liquidación como pretende el Procurador Siemes; que igual- 
mente debe abonarse el interés de la cantidad que resultare le- 
gítimamente adeudarse, hasti el momento de la liquidación. 
Por ésto, se declara que a¡>í debe reformarse la liquidación recia- 

lililí A | 

V. Lalanne. 



75.00 

100.00 
20.00 
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Buenos, Aires, Mayo i de 1895. 

Vistos : Por sus fundamento*, y considerando, además, que el 
mandante debe satisfacer al mandatario los intereses corres- 
pondientes á las sumas que é.-Uu hubiere adelantado ¿anticipa- 
do para la ejecución del mandato (artículo mil novecientos cin- 
cuenta del Código Civil), se confirma, con costil, el auto apelado 
de foja ochenta y nueve vuelta. Repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

BENJAMIN PAZ. — OCTAVIO BUNGE. — 
JUAN E. TOUHENT. 



CAVI» A C'X II 



La provincia de fíuenos Aires confina ta Municipalidad de la 
Capital Federal; sobre reivindicación de terrenox 



Sumario. — 4 o L»s terrenos conocidos con el nombre 'do 
c Falermo * ó * l/aríjue 3 de Febrero » no pertenecen Á la Muni- 
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ripalidad de la Capital por derecho propio preexistente y como 
sucesora de la Municipalidad de la ciudad de Buenos Aires. 

3° Habiéndose la provincia de Buenos Aires desprendido á fa- 
vor de la Nación del dominio de dichos terrenos en la extensión 
de 4.950.000 metros cuadrados, no puede ejercer acción reivin- 
dicatoría sobre ellos, salvo sus derechos respecto de la mayor 
extensión que quedase dentro de los mismos. 



Caso.— Lo explica el 



ralle d« I» Suiveaia Cerle 

flutíuoü Airi'H, Jlayoíí de 1895. 

Vistos y considerando: Primero : Que la provincia de Bue- 
nos Aires, acompañando los títulos de propiedad que corren de 
foja tres á foja noventa y seis, entabla acción reivindicatoría 
contra la Municipalidad de la Capital de la Ilepública, para 
que ésta le restituyala posesión de los terrenos á que aquellos 
títulos se refieren, y que dice están actualmente poseídos 
por la demandada. 

Segundo: Que la Municipalidad de la Capital, sin negarlos 
hechos ni precisar cuáles de aquellos terrenos posea,alega su de- 
rectao á la propiedad de toda extensión territorial comprendida 
dentro del municipio, y que hubiese pertenecido á los terrenos 
conocidos con el nombre de « Paterno » ó * Tres de Febrero» , 
por haber estos pertenecido á la Municipalidad de Buenos Ai- 
res, antes de la cesión de su territorio para capital de la Repú- 
blica. 

'Tercero : Que trabado el pleito en estas condiciones, corres- 
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pondo areríguar si la provincia de Buenos Aires ha justificado 
los extremos de la acción que dedoce, y, & su vez, ai la Munici- 
palidad de la Capital ha probado su derecho a la propiedad de 
todas las tierras reclamadas por aquella. 

Cuarto í Que á este efecto, es menester tener en cuenta la 
legislación de la provincia de Buenos Aires, referente á las 
tierras de Palermo, asi como las disposiciones administrativas de 
la misma anteriores y posteriores á la creación del paseo público 
«Tres de Febrero», fundado sobre una parte de esos terrenos. 

Ouinto: Que es indudable que de todos los antecedentes, re- 
sulta que la propiedad de las tierras en cuestión jamás le fué 
acordada ó reconocida por leyes ó decretos á la Municipalidad 
de Buenos Aires, habiendo ésta sido meramente administradora 
de ellas en algunas épocas, así como también lo foeron en otras 
la Municipalidad de Belprann y diversas comisiones especiales 
dependientes del Poder Ejecutivo de la Provincia. 

Sexto: Que en estas condiciones se encontraban esos terre- 
nos en la fecha de la federalizacion de la ciudad de Buenos Ai- 
res por la ley nacional de veinte y uno de Setiembre de mil 
ochocientos ochenta y la provincial de seis de Diciembre de mil 
ochocientos ochenta; debiendo, por tantojecoaocerso que la Mu- 
nicipalidad de ta Capital no puede invocar derecho propio, pre- 
existente y como sucesora de la Municipalidad de Buenos Aires, 
¿la propiedad de los terrenos en cuestión. 

Séptimo : Que habiendo las recordadas leyes establecido que 
la Nación y la Provincia celebrarían arreglos respecto de las pro- 
piedades de ésta que aquella adquiriera parla cesión de terri- 
torio ó por compras posteriores, tos terrenos de Paiormo ó el 
Parque Tres de Febrero, ha sido motivo de convenios especiales, 
por medio délos cuales la Nación ha adquirido el dominio ab- 
soluto de aquellos, entregándolos después á la Municipalidad 
en condiciones que no corresponde á esta Corte definir, por no 
ser materia del presente juicio. 
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Octavo: Que la única cuestión que lia surgido ueste respec- 
to es en cnanto á la extensión del terreno cedido, pretendién- 
dose por parte de la Provincia que es sólo aquel que se encuen- 
tra expresamente comprendido dentro del plano aprobado para 
el t Parque Tres de Forero» y por la Municipalidad demanda- 
da, que es toda. Ja extensión territorial que» dentro ó fuera del 
Parque, pertenecía á la provincia do Buenos Aires. 

Novena; Que sí bien los límites precisos de los terrenosque 
la Nación adquirió de la Provincia no lian sido perfectamente 
determinado* en los documentos qun los precedieron, existe ex- 
tremos bastantes pura poder precisar, con exactitud, cuáles fue- 
ron las intenciones y propósitos, tanto de la Nación como de la 
Provincia, al respecto; y como la Municipalidad demandada no 
puede invocar otros derechos que aquellos que emanan de la Na- 
cion, resuelto aquel punto.queda resuelta la cuestión suti-judice* 
Décimo: Que si bien antes de la cesión del municipio de Bel- 
granu, por ley de veinte y nueve de Setiembre de mil ocbocien- 
to ochenta y siete, para ensanche de la Capital de la República, 
pudo caber una duda respecto á la extensión d< terrenos que la 
Nación entendía adquirir bajo la denominación de * Parque Tres 
de Febrero», por cuanto los municipios de Buenos Aires y de 
Belgrano estaban limitados por el arroyo deMaldonado, no su- 
cede lo mismo después incorporado este partido dé la provin- 
cia de Buenos Aires al Municipio federal, porcuanto en aquel 
se encuentran ubicadas todas las tierras de Palermo que no lo 
estaban dentro del municipio de la ciudad de Buenos Aires. 

Undécimo: Que celebrados los arreglos definitivos entre la 
Xacion y la Provincia, por la convención de doce de Agosto de 
mil ochocientos ochenta y ocho, aún cuando en ella secongloba- 
ran las propiedades que éstacedía ¿aquella, así como el precio 
que por ellas se pagaba, al referirse á todas esas propiedades, 
se tomaba por base las operaciones practicadas por los peritos 
Üi)lon,de la Provincia.Perezdel Cerro.de la Nación, y Cranwell, 
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tercero, mclnyenJo entre los bienes enajenaos el .Parque Tres 
dtí Febrero». 

Duodécimo: Que si bien los tres paritos nombrad» no estu- 
vieron de actinio respecto de la manera de proceder ai justi- 
precio del c Parque Tro. de Febrero *, ni i la extensión del área 
cedida, es indudable que, en cuanto á la provincia de Buenos 
Aires, la operación practicada p*r su perito é invocarla en al 
convenio de foja ciento sesenta y cuatro, determina claramente 
cual fué su propósito en ese arreglo y cuál era la extensión de 
terreno que intentaba ceder por él. 

Décimotercero : Que habiendo W perito üillon, en su infor- 
me, que esta Corte ba tenido á la Tista, precisado (foja ciento 
once) que: los terrenos denominados de Patermo, sei/un las da- 
tos que posee el Departamento de Jmfenieros de la Provincia 
tienen ima superficie de cuatro millones novecientos cincuenta 
mil metros cuadrados ( 4.950. 000 metro, cuadrados), acompa- 
ñando un plano á ese informe, para mayor claridad de su con- 
cepto, no puede caN»r dvda respeto á que la extensión territo 
nal acordada al i Parque Tres de Febrero», por el Gobierno de 
la provincia de Buenos Aires, al firmar el acuerdo de doce de 
Agosto de mil ochocientos ochenta y ocho, fué la que le asigna- 
ba su propio perito en las operaciones á que el mismo acuerdo 
se refiere. 

Decimocuarta: Que en consecuencia, es forzoso reconocer 
que la provincia de Buenos Aires se desprendió en favor de la 
Nación, de la propiedad de tos cuatro millones novecientas cin, 
cuenta mil metros que fueron tasados por su perito don Juan 
DiIIon, según consta de la planilla que corre á foja ciento once 
y ciento doce de su informe, y que esa extensión territorial es la 
que se determina en el plano que corre adjunto i foja ciento 
seis del mismo informe, 

Décimoquinto : Que habiendo perdido la Provincia deman- 
dante ei dominio de es* %mm, no ha poiid v intentar su 



398 FALLOS DE LA SUPREMA COI'.E 

reivindicación, aún cuando la Municipalidad no tuviese derecho 
á poseer por sí, por cuanto poseería en nombre de la Nación, á 
que esas tierras pertenecen á título oneroso . 

Decimosexto : Que si fuera de la extensión de los cuatro mi- 
llones novecientos cincuenta mil metros cedidos expresamente 
por la provincia, quedase aún alguna extensión de terrenos den- 
tro de las áreas comprendidas en ios títulos acompañados, esos 
terrenos no pertenecerían á la Municipalidad, que na acre- 
ditado su propiedad singular sobre ninguno de ello i, y que sólo 
puede invocar los que pertenecen á ta Nación, en virtud del 
convenio de foja ciento sesenta y cuatro. 

Décimoséptimo : Que respecto á la propiedad de esos terre- 
nos, en cuanto pertenezcan á la Provincia, esta Corte no está 
llamada 6 pronunciarse, por cuanto no han «ido oidos los que 
pudieran alegar derechos sobre ellos, debiendo, por tanto, limi- 
tarse i declarar que ellos no pertenecen ú la Municipalidad de- 
mandada, dejando i salvo los derechos de la Provincia para que 
en el juicio correspondiente los haga valer en la forma que es- 
time conveniente. 

Por estos fundamentos; se rechaza la acción reivindicatoría 
intentada por la provincia de Buenos Aires, en cnanto se refie- 
re á los cuatro millones novecientos cincuenta mil metros cua- 
drados, señalados como límite del c Parque Tres de Febrero » 
en los planos é informe del ingeniero don Juan Dillon, corrien- 
tes entre los folios ciento seis y ciento doce de su « Liquidación 
de cuentas con el Gobierno de la Nación, libro segundo», y de- 
clara que el resto de los terrenos reclamados por la Provincia, 
con arreglo d los títulos acompañados, no pertenecen \ la Mu- 
nicipalidad de Ta Capital; dejándose á salvo los derechos del 
demandante, para que pueda hacerlos valer como viü&e conve- 
nirle, sin especial condenación en cortas, por no haber mérito 
para ello. 

Kotifíquese con el original, y respuestos los sellos archívese, 
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devolviéndose a Jas oficinas de que procedan los antecedentes 
tenidos á la vista . 

henjahi?) paz. — luis v. va su, — 
abel baza». — octavio bunce. 



VAVHA III 



Vicente Casares ¿hijos contra l*arcns y Kexü ; sobre 
cobro de estadías 

Sumario. — i» Aunque no exista convenio sobre estadías 
ellas deben ser indemnizadas por el consignatario de las merca- 
derías, si la demora es debida á su culpa. 

2» Deducida la demanda por estadías, á contar desde un día 
determinado, no es permitido al juez cjncederhs por los días 
anteriores. 



Caso.— Lo explica el 

Falle M Suma. Federal 

Buenos Aires, Agosto 1<* do 1891. 

Yistos: estos autos promovidos por los señores Vicente Casares 
é" lujos contra los señores Pareas y Kexel, por cobro de dos mil 
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ochocientos sesenta y seis pesos moneda nacional con cuarenta 
centavos, precedente do sobreestadas de las lanchas tHeraília* 
é « Isabel*, en ta ÍWnn que expresa la cuenta de foja 13. 

Resulta sustancialmente del proceso: 

i* Que el vapor * Pleiades » llegado & este puerto el día 29 
de Hayo de 1889, con procedencia de Amberea, trajo A la con- 
signación de los señores Parcus y Kexel cuatrocientos setenta 
y siete tirante* fierro con peso próximamente de trescientas 
toneladas, bajo las cláusulas y condiciones establecidas en el co- 
nocimiento presentado á foja 20, entre tas cuales figura la de 
que la mencionada carga sería entregada en el muelle de la Bo- 
ca, c\-sd* el pescante del buque, donde terminaba su responsabi- 
lidad. 

2 o Que por motivos concernientes al vapor, éste no entró á la 
Boca, trasbordando tos referidos tirantes junto con otra parte 
de su cargamento perteneciente A diferentes consignatarios á 
las lanchas « Isabel » y tHersilia», de propiedad de los señores 
Vicente Casares é hijos, para conducirlos desde la rada exte* 
rior,donde aquel quedó fondeado, hasta el puerto del Riachuelo 
ü fin de cumplir las estipulaciones del conocimiento. 

3 o Que con fecha 4 de Junio del mismo año ios lancheros se- 
ñores Casares é hijos comunicaron a Parc.is y Kexel por carta 
que en copia obra á foja 3,qu« los tirantes venidos a su consig- 
nación hallábanse en sus mencionadas lanchas, pidiéndoles les 
avisaran dónde debían llevarlos, previniéndoles al mismo tiem- 
po que si les ordenaban llevarlos ii Catalinas, cobrarían el lan- 
chaje de tarifa y si ú la Roca, tendrían que darles puerto, pues 
de lo contrario cobrarían las estadías correspondientes. 

4° Que el día siete los lancheros insistieron en su pedido por 
medio del memorándum que en copia corre ¡t foja 5, al cual 
contestaron los sefiore* Parcas y Kexel, con el de foja 9 do la 
misma fecha, manifestando que hasta ese momento les era im- 
posible decidirse respecto ;í la descarga de sus tirantes, esperan- 
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do que podrían empozar la descarga al día siguiente, para evitar 
la protesta que aquellos amenazaban formular, y á ambos los 
daños y perjuicios, lo que dio lugar áquu los lancheros replica- 
ran en loa términos que expresa el de foja siete. 

5 o Que en mérito de estos antecedentes, los lancheros formu- 
laron la cuenta de sobreestadas corriente ¿foja 1 13, en la 
cual se cobran diez días por la ' india f Isabel» y catorce días 
por la «Hersilia» hu^ta que fueron respectivamente, descargadas, 
á contar desde el rlia 8 de Junio inclusive, concediendo tres de 
estadías ó plancha según uso del puerto, corridos desde el día 
cuatro en que pasaron su primer aviso de tener la cargi ¿i bor- 
do, deduciendo al efecto la correspondiente demanda por la su- 
ma de 287(i pesos áO centavos que importan dichos días de 
demora & rozón de sesenta centavos diarios por tonelada de la 
lancha «Isabel * y 198 de la « llersilia». 

(V 1 Que los demandados sostiennn en su defensa que nada han 
contratado con los señores Casares é hijos, y por consiguiente 
nada les deben, aunque fueran ciertos los hechos que relatan en 
su demanda, pues el Hete de los tirantes venidos á su orden fué 
contratado en Amberes para ser entregado* en los muelles de 
la ¡¿oca, no tocándoles averiguar por qué razones el vapor que 
lo tiajo no entró a dicho puerto ; que las lanchas con los tiran- 
tes j otras mercaderías llegaron á la líoea ó no encontraron 
muelle para atracar por estar todo ocupado por otras embarca- 
ciones, en cuya ocasión fué que Ing lancheros se dirigieron i 
ellos pidiéndoles local y amenazándoles con protestas do danos 
y perjuicios por estadías, que formularon el día 8; que ese mis- 
mo día dijeron ú su despachante señor Magins avisara á los lan- 
cheros que polían atracará Jos muelles do la Booapara verifi- 
car allí la descarga y el día diez los lanchaos manifestaron á 
los encargados de ejecutarla que era imposible hacerla allí, por 
la aglomeración de buques, cu vista de cuya manifestación es- 
cribieron la carta de foja 11 accediendo á que los tirantes fue- 
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sen descargados por Barracas; peroentre tanto su despachante 
había obtenido unos cuantos metros de muelle en la Boca me- 
diante un desembolso de cincuenta pesos y Ies comunicó á los 
lancheros que ya les había buscado sitio para el desembarco, lo 
que tambiui se les avisó por escrito el ÍO á las 6 y 30 de la 
tarde, no obstante lo cual la descarga no empezó hasta el meri- 
diano del día \% pnr no haber atracado los lancheros al muelle* 
que principiada ese día. se terminó el 21, resultando qne dedu- 
cidos los días inhábiles por diversas causas.se efectuó la descarga 
de la lancha t Hernia » en día y medio, y la de la t Isabel » en 
tres días y mtdio, ó gen un promedio de 50 toneladas diarias en 
ios cinco dias hábiles de trabajo; que no recibieron la carta de 
f cha I de Junio, no siendo tampoco cierto que les ordenaran 
Terificar la descarga en Barracas y dieron después contraorden 
para hacerla en la Baca, como resultaba de los mismos docu- 
mentos exhibidos por les demandantes. 

Y considerando: í" Que la acción deducida por los señores Ca- 
sares 6 hijos no uace directamente de un contrato de transpirte ó 
lanchaje eclebradu con los consignatarios de la carga sinó del he- 
cho de haber tenido á burdo de sus lanchas la carga perteneciente 
;'t los demandados como una prolongación del vapor quela coiidujo 
desde AmWrcs y que por razones particulares no creyó conve- 
niente entrar al Riachuelo, en cuyo carácter indiscutiblemente 
tienen una acción in rem como habrían tenido el derecho do 
retención ú otros privilegios, según el caso sobre la misma 
carga, para ser indemnizados de los perjuicios resultantes de 
una injustificada demora ó de cualquier gasto legal como por- 
teadores, subrogados al conductor primitivo, conforme al nr tí- 
culo 171 del Código de Comercio, 

2" Que aunque los demandados niegan haber recibido el me- 
morándum de fecha de 4 de Junio, que en copia obra á foja 3, 
es evidente que en ü;>a fecha tuvieron ya conocimiento de la 
existencia de su carga a bordo de las lanchas de los demandan- 
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tes y de las demás circunstancias que expresa el referido memo- 
rándum, concernientes i la descarga, pues todo ello se halla 
implícita 6 esplícitameute consignado un la carta de foja 21, 
presentada por los señorea Parcus y Kexel y dirigida á ellos por 
su mismo encargado para efectuarla, quien coincide con los 
lamberos en exigir una pronta solución respecto al punto don- 
de decidían verilicnrlu para dar principio ú dicha operación. 

3* Que de la carta de foja 9, dirigida por Parcos y Kexel á 
los lancheros, resulta que el día" di» Junio aún no habían toma- 
do ninguna decisión definitiva al respecto, comunicándoles re- 
cien el día 10 su conformidad para que la descarga se efectúe 
en liarracas, frente á la Avenida Montes de Oca, no obstante lo 
cual se varióluego el punto, resolviendo el mismo día 10, pero 
ya fuera de horas hábiles, que las lanchas atracaran al muelle 
de la lioca, de modo que la descartfa principio rucien el meridia- 
no del día duce, soijun ta mismi exposición de los demandados. 

i° Que ambas partes están conformes en cuanto & los días 
empleados para Ja descarga de las dos lanchas, así como que la 
de la «Hersilía» se hizo después de terminada la de la «Isabel * t 
diliriendo únicamente en un día respecto de esta última, do 
modo que puede aceptarse como punto fuera de discusión que 
en dicha operación se emplearen nueve días corridos, délos cua- 
les hay que deducir los días festivos,uno inhábil por lluvia y 
otro por causa de la carga existente á bordo, de pertenencia de 
otros consignatarios, según los datos contenidos en la carta de 
foja 22, do contradichos por los demandantes, resultando por 
consiguiente haberse efectuado en cinco días hábiles completos, 
ó sea, próximamente á razón de cincuenta toneladas diarias como 
dicen los demandados, lo que demuestra haberse procedido con 
la propia y conveniente actividad según los usos del puerto, que 
por regla general no exceden de ese número de toneladas diarias, 
siendo en muchos casos menor. 

5° Que prescindiendo por un momento de si era ó no obli- 
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gacion de los consignatarios de la carga proporcionar muelle pi- 
ra la (licurga, es evidente que los días trascurridos desde el 
cuatro i)e Junio hasta que se decidieron á efectuar la descarga 
en el I'iachuelo, constituye una demora injustiíicada en rela- 
ción á los lancheros, pues sólo convenía á los intereses de los 
consignatarios, quienes, por consiguiente, deben suportar sus 
consecuencias, consistentes en el perjuicio causado á los lanche* 
ros por esta demora. 

tí" Que aunque el contrato de iletamnito dice que la merca- 
dería se entregará en el muelle de la Uoca, debe conceptuarse 
ijui> ésta es una denominación genérica, que sólo signilica la en- 
trada del buque al lüauhuelo para entregar la carga en el mue- 
lle- que los consignatario* dcsignen.porque la larga extensión de 
muelles esUti nies en él, prácticamente impone las denomina- 
ciones específicas usuales t u el comercio, de donde se infiere que 
dicha indicación con>tituye una obligación implicada en el con- 
trato, :i cargo de los consignatarios. 

7 a Que mirada así la cuestiones inmaterial ú su solución la 
de >i también se hallaban obligados <í dar muelle libre para la 
descarga, puesto que la primera indicación ''el mueilo donde de- 
bían atracar las landos fué dada al finalizar el día diez, de mo- 
do que la descargase principió después de ese día, no por falta 
de muelle libre sin6 por falta de. indicación de muelle. Pero si 
los actos subsiguientes de las partes sirven de base para inter- 
pretar las convenciones, el hecho de haber los señores Parcusy 
KüxcI proporcionad!) un muelle, haciendo erogaciones para con- 
seguirlo. demostraría que ellns mismos entienden que su obliga- 
ción alcanzaba también basta allí, concurriendo ambas circuns- 
tancias á hacerlos responsables de la demora, por haber omitido 
cumplir en tiempopropio esas obligaciones. 

8* Que el hecho de haber enviado el vapor tFléiades» la 
carga en du 3 lauchas en vez de una, es ya uu punto que no con- 
cierne ú los ¡utcrobcsdel coi^iguatario de ta misma.de modo que 
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no puede imputársele culpa ni omisión por no haber proporeio- 
uudo suficiente extensión de muelle para que descargasen hs 
dos lanchas simultáneamente : rumo no lo sería si en tu de 
dos hubiesen enviado seis ó diez. Con relación á él, las lauchas, 
cualquiera que sea su número, sólo representan el buque ma- 
yor, debiendo computarse como un sólo barco con la capacidad 
de registro sumada de ítmbos para bis efectos del pago de in- 
demnizaciones por demoras. 

9 J Que aunque no aparece haberse estipulada en el contrato 
de transporte que se pagaran estadías por la demora para reti- 
rarla earga del vapi.r «Pleiades» ni tampoco respecto de las lan- 
chas en que se hizo la descarga, siendo el tiempo un elemento 
de gran valor é importancia en las transacciones marítimas co- 
merciales, se entiende siempre implicado en todo contrato que 
el dueño 5 musí gnat ario de las mercaderías proveerá la descar- 
ga en un tiempo razonabiu (Parsou, t)n Shtpping and AdmiraUy i 
página 310). no apareciendo eu este caso justificada la demora 
en dar órdenes relativas al puutndonde aiuclla debía efectuarse, 
lo qun determinó la pérdida de Jos días transcurridos desde el i 
ollOde Junio» en los cuales las lañabas han debido soportar 
gastos que la carga debe indemnizar. 

Así, en el camodo Clendaniél v. Tukerman, citado por Parson, 
el juez Harris, que expresó la opinión del Tribunal, dijo: iEs 
cierto que las propiamente llamadas estadíus sólo son pagables 
cuando se han estipulado en el contrato de iletamento; pero 
también es cierto que cuando un buque ha sido detenido impro- 
piamente per el Helante ú el consiguatarm de la carga, el capitán 
ó armador puede tener una acción especial para obtener la in- 
demnización del daño resultante de la detención i t siendo preci- 
samente esta acción la que han ejercitado los señores Vicente 
Casares ó hijos, 

10* Que por Ja misma razón no puede aplicarse el plazo de 
tres días que acuerda la tarifa de lanchajes para efectuar la 
t. ü m 
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descarga en el presente caso, debiendo calcularse el tiempo en 
que aquella se debió efectuar como si procediese del buque ma- 
yor á razón de tantas toneladas diarias, conforme ;i los usos del 
puerto, en defecto de estipulación expresa al respecto. 

Por estos fundumentos,fallo: condenando álos señores Farcus 
y Kexe) al pago de seis tifas de estadías, á razón de sesenta cen- 
tavos diarios por tonelada sobre 399 toneladas que suman las 
lanchas «Her^ilia» é i Isabel », como indemnización délos da- 
ños y perjuicios sufridos por dichas lanchas, por la demora en 
efectuar la descarga, desde el cuatro al diez de Junio inclusive, 
cuyo pago se efectuará en el término de diez días con los intere- 
ses legales desde la interpelación judicial. Notifiques» con el 
original y repónganse las fojas. 

Virgilio W. Tédíh . 



VmUm de I» Huprau» C*rte 

Buenos Aires, Hayo > dtí 1895. 

Vistos y considerando: Primero: Que según lo comprueba el 
conocimiento de foja veinte, traducido á foja treinta y seis, y 
lo reconocen los interesados, la carga consignada á lo. deman- 
dados debía ser entregada en el muelle de la Boca. 

Seyirntio: Que en cumplimiento de esa obligación y ya qoe 
el buque resolvió anclar en la rada exterior, se trasladó por su 
cuenta el cargamento á las lanchas de los demandantes, quienes 
quedaron así encargados de la terminación del viaje en las con- 
diciones estipuladas en el contrato de tletamento, ror lo que 
toca á los* cargadores. 

Tercero: Que en consecuencia de esos antecedentes, es que 
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los actores no cobran Hete por el trasporte, que había debido 
Berles pagado por el buque, ai nú la indemnización, que preten- 
den se les adeuda por demora en la descarga, imputable al car- 
gador. 

Cuarto: Que la demanda cobra, de referencia á la cuenta de 
foja doce, sumas diarias por dichas indemnización, arrancando 
el cargo desde el día ocho de Junio, con lo que queda elimina- 
da toda cuestión, sobre responsabilidades anteriores á esaíe- 
cha, porque la sentencia debe corresponder á la demanda, que, 
con la respuesta, es comcnzamicnto e raíz sobre que lia de recaer 
aqoelía < Ley tres, título diez, partidatereera) y porque no es per- 
mitido acordar al actor loque él no yide ni so considera en el 
derecho de pedir (ley diez y seis, título veintidós, partida ter- 
cera); re»la que se violaría si se diesen indemnizaciones a los 
demandantes por retardos anteriores al citado ocho de Junio. 

Quinto: Que principiada la descarga el doce de dicho mes de 
Junio, esa operación se realizó ion la propia y conveniente ac- 
tividad, sogunlo establece la sentencia apelada, consentida por 
los demandantes, encuja rirtnd se deducen del cargo, en esa 
sentencia, los días transcurridos desde el referido día doce en 
adelante. 

Serio: Que en mérito de las precedentes consideraciones la 
cuestión á resoiverqucda limitada & los días corridos desde el 
ocho de Junio inclusive, primer día de demora invocada por la 
demanda como fundamento de la indemnización pedida, hasta el 
doce exclusive de! mismo mes. 

Séptimo : Que la improcedencia de la demanda en relación al 
día once no puede desconocerse, desde que consta de autos, sin 
contradicción, que los demandados habiendo conseguido muelle 
libréenla Boca, dieron de ello aviso á los demandantes el día 
diez, á fin de que efectuasen la descarga eu el lugur convenido, 
laque no se inició el once, porque los lancheros no pudieron 
atracar al muelle 6 lo que es lo mismo, á consecuencia de un he- 
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oho que si escusa el retardo de los mencionados lancheros en 
atención á los motivos que exponen para justificarse, no puede 
ser causa do responsabilidades páralos cargadores, 4 quienes 
nada se imputa ni puede imputarse en relación á la imposibili- 
dad por circunstancias ú el tus ajenas en que so encontrasen las 
lauohas para las maniobras, á que se agrega que ese día tam- 
poco está incluido en la sentencia. 

Octavo: Que hay justicia en que los cargadores abonen in- 
demnización por lo» días ocho, nueve y diez, porque, como lo 
demuestra la sentencia apelada y ¡iiin admitiendo qne no fue-e 
de su deber proporcionar muelle libre.ba habido falta de su par- 
te en cuanto recién al finalizar el día diet hicieron la indica- 
ción de muelle para la descarga, dejando sin efecto la que habían 
hecho en el mismo día para que esa operación se realice en 
Barracas, cu indo, es cierto, que por lo menos desde el siete es- 
taban prevenidos de la necesidad desguatar local para la citada 
descarga (cartas de fojas cuatro y siete). 

For esto, y los fundamentos concordantes de la sentencia 
apelada de foja noventa y siete, se condena á lo» demandados al 
pago de tres días de estadías, a razón de sesenta centavos dia- 
rios por tonelada sobre trescientas noventa y nueve toneladas, 
cuyo pago se efectuará en el término de diez días, con los inte- 
reses legales desde la interpelación judicial, quedando en estos 
términos modificada dicha sentencia. 

Molifiqúese con el original y repuestos los sellos, devuél- 
vanse . 

DESJAMIK PAZ. — LUIS V. VARELA. 
— ABEL BAZAR , ■ — OCTAVIO BON- 
CE. — JUAH E. TORRENT. 
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Ü'Abreu y Martínez, contra Don Cárha A. Pica, por cobro 
ejecutivo de pesos; sobre prescripción. 



Sumario. — i" Suprimida por el nuevo Código de Comercio 
la disposición del artículo 101^ de! antiguo, ta interrupción de 
la prescripción, causada por la demanda, debe considerarse con 
arreglo al derecho común, que continúa, mientras esté pendien- 
te el juicio y no se haya declarado la deserción de la instan- 
cia. 

2" Demandado el cauro de un documento á la ó ni en, j diotada 
sentencia de pago, la acción del acreedor no está sujeta á la 
prescripción del crédito demandado, sinú á ta de la cosa juz- 
gada. 



Caso. — En Febrero de 1888, Don Antonio Martínez, por tos 
señores U'Abreu y Martínez inició ejecución contra Don Car- 
los A. Fien, por 2700 pesos, importe de un pagaré á ta orden. 

Embargado un crédito que Pica gestionaba judicialmente en 
unión de Don Lnis I) Aurea contra ios señorea Chute y Brooks, 
so citó de remate al ejecutado, el cual opuso la excepción de 
pago. 
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El Juez Federal, por sentencia de 28 de Febrero de 1889, no 
hizo lugar á la excepción, j mondó llevar Ja ejecución ade- 
lante. 

La Suprema Corte, por sentencia de 10 de Junio de 1890, 
mandó lle.-ar la ejecución adelante, por el importe del pagaré, 
menos la suma de 300 pesos, declarando que la* costas debían 
pagarse en el órden causado. 

Devuelto el expediente, se practicó la liquidación del crédito, 
que ascendí á 2848 pesos, por cuya suma se dictó ntit intente 
auto de solvendoá pedido del ejecutante, con feclia 10 de Julio 
(i el 890, 

No habiéndose cumplido este mito, se mandó librar manda- 
miento de embargo ; y en este estado, el ejecutante recibió 
1525 pesos, procedentes del 'crédito embargado, con fecha 28 
de Noviembre de 1890. 

Después de esto, quedó paralizado el juicio hasta el 30 de 
Abril del año 1894, en que el apoderado de los actores presentó 
escrito pidiendo el embargo ie los muebles de la cusa habitación 
del deudor. 

Trabado el embargo, después du hecba una liquidación que 
ascendió á peso- 2006 con 14 contaros, y cuando se trataba del 
nombramiento de martiliero para la venta de los muebles, el 
ejecutado pidió que se declarara prescrípto el crédito. Dijo: 
que oponía la prescripción, fundado en el artículo 848, inciso 2°, 
del Código de Comercio, porque D'Abreu le dehía una suma 
mucfco mayor aún, que por el momento no podía compensarle. 
Qoe entre el 28 de Noviembre de 1890, en que quedó parali- 
zado el juicio, y el 30 de Abril del ano 1894, en que se 
inician Ins nuevas gestiones, habían transcurrido más de los 
tres años que previene la ley para la prescripción, que puede, 
por otra jarle, oponerse en todo tiempo y en cualquier estado 
de la causa. 

Con jdo traslado, contestó la parte ejecutante, y después de 
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negar que D.Vbreu fuera deudor del ejecutado, expuso: que ét 
no funda su acción en el pagaré que ha sido objeto de sentencia 
pasada en cosa juzgada; que lo que Pico adeuda es lo que re- 
solvió la sentencia, que vale más que ei pagaré, y por consi- 
guiente, nada tiene que hacer el artículo 848 del Código de 
Comercio; que á falta de dísposiciju expresa, la obligación de 
pagar lo juzgado y sentenciado está sujetad la prescripción or- 
dinaria de diez años (artículos 4023, Coligo Civil, y 841 del 
Código de Comercio); que dada una sentencia, su contenido, j 
nada wús, es lo que constituye la obligad .1 (artículos Í6 y 
515, inciso 4*¿ del Código Civil); que no eiisti n, cuando se 
trata de la obligación ex-judicato, las ruzones que aconsejan 
someter a" un término breve la* acciones provenientes do las 
letras fie cambio (Bravard Veyrneres, Letlrc de Chártge, pág. 
565 ; Dnlloz, Effcts de Comtwn-e, número 834); que, final- 
mente, no ha habido contrato de cambio : Pica firmó un pagaré 
como documentación de una deuda que sOlo podría prescribirse 
por diez años. Pidió que se rechazara con costas la prescripción. 

Falle del Juet Federal 

lluenos Aire*. Setiembre i de l&H. 

% vistos: Considerando: Que si bien el Código de Comeroio 
vigenti' (artículo 848, inciso 2") establece que se prescriben por 
tres años las acciones <ie cualquh r documento en i usable ó al 
portador y la ejecución que comprenden estos autos fué inicia- 
da en virtud dr un pagaré á la lirden, incluido por tanto dentro 
de la referida disposición, es de observar que la prescripción de 
tres años se opone por el ejecutado cuati lo ha sido ya pronun- 
ciada la sentencia de remate, y cuando en cumplimiento de ella 
se ha hecho pago el acreedor de una parte délo adeudado, con 
los fondos que se encontraban embargados. 

■ 
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£□ tal concepto, hay que dilucidar dos cuestiones j «ra 1a de- 
bida resolución de este asunto y son : 

1* La prescripción interrumpida por la demanda, ¿vuelve & 
correr desde la fecha do la última diligencia judicial practicada 
n Tirtud de la interpelación ? 

£■ La prescripción déla acción que surge déla sentencia adió 
judicatit ¿se cumple por el mismo lapso de tiempo qno la pres- 
cripción de la acción ejecu tira, emergente del pagaré a la orden 
con que esa sentencia fué pronunciada? 

Considerando respecto del primer punto: que si bien el anti- 
guo Código resolvía la cuestión en sentido afirmativo, pues el 
articulo 1010 determinaba expresamente que la última diligen- 
cia judicial era el término de la interrupción desde el cual vol- 
Tla á correr la prescripción, el Código de Comercio vigente ha 
suprimido esa disposición, no la consigna ya en el título de la 
prescripción liberatoria, y ha dejado sometida la materia rn la 
parte no legislada especialmente, á tns reglas del derecho común 
(artículo BU). 

Ahora bien, un materia civil el Código respectivo no contiene 
disposición alguna semejante i la recordada del antiguo Código 
de Comercio, y se desprende del artículo 3987 que el legisla- 
dor se ha propuesto sentar una regla distint*. El citado ar- 
tículo da por no sucedida la interrupción causada por la de- 
manda, cuando se declara desiértala instancia. 

Masnn habiendo nuestras leyes adjetivas estatuido regla al- 
guna respecto de la caducidad ó perencion de la instancia, por 
el abandono del interesado en activar el procedimiento la inte- 
rrupción causada por la demanda continúa mientras esté pen- 
diente el juicio, de acuerdo con la máxima : afilones que tempore 
perenut semeí inclusae judia o salvae permanent. 

Considerando respecto del segundo punto : que aún cuando 
nuestras leyes no hayan determinado cuáles sean los efectos de 
la sentencia ó de la co? i juzgada en cuanto X la prescripción, 
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habiendo el artículo 3987 del Código Civil previsto sólo el caso 
de sentencia absolutoria para dar por no ocurrida 1» Interrup- 
ción, — la doctrina á que nos remite el artículo 16 del mismo 
Código nos conduce á establecer que s¡ la sentencia no opera 
propiamente novación, puesto que ella sólo declara y corrobora 
la obligación que ha provocado, forma por sí misma un nuevo 
títnio distinto de la obligación primitiva, que comprende en el 
caso presente, otros elemento» como los intereses y las costas 
del juicio, que na formaban parte del título inicial del jnoio y 
que est:in ahora incluidos en la ejecución que se sigue para ha- 
cer efectiva la condenación pronunciada en la sentencia. 

Los comentadores di*l Código Francés, á los cuales ha seguí 
do principalmente nuestro codificador en esta materia, como 
Troplong y Aubry y lian, están conformes en atribuir á la sen- 
tencia et efecto de producir una especie de novación, de tal 
manera que la acción derivada de la cosa juzgada sólo se pres- 
cribiría de acuerdo con las reglas relativas a la prescripción 
ordinaria, ¡\on originen* judici spectandum sed ipsámjudi- 
cali velut ohiigationem. 

Aubry y Rau dicen expresamente: «Cuando una demanda ju- 
dicial ha sido seguida de un fallo que la hi acogido, la prescrip- 
ción de la actio judicaíi resultante de ese fallo sólo se cumple 
á los treinta años, aun cuando la condenación se baya pronun- * 
ciado en virtud do un crédito sometido á una prescripción mis 
breve.» (Aubry y Ran, § 215, ver también el párrafo 769). 

En et mismo sentido se pronuncia Troplong, en el $ 083, De 
lapreseriptÍon t yLjHinrt, Droil Civil Fran&tú, tomo3í,S103. 

Por estos fundamentos, y demás concordantes del escrito de 
foja. . . f fallo : declarando improcedente la excepción opuesta, 
con costas. Notiffquese con el original, y repóngase el papel. 



J. V. Latanm 
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Falla 4» I» Suprema forte 

Buenos Aire*, Mayo 4 de 1895, 

Vistos : Por sus fundamentos, se coullrm» coa postas la sen- 
tencia apelada de foja ciento sesenta y nueve. Repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

ltE>JAMI> PAZ, — LUIS V, VARELA. — 
ABEL BAZAS. — OCTAVIO RIMCE.— 
JLAPÍ E. TORHEST. 



4' AUNA t.W 



I.a Mutltcifiatidád del Paraná, contra fian Diego Anderson; 
por acción redhihitoria y quanU mittoris; sobre compe- 
tencia. 



Sumario, — La constitución de domicilio espocial para todas 
las cuestiones que puedati surgir de un contrato de compra- 
venta, afecta también tas que se stiscisten poT vicios nduiliito- 
riosen ta cosa comprada. 
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Caso, — Lo explica el 



rallo del «lúea Federal 

Paraná, Hoyo 28 de i 804. 

Y vistos: En el incidente de declinatoria du jurisdicción pro- 
morido por el representante de Den Diego (James) Andcrson 
contra la Municipalidad demandante, fundado en la cláusula 
sexta del contrato de compra-venta del establecimiento de las 
aguas corrientes de esta ciudad, celebrado en quince de Julio 
de 1889, corriente á foja 5. 

Y considerando: Que en la cláusula citada lus contratantes, 
Don Diego Anderson, vendedor, y la Municipalidad del Paraná, 
compradora, convienen en lijar la ciudad de iíuenos Aires como 
domicilio especial para todas las cuestiones que pudieran surgir 
del referido contrato de compra-venta. 

Que la originada por la demanda de la Municipalidad contra 
Anderson, pidiendo la resolución del contrato de compra-venta 
citado ú la reducción del precio, por existir vicios redhibitorios 
en la cosa vendida, no puede dudarse que surge do ese contra- 
to, pues que los defectos ocultos de la cosa vendida induciendo 
en error al comprador acerca de las calidades de la cosa que 
constituye el objeto del contrato, vicia la manifestación de la 
voluntad (artículo 926 del Código Civil), y por Lo tanto afectan 
al contrato en su misma esencia, y además porqne la obliga* 
cion del vendedor de responder de los vicios redhibitorios de la 
cosa vendida, esta establecida por ias disposiciones que reglan 
el contrato de compra-venta (artículo 11 14 del Código Civil). 

Que por consiguiente, y teniendo los contratos la fuerza de 
la ley misma para las partes que en ellos intervienen (artí- 
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culo. . . del Código Civil), es ante los jueces de la jurisdicción 
de Buenos Aires, domicilio especialmente elegido por los con- 
tratan' es. ante quienes debe ocurrir la Municipalidad. 

Por estas consideraciones, este Juzgado se declara incompe- 
tente para conocer de la demanda deducida por la Municipalidad 
de esta ciudad contra Don Diego (James) Anderson. 

T. Pinto. 



VISTA DEL SEUOR PhOCtlHADOn GENERAL 

Buenos Aires, Octubre 4 de 1894. 

Suprema Corle: 

No obstante que el contrato de compra-venta se celebraba 
entre la Municipalidad de la ciudad del Paraná y el propietario 
administrador de la empresa de aguas corrientes, ambas partes, 
aun refiriéndose A un bien ubicado en aquella ciudad, quisieron 
que la escritura .se formalizase en la Capital federal, y todavía 
por la clausula sexta, á foja 40, establecieron : «asimismo cons- 
tituyen ambas partes domicilio especial en esta ciudad de Bue- 
nos Aires, para las cuestiones que pudieran surgir». 

Se trata de la efectividad de las responsabilidades del vende- 
dor, por vicios redhibitorios de la cosa vendida : la acción, pues, 
sobre disminución del precio ó reparación de los defectos que 
constituyen el vicio, procede del contrato mismo de venta, jde 
tas obligaciones consecuentes del vendedor. 

No puede decirse que es una acoion independiente, eitrañn 
al contrato. Emana de éste por vicios en la cosa que fué su úni- 
co objeto, y está comprendida en la universalidad de las cues- 
tiones que pudieren surgir. 
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Pienso que las disposiciones del Código Civil citadas ea el 
auto de foja 103, determinan, de acuerdo con la voluntad ma- 
nifestada en el convenio, que el domicilio especial dé los con- 
tratantes as la Capital federal; y pido por ello á V, E., la con- 
firmación del auto recurrido. 

Sabiniano Kier. 



ft'»ll« de le »upr*m%m Verle 

Buenos Aires, Hayo 7 de 1895. 

Vistos: De acuerdo con lo eipuesto y pedid», por el señor 
Procurador General, y por sus fundamentos se continua el auto 
apelado de foja ciento dos vuelta, entendiéndose que es el ar- 
ticulo mil cuatrocientos catorce del Código Civil» y no el mil 
ciento catorce del mismo, el indicado en la última parte del ter- 
cer considerando de dicho auto ; y se declaran á cargo del de- 
mandante las costas de ambas instancias. P.epuestos los sellos, 
devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA* — 
ABEL BAZAR. — OCTAVIO BUNCE. — 
JUAN £. TOHUEM 



* 
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causa rwi 



Don Luis A. Bruni, en tos autos ejecutivos de/ fianco de la 
Sacion contra Don Agustín y Don Próspero de Atujelia, por 
tercería de dominio ; sobre costas. 



Sumario. — lío procede Ja condenación en cestas contra el 
ejecutante que La pedido el embargo de bienen de tercero, si 
estos se encontraban en poder del ejecutado, y si el ejecutante 
lia desistido de ¿I tan pronto como se le hirieron saber los de- 
rechos del tercerista. 



Caso. — Lo explica el 



rail* del Jun Federal 

La ríala, Diciembre 3 de 1894. 

Y vistos : En el incidente sobre imposición de pago de costas 
y danos y perjuicios, resultando de autos: I o Que á foja 
reinte y dos, el representante de Don Luis A. Bruni dedujo 
tercería de dominio sobre bienes semovientes y un carro qu 



■ 
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habían sido embargados á pedido de) Banco de la Nación Ar- 
gentina, en ejecución deducida contra Don Agustín y Don Prós- 
pero (tu Angelis, en el partido del Azul, 

2 9 Que corrido traslado al Banco ejecutante, lo evacuó como 
consta & foja. . . , diciendo que existe la presunción legal á su 
favor de que las haciendas embnrgadas eran de propiedad del 
deudor, j en esc concepto se solici' ron y obtuvieron las medí- 
das preventivas; que de haber saludo qae eran ajenas no se hu- 
biera adoptado e*e procedimiento. Que no pretendiendo cau- 
sar perjuicio al ador, sin renunciar al derecho de solicitar 
nuevamente el embargo si llegase á saber que los bienes son del 
deudor, se adhiere al pedido del existente, sin costas, porque no 
hay causa para ello. 

3° Que sin dar mayor trámite que la notificación del apode- 
rado del Banco, el Juzgado mandó se levantase el embargo, 
haciéndose saber al tercerista. 

i 1 Que éste á foja . .. se presenta pidiendo reconsideración en 
la parte que se refiere á la relevación de costas y los daños y 
perjuicios, como estaba pedido en la demanda, fundado en que 
ha habido mala fé por parte del Banco y un verdadero atro- 
pello con el embargo, que lo hace pasible del pago de aquellas, 
y resarcimiento de aquellos; que además no se sabe lo que fal- 
ta de los bienes embargados que han estado abandonados al 
acaso por muerte del depositario nombrado par el Juez de Fai, 
ha perdido la oportunidad de vender la mitad de las ovejas á 
causa del embargo; interpone además la apelación en subsidio 
para ante el superior. 

5 ' Que oída la parte del Banco, á su vez replica que la mala 
fé es la base de toda condenación, y el Banco no la ha tenido ; 
que las haciendas estaban en poder del deudor, y de acuerdo 
con los principios que rigen la posesión de bienes muebles y se- 
movientes, el Banco podía creer fundadamente y aún sostener 
con éxito que las haciendas eran de propiedad del deudor; que 
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en cuanto á los daños y perjuicios, no es ni siquiera discutible 
•u improcedencia : pide el rechazo con costas do ambas preten- 
siones, 

Y considerando : i° Que en cuanto al pago de las costas, 
procede su imposición en el caso de mala fé manifiesta; y ésta 
no be presume, como tampoco ía malicia que en uno y otro caso 
debe quedar acreditada. 

2 o Quede autos no resulta ni malicia ni temeridad por parte 
del Banco al llevar i cabo el embargo de los bienes que se ha- 
liaban <n poder de su deudor. For otra parte é inmediatamente 
de tener conocimiento de la tercería deducida, ha solicitado se 
dejara sin eftelo el embargo sin dar lugar á que el juicio que- 
dara trabado. 

3 o Que respecto á los daños y perjuicios, ellos, en caso de 
existir, deben ser discutidos y probados en juicio contradictorio 
y por separado para establecerse su procedencia y cuantía. 

Por estos fundamentos, fallo: no haciendo lugar á la impo- 
sición de costas, daños y perjuicios, y se concede en relación el 
recurso de apelación que en subsidio se interpone, elevándose 
los autos al superior en la forma de estilo, Notifíquese con el 
original, regístrese y n píngase la foja. 

V. S. de Aurrecoecftea. 



Falle de I» Swpren»* €*rle 

Buenos Aires,' Mayo 7 de 1895. 

Vistos y considerando : Que seguu se desprende de estos au- 
tos, los bienes embargades ¡>e encontraban en poder del ejecu- 
tado. Que los antecedentes une se registran en el expediente 
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de tercería no ¡uitoriza jura atribuir a! líanco temeridad ú falta 
que pudiera motivar una condenación en eo^tus ;í su cargo, 
apareciendo, ¡il contrario, rjne lia obrado á consecuencia de una 
presunción legal que se apresuró á abandonar tan pronto como 
se ]■■ uieieron saber tn* ciyredios del tercerista. 

Por esto, y fundamentos concordantes del auto de foja cua- 
renta y nuere, so con firma el apelado de foja treinta y cinco 
vuelta, n<> haciéndose lugar á l,i condenación eñ costas reclama- 
da por el Banco, po? no haber mérito par» ello. Devuélvanse, 
dellícndo reponerse los sellos ante el lnf.-rior. 

«KNJAM1S VA7,. - — I.LTS V. VAÍthl.A. — 
AIHL HAZAS. — OCTAVIO KUISCE. — 
JUAN E. TOHJIEM. 



« AI NA i k VII 



El ¡lauro de h tYmm* contra ffoti Domingo Godo*/, por cubro 
ttepmm; sm$ reconocimiento de firma y embaroo preven- 
tivo. 



Sumario. - i" Di-be estimarse por reconocida la firma, si la 
parió que 1 i negó no concurre al comparendo de comprobación 
del documento, después de haber sido debidamente citaia. 

2" Siendo apelado el auto qu« da por reconocida la firma, no 
procede embarco preventivo por la deuda que se demanda.' 
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Casa. — Nogada por Godoy ta ¡tute nticidad de su finan pues- 
ta al pié de una letra de 1800 pesos, y entablada demanda or- 
dinaria, se ordenó el comparendo pnvisto por el artículo 155 
de la ley de Procedimientos. 

Godoy no compareció, y acusada rebeldía por A Banco, el 
Juez dió por reconocida la firma. 

Godoy reclamó, alegando que ta cédula di- citación había lle- 
gado á su poder recién el día antes del señalado para el compa- 
rendo. 

El líaneo pidió embargo preventivo por la suma do 1800 
pesos. 



rallo del JutK federal 



Corrinit^, Novieinlm- ;! iJ<- lífttf. 

Vistos y considerando: l u Que la notificación del auto de 
foja 17 vuelta, por A que se citaba al ejecutado á la audiencia 
para la comprobación del documento argüido de falso, le fué 
hecha en su domicilio constituido y de conformidad al artículo 
63 de la ley nacional de procedimiento-, 

2" Que aún admitiendo el hecho alegado, de que la cédula 
no le fué llevada tí su domicilio legal en la fecha que ella ex- 
presa, si nú el día antes del señalado para la audiencia, oon todo, 
se tendría siempre que la notiücacion fué hecha en su propio 
domicilio y antes de la audieucia indicada. 

3* Que no habiendo comparecido, ni alegado fuerza mayor 
y notoria que excusase su inasistencia ti día señalado, desdo 
que su ausencia, invocada posteriormente, no lo justillo;*, su re- 
beldía debió ser decretada, como lo fué, á petición del ejecu- 
tante. 

4 a Que por consiguiente, y habiendo sido citado bajo el 
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apercibimiento del artículo 157 d* Ja misma ley, la declaración 
de autenticidad del documento de foja \ t es perfectamente 
legal. 

Por estas consideraciones, tío se lince lugar ála reposición so- 
licitada; y trayendo gravamen irreparable para la parte recu- 
rrente, Concédanse los t -.-curso* de apelación y nulidad, subsi- 
diariamente interpuestos, en relación, En consecuencia, reiní- 
Ume los autos á la Suprema Corte, ron el oficio de estilo, 
haciéndose saber sí las partes. 

II. A. Lujitmhio, 



Auto del Jue* Ft4eMd 

Corrit-i.a-s, Noricmbre Vi 

Estando centrad ¡clio el documento de foja ... en iuo se funda 
la demanda, y apelada la resolución que considera autentícala 
tirina del demandado que la suscribo, no lia lugar al embargo 
preventivo que su solicita. 

Lujambio, 



tallo de la Suprema Corte 

Buenos Aires, Mayo 7 tii: 16ÍÍÍ5. 

\ cuatro se confirma la resol ucioti apelada contenida en el acta 
do foja dieciocho vuelta, confirmándose también por sus fun- 
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(lamentos el auto de foja veinte y ^eia vuelta, no haciéndose lu- 
gar al recurso de nulidad, por no haber mérito para ellu, y dc- 
bieudo las cosías de ambas apelaciones pagarse en el úrden cau- 
sado. Repuestos los sello?, devuélvanse 

BESJAMIS PAZ. — 1XIS V, VAHE1.A. — 
ABEL DAZAN. — OCTAVIO IlLSOE. r 
JIAS E. TORHEST. 



(ALN.I (VVIII 



Don Abelardo Bayona contra don Ignacio Comas ; 
sobre reivinditacion 



Sumario. — í" Debe ser rechazada la eicupcion de falta de 
personería, opuesta contra el actor fuera de la oportunidad 
legal. 

2" El cesionario de derechos y acciones sobre un ¡uruueble, 
puede deducir la acción reivindicatoría del mismo. 



DE JUSTICIA EUCtOSAL 
Caso. — Lo explica el 



Fallo ilrl Jurz FedrrRl <nl hw) 

Rosnrio, ih'lulire 21 de 

Ytísios: estos autos seguidos por don Abelardo Hayona 
contr i don lunario i'utnas. suiire reivindicación; de ellos re- 
jilla: 

I tju*Ml.i(i .Vb. -lardo Itayoni. dkiOnJosc sucesor de los de- 
recho, y ¡i. i iiMH's de I >> Iht*.-.I(mo> doña Lorenza Acevcdo de 
Le^utzamnn, fcíafca '!>■ tefrirtitoaí el área que queda al lv>le de 
la calle 2r> de LMcii'iiibrc y al N'..rte íle la de Santa-IY, "cupada 
con e'Iilicios pord<m Ignacio Demás, 

2" <¿ue el demandante funda SU acción real, aseverando que 
IftCoinpete, como sucesor de ae. iones y derecho* sobre la lonja 
conocida por de Lej;iih¡imon. 

;i' Que en su alegato de bien probado, aunque no esplícita- 
meni i', parece el actor restrígir su demanda á sólo una parte 
del área ocupada por Comas (foja 1 3:i vuelta), al exponer que 
éste debe entregarle una parte vunmfo menos de ta superficie 
que poseo, l imitándola, según se desprendí-, á la que queda 
entre La letras ti, F, Z, y X, suñalada con tinta amarilla en 
el plano immei'o3 (que no ha sido foliado entre las fojas 125 y 
y á el área comprada á don Nicolás María Alvares (foja 

131). 

V <>ue queda así descartada do la demanda la esquina 25 de 
Diciembre y Santa-Fe, correspondiente al título de foja 60 y 
fundo hasta la playa del rio Paraná. 

S* Que en mi defensa y al alegar de bien probado, el señor 
Comas, expone, en primer lugar, que uoestá constatado el ca- 
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rácter de herederos de don Mauricio Leguizamon y do doña Lo- 
renza Acevedode Leguizamon en las personas que, invocando 
tal calillad, han vendido al actor sus acciones y derecha sobre 
la lonja conocida por ■! e Leguizamon; que el demandante nunca 
ha tenido la posesión, por nu habérsele hecho nunca la tradición 
di? la cosa, siendo úiiLcanicnte cesionario d" arciones t derechos 
que no confieren el ejercicio de la reivindicación, envolri"ndo 
la cesión, como cai'ratnconsensual, m'iIo un título para adquirir 
la posesión; que además, iamiüma demanda reconoce* que el señor 
Comas es el poseedor; y pur último, que la propiedad del de- 
mandado se justifica por la* compras et'eet nadas: I" á Don Pedro 
Ktchecabar, en Octubre de 1873, & la i-quina Santa Fe y 25 
de Diciembre-; 2" á la comisión encargada por el Gobierno de la 
Provincia para vende r los terrenos lis- akí, destinando su im- 
porte á la construcción del Colegio Nacional; y 3 rt por la compra 
hecha á Don Nicolás Alaria Alvarez, en Octubre del 81 . 

tí t¿ue la cuestión, cuino ya se lio visto, queda reducida á 
^'trenos liud-ros á su casa habitación, que posee Comas, 
por compra a) Gobierno y á Alvarez, recetándose la udqnkicioii 
que hizo á Don Pedro Efccheciinar. 

7 Y por último, que el señor Tomas imoca la prescripción 
de 10 años como una defensa subsidiaria. 

áhierla la causa á prueba, su luí producido la que corre en 
autos y se examinará oportunamente 

V considerando; Primero: Ljue para mayor claridad se debe 
resolver separadamente sobre las diversas cuestiones promovi- 
das, ¡i saber: personería del actor; si el eeslmariu de dereclios y 
acciones pm«de ejercitar la reivindicatoría; si el demandado es, 
ó no, propietario de las áreas compradas al Gobierno y á Don 
Nicolás María Alvarez, por haberse limitado ú dichas fraccio- 
nes la acción entablada, respetándose la compra heoha á Ktche- 
cabar (fojas 133 vuelta y 134). 

Seyundu: Que el demandado objeta la personería del actor, 
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íumlánduse cu que éste ha adquirida acciones y dercohos de va- 
nos que se titulan herederos üé Doña Lorenza Acebedo de Legai- 
íampny Don Mauricio Legnizamon, por no haber presentado 
la respectiva declaratoria do herederos 

Los cattsantes inmediatos son. según el título de luja 2: el 
Doctor Eugenio Puccio; Üon Cayetano, Doña Teresa, Dona Clo- 
domira, Daña Lidia y D-nia I utilería Leguizamon; Don Adol- 
fo, Doña Rosa y Duna Jolíaña INijtiivt*!; D >na Isabel lienítez 
de Gvmm Dona ftduard* y Unía M«rl» Cruz tóátfríncs y Doña 
l'etruua íia-ualdo de Martínez. 

Ahora bien, si estas personas fuesen verdaderamente suceso- 
ras de Leguizauion. dentro de cuya lonja, de b.rreno le encuen- 
tran vari. >s de los lotes* de Comas, es indudable que el demanda- 
do tendría que devolver los que no hubiese adquirido por com- 
pra ó proscripción, poca es un Jucho, nrvptadopor las partes y 
ríe púlilica n doricda 1, que el área primitiva de Legutzauion te- 
nía 50 varas de frente ai rio con 6 leguas de fondo. 

Conviene por esta causa estudiar previamente ia personería 
de los causantes del señor Huyona, objetada en el alegato de 
Iiien probado, por falta de declaratoria de herederos. 

Kste requisito no puede considerarse esi iicial, cuando 1 1 su- 
t« -i<oi lí.^ne lu^ar entre aseen I lentes y descendientes, no sólo 
porque las declaratorias de herederos sólo importan «na forma- 
lidad estrínsera, que no puedi. opoueriéi terceros, ni quita, 
ni da derechos á nadie, sinó principalmente porque la posesión 
hereditaria se trasmite en línea recta por el simple hecho del 
fiillceiuiient') del causante, sin ninguna formalidad ú interven- 
ción de los jueces y aunque el heredero ignurase la apertura 
de la sucesión y su llamamiento á U herencia íarticulo 3ÍI0, Có- 
digo Civil). 

En nuestro caso, no consta, sin embargo, que loi que ceden 
sus rh-rechos á Bayona sean descendientes en línea recta; y ne- 
gado el carácter de herederos, ha debido acreditarse, ó por me- 




Asi lo establece el Código CítíJ, al determinar que < la filia- 
ción legítima, se prueba por la inscripción en los Registros 
parroquiales, tanto del nacimiento, como del matrimonien de los 
padres, 6 por la posesión eomtante del estado de hijos legíti- 
mos, fundada en actos que lu demuestren. A falta de ÍUECrip- 
cion en los libros parroquiales y de ja posesión de estado, la 
filiación legitima puede probarse con testigos cuando la tns- 
lirip. ion en lo> Registros se ha besito lujo falsos nombres ó 
como padres no conocidos» (articule 2tí3). 



El infrascrito lia tratado de averiguar un los antecedentes ele 
la venta de acciones y derechos sí estaba justificada la persone- 
ría de los causantes de Iiay W ; y en tuda., las escrituras con- 
sultadas resulta que no hay ninguna declaratoria de herede ros 
limitándose los vend. dores o ceden te» á invocar su calidad de 
sucesores de Leguitamoir, con el asentimiento del comprador ó 
cesionario. 

Tero, aún cuando tal manifestación no puede oponerse á un 
tercero, como el señor Comas ¿debe tomarse en cuenta su ex- 
cepción de falta de personería, deducid» recién en su alegato 
de bien probado? ¿Puede imputársele á Bayona .1 n<> haber 
presentado declaratoria de herederos, o partidas de bautismo, 
cuando en la contestación do la demanda nada se objetó acerca 
déla personería de sus causantes? 

Es indudable que no, porque Ja lilis-eontestacion lija y esta- 
blece definitivamente, en virtud de un cuasi-contrato. ia cues- 
tión ó cuestiones que el Juez ha de resolver, üi no su lia nega- 
do que lus causantes de J Sayona fuesen descendientes de Legui- 
zamon, el actor no estaba obligado á probarlo; y es inoportuno 
invocar eu el alegato, cuando ya se ha cerrado el término de 
prueba, defensas que no se tuvieron en vista al contestar la de- 
manda. 
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Por estas razones, no SO lince Inyar á la defensa relativa á la 
peifSOBCtk le Lu5 en usa a tes «I- lhn Abelardo liiyorta. 

Trn-ern: <¿ue ta defensa plantea otra cuestión préria, q-ie ha 
sNo largamiíüle lii-h.tti'la, r-*pi'cio fie sí .1 rrsíoiinío de dere- 
chos y acciones puede ejercitar, pur el simple lincho (Je 1 1 cesión 
y ¿ñu haber tomado minea pos«íioft tki iaiau«f>le # la aceita) rei- 
viinliratoriii. 

No hay traspaso 1- dere-ho rea! sin tradición, y como la ¡ic- 
cioti r«irÍrtdí<!Metía tiende ;í reclamar ta existímela y p'enítui 
del derecho real de propiedad, es claro que Harona, á quien na- 
dir le ha hecho tra limón del liien raí/ ene ilion ido, según él 
mismo lo confiesa:, no puede deducir la actual demanda: tal es 
la sintési^dela Larga exposición de Comas 

Se Tanda no sólo en Jo* elemenlos constitutivos del derecho 
real y del derecho personal, sínú también en la idea flue fío la 
acción reivindicatoría n«s d a el articulo ÍTóS del<Vidigu ''ivil, 
según el cual, la ac -ion de reivindicación es nmi acción 41a- uact, 
del dominio que cada uno tiene de cosas particulares, por la 
■•nal el propietario que ha perdido la posoiun, la reclama y la 
reivindica eoutra aquel que se encuentra posesión de ella. 

Los contratas consensúales, como 1 1 venta, la cesión decrV- 
dit-s, etc., no transiieren por h solóse) derecho real, estable- 
ciendo tan sólo un vinculo personal entre las partes contratan- 
tes. De manera que ni *1 comprador, ni el c- simiario, 'adquieren 
la propiedad de la miga vendida ó cedida, antes de que se les 
haya efectuólo la trad irían. 

Tuda acción supone la existencia del derecho que se re-dama, 
lue^o el que deduce una arción real debe ser forzosamente pro- 
pietario, esto «s, haber adquirido la eos a iludíante la tradición. 

Pero, aún cuando estos principios sem evidentes, es induda- 
ble que el comprador ó celulario d»< acciones y derechos tiene, 
sittó por derecho propio, como representante del vendedor ó 
cedeute, una acción tUilpm reclamar, contra terceros deten- 
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tadores, la propiedad de un inmueble, aun cuando u > se h s ha- 
ya ht-thu la tradición. 

La contradicción mies masque aparente. Ku efecto; no se ex- 
plica, á primera visto, que pueda el comprador ejercitar la acción 
reivíndicaturi i para reclamar una propiedad que todavía no ha 
adquirido por falta de tradición; pero el comprador procede en 
nombre de su causante, en fírttid de una subrogación tácita 
obrando comHjtrucurator tu rem sttatn* 

Kl COdigo Civil dispon.' que la acción reivindicatoría puede 
ser ejercida contra el poseedor «te la cosa, por t nlo-s los .que 
tftiga» sobre ésta un derecho real. Comentando el Doctor Setro- 
vta este artículo, diré que también corresponde á los sucesores 
por título universal ;'t stmfuhr, aunque la cosa yae-tc poseída 
por ti ii tercdroj porque ia fiiujenacion, duuacion. etcv ( del in- 
mueble d be Huwlwi- ,d dere- In* d ■ reivindicarla, sin que por 
«dio se entienda que el sucesor singular adquiera la propiedad, 
antea rf« la tradición (tomo ti, página 185, nata 48). 

listas conclusiones se corroboran , considerando que, si se 
pin de w¡iÍ$rk acetan mvindic&torfa, esc es el derecho que 
Éíeíie de ejer^ rl.í. •;;« individuo contra éüé^m hay dificultad 
aluuna en q¡¡e el e mipradur, antes ite habér-e)e entregado 
un inmueble, deduzca centra el det*-nt¡tdor los n olamos en 
la mí>mu forma y exteu-ion que podría h.icorlo su cau- 
sa n te, 

Kl artífiih) í-ül dispone que pueden ser cedidos t.ido objeto 
incorporal, todo derecho y toda a rci on su h re ana cusa, tu tio 
tnrt\ de manera que el compra!, r y el cesionario pueden (an- 
(es de adquirir la propiedad, por no haberles hedí» li* tradi- 
ción reivindicar el inmueble por medio -le !,i Nccíon legal que 
ei derecho romano denominaba /iroruratt>t in rem suum, ¡si el 
dueño puede nombrar un mandataiikj para que reclame la cosa, 
¿qué inconveniente hay en que, al venderla, qiedeel ^miprador 
autorizado á ejercer los derechos del enajenante muta sucesor 
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representante suyo;' Nhgma aUso)irtain#.'nt y por el contiarío 
la teoría del demandado nos llevaría al absurdo de que el com- 
prador tuviera que tstir representando con los brazos cruza-Ios 



piedad; y aunque el usurpador X carezca en absoluto do dere- 
chos, nadie ton Iría ae ion prt r;t trabarlo en su legítima posesión 
y lloraría fatalmente á adquirir el dominio por la prescripción 
treintemiria. Kl peligro no es ilusorio, porque puede haber fa- 
llecido el vendedor sin herederos, y entonces el comprador 
quedaríasiu derecho alguno, no oblante htbur su.-edido al úni- 
co y esclusiro propietario ! 

Hasta exponer la3 con«ec uencias de tal doctrina, que da una 
extensión exagerada al principio de la tradición, para compren- 
der .sin esfuerzo que no puede sostenerse ni ante la ley expresa, 
ni ante los ¡inteí-edentes del derecho romano, ni por últim 
ante Ja más rudimentaria equidad. 

Queda igualmente rechaza la la segunda defensa, relativa A 
si el ce.-ionario de derechos y acciones puede entablar la rcivin- 
dicatoria. 

Cuarta: l|n> la cuestión, como ya se ha dicho, queda reduci- 
da A las áreas do terreno comprarlas por Comis A Don Nicolás 
María Alvares y al (íobiemo de la Provincia, respetándose por 
el actor el inmueble lindero de la esquina Santa Véy 25 de Di- 
ciembre, ó sea el título de Eteliecabar . 

Tratándose de títulos distintos é iud-jp oidieutes. es necesa- 
rio estudiarlos por separado, para que su examen respectivo nos 
indique la verdadera resolución. 

Titulo de Alvares. señor compra en 28 Ue Abril de 1877 
a Don Tomás L o pez y otros d«H mismo apellido, un terreno tm 
la calle S Hita Fe, de30 varas de frente al Su J y f.mdo hasta el 
pié de la barranca, lindando al Este con bajada pública, al 
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Oeste con la señora del demandado Comas. Alvarez lo vendió,! 
Don ígnacio Comas en Octubre de 1881. 

KJ Jü^üdo n, ti.-nr necesidad d, av, ripiar si lo. Lnp t . Ton 
o no propietarios, porque acglln una ,lj S p üiicion ^ se p resll _ 
meque el ponedor actual lia estado poseyendo desde | u fechado 
mmhi mientras no se pruebe lo contrario; v ni cxistMal 
pvmba en autos, ni debe olvidarse que el títufodeComa, arran- 
ca de 1877, f.-. ha en que comprú su inmediato eausante Alvarez. 

Se dirá q..i.- ta»Xopez n«. eran dueños; m-ro, además de que tal 
cosa teffipos, ha demostrado, siempr.. tenemos que existe la 
presrrípdon de 10 uño*, que eonsolida el título del demanda-lo. 

U prescripción sn dirige eontfíl tíj propietario, pues si el 
roui,. r: idur adquier ■ la cosa .1.-1 vordad- r ■ diurno, no necesita 
del trnnscitiao del tiempo para adquirir la propinad, Supo- 
niendo, ,me Sf que los J ope?, no fu, sen los propietarios. ,[ título 
de Coma, no podrí, hoy atacarse, porque todos su. defectos 
lian quedad. irtibiertas por fa prescripción. 

Fuera do ello, consta de autos plenamente a tie los López, co- 
nuci ¡n< también con ,1 nombre de ('arballo, han estado pose- 
yendo durante largos año,, srfíun resulta á<> las d, claraciones 
de Manuel Zamora (foja DO); Juvenal Luna (quien conoce esa 
poción desde I8Í5. foja !)1 vuelfuj y Javier López (foja 92 




Ki Juzgado resuelve rechazar la reclamación relativo al titulo 
de Alvaro (foja 197). 

fjuiuto: Titulo *M Kulntrna . <j ue da s-Mo por examinar la 
cuestión relativa á la venta que la comisión nombrada parala 
construcción del Colegio Na :ional ,fectuú en Noviembre de 
ÍK73 {foja 195) á la esposa del demanda lo. Kl are* vendida se 
componía de 85 varas de frente por 12, más ó monos, de fondo- 
lindando al frente con ia calle .!,•! Hajoj al Oeste, con la calle 
25 de Diciembre; al Este, con la compradora; y al fondo con el 
pié de la barranca y calle de Santa l'é. 
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fondona sitio alterado; po- 

* *}' callo de S i 11 ta Vé > sin 

Utoum »l último, hecho acreditado m el perito Warner á foja 
22 v que „o ba sido de. «nítido en forma alguno; habiendo no- 
duln comprobarlo ,1 infrascrito on o! Protocolo del *Mi¿ft 
» orrea (V. Informe del Archiven.). 

Bs indudable, y lo amoce el perito del demandólo en su 
informe de foja JOÍ», que Coma, o< u f a mayor extensión que la 
Que le nan si» títulos, cirCBnstai.eia q„e aquel ,xp!¡ ca supn . 
RfMdoqiiee) terreno debía llegar A«jiM h cnlfr Smtta-W- te- 
niendo hasta ese límite major extensión que la consignada 

Kl perito Regules dice textualmente que el terreno linda por 
el fundo c 0l , el pie* de la barranca y la calle Santa Fe, que son loa 
inderos que dan lo, título.. K.ta ubicación, agrega, correspon- 
de, si nos \mm do at,ncr á la letra del título, n„ lo que se re- 
crea los linderos, cy Pn cambio daría ,! polígono,, a T 
si se ha de atenderá Umftmtitaiá expresadas, (feja 109) ' 
Según el perito del demandado, Comas no tiene pues de're 
choú la ...perllcie /,',,-„ del plano de foja i 17, qu, linda por 
clsudcou la calle Santa l'é, y para acordárselo, dice que le 
corresponde por quedar dentro de los linderos indicados en ta 
escritura. 

Ksaárea es relativamente grandor á simple vista resalta «ue 
respecto de toda la «uperficj, adquirida por la compra al Go- 
bierno, importa mucho más de un rigéftitno. 

Surge con esta motivo la duda, que no ha sido planteada so- 
bre sí, por ser t.na venta ad corpus, comprendería toda o! área 
encerrada deutrode los linderos, uo obstante ser máa extensa 
que la mencionada cu el título. Sobre este punió es evidente 
que. cuando se vende un inmueble ad corpus y no ad memuram 
el comprador adquiere todo lo que existe dentro de los límites' 
sea más ó menos quo la superficie indicada. 
Para comprender mejor la dificultad, hay que tener en cuen- 
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ta que la venta del Gobierno es ddcúrpus ; lijándose un precio 
por el total y no á tanto la medida, ¡i loque se agrega que, se 
añaden las palabras cmásó menos», que corroboran tal conclu- 
sión. 

Ksus palabras importan, eo$n« | u recuerda ej Doctor Llurutin, 
una enajenación adeorpu*, en que el vendedor no tiene derecho 
á exigir mayor precio, aún cuando el excedo sea mayor que uu 
vigésimo. Desde que la ley ya dice que uu más ó menos w la 
extensión, que no llegue ú la vigésima parte, no producen en 
esta hipótesis efecto alguno, es claro que la expresión «más ñ 
menos», cuando no se ha efeetuatto la compra á tanto cada me- 
dida, quitan todo brecho al vendedor para n clamar suplemen- 
to de precio, aún cuando la diferencia de la superficie sea ma- 
yor de un vigésimo tomo 2, página 312). 

K-:to sentado, r^alta que la compra de que -se trata es ad 
corpus, correspondiendo al señor i'oiniis Ma la extensión ence- 
rrada dentro de los linderos. 

Abura bien, los linderos por el fondón) sud san, según la es- 
critura, ei pié de la barranca y la calle Sanía-Ff. Kl actor dice 
que en la escritura or¡g ; nal su ha puesto entrelineas en la parte 
lina! el límite de la calle Santa-Fé, sin salvara al lina!, he-ho 
afirmado por el perito Warner á foja 122, sin que el contrario 
lo haya negarlo. De manera que el limite verdadero por la par- 
te sud, es la barranca y no Jacal!.,' Santa-Fé. 

Resta, pues, averiguar si la calle Santa-Fé y el pié de la ba- 
rranca eran un solo límite, en cuyo caso el actor carecerá deto- 
do protexto p;ira reclamar parte alguna dt l terreno. 

El informe de Regules poco ó nada nos suministra al respec- 
to. Sus conclusiones parten del supuesto de que »>1 terreno te- 
nía por límite el pié de la barranca, y además, la callo Santa 
Fc\ por cuyo motivo no se ocupó de investigar el punto; mien- 
tras que el perito Warner, fijándose en que el límite del cuer- 
po de la escritura es el pió de la barranca, y no la cali- Santa- 



y,: 
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Mi </ue ha Mido puesta entrelineas, sin salvarse at final, ha 
tratado de constatar que el pió de la barranca no coincidía en ese 
punto con la calle Sauta-Fé, de la quedaba al Norte. 

Así fe deduce de un plano levantado en 1884, por d ¡ne- 
nien» municipal Don llenedicto Sivmri (fojas 121 y I2i), en que 
so dibujaron el vértice y el pié de la barranca (plano áe foja 
12í>, observándose duramente que d pié du la barranca queda 
distante de la calle Santa-Fé unos i 5 ó 20 metros aproximada- 
im n te. 

Klpié de la barranca no lia podido llegar de ningrin nudo 
hasta la calle Santa IV; quedando, por consiguiente, fuera del 
título que venimos examinando la superficie que este Juzgado 
señala con la letra X en el piano de f.ija J24, desde que el Go- 
bierno Tendía á la señora de Comas 85 varas de frente á la ca- 
lle del jtajo por 12<te fondo, masó menos, hasta dar con el pie* 
de la barranca, sin mencionarse como límite la calle de Santa- 
Fé, por la sencilla razón de que no puede formar parte de la es- 
critura una anotación puesta entrelineas, que no ha sido salva- 
da, de aeuerdo con lo dispuesto en el artículo iÜOi del Có%e 



Hay en autos una prueba concluyeme de que la calle de 
Santa-Fé y el pié de la barranca no coincidían. Así se demues- 
tra: I" por el plano de! Agrimensor mu.Jeipal Sivori, ya men- 
cionado; 2" porque el terreno lindero, comprado ú Alvares, te- 
nía por frente Ja calle Santa-Fé, el fondo ha.ta el pié de la ba- 
rranca; y si la barranca quedara en la calle Santa Í% no podría 
tener fondo alguno; 3* por las declaraciones de los testigos 
del mismo Comas, que uniformemente con firman que el terreno 
ocupado por la nueva casa del demandado y los adyacente*, si- 
tuados en dirección ú los muelles del gas, lian sido barrancas 
hasta 6 7 años, cuque fueron desmontados (Declaraciones 
de Santiago Payct, foja 79, quien dice no sólo que era barran- 
ca, sínó que el señor Comas la desmonto* para hacer las eona- 
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truccioneí-; Anlonio Magouaseo, foja 79 vuelta, quien clict- que 
había algunos pedazos de barranca; Sebaítian Descalzo, foja 
#6 vuelta, segun el cual liabía barranca (te terreno bajo; Ramón 
Fcmira, foja 87 vi el ta, quien djee que existían declives de 
barrancas desde la calle Santa-Fé hasta la callo del Bajo, ha- 
biendo el señor Tomas, desmentado esa barranca ; y Eugenio 
Frutos, foja 9(i vuelta, quien declara que esa parle era barran- 
ca alta y baja). 

No hay, por consiguiente. duda alguna de que la calle Smita- 
Fl quedaba lejos del pió do la barranca, hasta d mide solamen- 
te debe llegar el inmueble comprado por el señor ( ornas al Go- 
bierno de la Provincia. 

ha prescripción tampoco se ha cumplido: |<* porque la pose- 
sión que el demandado tenía en terrenos linderos, de distinta 
procedencia, no puede aplicarse ¿S un título diferente; 2" porque 
tos prnpiuíi testigos han manifestado que su posesión data de 6 
á 7 años, necesitándose, por lo menos, el transcurso de 10 para 
que la prescripción quedara consumada. 

Débese ahora resol rer el defecto notado en la escritura ma- 
triz, que anula lo entrelineado, por no haberse salvado al íinal 
de la misma yantes de las lirmas. 

Este punto es muy delicad» porque de (•■ dependerá la resolu- 
ción que se adopte. 

Ante todo, conviene establecer una distinción: la nulidad de 
que se habla es ó n team en te de las s palabras puestas entre 
líneas y ñola de la esoritura, porque, segtin axioma ronocido, 
titile per inntifr non vümlur. 

Cuando la ley prescribe que al final de la escritura se salven, 
antes de las lirmas, las enmend aturas, iiilerlinendus, testad u- 
ras. etc., entiende disponer que todo lo que no baya sido salva- 
dono forma parte de Ja escritura; y la razón es evidente, pues 
si así no fuera, no exigiría un solo derecho estable y garantido 
de una manera permanente, ni tendría razón de ser la fé atri- 
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Imilla á les escríbanos, como dep isitarios de lgs actos auténti- 
cos, que quejarían completamente librados á su buenaó mala fe, 
No habría una gola, escritura *\w no pudiera ser alterada y 
*t ca h más espantoso üt* produriria en tudas las relaciones jurí- 
dica*; por Ju < nal nuestro Código Civil expresamente ordena, 
>i-i- los Escribanos deben salvar, al linaldel instrumento públi- 
co, las tostadura*» > Id que se haya -scritu entre reglones; ugre- 
gftodo «1 artículo 1)89 qu- son múllanles los instrumentad pú- 
blicos : «cuando tuviesen enmiendas palabras entrelineas, 
borraduras ó alleracieu.es en partes esenciales, como la lecha, 
nombres r cantidades, cosas, etc., no salvadas al fin»; agregan- 
do el codificador esta nota: «La ley til del misino título y par- 
tida declara nulos los intruuieutos públicos, que estuviesen 
raidos, ó con cnmendaturas en los nombres* tiempos, plazos, 
cantidades, fechas y lugar del ai tu. La ley supone que tales 
defectos no están salvados al fin y entonces indudablemente es 
nulo el acto*. 

La ley no puede pronunciar ta nulidad de todo el instrumen- 
to, por la sola circunstan -ia de tener algunas palabras entre 
línea, que no se han salvado al fin. Lo único que se anula es lo 
que no forma parte de) ruerpo del acto p ó Mino, lo que le per- 
manece estriño, eu una palabra, lo que las partes y el escriba- 
no no lian autorizado en realidad. 

Por consiguiente, el inmueble comprado por Comas ú su se- 
üura al Gobierno de la Provincia, linda al norte con ía culle del 
llaju; y al <ud con el pié de la barranca solamente; no pudicn- 
do ni debiendo aceptarse como lindero la calle de Saüta-Fé, que 
no ha sido mencionada en la escritura de tina manera formal y 
fehaciente. 

La única razón en que el perito Regules se apoya para ha- 
cer llegar el inmueble ua^a la calle Santa-Fé es que, aún cuan- 
do no le corresponda tanta superficie, le adjudica toda el área 
que queda entre las calle del Bajo y de Sauta-Fé; pero, como 
t. n n 



so ha demostrado, el terreno sólo debe llegar hasta el pié do la 
barranca, que no coincide con la calle Santa-Fé. 

Por estas consideraciones se declara que pertenece :i Ioñ su- 
cesores de Leguizamon el área formada por las letras p* \f o en 
el plano de foja 117 que se señala para mayor claridad con la 
letra A en el plano número 3 que queda entre las fojas 125 y 
126, lindando al sud cjii la i talle Santa-Fé, ai nmte con Don 
Ignacio Comas, ú sea, su señora, ai oeste con Don Ignacio Co" 
mas y al este con el mismo. 

Sexta: Debemos ahora ocuparnos elel otro terreno, que qu* da 
ul este del anterior, y ha sido también reclamado por encon- 
trarse dentro de! área de Leguizamon* 

Forma parte de la mayor porción comprada en Octubre de 
187U a. la comisión nombrada por el Gobierno Nacional con 
acuerdo del Gobierno de la Provincia, con el objeto de construir 
el Colegio Nacional (foja 02), la que se componía de 100 varas 
yJe frente por 80 de fondo; lindando al sud con la calle del líajo; 
al oeste, con la señora de Comas; al este con Ignacio Comas y 
al norte ron el rio Paran;!. 

El demandado dice también que este terreno se Íntegra con 
otro título de 500 varas de frente, compradas al Gobierno en 
18jI). y lindando por su frente al mft con la barranca; a) este 
con Santa Cruz; al norte con el Paraná; y al oeste con Don Ks- 
tevau líams (foja Gil. 

Respecto del primer título, emanado de la comisión del Co- 
legio Nacional, es evidente que nada tiene nue hacer con este 
terreno, no sirviendo su cita más quo para introducir confusión 
en una causa tan compleja y difícil. Efectivamente, si el área 
comprada linda al sud con la calle del Bajo, ¿cómo puede for- 
mar parte de ella un terreno que precisamente linda al norte 
con la calle del Bajo, como resulta de cualquiera lie los tí pla- 
no* que obran en autos ? 
Es ne -.osario, entonces, suponer qio la esquina de las calles 
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Snntn-Fé y del Bajo, señaladas pura mas claridad con una It en 
el pkm numero 3, queque,!* entre las fojas 125 y 126, provie- 
ne del otro título, de la compra de500 raras de frente hecha al 
(.obiemoen lindando al sud, con la barranca; ni norte, 

con d Kio; al este, con Santa Cruz, y at oeste, con Don Este- 
va n Rams. 

La dificultad pura ubicar esta área proviene de que no hay 
en autos elementos sufkieiiles pura demostrar ha ata dónde Ña- 
uaba la barranca en la esquina citada de las calles del Rajo y 
Santa-Pé. porque si la barranca, límite sud del Arca de Comas, 
un coincidía con estu stiperlic-ie. e* indudablcqne eldemandadó 
no podía ocuparla con un título qtte no lo comprendía, desde 
une la posesión fundada en un título sólo comprende la eiten- 



Tnmbien hubiera debido discutirse si los te. renos del bajo son 
fecales ó si todas las lonjas del Kosario, deben llegar hasta la 
ribera del Paraná, podiendo de esta discusión resultar una re- 
solución general que anulase ú ratificase las ventas hechas por 
el Gobierno de los inmuebles que quedan éntrela barranca y la 
lengua del agua; pero el actor no bu extendido sus pretensiones 
más que sobre la parte de la lonja de Lcguizamon que queda 
en fe« Wrenos altos, bástala barranca, y el Juzgado no tiene 
amtoíídad más .jue para resolverlo que ha sido sometido á au 
decisión. 

La base d»> la sentencia consiste en ajustarse estrictamente 4 
las resultancias de autos; y si bien aparece comprobado que el 



día llegar husta la calle Santa Fé.sinó basta el pié de Abarran- 
ca, que quedaba más al Norte de dicha calle, no sucede lo mis- 
mo con el título ríe 500 varas de fren'e, compradas al Gobierno 
en IH5ÍI éntrela barranca y el rio Paraná. 

Ku oferto: hay que Considerar, desde luego, que las 500 varas 
de frente al rio lindaban al sud, no con el pié de la barranca, 



si-n del mismo (articulo 2 H I . ('¿digo fivil 




340 



KA LUIS m, l\ SUPUtHA CORTB 



sitió con la barranca misma Toja (Vi ; que es un heelm acredi- 
tado en autos que la calle de Santa-Fe hasidn desmontada, pur- 
queallí exisüala barranni; y poriUtimo, que hay una diferen- 
cia rea! entre decir que un inmueble llega hasta la barranca ó 
hasta «'I ¡lié de la misma. 

Supóngase que un inmueble linde por el sud con la barranca 
y otro llegue hasta la misma por el norte, como no se trata de 
una linea divisoria, siuó de unaeitentinn m¡ís ó menos grande, 
formada por loa deelives, uo sería justo que ni el lindero de la 
parte alta, ni el de la baja su adjudicaran toda la superficie 
ocupada por los declives de la barranca, so pretexto de que ha- 
bían comprado ad t arpus y no ron un funda determinado, y en 
esta hipótesis lo natural es que cada una de lusdos propiedades 
llegue hasta la mitad déla barranca, ó sea, hasta el punto me- 
dio entre el vértice y la base. 

No se puede, pues, aplicar al tí'ulo de 500 varas de frente, 
que linda a) sud con la barranca, lo que se lia resuelto respecto 
del títulode 85 varas de frente, por \% más ó menos, de fundo, 
que queda e ntre la calle del Bajo, por el norte, y ti pié de la 
barranea por el sud considerando quinto). 

Ahora bien, de las declaraciones testimoniales y dem.is cons- 
tancias de autos resulta que el terreno de U esquina de los ca- 
lles Santa-Vé y del Bajo era antea barrancoso, habiendo sido 
desmontada la misma calle Santa-l'í, para facilitur el tráíico, 
sin que *e pueda demostrar de una manera fideligna el puuto 
superior de arranque y el pié de la barranca para poder deter- 
minar con toda exactitud, si el terreno en cuestión corresponde, 
ó uo, al título de Comas, en cuyo caso es de citricta aplicación 
•1 couo< ¡do axioma jurídico : Aclare non probante reus absol- 
ví tur. 

Por estas consideraciones, fallo declarando: que de los terre- 
nos reivindicados, sólo pertenece á loa sucesores de Leguizamon 
el triangulo formado por las letras p" o en el plano de foja 



DE JUSTICIA NACIONAL 



3 ti 



117 y señalado con lu letra A en el plano número 3, que queda 
entre las fujas 125 y 120, sin especial condenación en costas. 
Repóngase. 

Joaquín i.ejarztt. 



Fallo de l« ttiiprein* t'nrtt* 

Buenos \¡r<^. Mayo 1893, 

Vistos y considerando: Qm« como lo demuestra la sentencia 
apelada, la excepción de falta de personería opuesta por el de- 
mandado, ¡leu-* ser rechazada por razón de [ i oportunidad en 
qti " li.i sido deducida. 

■ Jue enajenados por I k sucesores de Leguixaraun sus dere- 
chos y acciones sobre la cosa litgada, el actor ha podido dedu- 
cir la acción intentada, de acuerdocon lo dispuesto en el artí- 
culo mil cuatrocientos cuarenta y cuatro del Código Civil. 

Que las constancias de autos revelan que el triángulo del 
terreno á cuyo respecto te admite la demanda, declarándose la 
legitimidad del derecho de! demandante, no c^tá incluido entre 
los inmuebles adquirido, por el demandado, de conformidad 4 
los títulos que ha exhibid", y en lo» que funda la propiedad que 
sustenta. 

Por esto y sus fundamentos concordantes : se confirma, con 
costas, la semencia de foja doscientos catorce en la parte apela- 
da; y repuestos lus sellos, devuélvanse, 

BENJAMIN PAI. — LUIS V. VARELA. — 
ABEL BA2AN, — OCTAVIO BUNGE. — 
HAN E. TOHHENT, 
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/ton Alejandro Zucfor, contra Pon hominyo Marera; sobre 

cabro de pesos 

Sumario. -I Según «I anttgim Código de Comercio, Ú&pm 
de verileado el registro del contrato de soci.-dad anónima, sus 
administradora 110 responden á tos tercero*, miiú por los per- 
juicios que éstos sufran A cusa du infracción .-«metida por 
aquellos de loa estatuios ó r.-gtdiiieutos <le la sociedad, hiendo 
-lidia fesponsabilidad personal y no solidaria. 

2" Cometen infracción los administradores que contratan 
con terceros, sin haberse abonado el importe de las cuotas pres- 
critas por l..s estatuto* para el funcionamiento de la sociedad; 
v por lo tanto están obligados á indemnizar proporciona ¡mente 
el perjuicio que dichos terreros hayan sufrido por esa causa. 



Caso. — Resulta del 



I '«lio drl Jun redera I 

Rosario, Jumo ;«» dé im. 

V vistos; los iniciados por Don Alejandr. Zueker eontra don 
Domingo Macera, préndentele la sociedad an.'tjiima díran Ta- 
ller Mecánico Argentino*, por cobro '»<• pesos. 
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Kesutta: I ' Que la &ociedad indicada >o fundó y obtuvo del 
l'oüer Kjecutivo «Je la provincia la personería jurídica, como 
sociedad anónima, en f< cha 25 de Julio de 1889. 

2° Que en 8 de Noviembre del mismo año y á objeto de esta- 
blecer cJ laller mecánico, Don Alejandro Zucker venrii.'* ú la so- 
ciedad indicada un terreno de su |»opiedad situado al norte de 
esta ciudad, ú una distancia *ht atíscibntos cincuenta metros, 
más ó menos, del caminí al ruieU «Alberdit, compuesto de 
ciento cincuenta metros setecientos once milímetros, por ciento 
cuatro metros quinientos milímetros, ú se i, una superficie to^ 
tal de diez y siete mil oc hocientos treinta y nueve metros tres- 
* ieutos veinte milímetros cuadrado>, con los linderos que se 
expresan en la escritura pública corrieute á foj* 30 ile estos 
autos . 

3" Que esta venta se llevó a cabu por la cantidad de 76.575 
pe^os moneda nacional legal, pagaderos quince mil pesos el 15 
de Diciembre de 1889, veinte mil pesos el 15 de Marzo de 1890, 
«luiuce .nil el 15 de Mayo del mismo año, quince mil el 15 de 
Julio de igual año y once mil quinieutos setenta y cinco pesos 
el 15 de Setiembre de Í8U0, por cuyus caulidades la sociedad 
•■torgñ. entre otros, los pagarés corrientes á fojas 3, 10 y fl, 
existiendo los otros dos restantes en los expedientes ejecutivos, 
que corren ante este mismo Juzgado, seguidos por las mismas 
partes, y que se adjuntarán al presente, debiendo abonar ade- 
más la sociedad compradora, el 7 % de interés anual, y cons- 
truir en dicho terreno el taller ó fabrica de la referencia. 

A" Que á los seis meses de esta venta, ó sea, el i 4 de Mayo 
de 1890 tuvo lugar una asamblea general de accionistas, en la 
cual el Directorio dió cuenta de la imposibilidad que existía 
de continuar las operaciones sociales, en razón de lo anormal 
de la situación financiera del país y á la imposibilidad consi- 
guiente de hacer frente á los compromisos contraídos por cuen- 
ta de la sociedad; resolviéndose en esa misma asamblea, entrase 

m r 
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aquella en liquidación, a cuyo objeto se sancionó la disposición 
conten Ha en el documento de foja 66. 

5» Que también en la misma asamblea se resolvió ofre. vr al 
tendedor señor Zucker, y á títulode compensación por re-ciadir 
el rontrato di- compra-vonta, el 10 sobre el valor di l terre- 
no, traspasándole íntegra la misma propiedad. 

6° Que no siendo aceptada por Zucker ata oferta y exigiendo, 
por el contrario, .1 cumplimiento del contra tu, aquél demandó 
ejecutivamente i la sociedad por los dos primeros pagarés ja 
vencidos, y cuyos notos, como s- La dicho, obran en e^te mis- 
mo Juzgado; y paralizada usta ejecución, «1 actor Zucker ins- 
taura esta demanda ordinaria por toda la suma debida, ó sean, 
los cinco documentos indicados en el resultando 3 o . 

7" Que el actor, al funeíar su demanda, expresa que la res- 
ponsabilidad del pago recae sobre la persona del presidente de- 
mandado, Don Domingo .Macera, por cuanto, según lo esta- 
blecido en el artículo 324 del Código de Comercio últimamente 
sancionado, y que en la actualidad rige, lus fundadores, admi- 
nistradores y representantes de las sociedades anónimas no 
constituidas debidamente, son ilimitada y solidariamente obli- 
gados á la restitución de todas las sumas que hubieren recibido 
por acciones emitidas, como también al pago de las deudas so- 
ciales, y de terceros, de ]a inejecución de las obligaciones con- 
traidas á nombre de la sociedad; agregando que, en el caso ac- 
tual, la sociedad no se había constituido debidamente, ni cum- 
plido con los estatuto*, pues había comenzado su existencia 
faltando A lo dispuesto en los artículos 7 y 8 de aquellos, que 
disponen: el primero, que la sociedad sólo quedaría constituida 
una vez suscritas las mil acciones de la série A, valor de 
100.000 (cien mil) pesos ; y el segundo, que do éstas se debía 
pagar por los su-icntores el 20 »/„ al suscribirse, no habiéndose 
llenado ni una ni otra circunstancia. 
8" Que al contestarse la demanda pidiendo su rechazo, los 
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demandados niegan estos hechos, aseverando haber el directo- 
rio cumplido con todo lo dispuesto en los estatutos, inclusas 
las disposiciones de los artículos 7 y 8 indicados. 

9' Abierta la causa á prueb; por el auto de foja 44 vuelta se 
produce la que en los mismos consta. 

Y considerando: l g Que el contrato del que surge este liti- 
gio, como que consta de escritura pública, y no lia sido obser- 
vado por el demandarlo, debe juzgar™ existente y valido. 

2" Que como aquel fué formulado en ficha 8 de Noviembre 
•le 1889. e>ncu en la que aún no regía el Código de Comercio 
rigente en la actuar i dad, datando esa vigencia, sólo desde eM ü 
ile Mayo de 1890, no son la» disposiciones de éste, sino las del 
antiguo Código, las q.ie deben ser aplicables al caso si<6- 
jttiítcv, 

3" Que esto asi, no es el artículo 324 del nucro (Jó Jigo que 
se invoca por el actor, el aplicable i este litigio, simó más 
bien y dado el cuso <| e liaber delinquido el presidente y direc- 
tores, el 408 del Código de Comercio anterior. 

4 a Que el artículo 408, sólo liare responsable personal y soli- 
dariamente a" los administradores ó directores de una sociedad 
anónimo, una vez é-ta registrada, como lo estaba ya la de «Ta- 
ller Argentino* cuando se efectuó el contrato de foja 30, en el 
caso de infracción 'fe los estatutos, y sólo con motivo de la in- 
fracción, siendo de esta manera muebo menos amplia la respon- 
sabilidad de aquellos en la legislación del 02, que Ja que les 
atribuye la del 90, en la actualidad vigente. 

5" Que es del caso ahora inquirir si Don Domingo Macera y 
las personas que con él forman el directorio del «Gran Taller 
Mecánico Argentino» han infringido los estatutos de la asocia- 
ción. A este respecto existen en autos pruebas suficientes para 
venir en conocimiento perfecto de que dichos señores no cum- 
plieron las obligaciones impuestas por el artículo 8* de los es- 
tatutos, pues no lucieron, ^omu era de su deber, efectivo el co~ 
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bro tot¡il de la 1* cuota correspondiente a* la siucricicn fie bi 
iénu A, cobrando sólo 7 n 8 mil pesos, en vez de 20.C00 que era 
lo que correspondía al ¿0 - ... sobre el valor r i los cien mil 
p«*os importe de la serio A. 

6 o l¿ue estíjblecttJo el lucho antf rioi . ampliamente compro- 
bado hasta por la misma confe:>ioii del demandado, contesta- 
ción ¡i la posición 7 a , tuja 77 vuelta, se impone, la aphcabilidad 
del arifculu K)8 del ÍVidigo «le i'omereio untes cita lo. que hace 
responsable per>onahneni« & los administradores ó directores 
de una compañía anónima, d t-1 |tt-r j n i*- iu sufrido con motivo do 
aqn< ,¡.i infracción. 

7" (Jue consistiendo la ii. fracción t il no haber * obrado á los 
superitóles de la serie A, la suma de 20.000 p»->os que corres- 
pondía á estos abonar y que dicha sociedad debía ti ner en caja 
para hacer fp-nteal contrato furmul.ido con Zueker, es de jus- 
ticia responsabilizar por illa al dt manda lo ¡n la parte que le 
corresponda, según después se examinará ni el con si lL-randof 0'. 

H" < ¿ n o -i juicio del proveyeute no es equitativo ni justo llevar 
esa responsabilidad, más allá de la enunciada suma de 20.000 
pesos: 1 1 porque habiendo entrado la sociedad á una liquiJa- 
eiop forzosa, que traía su origen del imperio de 'a ley (artículo 
122, inciso 3', Código de Comerci-i) y motivada por la ciíms eco- 
nómica, que, como es notorio, e>t»JU cn>i inmedÍJl ¡miente £ la 
fundación de aquellc, le era á la misma legalmente imposible 
adquirir mayores fondos, para hajcer frente al compromiso for- 
mado ron el verdedor señor Yak l¿er; 2 o porque ést u así, deben 
entóuees tenerse muy en cuenta los principios generales que 
rigen a las sociedades anÓuimas y los cuales enseñan ser éstas, 
■ la simple asociación de capitales» (artículo Í03, ' ódigo de Co- 
luercio), «siendo responsables s dameule con la masa social, 
c ompuesta de su fondo y b< ueücios acumulados » (artículo 
i*Kf i. <no respondiendo tampoco los soei. s, Je las obligaciones 
de la compañía anónima, sino hasta el valor de las acciones ó 
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del interés que tengan en la sociedad» (artículo -ifO); 3 o por- 
que las responsabilidades de los directores ó administradores de 
las suciedades anónimas, eran mucho menos anadias por la le- 
gislación comercial antigua, que las que boy Hace pesar ta 
nueva sobre aquellos; y habiendo sido llevada a efecto la con- 
vención de foja 30 bíijo el amparo de la legislación antigua, 
vs esta, y no la actual, como ya se ha dicho, Ja que debe re- 
gir el criterio judicial en el raso sub-judtce. pues bien sabido 
es que las leyes no tienen efecto retroactivo disponiendo sólo 
para lo futuro (¡rtfculoS", Código Civil); i" porque Zucker era el 
mayor interesad i en la instalación más breve de la sociedad, 
puesto que la ■ ompra de su terreno respondía y tenía por espe- 
cíftl objeto establecer en el mismo los talleres d« la asocia- 
ción, y casi simultáneamente al contrato de compra-venta, tu- 
vo Zucker conocimiento del estado en qiu* se hallaba, sabiendo 
qui' no estaba cobrado el importe total de la primera cujta d t > 
las acciones suscritas s^guu manifestación que confiesa haber 
recibido del gerente Pesceto, quien le dijo, faltaba aún la sns- 
crieion de un número dado de acciones de la f* serie (respues- 
tas dadas por Zuker á la 4* posición de foja 51, y a ta i" de la 
ampliación de aquellas, corriente á fijas 52 vuelta y 53); 5 o por 
último, porque aun en el caso de duda de que el presidente Ma- 
cera tuviera una responsabilidad mayor, debe seguo otro prin- 
cipio de d Techo bien conocido, estarse en favor del deman- 
dado. 

9 9 Que no puede decirse que la última parte «leí artículo 3*2 i 
del nuevo Código de Comercio que se invoca por el actur, con- 
sagre igual principio que el artículo 421 del antiguo Código, 
pues el primero se reGere á las sociedades indebidamente cons- 
tituidas, y el -.i-gundo hace referencia á las sociedades indebi- 
damente autorizadas, y el concepto que se desprende de loados 
verbos, constituir y autorizar, difieren de manera fundamental. 
En efecto, constituir, nos enseña el diccionario, ser : formar, 
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— componer, — istablccer, — urdí nar t — declararse instalado 
un cuerpo, — fijarse, — establecerse, . — refiriéndose todo ello, 
como se Té, a! fonilti esencial del acto; mientras que autorizar 
sólo significa : dar facultad ó autoridad,— culi ti miar con auto- 
ridad ó testo.— calificar, — legalizar,— refiriéndose así esa voz 
sólo á la furnia del acto, y in> a su fondo : uno prueba de ello es, 
la remisión que el artículo 424 Lace en su teito al artículo 
•405, y el que sólo consigna la necesidad de establecer en los 
sociedades anónimas un tiempo determinada ul- duración y una 
autorización del Vmler Ejecutivo, «cuando aquellas hayan de 
gozar de algún prcrilegío» {artículo 405 recordado). Tin so- 
ciedad que se juzga, ha llenado esos dos requisitos exigidos por 
la legislación aplicable á su ciso, señalándole término de dura- 
ción {artículo :i°de los estatutos) y obteniendo autorización del 
Poder Ejecutivo, como se constata á foja 7 de los mismos esta- 
tutos. Luego, su constitución ea suficientemente legal á estar 
á la legislación comercial del a no 62, y no le corresponde, por 
cou^iguienle, la mayor responsabilidad que por el actor se 
ex¡ne. 

10' Que, por otra parte, el artículo 408 del Código de Comer- 
cio á aplicarse, encierra dos casos, muy diversos entre si; esos 
casos son: 1» Ki de la responsabilidad de lo. administradores 
antes de minearse la inscripción del documento ó título de su 
institución; y %> La responsabilidad que surge después du ese 
registro y para el caso de infracción tic los estatutos. Kn el 
primero, la responsabilidad es personal y solidaria y en el se- 
gundo, es sólo persona i pero no ya solidaria; y como liemos 
fisto, ia infracción cometida por el directorio, ó sea, por el 
presidente demandado, pertenece al segundo caso, ó sea, al 
de la perpetración de la infracción, después de verificada la ius- 
cripeíon d i tuslrumeiito ú título de su institución (documento 
de foja 101). 

II" Que no se ha probado asimismo de manera legal , el no 
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oslar suscrita toda la serie A, en ti tiempu en que debió serla, 
pues la declaración de PescCtO, que es única al respecto* es con- 
tradictoria. (Véanse respuestas :i la 4" y 10' pregunta, foja 
118). 

12" Que no se ha probado tampoco, en qué se invirtiera la 
Kunia recolectada ú cuenta ¡le los 20.000 posos del 20 9 „ do la 
susericion á la serie A, siendo esta |trurb n necesaria para des- 
cargar la responsabilidad del demandado, respecto a ella, má- 
xime cuando se confiesa no li.iher hecho la sociedad otra ope- 
ración, que la comprad Zucker. 

13" Que no es posible al present'- juzgar sinú al presidente 
demandado, aunque de los términos de o>ta sentencia surja la 
responsabilidad del directorio, por no haber sido é#te interpe- 
lado en la presente acción sinó tan sólo el presiden!-- Don Do- 
mingo Macera. 

Por taiito, fallo: declarando (jue el demandado Don Domingo 
Macera, presidente de la sociedad H¡ran Taller Mecánico Ar- 
gentino» se encuentra obligado á abonar, personalmente, y abo- 
ne dentro del tercero día port^rior al de la ejecutoria de esta 
sentencia á Don Alejandro Zuuker, la suma dediueioque le 
corresponde, como miembro del directorio del *Grnn Taller Me- 
cánico Argentino», y con relación á la suma total de 20.000 
pesos que dicho directorio debió haber cobrado j poteer, por el 
20 °/ dela suscricíon á ta séiie A, *-<m más los intereses lega- 
les, á estilo do los que cobra el Hunco d«) la Nación en sus des- 
descuento»; debiendo por su parte Don Alejandro Xurker escri- 
turar á favor de la sociedad .¡tiran Taller Mecánico Argentíiiu» 
el área que corresponda del terreno vendido y en relación entre 
la suma á recibirse, y la del precio de la venta constante en la 
escritura de foja 30, debiendo nombrarse arbitros para la de- 
signación ó ubicación de ¡a frauden que al presente se manda 
escriturar; dejándose á -alvos los derechos de Don Alejandro 
Zucker, para que pueda ejercitarlos cómo y coutra las demás 
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personas que le estuvieran obligadas en dercc'o; sin especial 
condenación en costas, por haber habido exreso en 1» demanda. 
Notifiques? coji el original y repóngase los sellos. 

(i. i-Maleva y Zumrht, 



I ««lio «Ir lüMuprriiiiit:orl« 

llncnns Aires, Hjijo \ \ de 1k%. 

Vistos y eousid erando : Qtre la demanda deducida a foja doce, 
]«ur Don Alejandro Zueker so dirige contra Don DoiniiiLín Ma- 
cera, «oino presidenta déla sociedad anónima «Taller Mecá- 
nico Argentino», pidiendo se te declare personalmente obligado 
:íí pago de la suma en que el aetur vendió á dicha, sociedad los 
terrenos de su pmpiedud á que se refiere la escritura pública de 
venta de foja treinta. 

Mué habiéndose celebrado w contrato en la época en que 
regía el anticuo Código úr Comercio, es con arreglo a sus dis> 
|iosicinnts que debe juzgarse el caso siih-jmticc er. todo cuanto 
su relacione con los derechos y obligaciones de h sociedad 
anónima expresad», de sus administradores y de los terceros 
con quienes haya contratado (artículo cuatro mil cuarenta y 
r natr.i, Código Civil). 

Que el artículo cuatrocientos ocho del citado Código estable- 
ce ; iqne los administradores ó directores de una compañía anó- 
nima responden personal y solidariamente u los terceros que 
contratasen con la suciedad, hasta el momento en que se veri- 
fique Ja inscripción del instru mérito ó título de su institución:. 
«Verificado el registro, responden sólo a la compañía, del buen 
desempeño de las funciones que según los reglamentos ú esta- 



tutos estén á su cargo». «Sin emburgo, en caso Je infracción 
de 'os estatutos ó (reglamentos, responden personalmente i\ los 
terceros con quienes hayan eoutrat -do, fiel perjuicio que éstos 
huyan sufrido, con motivo de aquella infracción». 

Que sentados estos antecedentes, para que procediese contra 
Macera la dennmh fie foja doce, por la totalidad del precio de 
ln ví'nta que se le robra, sería necesario que el actor Zucker pro- 
base que el contratóle la referencia se había celebrado con di- 
cho Macera, procediendo A nombre de h compañía «Gran Taller 
Mecánico Argentino» antes de que se hubiese veri tiendo la ins- 
cripción del instrumento ó título de su institución, desde que 
es aestn sola condición que los administradores ú directores de 
una compañía anónima responden personal y solidariamente á 
los terceros que contra I sisen con la sociedad, según 1<> establece 
el inciso primero del artículo cuatrocientos ocho del Código ya 
citado. 

Que Ctttfe lauto, consta por eJ certificado de foja (dentó cua- 
tro, que el registro de los e*t;ilui. * de la compañía « tiran Ta- 
ller Mecánico Argc-iitiiX"» , se liizn por mandato judicial con fe- 
cha veintiséis de Octubre de mil ochocientos ochenta y nueve, y 
por la escritura pública de foja treinta se acredita que Zucker 
vendió á la ctmpaíiin los terrenos de su propiciad con fecha 
iuho de Noviembre del mismo año, eu cuyo caso es evidente, 
que no ha podido atribuir á Mnc»-ra en su calillad de adminis- 
trador de aquella compañía, ta responsabilidad personal y soli- 
daria que ba pretendido se le imponga por su demanda de foja 

Que no vale para justilioar esta pretensión, la circunstancia 
que ha alegado la parte de Zucker, de que, tanto para la apro- 
bación como paTa la inscripción de los estatutos de esa compa- 
ñía, se hun violado éstos en sus artículos siete y ocho, por no 
haberse suscrito todas las acciones de la primera série, ni abo- 
nádose en su totalidad por los suscritores el veinte por ciento 
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ríe su importe, como aquellos lo prescribían, para pedir recien 
£ii aprobación y hacer la correspondiente inscripción de los 
mismo?. La razón es obvia, y consisto en que, aun cuando 
fuesen ciertos tales hechos, no h¡iy disposición alguna en el <*ó- 
digo, que rige el caso, en virtud de la cual pueda 0* mérito (Je 
ellos, tenerse por nula y no verificada lu inscripción que se haya 
hecho de los estatutos de una sociedad anúnimn; lejos de eso, 
para el caso de infracción de sus estatutos el mismo Código en 
ti inciso tercero del artículo cuatrocientos ocho autos citado, 
sólo declara que los administradores ú directores» verificado 
el registro, son persona luiente responsables á los terceros cmi 
quienes hayan contratado del perjuicio que éatoa hayan sufrido, 
cqn motivo de aquella infracción, :i diferencia de lo que esta- 
tuye el mismo articulo en su inciso primero, para cuando los 
ndniiuistr adores contraten ton terceros, antes de verificado el 
registro del título de la sociedad, en cuyo caso* los declara uo 
sólo personal, sinó también solidariamente responsables de las 
obligaciones contraidas á nombre de la sociedad, sin emiside- 
r ación alguna á que se hayan 6 no violado su» estatutos. 

Que si bien no so ha probado por la parte de Xucker, la viula- 
cion de estatutos de la sociedad tOran Taller Mecánico Argenti- 
no» cu lo referen t« i al hecho de no haberse suscrito todas las 
acciones de la primera serie, autorizadas por el artículo octavo 
de dichos estatutos, como aparece do Jas constancias de autos, 
esa violación, sin embargo, resulta plenamente comprobada, 
por lo que résped a al otro hecho alegado por aquel, de que uo 
>e abonó integramente el veinte por ciento de todas esas accio- 
nes, antes, ni después de la inscripción de los estatutos, como 
lo demuestran les términos mismos de la escritura de venta de 
foja treinta, donde se inserta el acta del directorio do la socie- 
dad, de fecha catorce del mes de Octubre de mil ochocientos 
ochenta y nueve, en que se resuelve proceder al cobro de ese 
téiute por ciento; eu cuy-i caso, es procedente Ja demanda dedu- 
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cida contra Don Domingo Maceta ñor el perjuicio irrogado a 
Zucker con motivo do la infracción del artículo octavo de los es- 
tatutos, en razón de la responsabilidad pt rsotmlj no solidaria 
que incumbo al demandado, como miembro del directorio, en 
su calidad de presidente de la sociedad, para la indemnización 
[iroporcionnl deese perjuicio con relación al importe del veinte 
por ciento de todas las acciones de la -trie expresada, lo que se 
justifica por la disposion del artículo cuatrocientos ocho, inciso 
tercero, del Código de Comercio, y por los fundamentos consig- 
nados en el considerando doce de la sentencia apelada. 

Que si en esta virtud, esj asta y debe confirmase dicha senten- 
cia en cuanto á Macera, como miembto del directorio, al pago 
proporcional que le corresponde en el importe del veinte por 
ciento de dichas acciones con toa inten ses respectivos, no su- 
cede lo mismo en cuanto contiena a Zucker á escriturar ii favor 
de -Macera la parte del terreno vendido por aquél ála so. ¡edad, 
que sea proporcional ¡i la cantidad que ésto debe abonar, dispo- 
niendo para ello el nombramiento de arbitros que hayan de de- 
signar y ubicar la fracci n que se manda escriturar, porque el 
terreno no es ja de propiedad de Zucker, desde que consta pur 
la escritura publica de foja treinta, que lo vendió á la sociedad 
cGran Taller Mecánico Argentinos y porque el inferior nada 
puedo disponer que, se relacione con la propiedad de ese terreno 
sin demanda contraía sociedad, que no se ha deducido en estos 
autos, y sin su citación y audiencia. 

Que la petición deducida por el apelante Zucker al lina! de su 
escrito de expresión de agravios, solicitando se baga extensiva 
la condena i todos los directores, ó en su defecto, se rescinda 
el contrato con indemnización de daños y perjuicios, no puede 
ser touiada en consideración por esta Suprema Curte, porque no 
lia sido materia de la demanda ni se ha hecho de ello conten- 
ción en primera instamia (arií> tilo d ocie ritos veinticuatro, ley 
de Procedimientos). 

T. IX 23 



354 



FALLO» M LA SUPREMA CORTE 



Por estos fundamentos, y sus concordantes, se confirma la 
sentencia apelada corriente a foja ciento cincuenta y seis, en 
cnanto condena á Don Domingo Macera al pago de la parte que 
proporoiooalmente le corresponda en los veinte mil pesos que 
debió cobrar por las acciones suscritas, con sns intereses, y 
deja á salvo las acciones del demandante para deducirlas contra 
quien hubiere lugar ; y se revoca en lo demás que contiene, de- 
biendo ser satisfechas las costas de ambas instancias en el or- 



den en 
vanse. 




oleren cuusado. 




BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA. — 
ABEL RAZAN. — OCTAVIO BUNGE. — 
JL'AN E. TORfiENT. 



< alma mxm 



Üon llwjo Grüningysu esposa dona fíemardina ttosas deCrü- 
m>i//, contra la provincia de Sanla-Fé, por cohro de pesos; 



DE Jt.STl4.IA NACIONAL 



355 



Caso.— Resulta del fallo do ¡a Suprema Corta y de ta 



VISTA DF.L SESüR PROCURADOR GENERAL 

■ 

Buenos Aires, Abril 3fi tic 1WÍ5. 

Suprema Corte : 

Según los antecedentes acompañados, el Gobierno de Santa 
Fése declaró responsable del valor del terreno cedido en virtud 

de una ley de la Provincia, ¿la empresa de! Ferrocarril Oeste 
Santafecino. 

La demanda, á mérito de esos antecedentes, no pretende rei- 
vindicar los terrenos habidos por compra ó herenoia. Circuns- 
cribe su pedido contra el Gobierno de Santa Fé, á la intima- 
ción de pago de la cantidad de 377.992 pesos moneda nacional 
y sus intereses y costas, á que asciende el valor de los 17.374 
metros cuadrados de terreno que ocupa el Ferrocarril Oeste San 
tafee i ii o, según lo reconoce el Poder Ejecutivo de la Provincia 
en el decreto cuya copia corre agregada á foja 122. 

La personería del señor Grüning se justifica par las diferen- 
tes transferencias de qne instruyen los títulos acompañados . 

Según el de foja í% en 15 de Noviembre de 1892, Don Octa- 
niano Candioti, por sí y su esposa, cedo y transfiere todos los 
derechos y acciones que les correspondan. Igual cesión y trans- 
ferencia de derechos y acciones constatan las escrituras de fo- 
jas 430 y 432, declarando que colocan ut comprador, en el pro- 
pio lugar, grado y preferencia, en que se hallaba c\ cedente. 

La escritura de foja 33, vende, cede y transfiere otras accio- 
nes, confiriendo al concesionario ios derechos y poderes consi- 
guientes, y así las demás de fojas 51 , ffi y 72. 

Estas cesiones resultan en su parte principal consumadas, 
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cuando «1 reclamo pendía Je la* gestiones iniciadas ante el Po- 
de» Ejecutivo de ta Provincia» 

A foja 122 se observa que el decreto del Poder Ejecutivo in- 
vocado tn la demanda, «o si retiere á loa derechos del señor 
Gruninjí, sin*' á lus de la sucesión de Don Pascual Kosns, reco- 
nocido en favor de lo* recurrentes. Y los recurrentes eran 
(¡rüiiing y Candioti, y sus respetivas esposas. 

Com^ ios derechos del señor Candioti y sti esposa eran ce- 
didos en 15 de Noviembre de 1892, sejpn Ja escritura de foja 
I", esa ce-ion se refería á los derechos ya en litigio ante las au- 
toridades de la Provincia, sobre lusquese halia pronunciado la 
resolución de foja 122. 
La cesión era evidentemente de un derecho disputado; ca- 
, entonces, bajo la prescripción del artículo 8 de la ley de 
nacional, que para surtir ese fuero, exige que el 
derecho que se disputa pertenezca originariamente, y no por ce- 
sión ó mandato, á ciudadanos extranjeros. 

Aún admitiendo cntóncesq'jeel señor Griiniug y su esposa po- 
sean derechos propios ó adquiridos bajo una forma que pueda 
apreciarle como traslativa del dominio, busta que esos derechos 
formaran un conjunto indiviso, para que la cesinn entorpezca el 
ejercicio del fuero federal. Y esto no sólo respecto de lo adqui- 
rido por cesión del derecho disputado pero ni aun, por losantes 
adquiridos ú originariamente conservados indivisos, seguu se 





Knem-ntro confirmada t-sta opinión en fallos de V. K. que 
han eslabiecido la jurisprudencia aplicable a! oso sub-judice. 
Por ello pienso que la demanda por derechos cedidos y otros 
conjunto-e 1 indi vi sus con aquellos, no corresponde el fuero na- 
cional y pido á V. K. se airva así declararlo. 



Sabintano Aitv\ 
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rail* 4* I» ftuprc» Carie 

Unenos Aires, Mayo 11 Je 1895. 

Vistos en el acuerdo y conside- 'iitlu : Primero: Que según 
resulta Je las :ietuaciiin»»s administrativas que corren en testi- 
ittouio Je foja setenta y dos á fnja ciento treinta y cuatro, Don 
OcUvi.tno Candioti y Mugo Uruning, por sí y en representa- 
don de sus respectivas esposas., ocurrieron ante el Poder Ejecu- 
tivo de la provincia de Santa-Fé, gestionando W pago de la ¡n- 
deiunízaciou á que su creen con derecho por Causa de la ocupa- 
ción ile ti-rri-no, ijuo sostienen ser fie su propiedad, llevada ú ca- 
bo por el Ferrocarril Üeste SanLafeuino. 

Si'ffuntto: Que el reclamo contra la Provincia se funda en las 
obligaciones que, ella asumió A lavor del citado Ferrocarril, de 
donar á la empresa concesionaria los terrenos que necesite, yr: 
sean de propiedad pública <'i privada, en cuanto, aegiin loexpre- 
san los reclamantes, tal cu constancia hace que ta Provincia les 
sea deudora del valor del terreno ocupado y de las consiguien- 
tes indemnizaciones. 

Tercero: Que reconocido por la resolución administrativa de 
foja ciento veintidós el derecho de los reclamantes ¡i ser indem- 
nizados y practicada la correspondiente tasación, se mando la 
acumulación al expediente do otro también administrativo, á 
que so refiere el decreto de foja ciento veintinueve y, quB, he- 
oho, pasara al Director (i enera! de Ferrocarriles para que, 
previo estudio de los títulos respectivo* sobre el terreno, infor- 
me sobre las conclusiones (i que arribase (citado decreto de foja 
ciento veintinueve). 

Cuarto: Que con posterioridad, Candioti por sí y en repre- 
sentación de su esposa «ceite y transfiera á favor de Grüniüg t 
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todos los derechos j acciones que les corresponden sobre el te- 
rreno, que fué expropiado por el Gobierno de la Provincia para 
. la Tía férrea del Ferrocarril Oeste Santafecino, por el precio 
de rail y cincuenta mil pesos respectivamente, que declara te- 
ner recibido del cesionario, siendo de cuenta de éste los gastos 
y tramitaciones de las gestiones entabladas y que tuviere 
que entablar para el cobro del impnrte é indemnización del vu- 
lorde dicbo terrenoi (escriturado fojas ana y cuatro). 

ijumlo: Que es en virtud de esos contratos y haciéndoseme- 
rito do las actuaciones administrativas recordadas, que el doc- 
tor Coustau, en representación de Grfming y su esposa, inten- 
ta i foja ciento cuarenta y dos la demanda contra la Provincia; 
expresa que, verificada la tasación del terreno, el Poder Ejecu- 
tivo Provincial quedó obligado á reconocer su importe como 
deuda de la Provincia, y termina pidiendo se condene en delini- 
tiva al demandado al pago de una suma de pesos, con más los 
intereses y costas del juicio. 

Sexto: Que los antecedentes relacionados demuustran que el 
d t mandante, en relación 4 los derechos de Candioti j su espo- 
sa, obra en calidad de cesionario, no solo p k rque así lo dice el 
contrato du fojas una y cuatro, sinú porque así corresponde á la 
naturaleza jurídica del acto. 

Séptimo : Que, coa arreglo al artículo octavo de la ley sobre 
jurisdicción y competencia, para quesurta el fuero federal en 
as causas entre una Provincia y un subdito extranjero, óve- 
eino de otra, es necesario que el derecho que se disputa perte- 
nezca originariamente y no por cesión al eitranjero ú vecino 
de otra Provincia respectivamente . 

Octavo: Que por la forma en que ha aido deducida la acción, 
demandándose conjuntamente la indemnización por los dere- 
chos originarios y por los cedidos, la incompetencia de esta Su- 
■rema Corte, en el caso, es conforme con el espíritu del artículo 
diez de U citada ley. 
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Por estos f un Jámenlo® y coacordantes da la precedente vista 
del señor Procurat'w General: sedeclam.que el conocimiento de 
la demanda de foja ciento cuaren ti y dos, no corresponde áesta 
Suprema Corte. Hágase saber con el original, y repuestos los 
sellos, archívese. 

BENJAMIN V Al- — ABEL BAZAN. — - OCTAVIO 
BUNGE- — JUAH E. TOBBEWT. 



CAUftA VXXM. 



Criminal contra los autores y cómplices de tos delitos de homici- 
ttio en la persona de don Secundino Benites y otras } y lesio- 
nes á don Sifronio Salas; sobre excusación. 



Sumario,— Las causales que justificarían la excusación del 
juez en el proceso que, al concluir la cansa, pudiera formarse 
sobre culpa ó negligencia de las autoridades, no lo autorizan á 
excusarse para entender en el proceso principal. 



Caso. — Resulta de las siguientes piezas: 




Vamla*. Octubre IH du 

Vistos : el tiempo transcurrido *in que haya sido posible obtc- 
ner la captura de los presuntos responsables de los delitos de 
homicidio y heridas, motivo de este sumario, teniente Rojas, Vi- 
dal y Pirio; y o barrando antes de proveer nuevamente á su 
respecto que de este proceso resultan antecedentes bastantes 
que revelan haber el Gobernador del territorio, doctor Juan 
Balestra, y empleados superiores de la policía desu dt'ptndenoiíi, 
tenido conocimiento de los delitos < ometid os y omitido comuni- 
car lo que sabían á la autoridad judicial, sin ejercer tampoco las 
funciones de sus respectivos empleos, como tenían obligación 
de hacerlo, en virtud de ser el Gobernador la autoridad local 
superior encargada de velar por el cumplimiento de las leyes, y 
el jeíe d- los' funcionarios de policía, obligados d averiguar los 
delit ¿ y participarlos i n mediatamente a* Ja autoridad judicial; 
e.uyns antecedentes son: 

I o Informe del Gobernador, foja 25, reconociendo haberle co- 
municado en esta ciudad el comisario de policía Ferrer, la per- 
petracion del hecho, días antes de recibirse do la Gobernación, 
y posteriormente pirticipúdoselo también al Jueí de Paz de 
Concepción. 

2 o Declaración del comisario Fe rrer, fojas l i y 51, según 
la cual hallándose en esta localidad el 28 do Octubre del 
año pasado, recibió telegrama del escribiente de aquella 
comisaría avisándole el hecho, telegrama de que dió cuenta 
al Jefe de Policía, mayor Lynch, de quien dependía, sien- 
do mostrado al Gobernador do tor Baleara, el que mandó te- 
JegraGar al Interventor en Corrientes, recibiendo a su vez Fe- 
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rrer, al retirarse para Concepción, órdenes del Jefe de Policía, 
de do instruir sumario, porque el Gobernador ya había encarga- 
tío eso t deapuesde lo cual y desde dicho pueblo comunicó al men- 
cionado Ju-fe do Pitlicía habérsele presentado el sub-comisarío 
Salas, denunciando que lo habían maniatado, estropeado, pre- 
so y quitádole «1 armamento en Santo Tomé, sin ubtener rea- 
puesta. 

3 o Inexactitud de ta alirmacion del Gobernador de ha- 
ber sabido el hecho por el comisario Ferrer, días antes de reci- 
birse le Gobernador, según los telegramas cuyas copias corren 
á fojas 54, 62 y 63, ei pedido por la Dirección (leñera! de Co- 
rreos y Telégrafos, de loa que resulta continuado el dicho del 
comisar! ile que el día 28 de Octubre, en que se rt-cibió del car- 
go el Gobernador, le hi/o isa comunicación. 

i ú Declaración corriente á fojas 8 vuelta, 9 y ÍO relativa á ma- 
nifestación del Gobernador de hab**r quedado las cosas calladas 
sobre este ¡isunto y silencio del mismo para con el Juez de Paz 
de Concepción» cuando le comunicó la perpetración del delito se- 

á foja 49. 

deU< fe de Policía, mayor Lyneb, do haber teni- 
flv conocimiento del delito el 28 de Octubre, en que se recibió 
también del cargo, ni después, y manifestación de tratarse de 
un hecho ocurrido días antes de dicha fecha, cuando no ocupaba 
puesto alguno (foja 20). 

6* Antecedente constante en el certilicado de foja 59 y con- 
corde cun lo declarado por el comisario Ferrer, de que en el li- 
bro copiador de la comisaría de Concepción , existe una nota di- 
rigida al Jefe de Policía, mayor Lynch, en Noviembre 2, parti- 
cipándole haber el sub-cumisario Salas prosentadose denun- 
ciando haber sido despojado de la carabina, en Santo-Tomé y 
puesto en libertad el 31 de Octubre. 

7 a Antecedente de foja 57 que revela la superintendencia que 
el Jefe de Policía, mayor Lynch, tien-J sobre los comisan n. 
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8 o Circunstancia de haber «ido exonerado de supuesto el co- 
misario Ferrar el 4de Noviembre, foja 61, sin que at empleado 
que lo reemplazó, le fuere ordeuado por el Gobernador ó el Jefe 
de Policía la iu?estigucion del delito. 

T como de la relación hecha se derivan fuertes presunciones 
para creer que hubo ocultación del delito, que sin duda lo faabría 
dejado en el misterio para la justicia, si el Juzgado no se tras- 
ladaen el mes de Marzo al pueblo de Concepción, donde recogió 
la denuncia, así como ha imposibilitado hasta boy la aprehen- 
sión do sus autores; presunciones que obligan uljucz á llevar es- 
ta causa adelante con la detención de Jos presuntos responsa- 
bles de dicha ocultación á la vez que motivos de delicadeza j le- 
gítima causal de excusación, cual es lade haber encomendado 
en la Capital Federal la acusación criminal del doctor Batestra 
por inculpaciones calumniosas que le ha hecho, le colocan en el 
deber de inhibirse de entender en cualquier juicio que con él se 
relacionase, 

Por ello, pase este proceso al 
tes, para que se sirva conocer. 



Ant* M Swm federal 

Corrientes, octubre 31 de 1894. 

Vista la inhibición del sí ñor Juez Letrado y considerando : 
1° Que las causales expuestas por el señor Juez para fundar 
su inhibición, son las siguientes : 1* que de la relación hecha 
á foja 06 se derivan fuertes presunciones para creer que hubo 
tultacton do delito, que obligan al Juez á llevar la causa ade- 
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lante con la detención de los presuntos responsables de dicha 
ocultación, que la refiere al señor Gobernador del territorio y 
empleados superiores de la policía de so dependencia; y 2 1 en 
motivos de delicadeza y legítima causal de excusación, cual es la 
de haber encomendado en ta Capital Federal la acusación crimi- 
nal de dicho Gobernador por inculpaciones calumniosas que 
le ha hecho. 

2* Que el artículo 75 del Código de Procedimientos en lo Cri- 
mina! súlo reconoce como causal du recusación las enumeradas 
en el mismo . 

3* Que no pudiendo los Jueces ser recusados sino por las 
causas mencionadas, tampoco pueden inhibirse sinó por las 
mismas, según el artículo 77. 

4* Que ninguna de las causales alegadas por el señor Juez de 
Misiones se hallan comprendidas en la disposición mencionada 
del artículo 75, pues las personas á que se refiere no aon partes 
en el juicio | no pueden, por consiguiente, dar motivo ni para 
recusación * ni para excusaciones . 

5* acej tada por este Juzgado uaa inhibición que, según 
queda demostrado, es ilegal, autorizaría la continuación de un 
proceso que sena radicalmente nulo, puesto que procedería sin 
jurisdicción. 

Por estas consideraciones, el pro vey ente no acepta la inhibi- 
ción del señor Juez Letrado de Misiones, y ordena le sea de- 
vuelto e ta expediente á Los fines á que hubiere lugar con el ofi- 
cio de estilo. 



LujamOio. 
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Foandua, Noviembre Je Itm. 

Vista la negativa del señor Juez de Sección de Corrientes, á 
aceptar la inhibición del infrascrito de conocer en la presente 
causa, y considerando: 

Que dicho señor .luezse funda, en que Jas personas á que se 
refiere el auto de acusación no son partes en el juicio y no pue- 
den por consiguiente dar motivo ni para recusacionea ni para 
excusaciones. 

Que el Juzgado observa, que del procoso resultan anteceden - 
ti s bastantes, que revelan haber el Gobernador del territorio 
doctor J. líalwtra y empleados superiores de la policía do su 
dependencia, omítalo el delito, según se expresa en el auto de 
foja GO, circunstancia que obliga á proceder contra ullos, cons- 
tituyendo parte en filjuicioá dicho Gobernador, quien en do- 
cuiiieiitoánutéiiticos,coniuel publicadoen el «Holetin Uiictal» del 
12 de Julio, h* dirigido al infrascrito calumniosas ofensas que 
lo han determinado á su acusación criminal, siendo por otra 
parte maniliesta l;i enemistad que aquel le ha declarado creando 
la suya, lu que constituye causales de .íxcusacion, comprendidas 
en el artículo 77 del Código de Procedimientos. 

Que entre las gravísimas imputaciones hechas p 0T el Gober- 
nador doctor Baleara en el mencionado documento, se halla la 
de acusador, actuario y Juez, en cuya virtud el infrascrito le- 
gítimamente anhela que sus procedimientos se vean libres de 
toda sospecha ante el país entero, máxime cuando la calumnia 
es lanza la por un Gobernador que goza de gran confianza ante 
uno de los poderes del Estado, el Ejecutivo, quien llegó á dictar 
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resoluciones que sorprenden, aceptando el contenido de tal do- 
cumento. 

Por las consideraciones expuestas, el infrascrito se considera 
legal y moralmente obligado á abstenerse de proceder directa- 
mente til esta causa, contra el expresado Gobernador doctor 
Balestra, y en consecuencia resuelve remitirla nuevamente al 
señor Juez de Sección de Corrientes, para que se sirva conocer 
6 en su defecto la pase al superior para la resolución que co- 
rresponda. 

tjuirotjü. 



Aislo «leí Jhci Federal 

Corrientes, Diciembre 11 do 1891. 

N'o estando el proveyentc de acuerdo con las conclusiones del 
señor Juez Letrado, no sólo por los fundamentos del auto do 
foja 68 vuelta, sinú porque aceptando el conocimiento de este 
asunto, autorizaría el abuso que necesariamente ha de resultar 
de la tercería que funda la excusación en cuestión, pues basta- 
ría que el señor Juez Letrado presumiese que algunas de las 
constancias de los procesos, que se ventilan ante un juzgado, 
pudieran rotarse de cualquier modo con el Gobernador del te- 
rritorio, 6 sus subalternos, para que se desprendiese fiel cono- 
cimiento de ellos, lo que vale decir, de todos, ya que el Gober- 
nador y sus subalternos, por razón de la misión que las leyas 
les confían, tienen que intervenir de alguna manera ya sea en 
la prevención de los delitos 6 acerca do las personas de los de- 
lincuentes. 

Además podría suceder que las presunciones del señor Juez 
Letrado, no fueran sin. ó simples conjeturas, sin importancia al- 
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guna, al menos para que puedan determinar la existencia del 
delito atribuido á la persona ó personas respecto de quienes 
el Juei alega tener cansas de excusación, y entónces se produ- 
ciría el caso, que os necesario evitar, de que el subrogante le- 
gal entienda en un proceso contra personas, acerca de las cuales 
el Juez excusado no lia invocado ninguna causal legitima para 
desprenderse de su conocimiento. 

En consecuencia» remítanse los autos á la Suprema Corte, 
para quedecida el incidente, haciéndose así saber al señor Juez 
Letrado de Posadas, 

Lujambio. 



VISTA DEL SEtfüH PHÜCUKAOOtt GENERAL 



Buenos Aires, Marro 19 iIr 1895, 

Suprema Corte: 

Si esta causa se encamina directamente á la consecución de 
sus fines, la averiguación, como lo expresa la carátula del expe- 
diente, el auto cabeza del proceso y el de prisión de foja !8 t de 
los delitos de homicidio y heridas cometidas en el paraje deno- 
minado «Apóstoles* , ningún cargo, bastante á autorizar la re- 
cusación ó impedimento del Juez, resulta contra el Gobernador 
ü otros funcionarios del territorio de Misiones. 

Pero si, apartándose la información del camino recto, con- 
ducente al esclarecimiento del homicidio y sus autores, se des- 
vía, como parecen denunciarlo las diligencias de fojas SOvuelta, 
26 vuelta, 45, 52, 56 vuelta y 60 vuelta, con propósito de in- 
vestigar las fallas del Gobernador y otros funcionarios, en el 
cumplimiento de sus respectivos cargos, como lo manifiesta el 
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auto de foja 66, abandonada la causa contra los homicidas, pu- 
ra seguirlas á los funcionarios, como parece desprenderse del 
citado auto de foja 66; el impedimento ó recusación del Juez 
sería tal vez procedente. 

La investigación tendente á la averiguación do los delitos 
denunciados contra los autores del homicidio v heridns es la 
fundamental y pertinente por ahora; y en ellos, no aparece 
complicación de autoridades enemistadas con el Juez, queden 
mérito á su excusación. 

Si al fallar la causa por homicidio, resultase negligencia ó 
colpa de las autoridades, que diese motivo á la formación de 
causa contra ellas, recién entonces llegaría la oportunidad de 
excusarse el Joez enemistado. Entre tanto, el Juez debe con- 
tinuar la causa por homicidio y heridas. 

Por ello y los bien fundados considerandos de los autos del 
Juez de Sección de Corrientes, de fojas 66 vuelta y 72, pido á 
V. E., se sirva declarar no existir uérito legal en la causa so- 
bre homicidio y heridas mandaba formar por el auto de foja !\ 
para la excusneioa del Juez sumariante. 

-. 

Sabiniano AVer. 



* •»• *• »" IIUPMMI Cuto 

Bueno» Aires. Mayo 14 de 1895. 

Vistos s De conformidad con lo expuesto y pedido por el se- 
ñor Procurador Ucnerai, se declara que el Juez Letrado del te- 
rritorio de Misiones debe continuar en el conocimiento de esta 
causa, en los términos y á los fines expresados por el citado ae- 
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ñor Procurador General. Iíeniílausele en consecuencia los autos, 
y atfsese por oficio a) Juez de Sección de Corrientes. 

BENJAMIN PAZ, — ADEL DAZAK, — OTA VI O 
1I1JNGE, —JUAN E. TOIÜtENT 



I < XXII 




Sumario. — i° Las cuestiones de competencia deducidas por 
inhibitoria, ae sustancian con la audiencia del ministerio 
lis cal. 

2" Las causas sobre extradición son de jurisdicción federal, 
y puede entender en ellas el Juez federal á quien se le defirió 
primero su conocimiento. 

- 

Vaso. — Resulta del 

rallo del #ncs Federal 

Ln Plata, llar/o al de 1895. 

Autos y fistos: En el incidente de incompetencia de juris- 
dicción del Juez Federal de la Capital de la Hepública, para 



ÜE JUSTICIA NACIONAL 



continuar conociendo en el caso de extradición de A. Blot, so- 
licitado pi>r el gobierno de Chile. 

Y resultando : 1* Quo en U do Enero del año corriente, se 
presentó el mencionado A. lílot, ante este Juzgado solicitando: 



dispuesto en el artículo 48 del Código de Procedimientos en Jo 
Criminal; b) Se librase oücio rogatorio al referido magistrado, 
ú efecto de que. se sirviera remitir los antecedentes, de acuerdo 



t focto de sustanciar la inhibitoria. 

2* Que en i i del mismo así lo resolvió el Juzgado, corriendo 
vista al procurador fiscal y habilitando e! feriado (véase foja 



2 vuelta). 

3* Que en la misma fecha, se expide este funcionario solici- 
tando no so hiciera lugar ú la petición de inhibitoria deducida, 
por cuanto, que: de la exposición misma que se hace resulta 
demostrado que el señor Juez de la Capital doclor Lalanne ha 
prevenido en la musa, situación que excluye el conocimiento 
de este Juzgado, pues no basta para autoriiar la intervención 
solicitada, la circunstancia de que la persona cuya extradición 
solicita el gobierno de Chile, haya nido aprehendido en un pun- 
to de ta jurisdicción territorial de la provincia, 

4« Que en 18 de Febrero (véase foja 4), se dictó la siguiente 
resolución < determinando el artículo 047 del Código de Proce- 
dimientos en lo Criminal que etJuez competente para conocer 
de ta extradición, es el del lugar det domicilio del extraído j 
no encontrándose en estas condiciones el recurrente, desde el 
momento que se encontraba de tránsito en et territorio de ta 
provincia, no ha Jugará la inhibitoria solicitada. 
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5 o Que la resolución mertc ion ada, no fué notificada al recu- 
rrente (véase nota üe foja 4) por encontrarse detenido en lu Po- 
licía de la Capital de la República y no üuber constituido do- 
micilio legal al prest-otar ia petición de inhibitoria. 

6 o Que en 28 de Febrero, nuevamente, presenta el detenido 
Audrés Blot un nuevo escrito (véase foja 5) manifestando al 
Juzgado: a) (Jne habiendo sido notificado del auto dictado por 
el cual se negaba dar curso d la inhibitoria deducida, venía a 
interponer á su respe to los recursos conjuntos de revocatoria, 
nulidad y apelación en subsidia, a üq deque en su tiempo se 
reponga el auto dictado por contrario imperio y en su defecto 
elevar el expediente al superior; A) Que fundando los recursos 
interpuestos, se sostiene ia doctrina mantenida en el escrito de 
inhibitoria ; c) Que ampliando lo expuesto ¡sostiene : existo nu- 
lidad, por cuanto no se ha llenado la prescripción del artículo 
509 y siguientes; que la revocatoria y la apelación basta para 
sustanciar!,-; que el auto de su referer' iu pugna con el texto 
expreso de la ley; d) Que el Juzgado mismo al fundar el aut-i 
de su referencia cita el articulo 647, según cuyos términos li- 
terales, en caso de ser solicitada la extradición por un gobierno 
extranjero, el Juez competente será el del domicilio de Ja per- 
sona reclamada; e) Que jamás ha tenido su domicilio, en el sen- 
tido jurídico de la palabra, en la Capital de la República, luego 
el Juez federal doctor Lalanne es incompetente para conocer 
en este caso; f ) Que la sentencia de este Juzgado insinúa es- 
tuvo, tan solo de transito en la sección de la provincia, lo que 
es inaceptable, por cuanto que en autos ni siquiera se insinúa el 
hecho quu le sustenta ; por el contrario, al llegar de Chile, des- 
pués de meditar sobre fonreiiienctas del momento, resol- 
vió lijar su residencia en la provincia delíuenos Aires; g) Que 
según la disposición consignada en la ley 1612 de 25 de Agosto 
do 1885, especial sobre extradición de criminales, el artículo 
16 precisa; * El arrestado será puesto á disposición del Juez de 
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sección en que se hubiera realizado la aprehensión »; A) Que ti 
Código do Procedimientos vigente de 1889, es de un carácter 
general y nu especial como es Ja ley de 1885; i) Que su cap- 
tina tuvo lugar en Xecochea, jurisdicción federal de la provin- 
vincia de Buenus Aires, don Je sólo este Juzgado puede ventilar 
caaos de extradición. 

7° Que corrida vista del escrito anterior al Procurador Fis- 
cal, á lin de sustanciar la nulidad dilucida, este funcionario se 
expidió aconsejando se mantuviera »d auto de 18 de Febrero, 
en que no se hacía lugar ¡i la inhibitoria solicitada. 

t considerando: i*rimem: Que en materia de Jurisdicción, 
cuando ésta es privativa, ta Constitución lia precisado el cono- 
cimiento de los casos que caen bajo d fuero ft-1- ral pura y ex- 
clusivamente y ios jueces seccionales, aunque no se deduzca en 
la forma legal. Ks decir ijiiu lo< magistrados debemos proceder 
de oficio inhibiéndonos del conocimiento de la causa cuando se 
aparta por ratione materia 6 ratiane persona. 

Segundo: Que en los juiriua de extradición únicamente son 
competentes para conocer de ella, segun la Constitución, la ley 
de 1863, lade 1885 como la de 1889, lo que hace la especialidad 
del caso, teniendo únicamente intervención la diplomacia al so- 
lo ofectode la introducción ó tramitación de la petición. 

Tercero: Que en este fuero, precisamente por su excepeiona- 
lídad, no se rige por las leyes del derecho común, sínú por las 
prescripciones de la Constitución y leyes nacionales; entre las 
que también se comprenden las de de carácter general que exclu- 
yen las especiales cuando legislan sobre el mismo punto que 
aquellas legislaron ó callaron. 

Cuarto-. Que la nulidad deducida y fundada en el artículo 
509 del Código de Procedimientos en lo Criminal no tiene razón 
de ser en el presente caso, desde el momento que este Juzgado 
se ha ajustado estrictamente ¡1 lo-i preceptos de los artículos 46, 
51 y 52 del código citad », pues no ha de olvidarse que lassus- 
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tanciacionde la inhibitoria meramente debe ser despachada por 
el Juez, con vista de lo que diga el Ministerio Fiscal; prescrip- 
ciones quo han sido estri cta mente llenadas. 

Quinto: Qüé fundando el Juzgado el rechazo de la petición 
de Blot, lo hizo citando la única prescripción vigente que existe 
en las materias, y loes la entrañada por la ley número 2372 en 
su artículo 647. 

Sexto : Que fin ningún momento puede ampararse Ulot á 
las prescripciones que él ha citado, desde el momento que las 
unas se encuentran dermgadas por otras leyes, nacionales tam- 
bién, que son de estricta aplicación en el fuero federal. 

Séptimo: que ampliando en las consideraciones del auto ci- 
tado debe obserrar el Juzgado que si bien puede ser cierto que 
Blot fué extraído de ésta sección jurisdiccional sin llenarse los 
requisitos preceptuados por el capítulo* del título 5 ', sección 1*, 
libro A del Código de Procedimiento eu lo Criminal, no consta 
de manera alguna, ni se lia tratado de comprobar por el intere- 
sado, semejante hecho; que más se a^.rma en esta opinión el 
Juzgado, cuando el Juez que aprehendió la causa, no ha soli- 
citado extradición alguna referente a A. Blot, ni tampoco se lia 
declarado incompetente de oficio en lo principal. 

Octavo: Que aunque sucediese lo contrario, hade tenerse en 
cuenta que cuando dos jueces del mismo fuero aprehenden el co- 
nocimiento de la causa y no hay razones de órden público que 
los inhiba de su conocimiento y de primar en la continuación 
del conocimiento del caso, a aquel que primero intervino en él, 
como sucede en el sub-jmlice, como lo es el doctor La! a une. 

Xoveno: Que aún si fuera dudosa esta doctrina, bastaría pa- 
ra sancionarla las últimas resoluciones dictadas por hl Suprema 
Corte en el caso, reconociendo la competencia del doctor Lalan- 
ne en lo principal y radicación del juicio, al coníirm ir la -euteu- 
cia de dicho Juez en la petición de excarcelación solí Ü « la por 
el recurrente. 
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Por estos fundamentos y demás concordantes de autos, no na 
lugar a la reposición solicitada por contrario imperio j estése 
a lo mandado, y se conceden los recursos deducidos, elevándose 
los autos á la Suprema Corte en ia forma de estilo. 

Notiffquese con el original, regístrese en el libro de senten- 
cias y repóngase los sellos. 

U. S, dé Áurrecoechea, 



VISTA DEL SESOh PUOCUIUDOtt fiEWEKAL 

litónos Ain Abril 18 de 189& 

Suprema Corte : 

Nada de nuevo eucuentro procedente agregará los consideran- 
dos del auto recurrido, tanto en loque reverta ala nulidad de- 
secunda, como a la revocatoria denegada, Limitándome por ello 
a invocar aquellos, pido á V. E. t la coniirmncion del auto recu- 
rrido de foja 8 y del de su referencia de foja i. 

Sabimauo Kier. 



ralla «le I» Su|ire«» Vori* 

Buenos Aires Mayo 14 de 1895. 

* 

Vistos; Por sus fundamentos y teniendo en consideración la 
doctrina a.uc surge del articulo treinta y seis del Código de Pro- 
cedimientos en lo Criminal, y de acuerdo con lo espuesto j 
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pedido par el señor Procurador General, se confirma con costas 
el auto apelado de foja cuatro, no liaciéudose lugar al recurso de 
nulidad, porque, como s • demuestra en el mito de foja ocho, se 
han obserTado en la tramitación del incidente los procedimien- 
tos establecidos por la ley. 
DeTuélTanse, debiéndose reponerlos sellos ante el inferior. 

BLNJAMl» PAZ — ABEL DAZAN. — OCTA- 
VIO BUHGE. — JUAN E. TOHRENT. 



Criminal contra don David Joñas Oesii'rman; sobre 
quiebra fraudulenta 



Sumario. — Pasado con exceso el término dentro cual so 
pidió Ja remisión de los antecedentes de la quiebra denunciada, 
sin haberse hecho, procede el sobreseimiento defimtiro del 
proceso. 



Caso,— Lo tí plica el 
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VmIIq 4cl Juec Federal (i| 

U Plata, Mayo 10 de 1895. 

Y .i^tüs : los seguido: por la Legación del Reino do Bélgica, 
^ pidiendo h extradición de David Joñas Oestcrman y otros, re- 

solriendo el incidente incoado, por su defensor doctor Carlos 
Delcas:;o, en que solicita «1 sobreseimiento definitivo con re- 
ferencia al sindicado, 

Y resultando: 4" Que en 21 de Agosto del ano pasado, resol- 
viendo el que estatujee/cíiso d$ &oU\tra i iniciado por D. Oea- 
urman, mandó fueran solicitados de los tribunales del Reino de 
líelgica, librándose oficio rogatorio al Juez de Instrucción de 
Bruselas, los antecedentes que sirvieron ai dicho Tribunal para 
basar el auto de quiebra fraudulenta pronunciado contra el 
mencionado procesado. 

2 a La Suprema Corte, confirmando esa resolución, modificó 
la última parte de ella (foja 145) en cuanto al sobreseimiento y 
dejándose sin efecto la conminación que se bacía al Juez de 
Bruselas, para la remisión de antecedentes, 

3* Que en ese Interregno, llegó á este tribunal la nota (foja 
151) en que el señor Ministro de Relaciones Exteriores, bacía 
saber al Juzgado el desistimiento que perpetraba de la petición 
de extradición, el Ministro del Reino de Bélgica, en cuanto 4 
Oosterman, como igualmente renunciaba a la petición de se- 
cuestro de mercaderías qne había incoado. 

4° Que según las constancias de autos, la causa siguió su 
tramitación ordinaria, remitiéndose al Juez de Bruselas el ex- 
horto mencionado en la sentencia de foja 123, en que se indica- 

■ 

[1; Como antecedente de cala musa, puede varm también el fallo iv Ja 
sOric T, lomo VII, pAgmn 210. 
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bu el plato de sesenta % cinco días para el envío fie los antece- 
dentes que ahí se relacionaban . 

5 o Que según el informe de foja 173, el Cónsul General de 
ta República de Bélgica, por nota fecha 8 de Noviembre último, 
bacía saber que había recibido j dado el curso correspondiente 
al exhorto remitido por este Juzgado al seíiot Juez de Instruc- 
ción de Bruselas, retente á David Joñas Oesterman. 

6" Que el defensor de Oesterman, por su escrito de foja lüK, 
insiste nuevamente en solicitar el sobreseimiento definitivo en 
este expediente, fundándose en las cutistancias del proceso y en 
el hecho de no haber sido devuelto hasta la fecha por el Juez 
de Instrucción de Bruselas, diligenciado el exhorto en que se 
le pedían fueran remitidos los antecedentes de la causa con 
arreglo al tratado de extradición. 

7 o Que corrida vista al Procurador Fiscal, produce éste su 
vista de foja 169 vuelta indicando se recaben por el Juzgado, 
del Ministerio de Justicia, los comprobantes de la recepción por 
las autoridades belgas del oficio rogatorio que se ordenó librar 
por sentencia de fecha 24 de Agosto pasado y fué remitido por 
secretaría el día 25 de Setiembre (foja 149). 

8 o Que solicitado ese infornn\ se produjo el de foja 173, del 
que se hace referencia en el resultando quinto, corriéndose nue- 
vamente vista al Procurador Fiscal el que produce la corriente 
á foja 174 vuelta, opinando; «que debe esperarse la contesta- 
ción del señor Juez de Instrucción de Bruselas >, antes de pro- 
veerse á la petición del defensor. 

9 o Que con cate motivo, el defensor de Oesterman presenta 
nuew escrito (foja 176) manifestando la sorpresa que le lia cau- 
sad la anterior petición del Procurador Fiscal, por cuanto ella 
ha sido producida contra las reglas más elementales del dere- 
cho, 0* insistiendo en que se resuelva favorablemente el sobresei- 
miento por las nuevas consideraciones que aduce, a lo que el 
Juzgado llamó autos. 
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Y considerando: Primero: Que confirmada por la Suprema 
Corte la resolución de foja 123, «rila parte en que se ordenaba 
la remisión de los antecedentes y la libración de olieio rogato- 
rio al Juez de Bruselas, haciéndolo saber que no procedía la 
extradición en la forma solicita la, y pidiéndole fueran euvia* 
dos á cate Juzgado, dentro del improrogable plazo de sesenta y 
cinco días corridos, todos los antecedentes referentes ,t la quie- 
bra fraudulenta imputada á David Joñas Oe»terman, á un do 
que fueran juzgados por los tribunales argentinos, de acuerdo 
con el articulo 4 del tratado de extradición vigente y artículo 
tíf)9 del Código de Procedimientos en lo C; i mina) t quedó i-jecu- 
tada la sentencia en este punto. 

Secundo: Que libradas, como constan en el expediente, las co- 
municaciones del caso, ellns fueron recibidas en debido tiempo 
por las autoridades competentes, quedando corrido* los sesenta 
y ¿luco días señalados á las autoridades de Bélgica pa ia re- 
misión de esos antecedentes, sin que hasta la fecha hayan sido 
recibidos pjr este Tribunal, no obstante de llevar corridos cinco 
meses desde el día en que fueron librados y cuatro me>es que el 
Consulado Belga recibió el oficio rogatorio de su referencia (fo- 
ja 173). 

Tercero : Que si aún no fuere bastante este vencimiento del 
plazo mencionado, debe tenerse en cuenta el hecho do que las 
autoridades diplomáticas del Reino de Bélgica han desistido ex- 
presamente y por el conducto diplomático que corresponde, de 
la acción de extradición que habían ante ellos deducido, dejando 
asf completamente librado el deber que los tratados del caso im- 
ponían al Gobierno Argentino para la entrega de David Joñas 
Oestermnn, dentro de los términos y prescripciones del tratado 
do extradición rigente de 1887. 

Cuarto : Que únicamente quedaba pendiente ante lus Tri- 
bunales Federales la invocación que había hecho de la causa á 
efecto de su juzgamiento con arreglo á la prescripción del artí- 
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culo A del tratado ya citado de extradición, en que no obstante la 
cesación completa de la acciun diplomática, quedaba pendiente 
la acción federal extraordinaria de la prosecución de la causa 
dentro de los limites j prescripciones de la ley de la materia. 

Quintó; Que según nuestro sistema federal, una Tez invoca- 
da y radicada una acción en este fuero, sus efectos se han de 
resolver dentro de los límites encuadrados por la ley misma y 
por la* formas y prescripciones que ella lija, es decir, por sen- 
tencia que absuelva 6 que condene, y no de otra manera* 

Sexto: Que si bien la acción diplomática arrancaba á David 
Jouas Oesterirlau de los efectos de una extradición á fin de ser 
entregado á las autoridades de su patria para ser juzgado del 
delito que se le imputaba, no sucedió otro tanto cuando se tra- 
taba de la prosecución de la acción penal,que era la que habían 
avocado los ti ibu nales argentinos, basta su final juzgamiento 
con arreglo á las leyes y principios jurídicos que rige» en la 
KepúWicay precisamente á este efecto el Juzgado, aplicando 
por analogía el precepto entrañado en el artículo 072 del Código 
en lo Criminal, había prefijado el plazo de sesenta y cinco días 
l'araque dentro de él, los tribunales del Reino de Bélgica re- 
mitieran los antecedentes de su referencia. 

Séptimo: Que en et mencionado articulóse indica la fija- 
ción de un plazo, para que sean remitidos los antecedeut i b so- 
bre la extradición solicitada, cuando ellos no hubieren sido 
enviados, callando si otro tanto di- be hacerse si es que se trata 
de la remisión de los procesos, llegado el caso de aplicarse las 
leyes argentinas, en el juzgamiento del sindicado de reo. 

OatOtíO : Que los principios generales del derecho esplícita- 
mente aplicados al sub-judice por las sentencias de fojas 78, 
123 y claramente dejó sentado : que si bien no había lle- 
gado el caso de una conminación, bien entendido el principio, 
do hecho se presuponía, pues indefinidamente no ha de esperar 
un sospechado de delincuencia se remitan los antecedentes que 
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contra él se invocan, cuando diplomáticamente se desisto del 
derecho de extradición; lo que importa decir, no existe causa 
para continuar el proceso. 

Fot estos fundamentos y las consideraciones aducidas en el 
precedente escrito, que el Juzgado estima arreglado i derecho y 
de acuerdo con la senteacia de foja 123, confirmada en 
sus concordantes por la Suprema Cortt de Justicia á foja 
145, y habiendo desistido el Gobierno Belga acerca del pedido 
de extradición contra David Joñas Oesterman y secuestro de 
las mercaderías y alhajas, quedando vencido el plazo, acordado 
de sesenta y cinco días : se sobresee definitivamente (artículos 
432 y 434, inciso 8°, Código de Procedimiento en lo Criminal ) 
esta sumaria formada al ciudadano belga don David Joñas 
Oesterman sobre la acusación de quiebra fraudulenta que se 
dice cometida en Bélgica; con declaración de que la formación 
de la presente causa no perjudica so buen nombre y reputación, 
y todo dentro du los términos puntualizados por el artículo 437 
del Código de Procedimientos en lo Criminal. 

Notifiquese con el original, regístrese en el libro de senten- 
cias, 

Mariano S. dr, Aurrecoechea. 



VISTA DEL SEfiOU PROCURADOR CBNEllAL 

Buenos Airea, Abril áó de 1895. 

Suprema Corte : 

El término íijado en la sentencia de foja 123, p4ra la remi- 
sión de todos los antecedentes de la quiebra del procesado Oes- 
terman, venció con exceBo; y esos antecedentes no sólo no han 
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llegado sinó que á foja 154 consta el desistimiento por parte del 
Gobierno Belga, de las requisitorias de extradición y embargo 
de bienes. 

Noes permitido en derecho mantener indefinidamente abier- 
to un proceso, como se deduce de ia prescripción del articulo 
442 del Código de Procedimientos en lo Criminal, y ante los he- 
chos expresados, encuentro justa la resolución do foja 180, cu- 
ya confirmación solicito de V. K. 

Sabiniano Kier. 



Falle de la Suprema Corle 

Hílenos Aires, Mayo 11 de 1895. 

Visto; De acuerdo con Jo expuesto y pedido por el señor Pro- 
curador General, se coniirma el auto apelado de foja ciento 
ochenta. Devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABEL DAZA». — OC- 
TAVIO BL'SCE. — JUAN E. TOMIENT. 
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Contra Maximiliano Constantino, por parricidio; sobre 

extradición 



Suma í-ifv. — Procede la extradición 
do, una moue 



idu en virtud de trata- 
reque- 



rall* del Jwm Lttrmdm 

Kormosa, Abril 11 de 1895. 

Via tos : Estos procedí mié utos de extradición iniciados á soli- 
citud de la Legación Paraguaya contra M. Constantino por su- 
puesto parricidio en la persona de N. Constantino, oidas sus 
declaraciones, la acusación y la defensa, 

Y considerando: 1" Que la ley aplicable al caso es el conve- 
nio especial sobre extradición de 5 de Octubre de 1878, vigente 
entre la República Argentina y la del Paraguay. 
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2 o Que el presunto delincuente ha sido encausa Jo ¡inte los 
Tribunales que debían juzgarlo (artículo i--). 

3" Que está autorizada la extradición por el -le lito que se le 
imputa (artículos i* y 4 o ). 

4° Que la detención provisoria se hn pedido por las autorida- 
des y en la forma que establece el artículo 7% sin que pueda 
atribuirse importancia Legal al hecho de haberse solicitado con 
anterioridad por un comisionado especial de la Policía de la 
Asunción, que lo perseguía. 

5" Que la reclamación se ha hecho por la ría diplomática 
dentro de los 90 días señalados como término para introdu- 
cirla, acompañada de una copia auténtica del auto de prisión 
dictado por autoridad competente y demás que exige el ar- 
lículo 5°. 

6" Que no consta de autos que la persona requerida haya si- 
do juzgada otra vez por el mismo delito, lo que si no es impo- 
sible sería por lo menos casual (artículo 2"). 

7* Que la identidad del encausado está plenamente compro- 
bada por su declaración y por el acta en que se han hecho cons - 
tar las circunstancias ó senas particulares que menciona la 
requisición. 

8 o Que los defectos de forma á que se refiere la defensa no 
pueden ser tomados en cuenta, á mérito de los considerandos an- 
teriores y del artículo 18 de la ley de extradición, como tampoco 
la exigencia de un defensor letrado, desde que el propósito de 
la ley es establecer la igualdad entre la acusación y la defensa 
y en este caso el Fiscal es también iletrado. 

O" Que al pedir la defensa la pena menor para el reo en el 
caso de acordarse la extradición, invoca como fundamentos el 
Código Penal Argentiuo.quo admite con má* extensión el siste- 
ma de las escusas ó circunstancias atenuantes, comprendiendo 
aún el parricidio, artículo 94, lo que no sucede con la ley para- 
guaya, dados los términos absolutos del artículo 21 1 y que no 
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existe en el tratado disposición que restituya el principio de 
¡tmpli.tr la favorable al reo; fundamentos que son de tener en 
i onsideracion, una vez que la pena ile muerto si ha de reservarse 
para los delito* mís grates, esta gravedad no resulta á prio- 
r%*j siuó del móvil que les inspira y de las circunstancias que 
las acompañan. 

10° Que estos principios lian sido aceptados por los legislado- 
res de nuestro Código Penal al excluir de la pena de muerte & 
los menores de edad (artículo 50). 

II* Que á Constantino (menor de 20 años) debe favorecer!-? 
la posición en que le coloca la ley, desde que es doctrina ticep- 
tada por la práctica constante de las naciones, que no se conce- 
da la extradición sino á condición de imponer al procesado la 
pena más benigna; principio aceptado con toda amplitud por el 
artículo 29 del tratado de derecho Penal Internacional vigente, 
ruando haya de imponer iapena capital. 

Por esto.« fundamentos : acuérdase la extradición del reo 
Maximiliano Constantino, bajo condición de que los Tribunales 
del país que lo reclaman le impondrán la pena menor. Remítase 
el procese original al Ministerio de Relaciones Exteriores, en La 
forma de estilo, dejándose constancia suficiente. Notifíquese. 

Demetrio Petra. 



VISTA DEL SESüH PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires, Mayo i de 188?» . 

Suprema Corte : 

Ninguna prescripción legal puede invocarse contra la senten- 
cia que autoriza la extradición de procesado M. Constantino. 
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Regido el caso i>or las disposiciones del tratado entre h Re- 
pública Argentina y la del Paraguay de 1877, le son rigurosa- 
mente aplicables las disposiciones del artículo 4, incisos 1*y 
5 o , cuyos requisitos se lian observado. 

La irregularidad, si hubiera existido,en cuanto ¡i la detención 
pro v< m i vn. no obstante lo previsto á su respecto en el artículo 
7% inciso 3 o , del tratado, se habría reparado con la requisitoria 
por la vía diplomática, <n forma tanque uo ha podido ser obser- 
vada, y en cuanto d la falta de un defensor letrado, no debe in- 
validar el procedimiento una tez que por carecer de ellos en los 
territorios nacionales ha debido prescindirsc deesa formalidad 
en todos los procesos, lo mismo civiles que criminales. 

La atenuación de pena, inroeadaenla sentencia, según el ar- 
tículo 067 del Código de Procedimientos eu lo Criminal, la creo 
legal, por ser su prescripción general y absoluta y no existir en 
el tratado cláusula alguna que se oponga á su aplicación. 

Pido por ello la continuación de la sentencia recurrida. 

Sabmiano Kier. 



VmUm 4e I» ffwpre» €'»rie 

Burilo* Aire*, Mayo 16 de 1895. 

Vistos : De conformidad con lo expuesto y pedido por el se- 
ñor Procurador O uñera l sobre la parte eu que ha sido apelada la 
resolución de foja veintisiete, y resultando de las constancias 
de autos haberse llenado las formalidades requeridas por el tra- 
tado que la República tiunt celebrado con el Paraguay, sobre 
extradición, se con jimia en la citada parte el auto de la re- 
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lerenda. Remítase al Ministerio Je Relaciones Exteriores j 
avísese por oficio al Juez Letrado* 

BENJAMIN PAL— LUIS V. VARELA. — • 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUSGE, — 



CAUSA CX XV 



Contra Ros y Tabal; sobre infracción de tas ordenanzas 

de Aduana 

Sumario. — Procede ta imposición de dobles derechos, resul- 
tando haberse expresado en la gofa de removido, artículos de 
superior calidad ó especie de los embarcados* 

Caso. — Resalta de las siguientes piezas : 

RESOLUCION DE ADUANA 

♦ 

Buenos Aires, Junio 7 de im. • 

Visto lo actuado y atento lo expuesto en el informe ds conta- 
duría que antecede, que comprueba lo denunoiado en el parte de 

T. II J5 
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foja 1, con arreglo á lo dispuesto por los artículos U68, inciso 4*, 
1011 y 1054 de las ordenantes de Aduana, resuelto se pague 
ana multa igual á dobles derechos por la diferencia de que se 
trata. Hágase saber. A sus efectos pase á Contaduría y repón- 
ganle los sellos por el interesado. 



Vistos y considerando : Que la diferencia de calidad denun- 
ciada en el parte de foja 1" se encuentra suficientemente esta- 
blecida, siendo ella de las que prevea el artículo 668, inciso 4\ 
de las Ordenanzas de Aduana y castiga el artículo 1011 de Un 
mismas. 

Que si en casos como el presente hubiese de aplicarse la dis- 
posición del inciso 5 o del citado artículo 668, resultaría que 
con declarar las mercaderías ála reí en m?nor cantidad y con 
superior calidad, se aseguraría la responsabilidad de la falsa de- 
claración en caso de ser ésta descubierta, quedando el fraude 
consumado en los casos en que pasase desapercibida por el des- 
pacho en confianza, ó por un examen superficial explicable tra- 
tándose de operaciones de removido. 

Que en consecuencia, la disposición del artículo 668, inciso 
5\ no puede tener tal inteligencia que ésta importe dejar im 
punes justamente el fraude que ha tratado de evitar el inciso 4° 
del mismo articulo. 

Foresto, se confirma con costas la resolución apelada. 



S. Baibime. 



relie del Juei Peder*! 



Buenos Aires, Octubre 29 de 1891. 
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En oportunidad devuélvanse loa autos & la Aduanad los efec- 
tos que correspondan. Repóngase el papel. 

./. T. Lalamie. 



VISTA DEL SEflOR PROCURADOR GENERAL 

Huímos Aires, Mano 20 de 1895. 

Suprema Corte: 

Las observaciones de la expresión de agrarios, cualquiera 
que sea su equidad, no desvirtúan la legalidad de las sentencias, 
u poyadas en prescripciones ei presas de la Ordenan». 

Teniendo presente que se trata del cumplimiento de ana gula 
de remolido, entre puertos dentro de la República, el caso cae 
bajo el régimen especial del capítulo 4°, refenteá las operacio- 
nes de exportación de cabotaje en las aduanas y receptorías 
marítimas. 

Y el articulo 668 en su inciso 4" es espUcito para el caso de 
haberse declarado efectos de superior especio Ó calidad, que es 
el del recurrente : * el Resguardo detendrá los efectoB y dará 
cuenta al Administrador para la aplicación de la pena señalada 

en el artículo 10H ». 

Para la aplicación de esa pena, no es necesario que el carga- 
dor asista al acto del embarque, según el artículo 663, y me- 
nos aún respecto de un» revisacion que es facultativa en el Res- 
guardo, según el artículo 664, y cuyo resultado, por otra parte, 
no es desconocido, sinóaí contrario aceptado como verdadero en 
el caso. 

Por ello, pido á V. % la confirmación déla resolución recu- 
rrida, corriente A foja 24, 

Sabiniano Kier. 
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r*»l« de la «aprem» C«rt« 

Buenos Aires. Mayo 18 de 1895. 

Vistos y considerando: Que según resulta de estos autos la 
gula á que ellos se refieren, ha expresado artículos de superior 
especie 6 calidad de los que el bulto contenía en realidad, en 
cuyo caso no es de aplicación el inciso quinto del artículo seis- 
cientos sesenta j ocho de las Ordenanzas de Aduana, como lo 
pretende el recurrente, sinó el cuarto del mismo artículo, con 
arreglo i sus términos expresos. 

Por esto.de acuerdo con lo expuesto y pedido por el señor Pro- 
curador General y por tus fundamentos concordantes, se confir- 
ma con costas el auto apelado de foja veintidós. Repuestos los 
sellos, devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ*. — ABEL BAZAM» — OCTA- 
VIO BUKGE , — JUAN E, TOEEENT. 
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CAUSA 



El Banco Británico de la América del Sud contra W. Eornest, 
por cobro de pesos; sobre competencia, recurso contra un auto 
de la Cámara de Apelaciones de la Capital. 



Sumario.— La resolución final sobre competencia de loe Tri- 
bunales federales corresponde á la Suprema Corte; j por con- 
siguiente es apelable ante ella el auto del Tribunal superior de 
Provincia, que rechaza la declinatoria do los Tribunales locales 
fundada en la pretensión de corresponder ia causa al fuero fe- 
deral. 



Caso. — Resulta del 



Buenos Aires, Majo 18 de 1895. 

* 

Vistos en el acuerdo : Resultando de las constancias de auto» 
qne el recurrente al deducir la declinatoria, lo ha hecho pre- 
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tendiendo que el conocimiento de la ornas* corresponde ¿la Jus- 
ticia Federal. 

Que la resolución de segunda instancia, confirmatoria de la de 
primera, ha leenasado la excepción. 

Qne la resolución final sobre cuestiones de esa naturaleza, 
corresponde i esta Suprema Corte, como lo tiene establecido en 
diferentes casos» 

Por esto» se declara mal denegado el recurso, y se le concede 
en relación j ambos efectos. Pasen los antos en vista al señor 
Procandor General, préria agregación de estas aotaaciones al 
expediente remitido como informo* Bepóngaae el papel. 

BEHJAMUI FAX. — ABEL BfcZAN. — OCTA- 
VIO BVMGE. — JUAU E. TORRXHT, 



tAUMA XV II 



Váidas y Pirü contra ta Aduana, por aforo; sobre apelación 



Sumario*— Son inapelables las resoluciones de Aduana apli- 
cando á las mercaderías manifestadas, el aforo determinado por 
la Dirección General de Rentas. 



DE JVffldá NACKISAt 

Caso.— Resulta del 



■ 

■ 

Bueoos Aires, Febrero 12 de 1995. 

1 

Autos y Tistes ¡ Resultando del precedente informe de 1» 
Aduana, así como de la propia exposición de los recurrentes, 
que el único punto en cuestión en la causa á que el presente re- 
corso se refiere, ha sido el de saber cuál era la partida de la tari- 
fa de avalóos aplicable á las mercaderías pedidas i despacho, 
habiendo la Dirección General de Rentas determinado que co- 
rrespondía i esas mercaderías un aforo distinto de aquel que 
los recurrentes pretendían, decisión ésta i la cual se ha ajustado 
la Aduana al pronunciar so fallo. 

Y considerando: Que en tal concepto es de estricta aplicación 
al presente caso lo dispuesto en los artículos 135, 137 y 138 de 
las Ordenanzas de Aduana; pues» como lo ha establecido la Su- 
prema Corte en el fallo inserto en la série 3\ tomo 15, página 
327 de sus resoluciones, «en esas disposiciones, se hallan com- 
prendidas las diferencias 6 dudas que se susciten lo mismo so- 
bre la especie que sobre la calidad de los artículos manifes- 
tados». 

Por esto y los demás fundamentos consignados en el fallo de 
la Suprema Corte que se deja citado» se declara improcedente el 
presente recurso» con las costas, consistentes e* la reposición 
del papel sellado correspondiente. Notifique» con el original y 
deruéLvanseá la Aduana estas actuaciones para que sean agre- 
gadas á sus aoteced entes. 



J, V. ¡.atarme. 



m 
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VISTA DU, mñm PROCURADOR CEHERAL 

Buenos Airee, Vano 15 de 1895, 

Suprema Corte : 

Encuentro exactos loe fundamentos j legales las'conclusiones 
de la resolución de foja 7, cuja confirmación solícito de V. E. 

Sabiniano Kier. 



Mle> I» taprem €•■*•; 

Buenos Aires, Jlsjro 21 de 1895. 

Vistos : Por sus fundamentos, j de conformidad con lo ex* 
puesto por el señor Procurador General : se confitas con costas 
la sentencia apelada de foja seis; y repuestos los sellos» devuél- 
vanse. 

BENJAMIN PAZ. — AREL RAZAR. — OCTAVIO 
BUS GE. — JOAN E. TORRE NT . 
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CAUSA rx XV III 



Criminal contra J. Ojea, 0. Manco, y otros, por delito de 
sedición; sobre excarcelación provisoria tj sobreseimiento 

Sumario.— í* El hecho du aliarse públicamente para impedir 
la libre celebración de elecciones nacionales, constituye delito 
de sedición. 

2» Las penas ojie la ley nacional criminal impone por ese de- 
lito» admiten !a concesión de eicatcelacion provisoria, sin que 
obste haberse producido con motivo de él una muerte y una he- 
rida, mientras no nparezca que deban clasificarse como delitos 
comunes. 

3f No debe decretarse el sobreseimiento deíinitiro, si no hay 
mérito bastaute para ello. 

Caso. — Lo explica el 



MI* 4*1 Jm Federal 

L« Plata. Marzo G da 1895. 

Autos y vistos: Resultando; i n Que por resolución de fecha 4 
del corriente, de acuerdo con lo solicitado y pedido por el Pro- 
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carador Fiscal, en so vista de fecha veintiocho de Febrero» Re 
hace lugar á ta excarcelación de los individuos J. Ojea y G. 
Blanco, B. Román, Gabriel Fonce y J. Ooaotos; dándose vista 
al Defensor de la oposición Fiscal, A la de los individuos Lucio 
Lorea, Alejandro Leal, Floro Gnerrini, Manuel Pérez, Antonio 
y Luis Ramolla, Zoilo Barragan, Fermín Lara, Antonio Jara y 
Miguel Lugones (hijo). 

2 a Que expidiéndose el mencionado Defensor, observa juicio- 
samente Ja aplicación de la ley de t863, en cuanto á la clasifi- 
cación del deiito, que no ea otro que el de sedición; é insistiendo 
en la excarcelación, por el hecho apuntado, 

3* Que por un otrosí se vuelve sobre el punto del sobreseí- 
mienta, sea resuelto previamente, dejando sin efecto el auto so- 
bre excarcelación de fecha cuatro del cor tiente, 

Y considerando : Primero; Que ha de calificarse previamente 
la natnraleta del delito atribuido á los detenidos, é impután- 
doseles el hecho de haberse aliado públicamente, para impedir 
la libre celebración de las elecciones populares que debieron 
tener lugar el día 3 de Febrero, en el partido de San Vicente, 
para el nombramiento de Diputados al Congreso, él está com- 
prendido en el de sedición, según la prescripción del ártico lo 
20, inciso 1*, de la ley de Í4 de Setiembre de 1863. 

Segundo: La falsifioaoion, el robo como el homicidio, cuando 
caen bajo el imperio de nn fuero de excepción, no puede consi- 
derárseles en la categoría de crímenes ordinarios: ainó, por el 
contrariólo m carácter excepcional, tienen los caracteres y res- 
ponsabilidades que les atribuyen las leyes también especiales 
de la Nación. 

Tercero: EL homicidio ú homicidios que se perpetraren du- 
rante un acto electoral, desde el momento que ofende y atenta 
muy principalmente contra el urden y la autoridad nacional, 
cae el delito bajo la clasificación y penalidad de la ley de 1803. 

Cuarto : Que la pena que dicha ley establece para los reos de 
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sedición, ea la de extrañamiento y además en determinados ca- 
sos la pecuniaria. 

Quinto: Queta Suprema Corte hi resuelto en di Tersos casos, 
que los acusados de delitos que merezcan pena de extrañamien- 
to pueden obtener su libertad bajo fianza. 

Por esto, f fundamentos del escrito del Defensor que prece- 
de, se acuerda la excarcelación de los detenidos Antonio Rarae- 
11a, Manuel Peres (hijo), Lucio Lorea, Zoilo Barragan, Fermín 
Lara, aceptándose al efecto los fiadores respectiros ofrecidos 
en el escrito de foja f*, señalándose para la canción la suma de 
dos mil pesos m/n, y otorgadas que sean las competentes escri- 
turas de fianza en el Registro especial que lleva el Secretario, 
líbrese oficio á la Policía para que sean puestos en libertad. 

Y en cuanto i tos individuos Alejandro Leal, Floro Güerríeri, 
Luis Ramella, Miguel Lngoues(hijo) j Antonio Jara, no ha lu- 
gar por ahora y mientras tanto no se adelante la prueba de la 
sumaria. 

Asimismo, resolviendo la petíoion del otrosí, no ha lugar á 
lo que en él se solicita mientras tanto no se dicte el falto defi- 
nitivo, pues no es oportuno hacerlo por ahora. 

MarianoS. de Aurrecoechea. 



VISTA DEL StAOR PHOCURADOR GENERAL 

Dueños Aires, Abril 15 de 1895. 

Suprema Corte: 

El estado de la causa no permite apreciar todavía la respon- 
sabilidad de cada uno de los procesados. En tal situación, en- 
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euentru justa y procedente ta resolución del Jaei a quo % en 
cuanto no h*?e lugar, por ahora, al sobreseimiento, relativa- 
mente & los procesados Aldana, Ojea, Blanco» Román, Ponce y 
Ocantoe. 

Respecto de Antonio Ramella, Pérez (hijo), Lorea, Barragan 
y Fermín Lata, no resultando confabulados en el homicidio, 
su delito parece caer bajo el régimen del artículo 90 de la ley 
de 14 de Setiembre de 1863. Siendo la penalidad aplicable & 
ese delito, según el artículo 21, extrañamiento y multa, según 
la jurisprudencia establecida por V* E. f y citada en el auto re- 
currido, la excarcelación procede, con sujeción á lo dispuesto en 
ei artículo 376 del Código de Procedimientos. 

Contra el comisario Leal, Gucrrieri, Luis Ramella, Lugoncs 
(hijo) y Antonio Jara, resultan indicios de mayor culpabilidad t 
apareciendo del sumario dividida entre ellos la responsabili- 
dad del homicidio y herida perpetrados, por haberse reunido y 
ejecutado un plan preconcebido de ataque, descargando sus ar- 
mas contra los escrutadores reunidos en el ¿itrio de la Iglesia de 
San Vicente. 

Por ello pido á V, E. la con urinación, por sus fundamentos, 
de los ¡tutos recurridos, en los dos incidentes agregados. 

Sabiniano Kier. 

rail» úm I* turrana Carte 

Buenos Aires, Mayo 32 de 1895, 

Vistos y considerando: Que la jurisdicción de la justicia fe- 
deral se ejercita en la causa sobre la base de tratarse de delito 
de sedición, previsto por el inciso primero del artículo veinte de 
la ley designando los crímenes cuto juzgamiento compete á 
los tribunales federales. 
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Que según U citada ley, la pena correspondiente i dicho de- 
lito es la de extrañamiento y malta, ó nía ú otra, con arreglo 
á loe artículos veintiuno y veintidós, ó la de servicio militar 
por dos años, en tos casos del artículo veinte j tres. 

Que con arreglo á la jurisprudencia de esta Suprema Corte, 
en tratándose de penas de esa clase, procede la excarcelación 
bajo de fianza* 

Que en el presente estado de la causa, no hay en autos ele- 
mentos suficientes que bagan presumir la comisión de un delito 
común, pues que la circunstancia de beberse producido una 
muerte y nn herido no es demostrativa, por ai sola, de un delito 
de esa naturaleza, que en el caso de existir, obstaría á la excar- 
celación, de conformidad i lo establecido en el artículo veinte y 
cnatro de la citada ley. 

Que nadase opone áque se haga cesar en sus efectos la ex- 
carcelación, si por pruebas ulteriormente producidas, resultase 
que la muerte de Don Arturo Lavalle debiera clasificarse como 
delito común (artículo trescientos noventa y cinco del Código 
de Procedimientos en lo Criminal), 

Que no hay mérito bastante para decretar el sobreseimiento 
en la cansa, con relación á loa procesados Blanco, Ponce, Ocan- 
tos, Romero y Ojea, á que se refiere el escrito de apelación da 
foja doce. 

Por esto : se revoca el auto apelado de f íja siete vuelta, en 
cuanto niega la excarcelación provisoria bajo de fianza, de Ale* 
jandroLea!, Floro Guerrieri, Luis Ramulla, Miguel Legones 
(bijo)y Alejandro Jara, la que se declara procedente; confirmán- 
dose dicho auto en lo denvis que contiene; y devuélvanse. 

BElUAMIft FAl. — LUIS V. VARELA.— 

ahí. a azar» — jtiAH i. TOaatirr. 
— octavio tunes (en disidencia). 
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Vistos 7 considerando : Primero; Que ti delito de sedición 
sólo comprende los cíaos mencionados en los artículos dieei- 
nueve y teinte de 1» ley federal de mil ochocientos sesenta y 
tres, con lis circunstancias agravantes á que se hace referencia 
en el articulo veintiuno. 

Segundo: Que oon arreglo á lo dispuesto por el articulo 
veinticuatro, los delitos particulares cometidos en la sedición, 
coa motivo de ella, serán castigados con la mayor pena que les 
corresponda por las leyes,regpectiv&i. 

Tercero: Que el delito político no puede confundirse en la 
causa, con el coman de homicidio, porque cuando ful muerto 
L avalle t á medía cuadra del átrio, los asaltantes ya habían lo- 
grado su propósito de estorbar las elecciones, pues se habían 
apoderado de los registros y dispersado á los escrutadores, y 
aqnel iba en retirada, huyendo de la agresión. 

Cuarto: Que el único delito acosado por el Procurador Fiscal 
en estos autos, y por el cual pide la aplicación de una pena á 
los que considera autores y cómplices, es el homicidio perpetra- 
do en la persona de Arturo La Talle, limitándose ta referencia 
qne hace al delito político á la etplicacion de los hechos que han 
dado lugar i la perpetración del delito imputado. 

Quinto: Que la justicia nacional nunca procede de oficio, y 
sólo ejerce jurisdicción eu los casos contenciosos en que es re- 
querida ¿ instauoia de parte, con arreglo á lo dispuesto por el 
artículo segundo de ta ley de Octubre diez y seis de mil ocho- 
cientos sesenta y dos, por lo que esta Suprema Corte debe li- 
mitarse á apreciar el delito común, que es el único imputado á 
los qne pretenden ser excarcelados bajo de lianza, sin tomar en 



Dt JUSTICIA KAC10KAL 



390 



consideración al delito político que no ba sido materia de la 
acusación. 

Sexto: Que las constancias del sumario no sirven «inó para 
averiguar cuál sea la pesa máxima que corresponda imponer al 
procesado que fuere culpable, porque la excarcelación bajo de 
fianza «*ó/odebe apreciarse teniendo en vista la imputación del 
delito al encausado, y no las excepciones que opusiere, y debe 
tenerse presente télo la naturaleza de la pena impuesta al delito 
imputado, f no la naturaleza 6 gravedad del delito mismo, como 
lo tiene resuelto esta Suprema Corte en su fallo fecba catorce 
de Noviembre de mil ochocientos noventa y tres (segundo, ter- 
cero y etiarto considerandos). 

Séptimo : Que la pena que el Código Fecal impone á los au- 
toras y cómplices de un homicidio es corporal, y excede de dos 
años de prisión, por lo que en vista df lo dispuesto por el artí- 
culo trescientos setenta j seis del Código de Procedimientos en 
lo Criminal, no deben ser excarcelados bajo fianza los procesa- 
dos ¿quienes se atribuya alguna participación ene) delito re- 
ferido. 

Octavo : Que en el estado actual de la causa, no puede de- 
terminarse el grado de responsabilidad que en el hecho acusado 
incumba & cada uno de los procesados, aún cuando aparece que 
algunos de ellos no han tenido una participaron directa en el 
homicidio. 

Noveno: Que los procesados cuya excarcelación se concede 
por el auto apelado, con excepción de Manuel Peres, no han sí- 
do partícipe! de la agresión, ó no han tenido en ello ana res- 
ponsabilidad principal, según resulta de las diligencias hasta 
ahora practicadas . 

Décimo: Que Manuel Pérez, según las declaraciones de los 
testigos, hacía fuego con carabina 6 fusil, en compañía de Floro 
Querrieri y de Norberto Rodríguez, desde la pared corrida, de 
donde suponen partió el tiro que causó la muerte de Arturo La- 
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▼alie, tagne, en el caso de ser culpable el homicidio, lo some- 
tería á alga» delta penas que fija el artículo nótente 7 ocho 
del Código Penal. 

Por estos í andamentos, y de conformidad con lo «.puesto j 
pedido por el señor Procurador Generarse confirma el auto ape- 
lado corriente i foja aiete vuelta, menos en cnanto ordena la 
excarcelación de Manuel Peres; j devuélvanse. 

octavio buhge. 



CAVMCSSII 



Don Domingo Oarbino contra don José Costa (fallecido) , por 
reivindicacion;sobre cesación de personería 

Sumario,— El fallecimiento del interesado eu el pleito, de- 
jando hijos menores, hace cesar la personería del procurador. 



Caso. — Resulta del 

Palto ém ta ftwpr*M l«rte 

Buenos Aires, Mayo 23 de 1895. 

Vistos en el acuerdo y considerando : Que según lo «presa 
GaTbino en su escrito de foja cuatrocientos una j lo confirma 
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don Damián Cabrera á foja cuatrocientos tres, don José Cotta, 
en representación de quien ha obrado el citado Cabrera» ha fa- 
llecido dejando hijos menores de edad. 

Que independientemente de tas prescripciones del Código Ci- 
vil, reglamentarias del mandato, se halla por él dispuesto, que 
los incapaces han deejercitar sus derechos civiles por interme- 
dio de sus representantes necesarios é intervención promiscua 
del Ministerio de Menores {artículos cincuenta y cinco, cincuen- 
ta y ocho y cincuenta y nueve). 

Que Cabrera, qne no es el representante necesario designado 
por la ley» no está llamado a ejercer esa representación, no ha- 
biendo, por otra parte, motivos de urgencia que sirvan de fun- 
damento al ejercicio de su mandato. 

Por esto: declárase cósantela personería de den Damián Ca- 
brera en estos autos; y pidan las partes lo que corresponda, 
dándose la intervención del caso al Defensor de incapaces. Re- 
póngase el papel. 

BEN1A' ÍM PAL — lUIS V. VARELA.— 

abel razan (en disidencia).— OCTA- 
VIO BÜSGE.— JUAK B. TOHRBírr. 



DISIDENCIA 

Vistos en el acuerdo: Considerando : Que en el incidente pro- 
movido á foja cuatrocientas y una se trata de una procuración 
judicial qne don Damián Cabrera, como apoderado constituido 
por don José Costa, pide continuar desempeñando en estos autos 
con intervención del Defensor de Menores, despnes de haber 
fallecido su poderdante, dejando viuda é hijos menores qne no 
han tomado hasta h^y intervención en el juicio. 



4oa 
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Que por tratarse üe la materia indicada, el caso debe regirse 
tu primer término por las disposiciones que reglamentan tos 
procedimientos do la justicia federal, y no por las del Código 
Civil relativa* al mandato, que sólo le son aplicables en cuanto 
no üe opongan ú aquella», como expresamente lo dispone el arH- 
cuto mil ochocientos setenta.iuciso seito.de este Código y lo ha 
declarado en repetidos casos esta Suprema Corte. 

Que siendo supletorias de la ley nacional de catorce de Se- 
tiembre de mil ochocientos sesenta y tres lúa leyes preexisten- 
tes que reglamentan los procedimientos judiciales en lo que no se 
opongan ú sus disposiciones, según lo establece el artículo tres- 
cientos setenta y cuatro de díc lia leyes indudable que deben 
considerarse prescritas por ella, para loa procedimientos men- 
cionados, las leyes de Partida, en cuanto no t>ebu centrarías á 
la misma y de consiguiente de aplicación freferente á las dispo- 
siciones del Jódigo ivil, con arreglo á lo establecido por éste 
en su artículo mil ochocientos setenta, inciso sexto, ya ( itado. 

Que sentados estos antecedentes y disponiendo la ley Teinte 
y tres, título quinto, partida tercera, que : * muerto el dueño del 
pleito después decontestada U litU,como bu sucedido en el pre- 
sente caso f non pierde por caso el porsonerosu poderío, antes de- 
cimos que debe seguir el pleito fasta que sea acabado también 
como si fuese vivo el que lo fisso peisonero maguer non recibie- 
se mandato nuevamente do los herederos del finado», es también 
indudable que debe en su mentó admitirse i don Damián Ca- 
brera ú continuar su procuración, como lo pretende, sin que sea 
m cosario dar aviso & la viuda ni esperar de su parte y por la de 
sus hijos, poderes que la Uy no requiere de los herederos, para 
que se tenpi por legitima la representación de aquel. 

Que no se opone á la verdad de esta conclusión la circunstan- 
cia deque en este juicio se hallen comprometido» intereses de 
menores y de que sea necesario por la ley de fondo, so pena de 
nulidad, la representación promiscua de los tutores y del Mi- 
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Historio pupílar en todo Asunto que interese á aquellos, porque 
esta exigencia de la ley se halla cumplida con Ja procuración del 
personero que nombró el dueño del pleito, y que legalmente re- 
presenta los derechos discutidos, según se acaba de ver, y con 
la intervención del Defensor de Menores que ha pedido la par- 
te de Costa y con la cual se halla Conforme la contraria en el 
pleito. 

Por estas consideraciones y de conformidad de partes, sede- 
clara : que don Damián Cabrera no ha cesado en la representa- 
ción que inviste, debiendo continuarla con la intervención del 
Defensor de Menores ; y señálese oportunamente día para la 
vista de esta causa. 

ABEL BAZAR, 



CAUMA XX 



Don Enrique Cárfas Slephens contra don José Car bailo, por fal- 
sificación de marca de fábrica; sobre arraiffo y personería 
del procurador. 



Sumario. — En los juicios por falsificación de marca de fá- 
brica, no predela excepción de arraigo, ni de falta de persone- 
ría en el procurador eon poder bastante. 
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aso. — £1 demandado opuso las excepciones dilatorias de 
arrojo y falta de personería en el procurador. 



MI* M Jn«> Wmé*r»i 

Buenos Aires, Marzo 21 da 1893. 

T vistos: Considerando que, como lo ha resuelto el Juzgado 
en diversos casos, la excepción de arraigo es improcedente en 
juicios de la naturaleza del presente, por no estar esa excepción 
comprendida entre Us únicas que autoriza á interponer, como 
artículo de prério y especial pronunciamiento, el artículo 443 del 
Código de Procedimientos en materia penal (Fallos de la Supre- 
ma Corte,*érie 4 a , tomo 1 °, página 1 66, j tomo 2*,pígina...) Que 
ea asimismo improcedente la otra excepción opuesta por el de- 
mandado, pudiéndose entablar querellas criminales, como la que 
forma el objeto de los presentes autos, por medio de apoderado 
(Fallos de la Suprema Corte, série**, tomo 3°, página 168). 

Por estos fundamentos : desestimarle las dichas excepciones, 
debiendo el demandado contestar la querella dentro del térmi- 
no legal. Las costas de este incidente serán á cargo del venci- 
do, como lodíspone el artículo 144 del Código de Procedimien- 
tos citado. Repóngase el papel 

J. V, Lalamte. 
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But-tios Aires, Mayo 88 de 1895. 

Vistos: Por sus fundamentos, se confirma con costas el auto 
apelado de foja cuarenta y una. Repuestos los sellos, devuél- 
vanse. 

BEHlAMK PAZ. — ABEL BAZAN. — OCTA- 
VIO BLPífiE. — JUAN E. TOBBEtlT. 



CAU&A 



Criminal contra J. Mataspina *j otros; sobre sustracción de 
materiales del Arsenal de Guerra 



Sumario,— !• No causa agravióla sentencia que al impoacr 
la pena establecida por la lev, aprecia el caso bajo la faz más 
favorable al procesado. 

2" No estando apelada dicha sentencia, no puede agravarse 
la pena impuesta. 
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Resulta del 



Buenos Airea, Diciembre 11 de X894. 

Autos y vistos: estos autos seguidos contra J. Maiaspina, ita- 
liano, de 50 años, casado, mecánico, domiciliado Solis 188K; 
Santiago Marohioni S.,de 46 años, casado, domiciliado MaLheu 
150; L. Aldorino, argentino, de 36 años, casado, domiciliado 
<*a.*ay2371; E. Siolt S. f casado, domiciliado Mutheu 1385, y 
M. Rivera de 41 anos, domiciliado Perú 475, acusados de 
¡sustracción de cartuchos á bala para remiiigton, U^l Arsenal de 
Guerra, de los que resulta: 

Que en el mes de Enero del año pasado el Comisario de la 
aecciou 27 de Policía, en virtud de la denuncia de que instruye la 
carta de foja 1", procedió á la detención de S. Marchioni.a quien 
le fueron secuestrados 620 cartuchos á bala que dijo haberlos 
sustraído del Arsenal de Guerra, manifestando tener algunos 
más en su domicilio y haber procedido al secuestro de ellos in- 
ducido por el Jefe de loa talleres del Arsenal, Juan Maiaspina, 

Que llamado nuevamente á declarar, manifiesta haber sus- 
traído unos60G cartuchos, más ó menos, por indicación de Malas - 
pina, de los cuales había vendido 3500 en la armería de Barrio; 
agregando que suponía que los operarios del taller , £. Sioli y 
Luis Aldorino, habían hecho iguales sustracciones por orden de 
Malaspinu. 

Que á foja 12 es llamado á declarar Luis Aldorino, quien ma- 
nifiesta haber sacado cartuchos del Arsenal en distintas ocasio- 
nes instigado por Maiaspina, y que cuando reunía unos dos mil 
los entregaba cuando por orden de Maiaspina venían á buscar- 
los; que hasta esa fecha, en que fué detenido, había sustraído 
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unos 3000, fuera de los 2000 que le fueran secuestrados en la 
Comisaría, loa que recibió con una tarjeta (te la armería de Ba- 
rrió, habiéndole dicho Malaspina venían ¿ buscarlos; que estos 
eran para que los llenase, á cuyo efecto le adjuntaba la pólvo- 
ra correspondiente; que todos los cartuchos que él había sus- 
traído le fueron entregados por Malaspina, habiendo el decía- 
raote recibido como única recompensa 30 puso*. 

Que de fojas 15 á 18 declara J. Malaspina que con motivo de 
haber tomado relación con el Clórente de la Armería de Parí-i, 
señor Rivera, éste le manifestó faltarle 20.000 cartuchos para 
completar una venta qut había becho, pidiendo al declarante 
los sacara del Arsenal y se los mandara; que aceptada la pro- 
puesta por el declarante, comunicó á los operarios Marchioni, 
Sioli y Ahí orino que en la forma que les fuera posible debían 
sustraer cartuchos á bala de 1<is que él los fnera entregando, 
ofreciéndoles darles participación una vez realizado i negocio; 
que cuando hubieron reunido cierta cantidad el declarante se lo 
avisó A Rivera y éste hiso retirar ile casa de Marchioni 3500 
cartuchos, 5000 de lude Sioli y 3000 de lo de Aldurino, por 
todo lo cual él recibió 470 pesos de los cuales hizo partícipe á 
sus demás compañeros. 

Que é foja 18 vuelta, declara Sioli haber sustraído cartuchos 
del Arstma) sin ser inducido para ello por nadie y si s Ho por la 
necesidad, negando haber recibido dinero alguno de Malaspina. 

Que cerrado el sumario, el Ministerio Finen! entablando la 
acusación correspondiente solicita la aplicación de la p<?na esta- 
blecida por el artículo 191 del Código Penal para los procesados 
Malaspina, Sio! i, Marchioni y Aldurino, la que,con sujeción ála 
regla del artículo 52 del mismo Código, debe ser aplicada en su 
termino medio; pidiendo se sobresea definitivamente respecto á 
Rivera. 

Que corrido el correspondiente traslado de ia acusación fiscal 
el defensor de Marchioni , a foja 90, solicita para su defendido 



408 



FALLO» DE LA SUMEN* CORTE 



sea considerado és le solamente como cómplice en primer grado, 
de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 3S, inciso 3\ 33 del 
mismo Código Penal y debiendo por lo tanto condenarle á la 
pona lijada por el u. ; so 5* del articulo 34, y serle aplicada la 
mitad del tiempo que establece el inciso 7° del articulo 54. 

Que á foja 04 el defensor de Soili solicita para su defendido, 
en virtud de lo dispuesto fn el artículo 83 de la ley federal de 
1863 y de que los cartuchos por él sustraídos fueron secuestra- 
dos por la autoridad, ac le dé por compurgado el delito con el 
tiempo de prisión sufrida, inhabilitándolo por 4 años para de* 
¿empeñar empleos nacionales y la aplicación de una multa que 
esté en relación con los recursos del procesado. 

Que á foja 94 el defensor de Malaspina, invocando los antece- 
dentes personales y buena conducta que según informes ha ob- 
servado siempre su defendido mientras fué empleado del Arse- 
nal, solicita para éste un año de prisión. 

Que á foja 100 et defensor de Aldorino pide se exouu á éste 
de tuda pena t en atención á lo dispuesto en el inciso 15 del arti- 
culo 81 del Código Penal, y en virtud de quo aquel no procedía 
por cuenta propia sinó por orden de otros. 

Que en todo caso, la responsabilidad de su defendido sería la 
de cómplice, en la forma que lo dispone el artículo 32 del Código 
Pena), no corre$poudíéndole t por lo tanto, más que seis meses 
de arresto, los que debían dársele por compurgados con eltiempo 
de prisión sufrida. 

Que abierta esta causa á prueba no se produjo ninguna. 

Y considerando: Que por la propia confesión de tos procesa- 
dos resulta plenamente comprobado que convinieron y Iteraron 
acabóla sustracción de una cantidad de cartuchos de bala re- 
niington, de los que se encontraban bajo su custodia en el Arse- 
nal de Guerra. 

Que han incurrido así en el delito previsto por el articulo 83 
de la ley nacional de Procedimientos de 14 de Setiembre de 
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1863, concordóte con el artículo SG7 del Código Penal, y debe 
aplicárseles la pena en él establecida nna Tez que se ha asegu- 
rado el reintegro del importe de los efectos sustraídos, . 

Que para determinar la responsabilidad que á cada uno de 
los procesados corresponde en el delito ,debe tenerse preséntelo 
que dispone el artículo 25 del Código PenaMentro decuyas dis- 
posiciones caen los procesadas, puesto que han convenido en co- 
meter el delito conjuntamente en los términos allí espresados. 

Que la aplicación de la penalidad debe hacerse con arreglo a 
lo que determina para casos tales, el artículo 36 del Código ci- 
tado, y asi debe corresponder el máiimun de la pena al procesa- 
do Malaspina que ha sido oouf osadamente el jefe del complot, y 
graduarse la pena del delito en la extensión de sus límites en- 
tre los demás, de acuerdo con la participación real que hayan 
tenido en el hecho. 

Por estos fundamentos, fallo : condenando á Juan Malaspina 
á la peua de pérdida del empleo que desempeñaba en el Arsenal 
de Querrá, inhabilitación por seis años para obtener otro y i 
una multa de 2000 pesos m n, y á los demás procesados Mar- 
chioni, Sioliy Aldorino á la misma pérdida del empleo, inhabi- 
litación por cuatro años y una multa de 500 pesos, debiendo de- 
ducirse de la pena pecuniaria impuesta & los procesados una 
suma equivalente al tiempo de prisión preventiva que han su- 
frido, computándose ésta de acuerdo con lo que al respecto dis- 
pone el articulo 49 del Código Penal. 

Las costas del juicio serán á cargo de los condenados. 

Devuélvanse al Arsenal de Guerra los efectos que se hallan 
depositados en la Policía y en oportunidad entregúesele el im- 
porte de lo sustraído y no to secuestrado. Cumplida que sea la 
condena impuesta á Malaspina, póngasele á disposición del 
señor Juez en lo Correccional doctor Dclgadillo. 



J. V. Lafonne. 
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VISTA DEL SESOH PROCURADOR GEKEIUL 



Buenos Aires, Mayo <í de 1895. 



Suprema Corte: 

El delito del procesado Soili, tal cual resultado su propia 
confesión, cae bajo el régimen del artículo 83 de la 1er sobre 
crímenes contra Ja Nación de 14 Setiembre de 1863. 

Su defensor mismo asi lo ha reconocido, sosteniendo, la apli- 
cación de su mínima penalidad, por haberse asegurado , entiem* 
po, el reintegro del importe de los artículos sustraídos del Ar- 
senal de Guerra. 

La sentencia que consecuente con esos antecedentes le impo- 
ne penado pérdida de empluo, inhabilitación por I anos para 
obtener otro y multa de 500 pesos, no no sólo causa agravio ul 
derecho defendido un el proceso, sinó que se ajusta a los tér- 
minos precisos de la ley. Pido por el lo á V. E,, en loque respecta 
al recurrente, la con Urinación, por sus fundamentos, del auto 
recurrido. 



Vistos y considerando: Que según resultado las constancias 
de auto», el procesado Enrique Sioli. operario en el Arsenal de 
üuerra, se halla convicto y confeso del delito de sustracción de 
cartuchos á bala de reraington, del mencionado Arsenal. 





Buenos Aires. Mayo 28 de 1805. 
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Que, en consecuencia, la sentencia Je primera instancia no 
causa agravio al apelante, porque al imponer la pena estableci- 
da por ul artículo ochenta y tres de la ley penal de mil ocho- 
chocientos sesenta y tres, aprecia el caso bajo la faz más favo- 
rable al procesado. 

Que no estando apelada la sentencia sinó por el citado Siolt, 
esta Suprema Corte no puede agravar la pena impuesta, según 
lo tiene establecido en diversos failos, 

Por esto y de acuerdo con lo pedido por el señor Procurador 
General, se cmitirina, con costas, l:i3entencia de foja ciento tre- 
ce en lapartu apelada. Devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — ABtl. BAZAK. —OCTA- 
VIO BI3SCE. — JUAN E. TOItHEST. 



La Empresa del Ferrocarril del Oeste de la provincia de Wiíc- 
tws Aires, contra don Amoldo Mignaquy y otros, por w>/jro- 
¡nación; sobre aplicación de leyes provinciales * 

Sumario.— Kn las causas de expropiación traídas al conoci- 
mL-nto de los Tribuuales Nacionales por razón de las personas, 
debe observarse el procedimiento establecido un materia federal, 
j no el fijado por las leyes provinciales. 
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Coso. — Lo explica el 



Wltm «el J< 




La Piala. Setiembre ¿3 de iW). 



Considerando; 1° Que ambas parte» se muestran de acuerdo 
en un punto capital, cual es el de que et terreno de Amoldo 
Mignaquy fué ocupado por el Ferrocarril del Oeste íi virtud de 
una )ry provincial, queá ello leaut orinaba. 

2" Que no es dado sostener, pueda reputarse aquella ley de 
foudu, como lo pretende el representante del demandado, pues 
que precisamente fué en mérito y en virtud de sus prescripcio- 
nes que Mignaquy quedó desapropiado y el Ferrocarril conver- 
tido en dueño del inmueble en la parte reclamada. 

3" Que el procedimiento de la Justicia federal, hade aplicar- 
Be aquí, tan sólo por lo que respecta a lu manera de conducir el 
juicio hasta su solución en definitiva, pulquéese es su objeto 
y no otro : el procedimiento 6 ley de forma prima desde luego 
en el sub-judice. 

\" Que sobre la materia no cabe discusión y tanto más cuan- 
do tu Suprema Corte ha resuelto el caso declarando debe apli- 
carse la ley de forma cuando el terreno materia de la Jitis fué 
expropiado en virtud de una ley de provincia, y siendo ésta 
constitucionalmcnte las que legislan sobre el panto, prima el 
procedimiento marcado por ella en todo aquello que pugne con 
la ley de fondo, pues entonces, tn tal emergencia, sería ésta j 
no aquella la á aplicarse. 

For estos fundamentos, fallo : no haciendo lugar á ta arti- 
culación promovida á foja... por la parte demandada, y una ve* 
ejecutoriada la presente sentencia, comparezcan las partes á 
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juicio verbal ¿objeto de proceder á I» designación de perito», 
preceptuada por la ley -te 21 de Octubre de 1881 de ta provino!» 
de Buenos Airea* 

Notifiquen con el original, regístrese en el libro de senten- 
cia* y repónganse liis fojas. 

Mariano S. de A ur recoce/tea 



tfall* de I* Suprema €#rte 

Buenos Aires, Mayo ¡K) «le 1895. 

Vistos y considerando: peinaba: Que está acreditada en au- 
tos que, por razou de las personas que intervienen en ellos, el 
caso corresponde á la Justicia Federal. 

Segundo : Que la sentencia apelada n\ maudar que se nom- 
bren los peritos, con arreglo á la ley de veintiuno de Octubre 
de mil ochocientos ochenta y uno, de la provincia de Buenos 
Aires, hace aplicación de una ley de forma provincial que crea 
nn Tribunal arbitral que, en única instancia,decide sobre el va- 
lor del terreno cuyo pago se gestiona, lo que importaría quitar 
á la Justicia federal el falto del asunto para someterlo ú una au- 
toridad local ajena al procedimiento federal. 

Tercero; Que las provincias no pueden, por disposiciones pro- 
pias, quitar a los habitantes déla Nación sujetos al fuero federal 
el privilegio de ser juzgados por las leyes federales, ni menos 
aún orear tribunales lócale*, que en esos casos primen sobre 
tos tribunales ordinarios establecidos por la constitución y le» 
yes nacionales. 

Cuarto: Que en el caso ocurrente las partes están confor- 
mes en que la estimación del terreno materia del pleito se baga 
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por peritos, disintiendo bóIo en cuanto al carácter qno han de 
tener esos peritos, lo queso desprende de Ta distinta legislación 
cuya aplicación pretende uno y otro. 

Quintó: Que no existe en la jurisdicción nacional peritos con 
el carácter de Jueces, salvo aquellos casos expresamente deter- 
minados por las leyes ó aquellos en que las parles por acto vo- 
luntario les nombren en tal carácter. 

Sexto: Que, en consecuencia, el nombramiento de peritos en 
que se lian manifestado conformes las partea en el cuso sub-ju- 
diee t debe hacerse con el carácter que a estos atribuyanlas le- 
yes de procedimientos en materia federal. 

Séptimo: Que esto no se opone i que el Juez de la causa, ob- 
servando los procedimientos federales, aplique en las cuestio- 
nes de fondo, la ley provincial que autoritó ia expropiación del 
terreno de que se trata. 

Por esto y de acuerdo co*\ lo Tesuelto por esta Suprema Corte 
en el fallo que se registra en la página doscientos cincuenta y 
cinco, tomo cuarto, serio cuarta de la colección, se revoca el 
auto apelado de foja veinticuatro, declarándose que el nombra- 
miento de peritos debe hacerse con arreglo á lo establecido en 
el considerando sexto. Devuélvanse, debiendo reponerse los se- 
llos ante el Inferior. 

BENJAMIN PA¡£.— LUS V. VARELA . — 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUIIGE. — 

m as e, torrent (en disidencia). 



DISIDENCIA 

En disidencia por los fundamentos expuestos por el infras- 
cripto en la causa seguida por don Alejandro Dillon contra la 
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misma Empresa del demandante, que se registra en los Fallos, 
serie cuarta, página doscientas cincuenta y cinco, torro cuarto. 

JUAN E. TOIIRENT. 



CAU&.4 i\wm 



Don Santiago Massalin contra la Compañía de Seguros *La 
Ualo~Ar$entÍM*; sobre abandono de un buque y nulidad 
de sentencia. 



Sumario. - i" No hay necesidad de abrir la causa a prueba, 
cuando no hay hechos contradichos. 

2° Estipulado el derecho de abandono en los casos de pérdi- 
da total, debe aquel ser admitido, no siendo negada ésta. 



Caso.— Loi señores Massalin y C\ sucesores da Massalin j 
líuttafoco, se presentaron ante el Juzgado, exponiendo : 

Que el patacho «Fitmona», de propiedad de ellos, fué asegu- 
rado en «La Italo- Argentina» en la suma de 4500 pesos moneda 
nacional , por el término de un año que venció el 22 do Abril de 
1890 á las tres de Utard?; 
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Que el patacho salegando con cargamento de arena, proceden- 
te de las Conchillas á Bueno» Airee, comentó á hacer agua, por 
lo que trató de dirigirse á la costa argentina en busca de auxi- 
lio; pero no pudiendo hacerse eeto, por haber calmado el Tiento, 
determinó seguir basta la rada exterior de este puerto de Buc- 
noB Aires, confiado en conseguir los auxilios que necesitaba, y 
se deliberó arrojar al agua la arena que tenia sobre cubierta 4 
fin de sostenerse; pero antes de llegar, hizo también agua j se 
fué á pique perdiéndose totalmente y salvándose, sin embargo, 
los tripulantes; 

Que por lo expuesto, y estando el caso comprendido en los 
términos del artículo 1394 del C¿digode Comercio, por cnanto 
existe naufragio con pérdida total, hacían abandono del boque 
y pedían se notificase al gerente de la sociedad aseguradora.: 

El Juez mandó hacer saber el abandono al gerente de la com- 
pama, don Alfonso Spandrí. 

Este gerente expuso : Que la compañía no estaba obligada á 

ceptarel ab andouu: 
i* Porque ion Santiago Massalin no acreditó su personería 

como sucesor de Massalin y Buttafoco, y no le consta á la com- 
pañía que aquel pueda obrar en nombre de estos; 

4 o Porque el acto de abandono no está conforme ron lo quo 
establece el artículo i 409 del Código de Comercio; 

3* Porque el siniestro producido no es de los que autorizan el 
abandono, según lo estipulada en la póliza y las diposiciones 
legales. Pidió que se tuviera por no aceptado el abandono. 

El Juez ordenópara mejor proveer que se presentase 1» póliza, 
y Massalin y G á la presentaron. En ella se establece como con- 
dición particular del seguro que éste se realiza de acuerdo con 
el articule 5* de las condiciones generales, y en este artículo se 
expresa lo siguiente : 
« Artículos*. Además de los casos de abandono, la compañía, 

su cargo las averías que sean con- 
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secuencia «le naufrag o, choque, abordaje é incendio, y ellas 
serán arregladas conio en los artículos precedentes y pagadas 
en proporción de la suma asegurada, prévia deducción de una 
franquicia sobre las mismas de diez por ciento por las averias 
particulares y cinco por ciento por las averías comunes, redu- 
ciéndose ¿la mitad para los vapores.» 

Agregada la póliza, de la oposición de la compañía asegura- 
dora se corrió traslado á La parte contraria, la cual expujo: 

Que del testimonio que presenta consta la disolución de la so- 
ciedad Maasalin y Buttafoco, así como el derecho de propiedad 
de Santiago Massalin, exclusivamente sobre todos los buques 
de Ja extinta sociedad; 

Que ese documento es posterior á la póliza y anterior al si- 
niestro, lo qae demuestra su dere hoy su personería; 

Que de acuerdo con lo que prescribe el artículo 1247 del Có- 
digo de Comercio (1409 del a n ti gao), manifestaba que no exis- 
tía ningún otro seguro sobre el patacho nacional * Fi amona», 
ni existían tampoco préstamos á la gruesa tomados sobre él; 

Que presenta también la manifestación hecha por el capitán 
del buque ante las autor id idea marítimas, con fecha 22 de Ene- 
ro de 1890, relativa al siniestro ocurrido al 1 Fia mona»; 

Que en los libros delaOGcína de la compañía aseguradora en 
la Boca del Riachuelo, constaba la declaración prestada por e! 
mismo capitán, la cual más ó m?nos dice así : 

«Se prescinden esta agencia el patrón del patacho «Fiamo- 
na», declarando que dicho buque, en su navegación de San 
Joan i Buenos Aires, sin ninguna causa, ae le abrió una vía de 
agua; que tuvieron que abandonar el buque salvándose en la 
lancha; y media hora después se le fué A pique en las cercanías 
de los paquetes de la burra, como i cinco ó seis millas de Quil- 
ines. Boca 23 de Enero de 1800. La firma del capitán.» 

Que habiéndose llenado todas las formalidades legales, te- 
niendo conocimiento como tiene del siniestro, la compañía ase- 

I. IX 27 
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guradora, y no habiendo desconocido la existencia del seguro, 
correspondía y pedía, de acuerdo oou lo pretérito por el artículo 
1231 d<a Código de Comercio (1393 del antiguo), que se inti- 
mara al gerente el pago de la sama de 4500 pesos, bajo aperoi- 
bimientode ejecución y embargo, 
día. 



MI* atol Smmu federal 

Buenos Aires, Mayo i* de 1891. 

Vistos y considerando; i" Que don Santiago SUssalin ha acre- 
ditado por medio del testimonio agregado 4 foja 7 su personería 
como sucesor de la ratón social MassaÜn y Buttafoco, para ha- 
cer el abandono del patacho «Fiamona», asegurado por dicha ra- 
zón social. 

2° Que en el escrito de foja 11 consta la manifestación, en 
conformidad al artículo! 409 delCódigodeComercio vigente á la 
época del seguro, de no reconocer el buque otros seguros ni ha- 
ber contraído préstamo a la gruesa . 

3* Que por la cláusulas* de la póliza acompañada, tLa Italo* 
Argentina» reconoce al asegurado el derecho de abandono en los 
casos de pérdida total, la cual no ha sido desconocida Ó negada 
por dicha compañía. 

Por estos fundamentos: declárase bien hecho el abandono por 
cuenta de la átalo Argentina» del pataeho tFiamonai. Repón- 
gase la foja. 

Virgilio V. Tedin. 
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fallo «e Im mup rm m 

Bueuoé Aires, Mayo 30 de 1895. 

Vistos; Considerando en cuanto al recurso de nulidad : que 
de conformidad al artículo noventa y uno de la lej de procedi- 
mientos, la recepción de la cu usa á prueba sólo es procedente 
cuando baya hechos contradichos cuyo esclarecimiento interese 
para la sentencia. 

Que no hay en la causa, hechos alegados en la demanda r con- 
testación en las condicione* expresadas. 

Por esto, no se hace lugar á dicho recurso; y por sus funda- 
mentos se confirma, con costas, el ñuto apelado de foja diez y 
seis. Repuestos los sellos, devuélvanse. 

REMAMÍH PAX. — LUIS V . VARELA. — 
ABEL BAZAR. — OCTAVIO BUHGE, — 
JUAPi E. TORREKT. 



Criminal contra Aristodemo Cerrulti y otros, por falsificación 
de billetes de Sanco ; sobre excarcelación provisoria 

Sumario.— Las diligencias sobre libertad provisoria bajo 
caución deben sustanciarse por cuerda separada, y su remisión. 
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cou motivo de apelación concedida, no puede obstar para que 
el Juez de la causa Uove adelante la instrucción del proceso. 



Caso. — Hisulta del si 




RECURSO 

Unenos Aires, Mayo de 1895. 

Suprema Corte: 

■ 

El doctor Juan Angel Martineí, defensor det procesado Aris- 
todemo Cerulh, constituyendo domicilio calle Libertad número 
357, á V. E, me presento y expongo : 

Que el señor Juez Federal de La Plata me faa otorgado un rt- 
curso de apelación, reservándose el derecho de remitir a Y. £. 
los auto» en oportunidad, toque importa hacer ilusorio el dere- 
cho que tiene un habitante de ta República á ser eioarcelado 
bajo fianza. 

Que se conceda libremente el recurso ó al solo efecto devolu- 
tivo, en ningún caso puede ser la mente de la ley que el recurso 
sólo teuga solución cuando el Juez ante quien se apela crea lle- 
gada la oportunidad. 

La libertad de las personas no está al arbitrio de los magis- 
trados, sino garantida por la Constitución y las leyes. 

Aplicando las dísposicn-nes de la de 14 de Setiembre de 1893, 
articules 211 y 212, eJ Juez ó debió remitir los autos 6 en su 
defecto ordenar la compulia. á Un de que el Superior pueda co- 
nocer y Tosolver sobre el caso que motiva la apelación; que en 
ésto es sencillamente nna excarcelación bajo fianza, negada por 
el J«ez á un hoiubr* que, á juicio del Fiscal, está prsto indebi- 
damente. 
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Fot lo expuesto, sírvase V. E. resolver lo siguiente: 
1° Darme por presentado y por constituido el domicilio, cons- 
tundo mi personería en los autos de la referencia; 

2° Ordenar al señor Juez Federal de La Plata remita esos au- 
tos para la resolución que corresponde. Será justicia etc. 

Juan Angel Martínez. 



ISFOHME 

Exmo. Señor : 

En cumplimiento de lo ordenado por V. F. en el recurso de 
hecho deducido por el doctor Juan Angel Martínez defensor 
del procesado Aristodemo üerulli» debo informar lo siguiente: 

Se instruye ante este Juzgado un sumario con motivo de una 
falsificación de billetes di Banco, por cuya causa se hallan de- 
tenidos doce individuos, entre los cuales se encuentra el raen- 
cionado Cerulli, sospechado de complicidad un dicha falsifica- 
ción. 

Solicitada por sn defensor su libertad provisoria bajo fianza, 
le fué denegada, de cuyo auto apeló para ante V. E. 

Al concederle el recurso, el suscrito ordenó que la remisión 
de los autos se hiciera en oportunidad. 

Al decretarlo asi tuvo en vista qne se hallaban pendientes 
numerosas diligencias, como ser declaraciones de testigos, ca- 
reos entre los acusados, informes periciales, etc., diligencias 
que de hacerse la remisión inmediata sufrirían demoras que po- 
drían causar perjuicios i los demás detenidos é impedirían que 
el sumarióse terminase dentro del término establecido en el ar- 
tículo 442 del Código de Procedimientos, y á fin de que esto no 
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ocurriera, el suscrito esperaba la terminación de esas diligen- 
cias para elevar a V. K., los autos, momento que aún no ha lle- 
gado. 

Si V. E. estima que la remisión debe hacerse inmediata- 
mente, se servirá ordenar se comunique ¿este Juzgado ú fia de 

Marianos, de Aitrecoeehea. 

rallo 4e l« Suprema tferle 

Dueños Aires, Mayo 3o de ltíííñ. 

Vistos en el acuerdo: Considerando: Que según resulta de 
estas actuaciones, la apelación interpuesta por el procesado 
Aristodemo Cerullí se refiere al auto det Juez de sección, dene- 
gatorio de la libertad bajo de fianza. 

Que con arreglo al artículo trescientos noventa y oobo del Có- 
digo de Procedimientos en lo Criminal, las diligencias sobre 
libertad provisional bajo caución deben sustanciarse por cuer- 
da separada. 

Que en tal concepto la remisión de esa* diligencias m* obsta 
para que el Juez de la causa lleve adelante la instrucción del 
proceso. 

Por esto y estando concedida la mencionada apelación, ofioie- 
se al Juez de la causa, con inserción de este auto, para que re- 
mita el incidente de ta referencia. Notifíquese con el original y 
repóngase el papel. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA. — 
ABEL BAZAN. — OCTAVIO BUKCK. — 
JUAN E. TOhREKT. 
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CAUSA 



i)un Adolfo E. Carranza contra la familia Achavat, 
turaciun ; sobre honorarios de Fiscal jid hoc 



ra fiscal ad hoc, nombrado en juicio seguido 
entre particulares, debe limitar su intervención á las funciones 

ciarse sobrtí el derecho que recíprocamente se atribuyan las 




de cobrar honorarios al fisco. 



Cojo. — El doctor Ramón I. 
Fiscal adhoc, por impedimento 
evacuando una vistí 
de la causa. 

apeló de 



nombrado Procurador 
titular, «pidió dictámen 





Falto de I» 

Buenos Aires, Hayo 30 de 1893. 

Vistos en el acuerdo : Con&iderando: Quelarista conferida 
por el deCíeto de foja ciento cinco vuelta de loa autos prinoi- 




pales, que se tienen presente ni dictarse esta resolución, no pue- 
de entenderse sino en el sentido de requerir el dictamen fiscal 
ya sobre competencia 6 ya sobre cualquier otro punto de pro- 
cedimiento ó de fondo que sea del resorte del Ministerio Pú- 
blico . 

Que, en consecuencia, el Procurador Fiscal ad hac no estaba 
llamado en la cansa á pronunciarse y fundar opinión sobre el 
derecho que reciprocamente y en contienda meramente ¡ima- 
da, se atribuyen las partes, todo lo que confirma la disposición 
del artículo diez y seis de la ley de Procedimientos, que no au- 
toriza entre tas diligencias para mejor proveer la intervención 
tiscal como elemento de juicio para la sentencia. 

Que el dio timen de ouya regulación se trata se concreta á 
examinar cuestiones ajenas al Ministerio Fiscal, cuando éste 
debía limitarse á lo referente á las funciones de su Ministerio, 
observando dentro de ella lo que considerare procedente, ó ma- 
nifestando que no tiene nada que observar. 

Por esto: se revoca el auto apelado de foja dos, declarándose 
que el doctor Agüero, como Procurador Fiscal especial, no ha 
devengado, en el caso, honorarios contra el fisco. Devuélvanse. 
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Criminal contra A. Gómez de la Vega, por malversación de 
caudales; sobre excarcelación provisoria 



Sumario. — No puede concederse la excarcelación prodito- 
ria, cuandu la pona por til delito acusado es superior & la de dos 
años de | 



Haso.— \imi\U de la vista del señor Procurador General. 



rail* M Ji 

- 

Santiago, Mano 87 de 1895. 

Y vistos : el incidente de excarcelación del procesado don 
Abel Gómez de la Vega, con lo dictaminado á su respecto por el 
Fiscal adhoc t doctor Napoleón Taboada; de acuerdo con las con- 
sideraciones legales adacidas por el referido Fiscal ad hoe t que 
este Juzgado conceptúa aplicables al caso sub-judice, no se ha- 
ce lugar á la excarcelación solicitada. 

/». Oíaechea y Aborta. 
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VISTA DEL SfcSOK PROCURADOR GENERAL 

Buenos Aires» Mayo 14 de If&ú. 

Suprema Corte i 

Las referencias de autos muestran que se trata da la apli- 
cación por un empleado nacional á usos propios ó ajenos, de 
caudales públicos puestos bajo su custodia. 

Y como resulta que el reintegro no se ha verificado, le sería 
aplicable según el artículo 83 de la lej sobre crímenes contra 
la Nación, de 14 de Setiembre de 1863, la pena establecida en 
el artículo 80. 

Siendo esa pena superior A la de dos años de prisión que ha- 
bilita» según el artículo 376 del Código de Procedimientos en lo 
Criminal, para U excarcelación bajo fianza, opino que la excar- 
celación no procede en el caso, y pido por ello á V. E., la 
confirmación, por sus fundamento», del auto recurrido de foja 
14 vuelta. 

Sahiniano Kier. 

Falla de la guaren»* Carta 

Buenos Aires, Junio 1* de 1895. 

Vistos: l>e conformidad con lo expuesto y pedido por el se- 
ñor Procurador General, y fundamentos concordantes; se con- 
firma, con costas, el auto apelado de foja catorce vuelta ; y de- 
vuélvanse. 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA. — 
AREL RAZAN. — OCTAVIO RUNGE. — 
JU*Pf fc . TORREKT, 
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Criminal contra Gerardo Gonzatez, por circulación de billetes 
falsos decurso legal; sobre excarcelación provisoria 



Sumario^ No puede concederse la eicaTcelnnoQ provisoria, 
cuando la pena por el delito acusado es superior álade dos años 
de prisión. 



Caso.— Lo explicad 



Falte *el Ju«i Peder*l 

Duoiios Aires, Abril 19 de 1895. 

Autos y vistos : Considerando que el hecho que ha motivado 
la prisión del procesado Gerardo González, es el' de habérsele 
encontrado en posesión de una cantidad de billetes de Banco 
falsificados, existiendo además en autos indicios bastantes para 
creerle responsable en la circulación de algunos de la misma 
naturaleza, en complicidad con los procesados Lamarra y F¡- 



m 
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Que en el estado actual de la causa no ea posible determinar 
cuál sea la situación que en los hechos incriminados deba ocu- 
par González, ni la responsabilidad que en definitiva te corres- 
ponda. 

Que el máiimun de la pena con que la ley respectiva castiga 
esta clase de delitos, excede con mucho el límite que el articulo 
376 del Código de Procedimientos en materia penal establece 
para que sea procedente la excarcelación bajo de fianza. 

Por esto, se resuene no hacer lugar, con costas, á la excarce- 
lamos solicitada. 

J. V, Lalantte. 



VISTA DLL SKSOK PHOCL¡UI»OR GENERAL 

Buenos Aires, Muyo 1 í de 1695. 

Suprema Corte: 

Según constancias del sumario. Gerardo González fué sorpren- 
dido esperando el resaltado de una venta de billetes falsos, 
fraguada en compañía de otros. Conducido á su habitación de 
la calle Victoria, se encontraron y secuestraron en ella, bille- 
tes falsificados del Banco de la Xacion Argentina. 

No procede en la actual situación del proceso, apreciar los 
grados de culpabilidad de este procesado. Pero resulta futra 
de duda, que se trata de circulación de billetes falso» da un Ban- 
co autorizado. T como ese delito tiene, según si articulo 01 de 
la ley sobre crímenes contra la Nación, una pena mayor de dos 
aüoi de prisión, j para la excarcelación no corresponde apreciar 
la responsabilidad imputable sino la relación entre el hecho 
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que motiva la prisión y la peai aplicable á ese hecho según ley, 
la excarcelación no procede ea el caso. 

Se hade servir V. E., por ello, confirmar por sus fund.imen- 
mentos el auto recurrido de foja 3. 

Sabiniano Kier, 



If alio de I» (iuprfmM tari* 

Unenos Aires. Junio 1' delt©5. 

Vistos ; Pe conformidad con lo expuesto y pedido por el se- 
ñor Procurador General, y por sus fundamentos concordantes: 
su confirma, con costas, el auto apelado de foja dos vuelta; j 
devuélvanse, 

BENJAMIN PAZ. — LUIS V. VARELA. — 
ABEL BAZAR. — OCTAVIO BTJHGE. — 
JUAN E, TORREtVTV 
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CAUSA CXXXYIII 



* l)onttamon Cano contra el doctor don Emilio Daireaux, 



Sumario.— De autos consentidos no puede concederse el re- 
curso de apelación, 



Suprema Corte: 

En complimteuto de lo ordenado por V. £. paso á informar : 
que con fecha 22 de Febrero del corriente año, don Santiago Si- 
rio» con poder de don Ramón Cano, se presentó al Juzgado de- 
mandando ejecutivamente al doctor Emilio Daireaux, por cobro 
do la suma de 5734,38 pesos m/ ní proveniente de dos pagarés, 
protestado uno, ante un dependiente y el otro ante la Munici- 
palidad de esta capital, y pidiendo se diera por acreditada la 
competencia del Juzgad ) en razón de la diversa vecindad de las 




apetatio\ 
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partes, justificada por el mismo peder en que constaba que el 
señor Cano residí* en la cindad de Mendoza, á lo que se pro* 
Tejó : 

Buenos Aires, Mareo 38 de 1885. 

Por presentado en cuanto hubiese lugar por derecho 7 cons- 
tituido domicilio legal. Téngase por parte al recurrente á méri- 
to del poder acompañado y por acreditado el fuero federal en 
virtud del mismo instrumento público otorgado en la provin- 
cia de Mendoza, por el que resulta la distinta vecindad de las 
partes. 

Intímese al deudor dé y pague lastima reclamada dentro del 



Que con fecha? de Marzo el doctor Daireaui pidió revoca- 
toria de este auto, fundándose en que no había sido citado á re- 
conocimiento de firmas y que los documentos acompañados no 
traían aparejada ejecución, desde que no habían sido protesta- 
dos en persona. Corrido traslado de la revocatoria, el actor la 
«vaciló, exponiendo : 

Que no obstante creer que el ejecutado 110 tenía derecho á 
observar el procedimiento seguido hasta que fuera citado de 
remate, en el deseo de evitar incidentes, pedía se señalara día 
j hora para que el doctor Daíreaux. compareciera á practicar el 
reconocimiento de sus firmas, bajo apercibimiento; habiéndose 
proveído lo siguiente : 

Bueno . Aires, llano 18 de 1885. 

De conformidad de partes y por los fundamentos del escrito 
de foja 7, se revoca por contrario imperio el auto de foja 5 vuel- 
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ta, j cítese en forma al deudor comparezca á reconocer su fir- 
ma, señalándose la audiencia del día 22 del corriente á la* dos 
p. m., bajo apercibimiento de dársela por reconocida si nocom- 
parece sin justa causa. 

Campillo, 



Que con fecha 21 de Marzo el doctor Daireauz, expuso: Que 
notificado del auto por el que se anulaba el procedimiento, ha- 
bla notado que se omitía condenar en costas al actor 7 que ape- 
laba de él en esta parte pidiendo se le concediera el recurso en 
relación, á lo que se decretó: 

üupuos Aire*, Marzo 30 de 18»5. 

Lo proveído en la fecha. 

Campillo. 



En 23 de Marzo, el apoderado del actor presentó escrito soli- 
citando se dieran por reconocidas las firmas de los documentos 
de fojas I y 2, en razón de no haber comparecido el doctor Dai- 
reauz y, en consecuencia, se intimara el pago para dentro del 3" 
día, habiendo el Juzgado dictado el auto siguiente: 

Dueños Aires, limo 30 de 1895. 

Apercibido el Juzgado no encontrarse acreditada en autos su 
competencia, déjase sin efecto todo lo actuado y justifiqúese 
ésta en forma, para proveer lo que corresponda. 
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Estas providencias fueron notificadas al doctor Daireaui con 
fecha tres del mes de Abril, Acreditada en forma la competen- 
cia del Juagado, por el representante del actor, b« ordenó al 
doctor Daireaus con fecha 16 de Abril compareciera á reconocer 
sus firmas el día 90 del mismo a" las dos de la tarde, habiendo el 
doctor Daireaux, en esta misma fecha, presentado escrito expo- 
niendo: 

Que en vista de que el Juzgado no halifa proveído su escrito 
de fecha 31 de Marzo, en el que apelaba por las costa* del in- 
cidente, aplazando la providencia por dictar en raronde nt* ha- 
berse justificado el fuero, pedía se dejara sin efecto la citación 
para el reconocimiento de firma» hasta que se resolviera el 
punto, concediéndole la apelación solicitada. 

Que al mismo tiempo apelaba por las costas de la resolución 
última de fecha 16de Abril, por la que el Juzgado se declaraba 
competente, pues es justo que las coatas sean á cargo del actor 
por cuya omisión se han causado; ú lo que se proveyó: 

Buenos Airea, Abril ¿3 de 189*. 

Resultando de autos «star consentidas las providencias de 
que el recurrente apela, no ha lugar. 

Campillo. 



Con fecha 23 de Abril y á pedido de la paite actora, se dieron 
por reconocidas las firmas que suscriben los documentos mate- 
ria del juicio y se intimó el pago de ta suma reclamada: en 
siete de Mario se libró mandamiento de embargo, el que se tra- 
bo en los bienes muebles que adornan la casa habitación del eje- 
cutado, los que fueron denunciados al efecto y con fecha 21 del 
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mismo se le ha citado de remata K- cnanto tongo que informar 
4 V. K. i quien Dios guarde. 

Juan del Campillo. 

rail* de I» ñmp*+m* €mrt* 

Buenos Aires, Junio 1* de 1695. 

Tintos en el acuerdo: Con el mérito del precedente informe, 
remítase al Juei de la cau*a para qup Mere adelante sus proee- 
dimi u ntos debien 'o ante él reponerse los sellos, y agregarse es- 
tas actuaciones á loa autos de su referencia. 

UF.N JABIN PAZ.— LUIS V. VARE- 
LA. — AREL BAZAR.-" OCTAVIO 
BUNGE. — JUAN E. TORRERT i 
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Doña Leonor J. de Garría, por el senador nacional don Pedro 
Garda, sobre recurso de habeas cúrpus, y aplicación de lo 
dispuesto por el articulo ñ 42 , Céditjo de Procedimiento en lo 
Criminal. 

Sumario.— i* No Terificándose et caso de excepción conteni- 
do en e! artículo 61 de la constitución nacional, no puede arres- 
tarse á un senador nacional. 
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2 El Jefe de Policía local que lo hizo arrestar, do tica y per- 
sonería para apelar del auto del Juez Federal que manda poner- 
lo en libertad. 

3° El mismo se hace pasible de la pena establecida por el ar- 
tículo 642 del Código de Procedimientos en l«> Criminal, sí, pen- 
dióte el recurso ñehabeas cot-pm, pasa el proceso al Juez del 
Crimen de la Provincia, y alega esta razón pira no cumplir el 
auto del Juez Federal. 



Casu. — Resulta dul 



Autos y fistos: el interdicto de habeos corpus interpuesto 
por la señora Leonor J, de García, eu favor de su esposo el se- 
ñor senador nacional don Pedro García, con lo informado á su 
respecto por la Policía y el referido senador y los pruebas ren- 
didas, con más los documentos cuya ratificación se ha ordenado 
para mejor proveer; del estudio de todos los antecedentes del 
caso, resultan los siguientes nechus : 

Que en la madrugada del día 22 del corriente mes a las 5 a- 
m. se produjo un movimiento subversivo del orden público que 
atacó la comisaría de Policía situada frente á la cas» del Go- 
bernador de la Provincia, tomada la cual fué apresado y secues- 
trado el señor Gobernador áa la Provincia, doctor Gelasio Logar, 
así como también varios señores senadores y diputados 4 la H. 
Legislatura de la Provincia y algunos señores jueces. 

Qne el senador García reconoce haber sido el jefe de ese mo- 
vimiento, ratificándose en su nota pasada al señor V ice-Gober- 
nador de la Provincia don Mariano Gorostiaga, el día 32. invi- 
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táodoloá hacerse cargo del mando gubernativo de la misma. 

Que «1 día 13 el senador Garda fué confeti tu id o en prisión 
ñor la Pulióla, recibiendo i la partida de ésta que fué & su caía 
en la puerta de ésta, y sin oponer resistencia, entró la partida y 
lo llevó preso al Cabildo, 

Que según declaración uniforme de los testigos ofrecidos, 
que corren á foja. . esa fué la actitud de García, es decir, que 
recibió en la puerta de su casa á la Policía y le franqueó la en- 
trada é la misma de donde se le llevó al Cabildo, sin haber opues- 
to resistencia alguna. 

Que esta alirmncioii de los testigos es corroborada por la de- 
claración que hace el señor Ministro General de Gobierno te- 
niente coronel don Félix Octavio Cordero en su manifiesto dado 
al pueblo de la Provincia, y que vió la lúa pública en una hoja 
suelta primero y niús tarde en el diario «La Union Nacional» 
que Curre agregado á estos autos y ' - cuyu contenido se ha ra- 
tificado el seiior Ministro como conloa á foja. .. 

Decimos, en efecto, que ese manifiesto confirma lo aseverado 
par tas testigos presentados, en cuanto á que el senador García 
no hilo resistencia alguna ú la Policía y la recibió en actitud 
pacífica y desarmado, por cuanto el señor Ministro dice en un 
párrafo de aquel documento: 

«Que tan sólo estuvo triunfante durante dos horas, durante 
las cuales se enseñoreó de los destinos de la Provincia (de cinco 
a. m. ó siete p. m), pues después de ese término, agrega el se- 
ñor Ministro, él tomó ya posesión del Cabildo y se rodeó de ele- 
mentos bastantes para hacer respetar la autoridad y derrotar á 
los sediciosos. * 

De todo esto resulta, pues, que cuando el día martes 43 fué 
apresado el senador Gareía, los sediciosos estaban ya vencidoa 
y desarmados. 

Sentados estos hechos, corresponde ahora hacer las siguien- 
tes consideraciones de derecho: 
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La señorada García invoca al pedir le ordene la libertad de 
su esposo el senador García, laa inmunidades que éste tiene co- 
mo miembro del Honorable Congreso de la Nación. 

Es del caso, pues, estudiar lo que á este respecto establece la 
oar ta fundamental de la Nación . 

En su artículo 61, dispone : «Ningún senador ó diputado, des- 
de el día de su elección hasta el de su cese, puede ser arrestado 
excepto el caso de ser encontrado infraganti en la ejeouoioa de 
algún crimen que moretea pena Üe muerte, infamante ü otra 
aflictiva, de lo que se dará cuenta á la Cámara respectiva, con 
la información sumaria del hecho» . 

Para resolver si en el caso sub-judice procede 6 do acordar la 
libertad del senador Garcfa,hay t pues, que ver si éste ha sido to- 
mado ó no infraganti en Inejecución de un crimen tal, que por 
su naturalesa merexca ser castigado con pena de muerte, infa- 
mante ú otra aflictiva. 

Del eiámen de los hechos que quedan constatados, se des- 
prende que la prisión del soñador García fué verificada sin ser 
tomado infraganti, desde que, como queda establecido, fué toma- 
do en actitud pacífica, sin armas en la mano, sin oponer resisten- 
cia a la autoridad; cuando la sedición de que era Jefe, estaba ya 
vencida desde mucho antes de efectuarse su prisión j como se des- 
prende claramente de las afirmaciones categóricas que contiene 
el manifiesto del señor Ministro Cordero que ya se ha invócalo. 

En efecto, todos los autores y tratadistas del derecho Penal, 
sin divergencia alguna, refieren el hecho de ser tomado iafra- 
ganti com» el acto en que se sorprende al autor del crimen, en 
el mismo momento en que lo comete, ó con los instrumentos 
del crimen en lamauo. 

AsÍ,Escricbc, Tejedor, Aguirre, Gutierres, Tissot, LeLelliger, 
Haus, Uriolan, Pacheco y tantos otros que pu diérase citar. 

Siendo esto así, es, pues, claro que el senador García no fué 
tomado infraganti delito. 
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Y siendo así, es de rigurosa aplicación la disposición del artí- 
culo 01 de la constitución nacional arriba transcripta. 

Pero antes de terminar, queremos hacer constar tas disposi- 
ciones de la constitución de los Estados Unidos de América d?l 
Norte, sobre este punto. 

Ella en su seceion VI del articulo i° dispone : «Los senadores 
7 representantes recibiián una compensación por sus servicios, 
que será determinada por la ley y pagadera por el tesoro du 
los Estados Unidos. En todos los casos, excepto los de traición, 
felonía j atentado contra la paz, gozarán del privilegio de no ser 
arrestadoH durante la asistencia á las sesiones y yendo ó regre- 
sando de ellas, y no podrdn ser fuera de allí interrogados por 
ninguno de sus discursos y debates de las Cámaras» . 

Como se ha dicho, este privilegio es indispensable al ejerci- 
cio del Poder Legislativo. 

Como se vé, la constitución americana limítalas inmunidades 
y su goce al período de sesiones y al tiempo del viaje de ida y 
vuelta por ir á las sesiones ; pero también Be requiere el que 
sean tomados infraganti, los miembros del Congreso^iempreque 
cometan los delitos de traición, felonía ó atentado contra la 
paz; en estos casos se les toma con igual requisito que exige el 
artículo 61 de nuestra constitución. 

Estas disposiciones no importan en manera alguna autorizar 
la responsabilidad de los congrégales, sínó simplemente garan- 
tirles el libre ejercicio de sus funciones que es de interés pú- 
blico. 

Así, pues, en el caso sub-judice, el senador ftarcía se declara 
responsablede la sedición y esa responsabilidad se hará efectiva 
ante el tribunal competente; pero no ha podido ser apresado sí- 
nó siendo tomado infraganti, con arreglo al artículo 61 de la 
constitución nacional ya citada: y no ha sucedido así como lo 
dejamos ya constatado. 

Por estas consideraciones y otras que se omiten en atención 
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á la naturaleza del interdicto y los corcondaotes expuestos por 
el Procurador Fiscal, resuelvo: ordenando que sen puesto en li- 
bertad el senador Garufa, pura curo ifecto se librará el corres- 
pondiente oficio al Jefe de Policía. 

Así lo resuelto en Santiago del Estero $ 28 de Abril df 1895. 
Notifíquese original. 



Autos y vistus: La solicitud del» señora del senador García, 
en id interdicto de habeos corpas deducido per aquella á favor 
del último; petición en Ja que sulicita del Juzgado: 

I a Que mande ampliar ti auto que manda poner en libertad a 
su esposo u\ senador García; 

2" Que se aplique al Jefe de Policía, dou Kudoro Gallo, la pe- 
na prescrita por el artículo rj 12 del Código de Procedimientos 
Penales, por baber pasado al Juez del Crimen al referido sena- 
dor, estando pendiente este interdicto. Teniendo en cuenta lo 
expuesto por «1 Jefe de Policía en su nota de fechado ayer, que 
no le es posible cumplimentar el auto de este Juzgado que 
manda poner en libertad al senador García por no depender ya 
de él sino del señor Juez del Crimen, á quien paso el sumario 
respectivo, con arreglo a lo estatuido por el Código Procesal de 
Ja Provincia en sus artículos... 

T considerando : Que según lo establece el artículo 31 de la 
constitución nacional: i Esta constitución Jas leyes de la Nación 
que en su consecuencia se dicten por el Congreso j los tratados 
con las potencias extranjeras son la lej suprema de la Nación; 
y las autoridades de cada Provincia están obligadas á confor- 
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marte i ellas, no obstante cualquiera disposición en contrario 
que contengan las leyes ó constituciones provinciales». 

Que ante la disposición esplícita de esto artículo de la certa 
fundamental de la Nación, no puede dudarte acerca de U ley á 
que lude darte preferencia, por na funcionaría provincial, co- 
no el Jefe de Folíela, que invoca las prescripciones de la ley 
procesal de la Provincia, para no dar cumplimiento al auto que 
le manda poner en libertad al senador García, en mérito de sus 
inmunidades de senador nacional. 

Que de la constancia de estos autos se desprende que el sena- 
dor García ha estado bajo la jurisdicción del Jefe de Policía, 
mientras se sustanciaba el recurso de hatea* corpas ,puee el refe- 
rido jefe intervenía como parte en la prueba especialmente, y 
sólo por su escrito de ayer hace saber al Jtiigedo que lo ha pa- 
sado al Jueidel Crimen pera escusarse de dar cumplimiento i 
la resolución del tribunal. 

Que así, es en verdad innecesario no requerir informe algu- 
no del Juagado de la Provincia desde que de loa mismos autoa 
se desprende que habiendo estado el detenido senador García 
sujeto á interdicto, fué pasado, no obstante, i la jurisdicción del 
Juez del Crimen, según la exposición del Jefe de Policía de fe- 
cha de ayer. 

Que así es do aplicación al caso sub-judice la disposición del 
artículo 642 del Código de Procedimientos Penates que estatu- 
ye que: «Es pasible de una multa de 500 á 1000 pesos m/n» 6 
de arresto por cuatro a 8 meses o de una y otro, todo el que te- 
niendo en custodia algún individuo que con arreglo á las dispo- 
siciones de este Código sea acreedor á no acto de habeos corpus 
para averiguar la cansa de su detención, trasfiera el preso á la 
custodiado otra persona, ó lo ponga bajo el poder ó autoridad 
de otro ó con el designio ó propósito de eludir la expedición, no- 
tificación óefectosdel auto»; y opinamos que es de aplicación al 
caso presente el artículo que queda transcripto, por cnanto el 
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Jefe de Policía, interviniendo como ha intervenido en la asistan- 
eioeion del interdicto, ha reconocido que el detenido, senador 
García, estaba bajo m jurisdicción y porque sobre todo no debió 
nanea perder de vista, estando, como estaba el referido senador 
nacional García* sujeto á la acción de un interdicto no podía po- 
nerlo bajo la custodia de otra autoridad que sustrajera á la re- 
solución del interdicto. 

Que la razón que ha expuesto el Jefe de Policía de haber- 
lo pasado & la jurisdicción del Juez del (rimen, no es atendi- 
ble en derecho, desde que, dada la prescripción clara é intergi- 
ver sable del artículo 31 de ln carta fundamental de la Nación y 
la no menos erplícita del artículo 642 del Código Procesal Na- 
cional, nunca debió proceder como dice haberlo hecho, por 
cuanto error jurü noeet, el error de derecho perjudica, y no se 
puede suponer en un funoionurio de categoría elevada, coran es 
el señor Jefe de Policía. 

Que aún suponiendo que existiera, no digamos en ana ley pro' 
cetal, aún en la constitución misma de la Provincia, algana 
disposición en contrarío de las que dejamos transcriptas del ar- 
tículo 31 de la constitución nacional y 642 del Código de Pro- 
cedimientos Penales, aún asimismo habría que resolver el caso 
en la forma estatuida en el referido artículo 31 , es decir, dando 
primacía á la ley nacional, sea ella fundamental ú orgánica, ya 
emane de un Constituyente, ó de un Congreso Legislativo, por- 
qué sólo 4 esta condición se hace efectiva la supremacía de la 
conititucion.de cayo cumplí miento depende directamente el lle- 
no da los grandes destinos del pueblo argentino, formulado 
en términos elocuentes en el preámbulo de la constitución, que 
enumerando los propósitos i que debía servir dice, como primer 
objetivo «constituir la Union Nacional», y esto no sería dado ob- 
tener sinó mediante la (apremiéis de la constitución y délas 
leyes á que mc refiere el artículo 31 citado de la ley fundamen- 
tal . 
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Que el Poder Judicial de una Suelen es el intérprete supremo 
y último de la constitución, desde que tiene basta el elevado rol 
de controlar a los demás podares para mantenerlos en la órbita 
de sos atribuciones. 

. Que consecuente conecto, establece el aitículo ¿1 de la ley de 
jurisdicción y competencia de los tribunales federales de 14 de 
Setiembre de 18031o que sigue: cLos tribunales y Juecvs nacio- 
nales, en el t-jercicio de sus funciones, procedería aplicando la 
constitución como lev suprema de laNVion, las leyes que haga 
sancionar ó sancione él Congreso, los tratados con naciones ex- 
tranjeras, las leyes particulares de las provincias, las leyes ge- 
nerales que ban regido anteriormente á la Nación y los princi- 
pios del derecho de gentes» según lo exijan respectivamente los 
casos que se sujeten á su conocimiento, eu el órden de pr elación 
que va establecidos Que cumpliendo con esa prescripción, es 
deber primordial de este tribunal federal aplicar ante todo la 
constitucional federal y las leyes d*l Congreso que se dejan in- 
vocadas, con preferencia do las demás leyes, que. en urden de 
prelaciou quedan enumeradas 

Que síeudo verdad en mérito de Loa considerandos que prece- 
den, que aunque existiera en la constitución de La Provincia, 
una disposición que mandara proceder al Jefe de Policía contra- 
viniendo la de una ley nacional, sea fundamental ú orgánica, 
siempre seria de su deber sujetarse á lo prescrito por la ley 
nacional, con mucha más razón ha debido hacerlo así, tratán- 
dose tan solo de una ley particular de la Provincia y de una dis- 
posición del reglamento policial que invoca. 

Que segnu lo estatuye el artieulo 13 di- la ley de jurisdicción 
y competencia de los tribunales federales de I i de Setiembre de 
1863, las autoridades dependientes del Poder Ejecutivo na- 
cional prestarán todo auxilio para la ejecución de las sentencias 
del poder judicial. 

Que siendo el Presidente de La República el comandante en 
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jefa ue las fuerza» de mar y tierra de la Nación y residiendo en 
el Poder Ejecutivo nacional, las futrías del Ejecutivo, én cual- 
quier punto del territorio nacional en que se encuentren, deben 
hacer obedecer y mandar ejecutarlas sentencias del poder judi- 
cial, poder inerme por la constitución piro que tiene tras sí todo 
el poder de la Nación para hacer cumplir sus resoluciones* 

Por estos fundamentos y otros que se omiten en atención ¡i 
la naturaleza de este interdicto y los concordantes de la vista 
liscal que preeeJe, resuelvo: 

I o Dejar sin efecto el auto que pedía informe al Juez del 
Crimen, por ser innecesario ; 

2* Que se libre oficio al teniente don Germán V. López para 
que cumpliméntela resolución del Juzgad», poniendo en liber- 
tad al detenido, senador don Pedro García; 

3 U Aplicando al Jefe de Policía» don EnduroGallo, la multa 
de quinientos pesos nacionales de ley, con arreglo al artículo 
642 y lo pedido por el Fiscal, 

Asi lo resuelvo en Santiago del Estiro a 30 de Abril de 1995. 
T en nombre de la autoridad nacional que invisto, mando que 
se cumplimente en forma por el actuario. 

I*. Oiaechea y Alcorta. 



VISTA »BL SfcNOR PROCURARON GENERAL 

Bunios Aires, Mayo ) 7 de 1805. 

Suprema Corte: 

Dos son loa recursos interpuestos por el señor Jefa de Poli- 
cía de Santiago del Estero. El primero, á foja 75, se refiere al 
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auto de habeos cor pus, dictado á favor del señor senador Gar- 
cía, que corre á foja 68; el segundo, el de foja lOt , que imptae 
la multa de 500 pesos al Jefe de Policía, por falta do cumpli- 
miento á aquel mandato. 

Respeotodel auto de habeos corpus, considero improcedente 
la apelación. 

El aeñor Jefe de Policía, interviniendo en su carácter oficial, 
en ésta como en toda diligencia de su cargo, no se constituye 
parte en el juicio, ni tiene por ello personería para invocar el 
agravio de sus derechos, que es el fundamento de todo recurso. 
Si ha intervenido en la investigación y suministrado anteceden- 
tes que determinaron la prisión, éste es el ejercicio de su cargo 
público: no de un derecho personal. 

El señor Procurador Fiscal es el representante legal de la 
acción pública, es con él únicamente que pueden ventilarse las 
gestiones en que aquella parezca comprometerse. 

El artículo 501 del Código de Procedimientos, sólo autoriza 
el recurso de los autos que causen gratdmen irreparable: el de 
foja 68 no lo causaba el Jefe de Policía, contra quien nada de- 
cide y si hubiera en él agravio á la vindicta pública, su repre- 
sentación legal estaba á cargo del Procurador Fiscal. Es por 
ello que ere > no procedía el Tecurso de apelación instaurado i 
su respecto. 

Pero si así no fuera, según el más ilustrado criterio de V. E. 
los fundamentos de ese auto defienden su legalidad, por cuya ra- 
tón pediría á V. K. quiera confirmarlo. 

En el segundo recorso la apelación procede, porque la multa 
impuesta al señor Jefe de Policía afecta sus derechos persona- 
les. El auto de foja 101 ha expuesto la doctrina relacionada 
con la autoridad de los jueces nacionales y la prioridad que cons- 
titucional mente tiene la aplicación y ejecución de las leyes del 
Honorable Congreso. 

Ello es incuestionable. Pero el señor Jefe de Policía, 
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no ha desconocido el respeto debido á los mandatos judi- 
ciales. 

Su escrito de foja 80 expresa y protesta el acatamiento que 
ha prestado y presta á los mandatos del Juzgado, pidiendo que 
él mismo quiera, impuesto de la circunstancia de estar el señor 
Garda sometido fi la acción del Juez del Crimen, impartir las 
órdenes del caso á dicho funcionario ó tomar las medidas que 
crea conveniente, concluyendo con pedir al Juez le declare des- 
ligado de este asunto, impartiendo las órdenes del ca^o á quien 
corresponda. 

El artículo 642 del Código de Procedimientos impone la pe- 
na al que transliera el preso á la custodia de otra persona ó le 
ponga bajo el poder ó autoridad de otro ó lo oculte ó cambie el 
lugar de su detención, con el designio ó propósito de eludir la 
expedición, notificación ó efectos del auto. 

No consta que tales propósitosdeterrainasen el proceder el Je- 
fe de Policía, ni que las escutas presentadas al Juzgado, impi- 
diesen la ejecución do su sentencia. 

Al Juzgado incumbía considerar y apreciar el mérito legal de 
esas escusas. 

El Jefe de Policía, por el liecho de enviar los antecedentes de 
Ja sedición al Juez del Crimen, no incurría en la pena del arti- 
culo 642. La expresión de aquella circunstancia y la délos de- 
beres de sujeción que ella le imponía, debieron ser materia de 
apreciación y resolución departe del Juzgado federal. 

Sólo despue* de un pronunciamiento al respecto, y de la in- 
timación de cumplir, pudo imputarse una desobediencia puni- 
ble. 

Por ello, pienso que las escusas fundadas cu las consideracio- 
nes del escrito de fija 8&, que por otra parte no han impedido 
la ejecución de lo dispuesto en el auto de habeas corpus, una reí 
que el Juez prefirió a la resolución del incidente promovido, la 
comisión al Jefe de Jas faenas nacionales, excluyen la aplúa- 
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cíon de puní* al J<>fe de Policía, y pido por ello á V. E. 1» revo- 
cación al respecto del auto recurrido. 
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Buenos Aira, Junio 1* d»- I89ñ. 

Vistos ; considerando : Que el auto de foja sesenta y o hu 
tiene por fundamento la disposición egresa del artículo sesenta 
y uno de la constitución nacional. 

Que es evidente la supreimcia de la constitución y leyes de 
la Nación sobre la constitución y leyes de la Provincia, artículo 
treinta y uno de la constitución nacional. 

Que, en consecuencia, el Jefe de Policía de Santiago del Este- 
ro, que ha debido mantener al detenido don Pedro García, á dis- 
posición del Juez Federal, de conformidad con el Código de Pro- 
cedimientos en lo Criminal, no ha podido, invocando leyes pro- 
vinciales sustraerse por acto propio del cumplimiento de eso 
deber. 

Por esto y fundamentos concordantes de la vista del señor 
Procurador General y de los autos apelados de foja sesenta y 
ocho y ciento uno, se confirman estos, con costas ; devuélvanse. 

BENJAMIN PAZ — ABEL RAZAN . — OCTA- 
VIO BUÍICE. — JUAS B. TURHENT- 



